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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
La presente monografía se propone investigar la naturaleza y accionar de los grupos 
armados ilegales surgidos o fortalecidos después del proceso de negociación con las 
Autodefensas Unidas de Colombia AUC, a través de la respuesta a dos preguntas 
orientadoras: ¿qué continuidades y discontinuidades presentan los grupos 
neoparamilitares en relación con las AUC? y ¿qué tipo de afectaciones genera en la 
población civil la presencia y accionar de los grupos neoparamilitares en relación con sus 
intereses políticos, económicos y sociales?. El trabajo investigativo y el análisis 
coyuntural a la luz de los aportes teórico-conceptuales de Bourdieu, Kalyvas y Foucault 
plasmado en los cuatro capítulos que conforman esta monografía, me permitieron llegar 
a la conclusión de que el actual fenómeno de neoparamilitarismo en Colombia esta 
marcado por continuidades con el paramilitarismo clásico como los lugares en los que 
operan, el tipo de violencia que ejercen en las comunidades, así como los intereses 
políticos, militares y económicos que aún preservan; la monografía paralelamente 
también me llevó a concluir que estas estructuras armadas también presentan 
discontinuidades en el análisis comparativo con las AUC como la dinámica interna de sus 
estructuras y jerarquías, el tipo de pactos de no agresión que establecen y la hostilidad 
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This theses aims at investigating the nature and actions carried out by illegal armed 
groups that emerged after the paramilitary (AUC) demobilization throughout the response 
to the following guiding questions: ¿what continuities and discontinuities do neo-
paramilitary groups have in comparison with the AUC?, and ¿what type of impact do the 
violent actions carried out by neo-paramilitary groups have on the civilian population in 
regard to their politic, economic and social interests?. This document is based on the 
concepts and theory conceptions of Bourdieu, Kalyvas and Foucault explained in the four 
chapters that compose the theses. The aforementioned elements led me to conclude that 
the phenomenon of neo-paramilitarism in Colombia is characterized by continuities with 
the classic paramilitarism as the places where illegal armed groups operate, the type of 
violence exerted by them and the politic, economic and military interests that they still 
preserve. Additionally, the investigation helped me also to conclude that these armed 
structures show discontinuities compared to the AUC in terms of their internal dynamic, 
their hierarchies, the type of non-aggression pact they establish and the hostility towards 
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En febrero de 2007 comencé a trabajar con la Oficina para la Coordinación de Asuntos 
Humanitarios – OCHA, donde por primera vez tuve un acercamiento directo con los temas del 
conflicto armado en Colombia, escuché allí por mis colegas de oficina, sobre el surgimiento de 
grupos ilegales luego de la desmovilización de las AUC. El tema llamó mi atención pues desde el 
pregrado en la Universidad Nacional había concentrado mis trabajos de investigación en los 
asuntos relacionados con el paramilitarismo clásico. En mi rápido paso por esa Oficina quedé con 
la inquietud de tener un mayor conocimiento sobre esa denominación y a qué realmente se 
referían con ella. Empecé desde entonces a sentir que los estudios sobre el paramilitarismo se 
quedaban cortos para lo que parecía estar pasando (hasta ese momento no había realizado 
trabajo de campo) en las regiones de Colombia luego de la desmovilización de las AUC.   
  
En el mes de Mayo de 2008 me vincule con el Departamento de Seguridad de las Naciones Unidas 
bajo el cargo de Analista, ahí tuve mis primeros acercamientos de terreno con las zonas afectadas 
por la presencia paramilitar. Con algo de temor e inexperiencia comencé a realizar visitas de 
terreno a finales del año 2008, siendo mi primera vista al municipio de Montelíbano (Córdoba) en 
el mes de Noviembre de ese año, con el objetivo de hacer un “levantamiento de información” para 
un Informe que debíamos presentar  a los Jefes de Agencia del Sistema de Naciones Unidas.  
 
En esta visita de campo me encontré cara a cara con la realidad de los grupos neoparamilitares. 
Allí, a dos años de haberse terminado el proceso de desmovilización de las AUC, me encontré con 
un panorama caracterizado por las recurrentes denuncias de la población civil sobre el  accionar 
de estructuras ilegales que ellos aún denominaban “paramilitares.” Me hablaban de diferentes 
grupos, entre ellos aún recuerdo, las Águilas Negras y los Rastrojos. Cada vez que me sentaba en 
las noches a revisar mi diario de campo se generaban en mí una serie de inquietudes y 
confusiones, pues mientras escuchaba persistentemente en las reuniones con el Gobierno en la 
ciudad de Bogotá resultados exitosos de la desmovilización y una insistente definición de “Bandas 
Criminales al servicio del narcotráfico”, por otro lado, en las misiones de terreno surgían muchas 
dudas sobre la verdadera naturaleza e intereses de estos grupos armados ilegales. Es ahí cuando 
decidí que la primera pregunta orientadora de esta monografía sería ¿qué continuidades y 
discontinuidades presentan los grupos neoparamilitares en relación con las AUC? Resolver esta 





que aún recuerdo como la inspiración de esta investigación. Sabía que sin dar respuesta a ese 
interrogante no lograría develar los verdaderos intereses de esas estructuras armadas.  
 
No quisiera avanzar en esta introducción, sin aclarar al lector la razón por la cuál se usa a lo largo 
de esta monografía el concepto de “neoparamilitares” en referencia a los grupos ilegales que 
surgieron y/o se fortalecieron después del proceso de desmovilización de las AUC. Desearía que 
esa razón tuviese un sustento teórico y académico, sin embargo debo confesar que dicho 
concepto me trajo varias y fuertes pero sanas discusiones con mi director de tesis el profesor 
Fernando Cubides. En este sentido, aunque discrepo fuertemente de las posturas del Señor 
Eduardo Pizarro (ex Director de la Comisión Nacional de Reconciliación y Reparación CNRR), el 
último informe de la CNRR acotó una frase, a mi manera de ver muy sensata y reflexiva, “la 
relación de las BACRIM con los paramilitares está compuesta tanto de continuidad como de 
cambio”1. En este mismo informe se adopta por primera vez el concepto de Grupos Armados 
Ilegales2 para hacer referencia a los grupos neoparamilitares.   
 
Aún con lo embrionario que pueda parecer, como lo han indicados analistas de CERAC3, el término 
neoparamilitarismo recoge el planteamiento de la CNRR, pues el prefijo “neo” se refiere a las 
rupturas y cambios que experimentó el fenómeno del paramilitarismo después del proceso de 
negociación y, a su vez la palabra “paramilitares” abarca las muchas continuidades que hay con las 
antiguas AUC, entre ellas los vínculos con militares y políticos ubicados dentro de la estructura 
formal del Estado. Considero que este concepto acuñado por primera vez por la Comisión 
Colombiana de Juristas y, posteriormente acogido por otras ONGs, permite capturar mejor la 
complejidad y magnitud del fenómeno.  
 
Cualquiera que sea el calificativo que se les atribuya, pues frente a ello de entrada indico que no 
hay un consenso, después de múltiples discusiones llegué a la conclusión que había otras cosas 
por demostrar frente al tipo de hostilidad que ejercen estos grupos ilegales, sus acciones 
coordinadas y su “enemigo común”, todos ellos temas que se tratan a lo largo de esta monografía. 
No es fácil develar estos factores pues como me lo dijo el profe Cubides esta es “una guerra en 
que según la proporción clásica, las nueve décimas partes de su estrategia permanecen en 
principio ocultas, aún al observador más perspicaz”.  
 
Esta realidad me ha llevado a un aprendizaje continuo en cuanto al manejo de la información, más 
aun cuando el investigador trabaja en medio de tácticas distractoras o dilatorias,  desinformación 
sistemática, mediatización creciente, entre otros elementos. No me ha sido fácil orientarme en 
                                                          
1
 II Informe de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. “La reintegración: logros en medio de 
rearmes y dificultades no resueltas”.  Enero 2011. Disponible en: 
http://www.cnrr.org.co/contenido/09e/spip.php?article3536 
2
 Según una nota al pie de página (10) de dicho Informe: “El concepto de grupos armados ilegales asumido 
en este informe alude a la diversidad presentada por estos grupos, de forma que encontramos desde 
algunos simplemente criminales hasta otros con rasgos más próximos al antiguo fenómeno paramilitar”. 
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medio de tal diversidad, por eso también por las múltiples, pero nunca excesivas, 
recomendaciones de mi Director, procure estar en vigilancia constante acerca de la consistencia 
de la información, de sus fuentes y del balance que hacía de ellas, según el consejo clásico del 
profe Cubides: “con beneficio de inventario”. Por eso también aclaro al  lector  que el trabajo 
realizado con las fuentes de información fue como el de un escultor que moldea piezas de muy 
diversas formas y tamaños tratando de encajar aquellas que mejor se asimilan con otras, para 
buscar una secuencia, una relación lógica, un corpus completo… valga la metáfora.  
 
En mi camino de investigación para lograr el propósito de hallar al detalle las continuidades y 
cambios de esta nueva fase del paramilitarismo, me encontré con diversos obstáculos de tiempo y 
sobre todo de seguridad. En repetidas ocasiones me negaron permisos para llevar a cabo viajes de 
terreno, pues la situación de seguridad en las zonas se deterioraba con facilidad. Sin embargo, 
durante los años 2010 y 2011 logré realizar el mayor número de visitas de campo con la finalidad 
de recoger información relevante sobre el fenómeno. En total visité 15 departamentos para el 
acopio de información relacionada con grupos neoparamilitares, entre ellos: Nariño, Cauca, Valle 
del Cauca, Chocó, Córdoba, Antioquia, Norte de Santander, La Guajira, Meta, Guaviare, Vichada, 
Putumayo, Magdalena y Sucre. Dos años de maratónicos desplazamientos entre la ciudad de 
Bogotá y los departamentos mencionados, me permitieron recoger el más amplio panorama de 
violencia de los grupos neoparamilitares en el país.  
 
Sigo pensando que lo más revelador de este camino de “ires y venires” en la investigación fue el 
haber podido sentarme en tantas ocasiones a “conversar” con algunas de las víctimas de los 
grupos neoparamilitares en Colombia y haber sentido que por esas conversaciones, que en la jerga 
profesional denominamos “testimonios de archivo”, tenía una responsabilidad académica y 
profesional de develar en una investigación toda la serie de eslabones que hacen parte de la larga 
cadena de violencia ejecutada por los paramilitares.  
 
Esta fue mi principal motivación para el desarrollo de esta monografía. La segunda pregunta 
orientadora de esta monografía surgió del cruce entre dos momentos de mi vida profesional. Por 
una parte, durante mis estadías en la ciudad de Bogotá, me había concentrado en investigar el 
grado de persistencia en los vínculos políticos y económicos de los paramilitares. Esta reflexión 
cobró pertinencia porque aunque percibía cambios en sus prácticas, métodos y procedimientos, 
empecé a descubrir que aún en ellos subyacen profundos intereses de diversa índole.  
Por otro lado, al viajar a las diferentes regiones me encontraba con una serie de testimonios de 
violencia de los grupos neoparamilitares narradas por miembros de las comunidades. Los hallazgos 
hechos desde Bogotá aunados a la información acopiada en el terreno me llevaron a plantearme la 
siguiente pregunta: ¿qué tipo de afectaciones genera en la población civil la presencia y accionar 
de los grupos neoparamilitares en relación con sus intereses políticos, económicos y sociales? La 
pregunta, que no es nada fácil de contestar por el ambiguo panorama en el que actualmente se 
desarrolla el fenómeno, no dejaba de ser un enorme reto. Sin embargo, aún con lo avasalladora 
que podía llegar a ser, la seleccioné pues considero que además de ubicar las continuidades y 





afectaciones directas que sobre ellas se ciernen, así como las intencionalidades que puede haber 
detrás de las acciones violentas en sí mismas.  
 
Una vez definidas las preguntas de la investigación, el profesor Fernando Cubides orientó la 
fundamentación teórica y el corpus de la misma para así dar inicio al análisis académico y al 
desarrollo de un trabajo de campo más estructurado. Aunque con el paso del tiempo el “problema 
de investigación” no se modificó, los objetivos y el plan de actividades inicialmente planteados 
adquirieron nuevos enfoques. 
 
En resumen la monografía tiene por objetivo dar respuesta a las preguntas orientadoras 
enunciadas anteriormente. Para dicho propósito se plantean como objetivos específicos: a) 
establecer los vacios del proceso de desmovilización que pudieron llevar a la continuación del 
paramilitarismo; b)  identificar las zonas y la forma en la cual operan los grupos armados ilegales 
que emergieron o se fortalecieron luego del proceso de desmovilización de las AUC; c) determinar 
cuáles son los intereses de los grupos armados ilegales que emergieron luego del proceso de 
desmovilización de las AUC; d) determinar el carácter de los acuerdos establecidos entre las 
guerrillas y los grupos neoparamilitares y e) establecer el tipo de afectaciones que sufre la 
población civil en relación con los intereses de los grupos neoparamilitares.  
 
El interés por resolver las dos preguntas orientadoras nació a partir de la observación de las 
investigaciones realizadas por ONGs nacionales para poner sobre el centro del debate la violencia 
ejercida por estos grupos ilegales (exhaustivos trabajos con inmenso merito porque hacer 
investigaciones en un país politizado, estigmatizado y en medio del conflicto no es tarea fácil). No 
lograba encontrar en ninguno de ellos un análisis que abarcara desde el proceso de 
desmovilización de las AUC hasta la violencia ejercida en la actualidad. Con ello, no quiero decir 
que sus trabajos fueron fragmentarios o limitados, pero quizá respondían, más bien, al propósito 
de informar sobre situaciones coyunturales, por regiones o por temáticas.  
Así, con la monografía me propuse generar un aporte y un valor agregado a esos trabajos ya 
realizados, con un panorama de investigación más amplio que abarcará temáticas diversas y 
diferentes grupos neoparamilitares de mayor envergadura para dar un panorama general sobre el 
fenómeno. Es de mi interés total en esta monografía estudiar a los grupos neoparamilitares a 
partir de sus protagonistas directos e indirectos, pero sin perder de vista jamás a las comunidades 
regionales y locales. 
 
Con lo dicho quisiera poner de manifiesto algo que creo es muy justo con el lector, cuando por 
primera vez presenté la propuesta de contenido de la monografía a mi Director, como a otros 
profesores que orientaron la investigación, me indicaron con total trasparencia que el tema era 
tan complejo que daba para hacer una “tesis” de un Doctorado. Inicialmente tomé los comentarios 
como un reto profesional, incluso me causaron júbilo al pensar que era un “muy buen tema”. Lo 
cierto es que con el paso del tiempo me concienticé cada vez más de la gran magnitud de la 
investigación. Sin embargo, no desistí en la idea de darle un carácter general, no sólo porque 





ante todo por que creo que este puede ser un trabajo antecesor para otras investigaciones de 
carácter regional. Así, debo decir que en esta monografía no hay verdades develadas, no creo que 
muchos las tengan, ni tampoco evidencias definitivas, creo que aquí encontrará el lector una serie 
de elementos de análisis sobre los grupos neoparamilitares que, al apuntar todos en una misma 
dirección, pueden ser indicadores determinantes de un fenómeno en formación que sólo con el 
tiempo y con el desarrollo de otras investigaciones, podrá develarse  en todas sus dimensiones.  
 
A lo anterior, también agregaría que considero imperativo el análisis desde el punto de vista 
sociológico de los efectos que estos grupos ilegales tienen en la vida cotidiana de las poblaciones, 
así como de los intereses reales que manifiestan por ejercer un control social a través de prácticas 
de violencia. Justamente, el debate político sobre el carácter y la naturaleza de estos grupos 
ilegales ha impedido que se conozca de manera real cuál es el efecto de su accionar. Aunque se 
han conocido casos de violaciones de derechos humanos a raíz de diversos informes de ONGs y 
artículos de prensa, así como compilados de cifras sobre los hechos de violencia cometidos4, no se 
conoce un estudio que analice los intereses, estrategias e intencionalidades en relación con los 
hechos de violencia que perpetran contra los civiles.  
 
CONTENIDO Y FORMA DE LA MONOGRAFÍA: 
 
Esta monografía esta construida en cuatro capítulos, tres de ellos divididos en dos partes (I, III y 
IV). Los contenidos de esta monografía fueron seleccionados conjuntamente con el Director de 
monografía, procurando abarcar todos los elementos esenciales en el análisis integral de los 
grupos neoparamilitares. Así pues, las temáticas escogidas se orientan al estudio de cuatro áreas 
macro: el proceso de desmovilización de las AUC; postura oficial frente a las denominadas por el 
Gobierno Nacional “Bandas Criminales”; análisis de los grupos neoparamilitares desde su 
organización y forma de operar interna y, principales afectaciones a la población civil en relación 
con los intereses de los grupos neoparamilitares.  
 
El Capítulo I de esta monografía inicia con la presentación de algunos rasgos generales del proceso 
de desmovilización en un sentido descriptivo. Posteriormente se evidencian los principales 
cuestionamientos a dicho proceso de desmonte. El Capítulo cierra con un análisis sobre la 
continuidad en los nexos políticos, económicos y militares de los grupos neoparamilitares. El 
objetivo principal del Capítulo es el de mostrar al lector que las falencias identificadas a lo largo 
del proceso de desmovilización tuvieron implicaciones serias y directas en el surgimiento y/o 
fortalecimiento de grupos ilegales neoparamilitares.  
 
El Capítulo II está enfocado en el análisis de la postura oficial frente a las denominadas “Bandas 
Criminales”. El Capítulo es abordado desde una perspectiva crítica, en él se tratan las implicaciones 
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También se encuentra el Banco de Datos del CINEP y otras bases de datos de ONGs locales sobre el accionar 





de la definición de la naturaleza de las Bandas Criminales por parte de los Gobiernos Nacionales, 
así como las medidas adoptadas por las Autoridades competentes para afrontar la expansión de 
estos grupos ilegales. También, en aras a mostrar un paneo lo más integral posible, se presentan 
los argumentos del Gobierno Nacional para decir que estas estructuras armadas son delincuencia 
común y no una nueva generación paramilitar.  
 
La primera parte del Capítulo III  se concentra en una investigación de los principales grupos 
neoparamilitares desde su estructura interna. En este Capítulo se presenta una caracterización de 
“Los Rastrojos”, “Las Águilas Negras”, “Los Urabeños” y el “Ejército Revolucionario Popular 
Anticomunista de Colombia - ERPAC”, así como de otras estructuras menores. Además de dicha 
caracterización se exponen los organigramas de composición y zonas de presencia en el país. El 
objetivo del Capítulo es el de generar el mayor cumulo de conocimiento de los principales 
involucrados en los hechos de violencia contra comunidades a ser presentados en el Capítulo IV de 
esta misma monografía.  
La segunda parte de este mismo Capítulo se enfoca en la investigación de los acuerdos y disputas 
que tienen los grupos neoparamilitares entre sí, así como con las guerrillas. El objetivo en este 
aspecto es el de identificar qué grado de estabilidad tiene dichos acuerdos y, qué tendencia 
presentan los enfrentamientos entre grupos neoparamilitares y guerrillas.  
 
El IV y último capítulo de esta monografía es el de mayor extensión pues en él se desarrolla todo 
un análisis desde el enfoque de la afectación directa y colateral a las comunidades. En la primera 
parte de este Capítulo se cruzan tres elementos a saber: Los hechos de violencia perpetrados 
contra civiles a partir de cuatro categorías (amenazas, homicidios selectivos, violencia asociada a 
economías ilegales y desplazamiento forzado); los mecanismos utilizados por grupos 
neoparamilitares para lograr el control social de las comunidades y, por último, los intereses que 
subyacen a los hechos de violencia contra la población civil. 
La segunda parte del mismo Capítulo tiene un enfoque sustentado en los derechos de las víctimas. 
Principalmente se presentan las implicaciones del uso del concepto de “Bandas Criminales” en los 
derechos de las personas víctima de grupos neoparamilitares, con un especial énfasis en la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras 1448 reglamentada e implementada a partir del año 2012. 
 
El diseño de la monografía facilita una lectura de los Capítulos anteriormente descritos de manera 
secuencial o individual. Es decir, aunque toda la monografía tiene un hilo conductor por la 
temática macro a la cual se refiere, cada Capítulo tiene una estructura autónoma cuya compresión 
no depende necesariamente de la lectura de los capítulos precedentes.  
 
La monografía termina con unas consideraciones finales resultado de la elaboración de cada uno 
de los Capítulos.  Las conclusiones se presentan en forma de hallazgos generales que dan 
respuesta a las preguntas orientadoras de la monografía y aquellos aspectos que requieren de un 
seguimiento posterior a la investigación, pues no pudieron ser resueltos con las evidencias hasta 





discusión de sí los grupos neoparamilitares son objeto de cumplimiento del Derecho Internacional 
Humanitario DIH, según los hallazgos finales de la investigación.  
 
FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DE LA MONOGRAFÍA: 
 
Los aspectos teóricos de esta monografía fueron seleccionados de manera conjunta con mi primer 
director de Tesis el profesor Fernando Cubides y, posteriormente, reorientados y ampliados con 
los aportes de mi segunda directora de Tesis la profesora Gloria Restrepo. Entre ellos se 
encuentran Carl Schmitt, Pierre Bourdieu y Michell Foucault.  
 
Se tuvo por objetivo que cada uno de los autores seleccionados para esta monografía aportaran a 
través de sus nociones teóricas elementos pertinentes para la reflexión, análisis y explicación de 
las temáticas abordadas en cada Capítulo. En términos metodológicos se presenta inicialmente 
una explicación sucinta de los aspectos teóricos relevantes a la temática específica, 
posteriormente su aplicabilidad o pertinencia en el análisis de los grupos neoparamilitares y, por 
último, se regresa a los aspectos teóricos iniciales para plantear unas conclusiones desde el punto 
de vista sociológico. A continuación presento algunos de los elementos teóricos de cada uno de los 
autores enunciados, desarrollados en los Capítulos II, III y IV de esta monografía.  
 
En el Capítulo II de la monografía se introducen algunos supuestos teóricos del sociólogo Pierre 
Bourdieu relacionados con sus nociones de violencia simbólica y sistemas simbólicos. Estos 
conceptos, como se verá más adelante, resultan muy apropiados para la compresión del uso dado 
por parte del  Gobierno al calificativo de “Bandas Criminales”.  
En la misma de lo anterior, en este mismo apartado se recurre a las nociones teóricas de Foucault 
sobre la formación del “discurso” y las implicaciones que tienen en las representaciones de los 
colectivos, ello con el fin de sustentar desde el punto de vista teórico que las formaciones 
discursivas tienen implicaciones en la formación de imaginarios por parte de la sociedad.  
 
En el Capítulo III se hace referencia al Carl Schmitt, particularmente a sus concepciones teóricas 
sobre la hostilidad absoluta y la lógica amigo-enemigo. La aplicación de estas nociones de la teoría 
de Schmitt son pertinentes en la explicación del tipo de hostilidad que ejercen los grupos 
neoparamilitares, particularmente en relación con los pactos de no agresión que algunos de ellos 
han establecido en ciertas áreas del país con las guerrillas.  
 
El Capítulo IV es aquel en el cual se desarrollan a mayor profundidad nociones teóricas. En él 
expongo los principales elementos teóricos para el análisis del control social que ejercen los 
grupos neoparamilitares en las comunidades. De manera particular empleo los supuestos teóricos 
de Foucault relacionados con el poder, las tecnologías de dominación y la disciplina. 
Adicionalmente, presentó las nociones de “habitus” y “campo” de Bourdieu en relación con el 






Como se puede apreciar la monografía no tiene un capítulo específico dedicado a referentes 
teóricos, pues incorporé cada una de las nociones teóricas de acuerdo con la temática respectiva 
de cada Capítulo. Así pues, recurrí a cada una de ellas según las necesidades explicativas de cada 




Para esta investigación la metodología aplicada es cualitativa, con un enfoque empírico que 
permite explorar las afectaciones a la población civil por parte de los grupos armados ilegales que 
emergieron luego del proceso de desmovilización de las AUC, en relación con sus intereses 
políticos, económicos y sociales. Para avanzar en la concreción de los diferentes objetivos 
específicos se inició un proceso de compilación de información a través de las siguientes técnicas, 
dirigidas en una lógica de triangulación hacia diversos grupos sociales:  
 Observación: Estudios de caso, entrevistas, observación participante a través de las 
misiones de terreno realizadas a las zonas afectadas por el fenómeno neoparamilitar, con 
el interés de conocer los hechos, procesos, estructuras y personas en su totalidad.  
 Anotaciones analíticas: A partir de las notas de campo tomadas durante misiones de 
terreno podrían surgir elementos explicativos que permitan una mejor argumentación de 
la  investigación desde una perspectiva empírica.  
 Recopilación, análisis y procesamiento de Información: Consulta de autores que han 
desarrollado el tema del paramilitarismo desde sus orígenes hasta su reconfiguración 
luego del proceso de desmovilización, así como de los conceptos teóricos aplicables a la 
investigación. La información contenida en estos textos puede ser organizada según temas 
y categorías.  
 Si bien el enfoque metodológico de esta investigación no es cuantitativo, resultó de 
utilidad en aras a contrastar los diferentes juicios sobre la evolución del fenómeno 
reciente de los grupos armados ilegales post desmovilización de las AUC, analizar 
comparativamente las cifras acopiadas y consolidadas por diferentes fuentes oficiales y no 
oficiales en relación con los tipos de acciones perpetradas por estas estructuras ilegales.  
 Entrevistas: Tanto a la población localizada en zonas afectadas por la presencia y accionar 
de Grupos Armados Ilegales post desmovilización de las AUC, como a estudiosos y 
analistas del tema, entre ellos miembros de ONGs Nacionales e Internacionales, 
académicos, periodistas, líderes comunitarios y sociales, entre otros.  Por razones de 
seguridad los nombres de las personas que fueron entrevistadas no son mencionados en 
esta monografía. Sólo se citan declaraciones textuales cuando las víctimas así lo 
autorizaron.  
 Seguimiento de prensa: Monitoreo a los principales hechos que marcaron las diferentes 
etapas del fenómeno paramilitar en el país, las acciones que ejecutaron en el marco de 
estrategia de expansión y los acontecimientos más recientes relacionados con la 











1. CAPITULO 1: “El desmonte de las Autodefensas 
Unidas de Colombia-AUC”: 
 
1.1  Proceso de Desmovilización de las AUC 
 
Este primer capítulo tiene por objetivo presentar de manera sucinta algunos de los principales 
hechos que marcaron el transcurso de la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia. 
Se trata de mostrar un marco general y descriptivo de  los principales acontecimientos que 
condujeron a la negociación de los Jefes de las AUC con el Gobierno del entonces presidente 
Álvaro Uribe. La intención no es otra que poner en un contexto general al lector y ubicarle en  los 
antecedentes principales, antes de adentrarnos de manera más rigurosa en el análisis de los 
grupos que emergieron luego de la desmovilización de las AUC. Por esta razón, las falencias y 
vacios que se generaron con la conducción del  proceso de desmovilización, así como las 
implicaciones directas en la formación y continuación de las estructuras de carácter paramilitar en 
Colombia, serán tratados con posterioridad en la segunda parte de este mismo Capítulo.  
 
 Generalidades:  
 
La desmovilización de las estructuras armadas 2003-2006: 
 
Hacia el año 2003, importantes sectores de la sociedad civil observaron con expectativa el proceso 
de desmovilización que el gobierno nacional adelantaba con las Autodefensas Unidas de Colombia 
y consideraban que esta iniciativa podía representar una posibilidad para avanzar en el camino de 
la búsqueda de una salida negociada al conflicto armado colombiano y, aunque había reservas 
sobre el alcance y las posibilidades del mismo, los diversos sectores sociales ponderaron 
positivamente el hecho de que el Gobierno asumiera la responsabilidad de retomar el ejercicio del 
monopolio de la ley, la fuerza y la justicia.  
 
Unos años antes de iniciarse el proceso de desmovilización de las AUC, particularmente a 
mediados de 2.000, se hizo evidente que los paramilitares tenían un proyecto político nacional que 
databa de la década de los 90. El entonces jefe de las AUC, Carlos Castaño, concedió dos 
entrevistas a la televisión nacional, una de ellas al canal RCN y otra al programa “Cara a Cara” de 
Caracol T.V. Ambos programas le sirvieron a Castaño para diseminar un discurso contra-insurgente 






Ese seguimiento mediático que se gestaba hacia los postulados de Castaño sirvió para que se 
presentaran posturas diversas en relación con la forma en que la sociedad civil asumía dichas 
nociones. Por una parte, la revista Semana presentó el 5 de Mayo de 2007, un artículo en el cual 
mencionó la realización de la “Gran Encuesta de la Parapolítica”, realizada por Ipsos Napoleón 
Franco, entre el 27 y el 30 abril de 2007 a las ciudades principales de Bogotá, Medellín, Cali, 
Barranquilla, Santa Marta, Valledupar y Sincelejo. Según dicho artículo de prensa, “un grupo 
cercano al 25%, tiene una evidente inclinación pro-paramilitar. O, al menos, tiene una 
sorprendente tolerancia frente a ese fenómeno delictivo”.5  
 
En contraste, sobre una base empírica más solida, caracterizada por entrevistas a 1487 personas, 
con un intervalo de confianza anticipado para la muestra nacional de 95% y un margen de error de 
sólo 2.6%, fue presentado en 2006  un estudio realizado para explorar el nivel de confianza de los 
colombianos en los grupos armados ilegales. 6 
 
En dicho Informe, el centro del análisis no fue la propensión existente o no de la población civil 
hacia un determinado actor armado ilegal. Por el contario, en este caso, el Informe se concentró 
en presentar el grado de respaldo de la sociedad civil a un proceso negociado con los 
paramilitares. En este sentido, la gran mayoría de la población consideró que la mejor solución 
para el conflicto era una salida negociada. De acuerdo con la investigación, dicha percepción no 
había variado en los últimos años (2004-2008). Ver Gráfica I. 
 
Gráfica I: Percepción de una solución al conflicto con los paramilitares 2004 y 2005 
Como se puede observar 
durante los años 2004 y 
2005, el grupo de quienes 
piensan que se debe 
negociar con los 
paramilitares aumentó 
significativamente, al pasar 
de un 66.2% a un 74.6% en 
2005, justamente los años 
anteriores al inicio del 
proceso de desmovilización 
con las AUC. 
En este caso, tanto quienes 
piensan que se debe hacer 
uso de la fuerza militar 
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contra los paramilitares como quienes opinan que una combinación de ésta con negociación son 
considerablemente menos. 
Este escenario de percepción favorable de la sociedad civil marcó el respaldo hacia la posible 
desmobilización de las AUC. 
 
La eventual negociación con las Autodefenas empezó a versé más posible durante la campaña 
presidencial del más opcionado aspirante. El Sr Álvaro Uribe Vélez indicó repetitivamente entre los 
años 2001 y 2002 que estaba dispuesto a conversar con los miembros de los grupos armados 
ilegales, siempre y cuando se comprometieran a cesar sus acciones violentas.  
 
Una vez electo, Uribe autorizó a la Comisión Episcopal conformada por los obispos de Montería 
Julio César Vidal, de Apartadó Germán García y de la Diócesis de Sonsón-Rionegro, Flavio Calle, 
para continuar su labor intermediaria con los grupos paramilitares, que ya había comenzado en el 
Gobierno de Andrés Pastrana (Presidente entre 1998-2002).  
 
La ley de orden público 548 de 19997, permitía al Gobierno acordar reuniones e iniciar diálogos 
con grupos paramilitares. En el mes de octubre de 2002, los grupos paramilitares manifestaron a 
través de los obispos su disposición para declarar un cese de hostilidades a fin de iniciar un 
proceso de paz. Por tal motivo el Alto Comisionado para la Paz adelantó los primeros contactos 
con dichos grupos, en reuniones que tuvieron lugar durante el mes de noviembre de 2002.  
Para ese entonces, en relación con lo anterior, el diario El Espectador publicó en una de sus 
emisiones la siguiente información:  
 
“En respuesta a la condición exigida por el presidente Uribe Vélez para 
emprender diálogos de paz, y al tiempo que el Congreso debate la eventual 
eliminación del estatus político como requisito para negociaciones con 
organizaciones armadas al margen de la ley, las Autodefensas Unidas de 
Colombia estarían considerando la posibilidad de decretar un cese de 
hostilidades. 
El Espectador conoció que gracias a los auspicios de varios jerarcas de la 
Iglesia Católica, y después de varias reuniones con los principales líderes de 
las autodefensas, la mayoría de los comandantes de las AUC estarían 
decididos a aceptar este paso trascendental, que permitiría iniciar de 
inmediato un proceso de paz y negociación política con el exigido cese de 
hostilidades”.8 
 
Tal como lo pronosticó la nota de prensa, el día 29 de ese mismo mes, las Autodefensas Unidas de 
Colombia en carta abierta al Presidente de la República declararon un cese de hostilidades con 
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alcance nacional a partir del 1 de diciembre. El hecho generó grandes expectativas pues el 
Gobierno Nacional había impuesto este primer paso como uno de los requisitos para avanzar en 
los diálogos. Por esta razón, en una seguidilla de mensajes, también el Bloque Central Bolívar hizo 
un pronunciamiento en esta misma dirección. El otro grupo paramilitar autodenominado Alianza 
Oriente -integrado por las Autodefensas Campesinas de Casanare, las Autodefensas de Meta y 
Vichada- actuó de igual manera. De los grupos que formaban parte de las AUC, quedó excluido en 
el cese de hostilidades el Bloque Metro9, que se había separado de la asociación e incluso se había 
declarado como opositor al proceso.  
 
Por esa misma época se discutía en el congreso una reforma a la Ley 548 de 1999, que contenía la 
autorización al Gobierno para adelantar negociaciones con grupos guerrilleros y dialogar con 
grupos de autodefensa o paramilitares. Se mantenía la exigencia de que a la organización con que 
se negociara se le reconociera previamente el estatus político.10 Tal como lo expresa el siguiente 
artículo de prensa, la intención del proceso legislativo era eliminar dicho requisito. 
…“Simultáneamente, en el Congreso de la República avanza la discusión 
del proyecto de reforma a la Ley 548 de 1999, que permite al Ejecutivo 
adelantar diálogos, negociaciones y firmar acuerdos de paz, y 
precisamente la consideración central de este proyecto legislativo es la 
eliminación del requisito previo del carácter político de las organizaciones 
armadas al margen de la ley, para de esta manera emprender diálogos de 
paz. Según las motivaciones del proyecto de ley, la práctica ha demostrado 
que el reconocimiento del estatus político como requisito previo para 
iniciar diálogos de paz, lejos de facilitar el proceso, puede dificultarlo. No 
sólo porque para el Gobierno no siempre es fácil hacer valoraciones 
subjetivas sobre los motivos políticos de los grupos armados sino porque 
en algunos casos es preferible que este estatus surja como consecuencia 
de las negociaciones”11. 
 
En efecto, la Ley 782 expedida por el congreso el 23 de diciembre de 2002 suprimió tal requisito y 
estableció que los diálogos se podían entablar con grupos ilegales ajustados a la definición 
contenida en el Derecho Internacional Humanitario: 
 
“De conformidad con las normas del Derecho Internacional Humanitario, y 
para los efectos de la presente ley, se entiende por grupo armado al 
margen de la ley, aquel que, bajo la dirección de un mando responsable, 
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 El Bloque Metro fue una estructura paramilitar vinculada a las Autodefensas Campesinas de Córdoba y 
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ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas”.12 
 
El mismo día que fue aprobada la Ley 783 de 2002, el Gobierno Nacional designó una Comisión 
Exploratoria de Paz a través de la Resolución 185 del 23 de Diciembre de 2002 (Anexo I), con la 
tarea de realizar contactos con los grupos paramilitares que habían declarado públicamente un 
cese de hostilidades y expresado la voluntad de iniciar acercamientos para adelantar un proceso 
de paz. Según dicha Resolución, la responsabilidad de informar sobre los desarrollos y avances del 
proceso se encontraba exclusivamente en manos del Alto Comisionado para la Paz.13 En las 
primeras semanas de 2003, antes de dar inicio formal a los diálogos con los grupos paramilitares, 
el Alto Comisionado para la Paz y la Comisión Exploratoria atendieron cuatro mesas de diálogo 
diferentes y paralelas. Una con las Autodefensas Unidas de Colombia, otras dos con el Bloque 
Central Bolívar y la Alianza Oriente, y una cuarta con las Autodefensas Campesinas del Magdalena 
Medio-ACMM-, que se negaron a compartir mesa con las anteriores.  
 
Con las AUC se realizó una primera reunión el 22 de enero de 2003, después de la cual el Bloque 
Elmer Cárdenas se retiró de la mesa, anunciando al día siguiente que lo hacía considerando que la 
propuesta de paz planteada por el Gobierno a las autodefensas era como invitarlas a un “suicidio 
colectivo”14. Por tal motivo, y para impedir nuevas deserciones, los jefes de las Autodefensas que 
participaban en la mesa de diálogo firmaron un Acta de Compromiso el 13 de febrero de 2003, en 
la cual señalaron: 
 
…“Nos comprometemos a que si uno de nosotros se margina de este 
proceso el conjunto de la Organización asumirá la totalidad de sus 
territorios e integrantes; esto sería independiente del resultado final en la 
negociación actual. Así mismo, este acuerdo queda como un principio 
fundamental que debe ser asumido totalmente en el caso en que una de 
las fuerzas aliadas defina más adelante reintegrarse al actual proceso de 
negociación. 
Conservar y construir la unidad de mando es la única forma para salir 
airosos y ser alternativa para el conjunto del pueblo colombiano que en un 
determinado momentos nos vio como una esperanza real y posible”15. 
(Texto Completo Anexo II) 
 
De manera paralela se adelantaron encuentros con el Bloque Central Bolívar, la Alianza Oriente y 
las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio. Al final de la tercera reunión con las AUC, 
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que tuvo lugar los días 20 y 21 de marzo de 2003, el Gobierno Nacional y las Autodefensas 
expidieron su primer comunicado conjunto. 
En dicho documento, las partes informaron que durante los días 20 y 21 de marzo de 2003, se 
reunieron el equipo negociador de las AUC y 34 dirigentes militares y políticos de la Organización 
con el Alto Comisionado para la Paz y la comisión Exploratoria nombrada por el Presidente de la 
República, con el fin de continuar la dinámica de este proceso de acercamiento. Según el texto, 
delegados de la Iglesia Católica estuvieron presentes en condición de facilitadores. Entre los 
diferentes anuncios dados a la opinión pública, se destaca la solicitud a la comunidad 
internacional para participar de dicho proceso y la importancia de mantener el cese a las 
hostilidades declarado desde el 1 de diciembre de 2002, (Anexo III). 
 
Entre tanto, los delegados de la Comisión Exploratoria presentaron el 25 de junio de 2003 un 
informe al Gobierno, conformado por 10 recomendaciones que se hicieron públicas en un 
comunicado de esa fecha. En el documento la Comisión le sugirió al Gobierno, entre otras cosas, 
continuar el proceso de paz con las AUC e insistió en la necesidad de congregar una sola mesa 
nacional de paz. Será de especial relevancia para la Segunda Parte de este Capítulo, el punto 10 de 
las Recomendaciones anunciadas por la Comisión Exploratoria, según el cual, se consideraba como 
prioritario el “diseño y aplicación de una política de Estado para el tratamiento de grupos de 
autodefensa, con el fin de evitar la perpetuación y resurgimiento de este fenómeno luego de la 
desmovilización de esta generación”16 
 
El siguiente hecho de mayor relevancia en el proceso de desmovilización de las AUC, se produjo 
los días 14 y 15 de julio del año 2003 en Tierralta-Córdoba, donde el Alto Comisionado para la Paz, 
los miembros de la Comisión Exploratoria y delegados de la Iglesia Católica, se reunieron con los 
representantes de las Autodefensas Unidas de Colombia, para suscribir el denominado “Acuerdo 
de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia”. Con la firma de este acuerdo se dio 
por terminada la Fase Exploratoria y se inicio formalmente el proceso de desmovilización de las 
AUC.  
El documento de 10 puntos acordaba elementos esenciales del proceso, por eso es considerado 
uno de los textos principales para el análisis de la desmovilización. Uno de los puntos más 
relevantes del Acuerdo es el que hace referencia a los compromisos básicos entre las partes para 
el proceso: 
 
Punto 2: …“las Autodefensas Unidas de Colombia se comprometen a 
desmovilizar a la totalidad de sus miembros, en un proceso gradual que 
comenzará con las primeras desmovilizaciones antes de terminar el 
presente año y que deberá culminar a más tardar el 31 de diciembre de 
2005. El Gobierno se compromete a adelantar las acciones necesarias para 
reincorporarlos a la vida civil”.  (Texto Completo Anexo IV) 
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La primera desmovilización, luego de firmado el acuerdo, tuvo lugar el 25 de noviembre de 2003, 
cuando 874 presuntos miembros del llamado “Bloque Cacique Nutibara”, uno de los frentes 
urbanos más agresivos de las AUC que desde hace varios años operaba en la ciudad de Medellín-
Antioquia depusieron sus armas. Particularmente, frente a esta desmovilización se han 
presentado varias críticas y revelaciones que serán tratadas a profundidad en la segunda parte de 
este capítulo.  Esta desmovilización estuvo seguida por la de las Autodefensas de Ortega el 7 de 
Diciembre de 2003.  
 
El 23 de enero de 2004, el Presidente Álvaro Uribe y el Secretario General de la OEA, César Gaviria, 
firmaron un Convenio17 que permitió poner en marcha la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en 
Colombia por la Organización de Estados Americanos, OEA (MAPP/OEA) (Anexo V), la cual empezó 
a ejercer sus funciones en el territorio nacional a partir del mes de febrero del mismo año y, 
aunque estaba prevista por tres años, aun continúa sus labores en el país. El hecho se concretó 
luego de que en varios pronunciamientos solicitara la participación de organismos internacionales 
en el proceso. De manera específica hubo una solicitud a la Organización de Naciones Unidas, que 
nunca prosperó dadas las profundas diferencias entre el entonces Coordinador Residente y 
Humanitario de las Naciones Unidas en Colombia, el norteamericano James Lemoyne y el ex 
presidente Álvaro Uribe. El distanciamiento entre estas partes llevó a la salida de Lemoyne del país 
en el mes de Abril de 2005, tras seis años de misión en Colombia.  
 
Particularmente, la ONU había advertido sobre las continúas infracciones al cese al fuego 
declarado por las AUC desde el 1 de Diciembre de 2001. En este mismo sentido, la Defensoría del 
Pueblo reportó constancia de 342 denuncias18, mientras que la Comisión Colombiana de Juristas 
registró entre diciembre de 2002 y septiembre de 2004 unas 1.900 denuncias de personas 
asesinadas o desaparecidas en acciones perpetradas por grupos paramilitares y no directamente 
relacionadas con el conflicto armado19. Este postulado será ampliado a profundidad en la segunda 
parte de este primer capítulo.  
 
En este sentido, el Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, señaló que “un cese de 
hostilidades no es un proceso milagroso”, sino que hay que evaluarlo como un mecanismo 
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progresivo20 y argumentó que sólo fortaleciendo la misión de la OEA se podía verificar el cese de 
hostilidades.  
Luego de la firma del convenio con la OEA para la verificación del proceso, el 13 de mayo de 2004 
se firmó el Acuerdo de Fátima (Anexo VI) sobre el establecimiento de  la zona de ubicación 
Temporal –ZUT- en Tierralta-Córdoba, la cual se hizo efectiva mediante la Resolución 092 de 2004 
y cuyo acto de instalación formal fue el 1 de Julio de ese año. Esta Resolución tuvo por efecto, la 
suspensión de órdenes de captura decretadas contra los miembros de las AUC que se encuentren 
dentro del perímetro de sus 368 km2 de extensión durante su vigencia.  El acuerdo no estableció 
garantías de seguridad para la población civil que allí habitaba. 
 
Sin embargo, el proceso continuó con una serie de desarmes colectivos que se extendieron hasta 
el 11 de abril de 2006.  Culminado este proceso, se inició a partir del 12 de abril de 2006 la 
desmovilización del Bloque Elmer Cárdenas. El proceso de desmovilización de dicho bloque se 
planteó en tres etapas que terminaron el día 15 de agosto de 2006, dando por finalizado el 
proceso de desmovilización. Según la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, el balance de la 
desmovilización fue: 31.671 hombres y mujeres desmovilizados, 18.025 armas entre largas, cortas 
y de acompañamiento entregadas, durante 38 actos de desmovilización, el siguiente gráfico (II) 
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Segunda Parte:  
 
1.2 Principales cuestionamientos al proceso de 
desmovilización de las AUC: 
 
Luego de presentar de manera estrictamente descriptiva las generalidades del proceso de 
desmovilización de las AUC para ubicar al lector en la temática central, nos concentraremos en 
identificar los principales cuestionamientos antes, durante y después de culminado el proceso. 
Entre las temáticas a tratar durante esta segunda parte del Capítulo 1, se encuentran: a) las 
violaciones al cese de hostilidades como un fin estratégico militar; b) las falsas desmovilizaciones 
evidenciadas por los ex Jefes paramilitares en sus versiones libres; c) la supuesta entrega de 
armamento mostrada como figura de éxito en el proceso y los d) nexos con estructuras militares, 
políticas y económicas intactos.  
 
1.2.1 Las violaciones al cese de hostilidades por parte de las 
AUC como un fin estratégico: 
 
Esta primera parte tiene por objetivo presentar de manera sucinta los principales efectos que 
tuvieron las violaciones al cese de hostilidades por parte de las AUC en la conformación y/o 
continuidad de estructuras armadas. En un primer momento se presenta la forma como cada uno 
de las partes involucradas en la negociación concibieron el cese de hostilidades. Posteriormente, 
se exponen las principales violaciones al cese de hostilidades según las fuentes que más de cerca 
monitorearon este proceso.  
Por último, se presentan algunos elementos que permiten observar que posteriormente al 
acuerdo de cese se presentó un proceso de rearme auspiciado justamente por quienes se habían 
comprometido en el cese de hostilidades.  
 
Concepción del Cese de Hostilidades por las partes involucradas: 
 
“El cese de hostilidades  es una metáfora  que debe manejarse con mucha flexibilidad”. Esta frase 
fue pronunciada por el Alto Comisionado para la Paz, el 25 de febrero de 2005, en el hotel 
Tequendama de Bogotá, en medio de una jornada de seguimiento a las negociaciones entre el 





irrespeto por los derechos de las víctimas y la forma como el Gobierno Nacional presentó ante la 
sociedad colombiana y la comunidad internacional lo que ellos denominaron un proceso de paz. 
 
A ello se suman los pronunciamientos de este mismo funcionario en la cuarta reunión de las AUC, 
durante la etapa exploratoria, el día 1 de Mayo de 2003, en la cual el Comisionado comentó que 
“el sentido del informe referente al cese de hostilidades es poder presentar al país hechos de paz, 
además de poder controlar el accionar desmedido de la tropa”. Sin embargo, seguidamente hace 
notar que “de hacerse público el informe, su efecto podría ser contraproducente, por lo cual es 
necesario manejarlo con sumo cuidado, porque podría darle argumentos en contra a los 
detractores del proceso con las AUC”.22  
 
Tanto para el Gobierno como para las AUC, el cese de hostilidades no se trataba de un gesto de 
buena voluntad, ni de un paso previo a la reinserción. Por el contrario, el “cese de hostilidades” 
fue mostrado como un elemento legitimador del proceso y usado por ambas partes como 
herramienta de poder, control y maniobra, tal como lo veremos más adelante.  
 
En este sentido es relevante conocer cuál era el tipo de discurso presentado por los principales 
Jefes de las AUC y la forma como concebían el cese de hostilidades en el marco de sus 
pronunciamientos. Por ejemplo, en una audiencia pública realizada en la plenaria de Cámara de 
Representantes, el 28 de Julio de 2004, Salvatore Mancuso, Jefe de las Autodefensas Unidas de 
Colombia manifestó que:  
“el cese de hostilidades declarado por las Autodefensas, a partir de 
diciembre de 2002, no nos exime de la responsabilidad de defender a las 
poblaciones y regiones de los ataques de las guerrillas, allí, donde el Estado 
no hace presencia. El compromiso de perfeccionar el cese de hostilidades de 
las AUC, hasta llevarlo a su cumplimiento en un cien por ciento, permanece 
intacto y es uno de los puntos que de inmediato llevaremos a la Mesa de 
Negociaciones con el Gobierno nacional, para que sirva a las poblaciones 
colombianas y no se convierta en una ventaja estratégica, que acabe 
inclinando el equilibrio militar en favor de la subversión23”. 
 
En el aparte del pronunciamiento de Mancuso hay frases como la de evitar que el cese “se 
convierta en una ventaja estratégica que pudiera llegar a tener la subversión”, lo anterior permite 
observar en el discurso de Mancuso la carencia de una intencionalidad real de iniciar un cese de 
hostilidades, paso necesario y en cierta medida lógico, si se supone que lo que quieren en 
reinsertarse completamente a la vida civil.  Así pues, este pronunciamiento desconocía a toda vista 
el carácter de desmovilizados que adquieren los combatientes en un proceso como el emprendido 
e incluso parecería incitar a la participación directa en las hostilidades. 
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En la línea de esta argumentación también es importante mencionar que, adicionalmente a la 
mínima relevancia dada por los Jefes paramilitares al cese de hostilidades, el Gobierno no tuvo 
ningún control efectivo sobre el accionar de las estructuras armadas. Por ejemplo, aunque se 
pactó como parte del cese de hostilidades que los efectivos se concentrarían territorialmente para 
evitar acciones por fuera de ese perímetro, esto no se dio y sólo se acuartelaron horas antes de la 
ceremonia de entrega de armas.  
Incluso el Jefe de Misión de la Organización de Estado Americanos (OEA) sostuvo que el 23 de 
enero de 2004, cuando el Gobierno y la OEA firmaron el convenio, quedó claro que era para 
“acompañar el proceso de paz” pero que una verificación a profundidad no se podría realizar. En 
palabras textuales expresó Sergio Caramagna: “sabemos que esto significa un desgaste muy 
grande, no sólo para quienes conducen el proceso, sino para el mecanismo verificador porque el 
anuncio creó la expectativa de que al llegar la OEA las hostilidades cesarían en forma automática. 
Respetamos esas expectativas, pero van mucho más allá de las posibilidades de cualquier 
verificación, más aún de la OEA que no tiene los recursos necesarios para cumplir todos los 
componentes de su mandato”.24 
 
Desafortunadamente y tal como lo planteó el entonces Jefe de Misión de la OEA, a las 
Autodefensas poco o nada les importó que hubiera un ente verificador y menos que las 
violaciones al cese de hostilidades tuvieran un impacto real en el proceso de desmovilización o en 
sus procesos judiciales con la Ley de Justicia y Paz.  Esto será corroborado a continuación en la 
segunda parte de este mismo apartado en la cual serán presentadas las principales violaciones al 
cese de hostilidades. 
 
-Violaciones al compromiso de Cese de Hostilidades por parte de las AUC: 
 
Este apartado presenta información relevante sobre las violaciones al cese de hostilidades 
cometidas por integrantes de grupos paramilitares. El apartado ha sido construido con fuentes de 
disímil origen pero que al analizarlas en su conjunto llegan todas ellas a una misma conclusión útil 
para ilustrar el propósito de este sección.  
 
En primer lugar, el Informe de Seguimiento de la Defensoría de Pueblo al cese de hostilidades, 
presentado en septiembre de 2004, es uno de los principales documentos que acopia las 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario en algunas regiones del país atribuidas 
presuntamente a miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia, durante el período de 
enero a agosto de 2004.  
 
Entre los hechos presentados en el informe se encuentran: Presunta reincorporación a las armas 
de desmovilizados de las AUC y ocupación de hecho y disfrute de bienes de la población civil 
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protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; masacres a miembros de la población civil 
rural; desplazamientos forzados de población protegida por el Derecho Internacional 
Humanitario; Homicidios selectivos y actos de pillaje cometidos contra bienes y personas 
protegidas; maltrato físico a indígenas; secuestros y retenciones; acceso carnal violento en 
menores de edad de la comunidad indígena Wayuu; desapariciones forzadas y bloqueos 
alimentarios a los pueblos indígenas  Wiwa y kogui; intimidaciones, amenazas y extorsiones 
contra la población civil. 
El registro de peticiones de la Defensoría del Pueblo hasta septiembre 2004, por infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario por parte de presuntos integrantes de las AUC en las once25 
regiones objeto de estudio, dio cuenta de 342 casos de vulneraciones o amenazas a personas y 
bienes protegidos. Para Diciembre 31 de ese mismo año, las infracciones al derecho humanitario, 
presuntamente cometidas por paramilitares, ascendieron a 1.90926.  
 
Entre la larga lista de hechos de violencia se  encuentra el asesinato en Valledupar del líder 
indígena Freddy Arias de la comunidad kankuama, atribuido a las AUC. Este homicidio generó 
fuertes pronunciamientos, como el de la Organización Nacional Indígena, que le dijo al Presidente 
Uribe el 5 de Agosto de 2004: “así como estuvo dispuesto a parar las negociaciones con los 
paramilitares por el secuestro del senador Geneco27, condicione la continuidad de las 
negociaciones al cese de estos crímenes”, sin que este pronunciamiento tuviera acogida alguna por 
parte de los Representantes del Gobierno.   
 
En relación con otros de los casos presentados en el Informe de la Defensoría del Pueblo, se puede 
analizar y concluir lo siguiente:  
 Los hechos son geográficamente dispersos, se trata de 11 Departamentos en diferentes 
zonas geográficas del país, por lo cual se puede evidenciar que no se trataba de acciones 
aisladas sino que tenían un carácter sistemático en diversas áreas del país. En este mismo 
sentido, la Comisión Colombiana de Juristas indicó que el incumplimiento al cese de 
hostilidades se presentó, en por lo menos 27 de los 32 departamentos colombianos.28 
 Lo anterior está implícitamente relacionado con el número de facciones involucradas en la 
ejecución de los hechos. Dada la dispersión geográfica del fenómeno se puede deducir 
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que fueron varias las estructuras que lideradas por mandos medios participaron en la 
perpetración de estas acciones.  
 En la mayoría de los casos las acciones estuvieron directamente dirigidas contra la 
población civil, de lo cual se concluye que el interés primario era la conservación del 
control social sobre los tejidos poblacionales.  
 Los hechos registrados comprometieron directamente la integridad física, psicológica y 
material de la población. Por la descripción de todos ellos se concluye una continuidad en 
los objetivos y el “modos operandi” clásico de las AUC. 
 
Otro Informe que corrobora los enunciados expuestos, fue el presentado por la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos el 28 de Febrero de 2005, en el cual advirtió 
que: 
“las negociaciones con las AUC tendieron a la desmovilización de grupos 
paramilitares, no obstante las continuas violaciones al cese de hostilidades, 
el cual fue reclamado públicamente por el Gobierno. Se pudo observar que 
este prerrequisito absoluto exigido por el Presidente Uribe no se cumplió 
como se hubiera esperado. No se han conocido consecuencias concretas 
para las AUC por los  incumplimientos del cese de hostilidades, los cuales, 
según la Defensoría del Pueblo y otros observadores, fueron extensos y 
serios”.29 
 
En efecto, nunca se conocieron condenas ni consecuencias jurídicas de ningún tipo para los 
miembros de las AUC que asesinaron, desplazaron, amenazaron y masacraron comunidades 
durante el prometido “cese de hostilidades”. Por el contrario hoy día el proceso de 
desmovilización de las AUC en Colombia se muestra como un ejemplo de reintegración a ser 
implementado en el mundo.  
Como planteó Fernando Cubides en uno de los textos pioneros de reflexión sobre el proceso de 
desmovilización de las AUC: 
 
“"Matan niños a media noche" decía Jesús Antonio Bejarano, alma 
bendita, en una expresión muy suya, y por desgracia con fundamento en 
los hechos, para subrayar los dilemas de cualquier negociación con los 
paras, el carácter patológico de la mayoría de lo que ellos mismos llaman 
sus " acciones de guerra", lo éticamente inadmisible de que en el curso de 
cualquier negociación se llegare a pactar la impunidad”.30    
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En la misma línea de lo indicado, el Centro de Investigación CINEP, en su reporte “Noche y 
Niebla”, basado en el banco de datos del CINEP ; Justicia y Paz informó que: 
 
“Tan pronto como se inicio este cese unilateral empezaron las denuncias 
sobre su  violación. En el periodo comprendido entre el primero de enero y 
el 30 de junio de 2003, los grupos paramilitares han ejecutado 1.153 
crímenes, de ellos 671 corresponden a ejecuciones extrajudiciales, 97 a 
desapariciones forzadas y 73 a torturas, ello sin contabilizar lo relacionado 
al desplazamiento forzado. El consolidado de víctimas del paramilitarismo 
en el año 2002 fue de 1.912, situación que permite observar un 
incremento superior al 20% en el número de víctimas atribuibles a estas 
organizaciones, que han manifestado estar inscritas en un proceso de 
paz”.31 
 
Un seguimiento de mayor envergadura temporal hecho por la Comisión Colombiana de Juristas 
reveló que: “entre la fecha de inicio del cese de hostilidades por parte de los grupos paramilitares 
el 1 de Diciembre de 2002 y el 30 de Junio de 2008, por lo menos 4.300 personas han sido 
asesinadas o desaparecidas por fuera de combate por grupos paramilitares. Las violaciones al 
derecho a la vida demuestran que lamentablemente los grupos paramilitares continúan 
existiendo y que siguen cometiendo violaciones a los derechos humanos bajo los mismos 
patrones  y agrediendo a los mismos sectores o grupos de la sociedad que han venido atacando 
desde sus orígenes”.32   
 
Lo mencionado por la Comisión Colombiana de Juristas reviste enorme importancia  pues muestra 
que no se registran cambios ni en los patrones de acción ni en los perfiles de las victimas que 
permitan afirmar que los hechos perpetrados durante el cese de hostilidades de la AUC se trataba 
de otras formas de violencia distintas a las que tradicionalmente han ejercido los grupos 
paramilitares. En todos los casos reseñados por esta fuente  se trata de personas atacadas en 
condiciones de indefensión y fueron de carácter sistemático. 
 
Lo anterior muestra que el resultado del 
cese de hostilidad no respondió a la 
autonomía de algunas facciones de las 
AUC sino a la formulación de una 
negociación sin  estrategia de inclusión 
para los mandos medios, quienes 
terminaron siendo la prenda de garantía 
de los Jefes paramilitares para continuar 
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controlando sus intereses. No en vano son hoy los mandos medios quienes lideran las estructuras 
ilegales en esta nueva etapa del paramilitarismo.  
 
En una carta de Iván Roberto Duque, alias Ernesto Báez a Luis Carlos Restrepo, Alto Comisionado 
para la Paz, escrita desde la Cárcel de Itagüi en diciembre 28 de 2006, el mismo ex jefe político de 
las AUC señaló lo mencionado con anterioridad, en relación con el accionar el libre albedrio de 
más del 50% de los mandos medios, a continuación el texto33:  
Un pronunciamiento similar realizó “Macaco”, también Jefe paramilitar del Bloque Central 
Bolívar, a la Fiscalía General de la Nación. En el documento dijo que en Colombia hay 300 mandos 
medios “respecto de los cuales no existe rastro por parte nuestra y menos, control alguno”. Y que, 
por si fuera poco, “de los 40 dirigentes nacionales de las AUC, más del 50 por ciento no se han 
sometido a la justicia, por razones que ampliamente conoce la opinión”.34 
 
Es importante mencionar que este tipo de comunicaciones no provenían únicamente de Jefes 
paramilitares del Bloque Central Bolívar, sino que se extendían a los demás Bloques de las AUC. 
Por ejmplo, Mancuso (ex Jefe de otra facción diferente conocida como Autodefensas Campesinas 
de Córdoba y Urabá ACCU,) indicó el 5 de febrero de 2007 que: “(...) es una cruda realidad que no 
podemos soslayar o minimizar. También los grupos de Autodefensas que no negociaron, siguen 
creciendo. Grupos armados emergentes los hay, como los hubo antes también, y han venido 
creciendo de forma exponencial, sólo que resultaba más cómodo para muchas personas 
calificarlos como pertenecientes a las autodefensas (...). Según Mancuso desde la cárcel de Itagüí, 
algunos miembros del Estado Mayor Negociador en Ralito están en la dirigencia de estas nuevas 
agrupaciones que alcanzarían para ese momento una cifra de 5.000 hombres.35  
 
Justamente esta información sirve de abrebocas a la siguiente parte de este mismo apartado en el 
cual se presentarán las continuidades en el rearme paramilitar después del cese de hostilidades 
con ejemplos más específicos y de carácter regional sobre el fenómeno.  
 
-Rearme paramilitar luego del denominado Cese de Hostilidades:  
En una carta36 enviada por Mancuso a Sergio Caramagna, entonces Representante de la OEA, el 4 
de Marzo de 2006, manifestó que el rearme paramilitar era inminente. Dos años después de 
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 Carta Abierta de Salvatore Mancuso al doctor Sergio Caramagna, Jefe de la MAPP-OEA. 4 de marzo de 





enviada esta carta, específicamente el 3 de abril de 2008, Mancuso expresó a fuentes abiertas que 
“hoy se ha cumplido tal cual como se la mandé (en referencia a la carta enviada a Sergio 
Caramagna en 2006), si usted lee este documento, esta carta abierta al doctor Sergio Caramagna, 
parece que fuese escrita hoy”.  
Esta carta surgió en 2006 justo en el año en que 59 de los principales jefes de las AUC fueron 
recluidos inicialmente en un centro vacacional adaptado como cárcel en la Ceja, Antioquia. Como 
lo puso de manifiesto un informe de la Procuraduría General de la Nación, el Centro de Prosocial 
en la Ceja no cumplía con las condiciones de una cárcel. Al lugar ingresaban diariamente cincuenta 
personas. Los internos tenían celular e Internet ilimitados.  
Por ello, el 2 de diciembre de 2006, el Gobierno Nacional tomó la decisión de trasladar a los líderes 
paramilitares a la cárcel de Itagüí, Antioquia. Al explicar la medida gubernamental, el Ministro del 
Interior y de Justicia, Carlos Holguín Sardi aseguró: "Había indicios serios de una posible fuga y era 
mejor tomar previsiones a tiempo, además de otras cositas que han pasado y ellos saben. Esas 
cosas se sabrán a su debido tiempo; vamos a ver cómo van las investigaciones". La insinuación del 
Ministro aludía a recientes asesinatos de lugartenientes paramilitares que se habrían llevado a 
cabo desde el lugar de reclusión de sus propios jefes, se conocían varias denuncias según las 
cuales los ex paramilitares de más alto nivel continuaban delinquiendo desde las cárceles. Hechos 
como la muerte de alias “J”, el hombre de confianza de “Macaco”. Después, de “Capulina”, uno de 
los hombres más cercanos a “Jorge 40” en la Costa y que, al parecer, habría muerto en disputas 
con “Diego Vecino”. O el caso de “Pispi”, hombre leal a “Don Berna”, que fue asesinado 
supuestamente por hombres de “Macaco”.  
 
Lo que hasta cierta época parecían rumores y no tenía sustento alguno, vino a conocerse con 
pruebas un año después (2007) en un Especial periodístico de la Revista Semana denominado “Te 
llamo desde la prisión”37. La investigación concluyó que lo que acontecía en la Cárcel de Itagüi era 
comparable con lo que ocurrió en la cárcel La Catedral donde estuvo recluido Pablo Escobar hasta 
el año 1992. SEMANA obtuvo decenas de grabaciones de los últimos cuatro meses en las que 
varios de los paramilitares recluidos en el patio 1 de la cárcel de Itagüí coordinan todo tipo de 
negociaciones ilegales a través de celulares y correos electrónicos, entre ellas, asesinatos, 
actividades de narcotráfico y rearme de hombres. Los paramilitares identificados en las 
conversaciones son hombres de confianza de algunos de los principales líderes de las AUC 
desmovilizados, como Salvatore Mancuso; Ramiro Vanoy, alias “Cuco”, y Fredy Rendón Herrera, 
alias “El Alemán”.  
 
En la misma línea, informaciones de versiones libres también señalaron que Vicente Castaño 
intentó captar los grupos rearmados en varias zonas pero que chocó con gente relacionada con 
otros ex comandantes paramilitares, en especial con Carlos Mario Jiménez (“Macaco”) y Diego 
Fernando Murillo (“Don Berna”). De ahí la versión de que éstos buscaron asesinarlo, para lo cual 
se habría desplazado Hernán Hernández (‘HH’) a los Llanos Orientales, con apoyo en otras 
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estructuras rearmadas, quien a su vez encontró fuerte resistencia del grupo –en parte disidente y 
en parte rearmado– de Pedro Olivero Guerrero (“Cuchillo”), quien se había ligado con el 
narcotraficante José María Barrera (“Loco Barrera”) y su equipo de seguridad.  
En Norte de Santander, “Macaco”, le habría comprado la franquicia de los negocios del 
narcotráfico a Mancuso y por tal vía entró a liderar las denominadas “Águilas Negras” y su proceso 
de expansión a la región Caribe, el Magdalena Medio, Santander y el suroccidente. A la vez, 
mantuvo y reactivó rezagos del Bloque Central Bolívar en el sur de Bolívar, Antioquia, los Llanos, 
Nariño y Putumayo.  
Por otra parte, a “Don Berna” se le atribuye la continuación de acciones a partir de la llamada 
Oficina de Envigado y mantener presencia armada en Urabá y Córdoba, desde donde se expandió 
a la región Caribe y otras regiones, a través de grupos rearmados que serían reconocidos como 
“Los Paisas”. En la Costa Caribe las “Águilas Negras” se instalaron en el sur de Barranquilla y en los 
municipios ribereños de Soledad, Malambo, Santo Tomás, Palmar de Varela y Ponedera (antiguo 
dominio paramilitar); las conformaron ex integrantes del Bloque Norte, quienes asumieron el 
control del paga–diario, que hasta la desmovilización estaba bajo control paramilitar. 
 
A esta continuidad  en las acciones delictivas por parte de Jefes paramilitares se le suman los 
hechos de violencia por parte de mandos medios y ex hombres de confianza a los cuales se dirigió 
Mancuso en su alocución del año 2004. Cuatro de los cinco grupos ilegales más fuertes –“Los 
Urabeños”, “Erpac”, “Renacer” y “Paisas”- nacieron con ex “paras” a la cabeza y siguen en manos 
de antiguos integrantes de las Autodefensas. 
 
Por ejemplo, los organigramas de las Autoridades sitúan a Dairo Antonio (muerto por la Policía 
Nacional en Enero de 2012)  y Juan de Dios Úsuga (ambos ex “paras”) como cabezas de los “Los 
Urabeños”. En ese mismo grupo ilegal se encontrarían en la comandancia otros ex AUC de mayor 
nivel: Henry de Jesús López, alias “Mi Sangre”, y Armando Alberto Pérez Betancourt, alias 
“Camilo”. El primero era hombre de confianza de Macaco y alias “Camilo” fue mayor del Ejército 
Nacional y segundo de Salvatore Mancuso en el Bloque Catatumbo.  
Entre los jefes de estas estructuras armadas también se encuentran hijos de ex jefes de las AUC. 
Ovidio Isaza Gómez o “Roque”, hijo del jefe máximo de los “paras” del Magdalena Medio, Ramón 
Isaza, tiene cerca de 50 hombres armados que están trabajando para “Los Paisas”. 
 
En el Bajo Cauca, la disputa por el control territorial y social es liderada por mandos medios, que 
secundaron a tres ex jefes 'paras' extraditados: Mancuso, “Cuco” Vanoy y “Macaco”. Allá, el jefe 
de “Los Paisas” es Rafael Álvarez Pineda, alias “Chepe”, que se desmovilizó con el Bloque Mineros, 
de “Cuco”. A esta misma estructura perteneció Ángel de Jesús Pacheco Chancí, alias “Sebastián” 
(asesinado por presuntos integrantes de su mismo Grupo Armado Ilegal el 25 de Julio de 2011), 
uno de los supuestos desmovilizados del Bloque Central Bolívar y que fue muy cercano a Macaco.  
 
Entre tanto, en el Erpac ha tenido en su línea de sucesión varios ex paramilitares, entre ellos: 
“Cuchillo”, que se desmovilizó con el Bloque Centauros en el 2006 (muerto en Diciembre de 2010) 





Autoridades. Le sigue Germán Ramírez Devia, alias “Vacafiada”, que trabajó con Carlos Castaño en 
Urabá y estuvo en la primera incursión paramilitar al Llano (1997). 
 
En relación con el grupo ilegal “Renacer” que opera en Chocó se sabe que tres de sus cabezas son 
ex miembros del Bloque Calima -José M. Negrete, Élber Alejandro Ávila y Éver Jhon Peñata.  
Por último “Los Rastrojos”, que son un ejército del narcotráfico anterior a la desmovilización, tiene 
en las regiones fichas que estuvieron con las autodefensas y que, según informes de autoridades, 
fueron negociadas por “Diego Rastrojo”, uno de los jefes de dicha organización ilegal.  
Estas son sólo algunas generalidades de los organigramas de estructura de los grupos 
neoparamilitares que serán tratados a mayor profundidad en el Capítulo III de esta tesis.  
 
1.2.2 Falsas desmovilizaciones evidenciadas por los ex Jefes 
paramilitares en sus versiones libres:  
 
Considero que además de analizar el cese de hostilidades, otro factor relevante en la compresión 
de los vacios de la negociación de las AUC se encuentra en las “falsas desmovilizaciones”. En este 
sentido ya vistas las infracciones recurrentes al cese de hostilidades, nos concentraremos en 
analizar cuáles han sido las revelaciones hasta ahora de ficticios desmontes de estructuras 
armadas durante el proceso de negociación.  
Este apartado esta construido en tres breves sub-secciones: 1) Lo jurídico como arma política: 
contiene información relevante sobre aspectos jurídicos que facilitaron las falsas 
desmovilizaciones. 2) Las cifras como elemento legitimador: se presenta de forma sucinta algunas 
de las irregularidades en el manejo estadístico de las cifras de desmovilizados. Como es sabido las 
AUC operaron como una federación de diferentes Bloques, algunos de ellos con profundas 
autonomías. Por esta razón, es importante advertir que en este apartado se presentará una 
variedad de pronunciamientos de diferentes ex Jefes paramilitares en el marco del proceso de 
Justicia y Paz y/o en entrevistas concedidas por ellos mismos a fuentes de información abiertas. 
Esto dada la importancia argumentativa de mostrar que no se trata de una declaración aislada e 
inconexa de un solo líder paramilitar, sino de evidenciar las coincidencias entre una y otra 
intervención, así como la dispersión del fenómeno en los diversos Bloques de las AUC.  
3) El reclutamiento como estrategia de continuación paramilitar: Se enuncian algunos elementos 
de análisis sobre la continuidad en el reclutamiento de menores durante el proceso de 
desmovilización.  
 
 Lo Jurídico como arma política: En términos jurídicos, el Decreto 3360 de 2003 (Anexo 
VII), que se expidió pocas horas antes de la desmovilización del Cacique Nutibara, por el afán de 
tener una normatividad para entregas colectivas, tuvo un enorme impacto en que las 
desmovilizaciones fueran ficticias. El primer artículo del Decreto estableció: 
  
“Cuando se trate de desmovilización colectiva en el marco de acuerdos con 





al margen de la ley de que se trate, se acreditará mediante una lista de 
desmovilizados suscrita por los voceros o miembros representantes de dicho 
grupo, en la que se reconozca expresamente tal calidad. 
Esta lista debe ser recibida y aceptada por el Alto Comisionado para la Paz. 
La lista de que trata el presente artículo habilita al desmovilizado para 
acceder al proceso de reincorporación y sustituye, para todos los efectos, la 
certificación expedida por el Comité Operativo para la Dejación de las 
Armas – CODA -.”38 
 
La desmovilización del Bloque Cacique Nutibara fue la primera que se llevó a cabo en virtud de las 
disposiciones de este decreto, específicamente dos días después de su sanción. En otras palabras, 
el texto indica que la lista de paramilitares era entregada por sus jefes, de esta forma, la aplicación 
del Decreto 3360 hizo aún más difícil verificar si los que se desmovilizaron eran o no efectivamente 
miembros de un grupo armado ilegal o responsables de violaciones de derechos humanos. 
Aún cuando la siguiente desmovilización fue un año después (Bloque Catatumbo Noviembre de 
2004), el Gobierno Nacional no aplicó ningún tipo de filtro para que las críticas a la desmovilización 
del Cacique Nutibara fueran resueltas.  
 
La promulgación de decretos en medio del proceso, a toda vista prematuros y diseñados a media 
marcha para satisfacer objetivos coyunturales, muestra que desde la Institucionalidad había una 
clara intención por mostrar resultados sobre una desmovilización que carecía de preparación y 
estándares de supervisión.  
Lo central en este punto del análisis, no es solo develar las maniobras jurídicas implementadas 
para salvaguardar la muestra de resultados, sino comprender el sentido de la acción del gobierno 
y de los mismos paramilitares cuando deciden conjuntamente llevar a cabo todo tipo de acciones 
para lograr sacar a flote desmovilizaciones  aunque fuese de forma ficticia.  
 
En este sentido recurro a Weber para quien comprender el sentido39 de la acción quiere decir, 
comprender al actuante y comprender al actuante significa comprender el sentido de su acto. 40 En 
esta lógica, de acuerdo con la información presentada anteriormente, podemos decir que la 
acción social orientadora tanto del gobierno como de los paramilitares fue de tipo racional con 
arreglo a fines, determinada por expectativas en el comportamiento tanto de objetos del mundo 
exterior como de otros hombres, y utilizando esas expectativas como medios para el logro de fines 
propios racionalmente  sopesados y perseguidos. 
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Para Weber, actúa racionalmente con arreglo a fines, quien orienta su acción por el fin, medios y 
consecuencias implicadas en ella y para lo cual sopese racionalmente los medios con los fines, los 
fines con las consecuencias implicadas y los diferentes fines posibles entre si41. Lo comprensible es 
la forma como se orienta una acción de acuerdo con el fin que se quiera alcanzar. De esta forma el 
fin principal del gobierno era mostrar a toda costa que el proceso de desmovilización era exitoso  y 
que con él, el país entraba en una etapa de pos conflicto libre de los embates del paramilitarismo, 
para alcanzar este fin recurrió a todo tipo de medios, políticos, jurídicos  y procedimentales  que le 
abonaran el camino en concordancia con su objetivo, en otras palabras el fin justificó los medios, 
todos ellos impregnados de ilegalidad pero efectivos en la orientación racional por mostrar un 
proceso triunfante. 
 
De otro lado las acciones de los grupos paramilitares también fueron orientadas en este mismo 
sentido, pero persiguiendo un objetivo diferente, en este caso el fin principal consistió en 
conservar la estructura militar, económica y políticas intactas pero a la vez hacerle juego a la 
postura gubernamental de una supuesta exitosa desmovilización. 
Podemos decir, que tanto la acción racional del gobierno como de los paramilitares en relación 
con sus respectivos fines  confluyeron en la forma como sopesaron racionalmente los medios  y los 
orientaron de acuerdo con sus distintos objetivos uno respecto a otros. A ambos les fue útil 
presentar falsas desmovilizaciones como parte de un supuesto proceso exitoso de desmovilización 
para alcanzar sus  determinados fines. 
 
 Las cifras como elemento legitimador: En segundo lugar, tan sólo por recurrir al análisis 
comparativo de las cifras oficiales, de acuerdo con el Ministerio de Defensa Nacional, los grupos 
paramilitares pasaron de tener 4.500 miembros en 1998 a 12.175 en 2002, año en que entró en 
vigencia el anunciado cese de hostilidades42 (Ver Primera Parte de este mismo Capítulo). Estas 
cifras se fueron incrementando durante el desarrollo de la etapa de “desmovilización”, pues en 
enero de 2005, luego de haberse realizado siete ceremonias de “desmovilización” colectiva, el 
Ministro del Interior y de Justicia, a la pregunta de ¿cuántos paramilitares hay en el país?, 
respondió: “Unos 15 mil”43. Esta cifra, a su vez, habría aumentado considerablemente en 2006, 
luego de realizadas 27 ceremonias de “desmovilización” colectiva, pues según el Director del 
Programa para la Reinserción a la Vida Civil, la cifra definitiva de paramilitares “desmovilizados” 
sería de 26.00044. Sin embargo, la cifra oficialmente presentado por la Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz fue de 35.309 combatientes desmovilizados.  
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De acuerdo, con lo anterior, parecen haberse desmovilizado combatientes en una cantidad quizás 
tres veces superior a la del número de paramilitares existente cuando se inició el Gobierno en 
agosto de 2002, según las cifras oficiales, los estimativos de analistas expertos y de los propios 
jefes paramilitares.  
Lo anterior significa una de dos cosas, si efectivamente se desmovilizaron 35.309 paramilitares 
como indicó el Gobierno en su momento (Ver Tabla pagina 8), y en realidad como lo expresaron 
los mismos Jefes paramilitares en versión libre sus filas no excedían los 15.000 combatientes, esto 
quiere decir, que el número de paramilitares creció durante las negociaciones con el Gobierno 
entre 2002 y 2006 en una proporción del 102%, lo cual indica que sólo en cuatro años se 
incrementaron en 20.000 hombres, cifra sin precedentes en su historia.  
 
O si, por el contrario, el número de paramilitares no creció durante las negociaciones con el 
Gobierno, el total de paramilitares desmovilizados no pudo ser superior a 12.000 o 15.000 
personas, como consecuencia de lo cual un poco más de 20.000 personas supuestamente 
desmovilizadas no eran paramilitares. En cualquier caso, las cifras del Gobierno y los paramilitares 
se desmienten entre sí y poseen un alto grado de incredulidad. 
 
En este sentido, en una entrevista concedida a la Revista Semana el 11 de Agosto de 2003 por 
parte de Salvatore Mancuso, le formularon la pregunta sobre cuántos hombres hacían parte del 
proceso de desmovilización de las AUC?, ante la cual respondió que en la negociación participaban 
13.000 hombres y que había un total de 6.500 combatientes más entre otros bloques, que 
también estaban negociando por separado con el Gobierno. Según Mancuso, se trataba de un 
total cercano a los 19.500 hombres. Sin embargo, tres años después el gobierno nacional reportó 
31.671 combatientes desmovilizados, la pregunta central es ¿de dónde salieron los otros 12.172 
supuestos combatientes “desmovilizados” por el Gobierno Nacional? 
 
Frente a esta pregunta, hay varios datos a tener en cuenta en el análisis. El pasado 7 de Febrero de 
2011, el ex jefe político de las AUC, Iván Roberto Duque Gaviria, más conocido con el alias de 
“Ernesto Báez”, recibió durante dos horas en la cárcel de máxima seguridad de Itagüí, a un  
periodista, quien entre varias preguntas lo cuestionó sobre las cifras de desmovilizados: 
 
Periodista: ¿Qué porcentaje de las bandas emergentes son en realidad 
emergentes o son simplemente continuidad de tropa que no se desmovilizó  y 
que quedó al garete, sin comandantes y sin plata, pero con las armas y con la 
disponibilidad de hacer cosas? 
E.B: Yo pienso que las bandas emergentes no son más que paramilitares mal 
desmovilizados. Porque estamos detenidos 3.000, pero se desmovilizaron 35.000. 
Treinta y cinco mil no éramos los miembros de las AUC, ¡jamás! Esa organización 
podía llegar máximo a 15.000 ó 16.000 combatientes. 
 






E.B.: Porque hubo una enorme irresponsabilidad en eso.  Cuando se desmovilizó 
parte de la auto defensa del Bloque Central Bolívar, en Santa Rosa del sur, por allá 
en el corregimiento de Monterrey, de allá hubo que devolver  cuatro camiones 
repletos de vagos, prostituta, vendedores callejeros, que los apuntaron en las lista 
para que figuraran como desmovilizados y se  pudieran ganar los 354.000 pesos 
que ofrecía el gobierno.   
Como en el caso de justicia y paz cuentan son los números, la justicia cuantitativa, 
entonces es mejor decir: “fue tan exitosa mi gestión que desmovilice a 35.000 
bandidos”. Así de los 35.000, solamente la mitad lo hayamos sido, pero las cifras 
cuentan y eso pesa, eso engorda  el cuento. Aquí ocurrió lo mismo con la ley de 
Justicia y Paz, hablamos siempre de términos cuantitativos.45 
 
Más recientemente, el pasado 4 de marzo de 2011 en audiencia de Justicia y Paz, Freddy Rendón 
Herrera, el “Alemán”, ex jefe de los paramilitares de Chocó y Urabá, dijo ante un Tribunal de 
Justicia y Paz que la primera desmovilización de las AUC, la del Bloque “Cacique Nutibara” en 
Medellín, en noviembre del 2003, fue un montaje para que pudiera colarse y recibir beneficios 
políticos la “Oficina de Envigado”.46 
 
Expresó textualmente que: "La del Cacique Nutibara fue una desmovilización ficticia, se recogieron 
uniformes y armas viejas para ese espectáculo que se montó en el Palacio de Exposiciones por 
parte de las oficinas delincuenciales de Medellín, lideradas por Diego Fernando Murillo, “Don 
Berna”. Según el “Alemán”, "el Gobierno aceptó una falsa desmovilización" a pesar de que sabía 
que estaba legalizando a narcos y sicarios. 
 
En la misma dirección, también dijo en su intervención que la “desmovilización del “Cacique 
Nutibara” se dio como respuesta a la "falta de resultados" de parte del Gobierno en el proceso de 
negociación con las AUC. De manera textual indicó que "el proceso se abre en el año 2002 y 
arranca el 2003 con la renuncia del Bloque Elmer Cárdenas; entonces el 2003 transcurre sin ningún 
avance y la comunidad internacional se pregunta qué se está negociando en Ralito y por qué el 
Gobierno está a puerta cerrada (…), entonces el Alto Comisionado pide urgente una 
desmovilización y por eso se da la desmovilización del Cacique Nutibara".47 
 
La pregunta frente a estas declaraciones, es si el entonces Alto Comisionado para la Paz y los 
demás funcionarios encargados del proceso conocían lo que ocurría antes y durante las 
ceremonias de “desmovilización”. En este sentido, al señalar responsables en la supuesta falsa 
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desmovilización, el ex paramilitar señaló que esta fue coordinada por el ex Alto Comisionado para 
la Paz Luis Carlos Restrepo (hoy día prófugo de la Justicia colombiana), por lo cual el entonces 
presidente de la República Álvaro Uribe Vélez debía estar enterado. "Yo he creído siempre que uno 
debe saber qué hacen sus subalternos; él (Uribe) era un Presidente que además era Ministro, 
Comisionado, etc., además Luis Carlos Restrepo, cuando se reunía con nosotros, siempre llamaba 
al Presidente vía satelital".48 El desmovilizado comandante paramilitar agregó que no puede 
precisar cuál General o cuál Brigada conocía de la desmovilización, pero indicó que en Medellín 
sólo está la IV Brigada y que los organismos de seguridad sabían que la estructura que 
supuestamente entregó las armas "era casi ficticia".49 
 
Es paradójico que hoy día, ocho años después de las desmovilizaciones se vengan a conocer 
revelaciones tan específicas sobre la desmovilización paramilitar, cuando el recuerdo más vivo de 
la sociedad se enmarca en los discursos del Alto Comisionado para la Paz, en cada ceremonia de 
entrega en los cuales no se daba cabida a ninguna apreciación diferente a la del “éxito” del 
proceso. Por ejemplo, en la del Bloque Bananero, en la Finca La Macarena, corregimiento El Dos, 
Turbo-Antioquia, el 25 de Noviembre de 2004, el Alto Comisionado para la Paz, expreso que: 
“hoy, coincidencia feliz, se cumple un año de la desmovilización del Bloque Cacique 
Nutibara. Qué importante decisión histórica. Una estructura armada urbana se 
desmoviliza en su totalidad y, como resultado de esto, tenemos hoy una consolidación 
de la convivencia en Medellín, que muestra resultados nunca antes vistos en la 
historia de la ciudad.”50 
Frente a lo dicho por el Comisionado de Paz, sólo dos apreciaciones, ni la estructura ilegal del 
Bloque Cacique Nutibara se desmovilizó en su totalidad, ni Medellín es un remanso de paz, aún 
hoy siete años después de la “desmovilización” del BCN, Medellín continúa siendo una de las 
ciudades con la tasa más alta de homicidio en el país.51  
 
Continuando con la seguidilla de revelaciones, a los pocos días de los pronunciamientos del 
“Alemán”, Éver Veloza (alias “HH”) -paramilitar extraditado en 2009- señaló que no sólo hubo 
fraude en la desmovilización del Cacique Nutibara, sino también en la de los Bloques Héroes de 
Tolová, Héroes de Granada y Pacífico. 
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A este pronunciamiento se le sumaron los hechos por Juan Carlos, alias “El Tuso” Sierra en Marzo 
de 2011 cuando aseguró ante la Corte Suprema de Justicia que, en el año 2005, se llevó a cabo la 
desmovilización ficticia de otras tres facciones de las AUC. Entre ellas, la desmovilización de 445 
miembros del Bloque Héroes de Tolová de las AUC, comandado por Diego Fernando Murillo 
Bejarano, alias “Don Berna”, el 15 de junio de 2005;  la desmovilización del Bloque Héroes de 
Granada, que apoyaba en las zonas rurales al desmovilizado Bloque Cacique Nutibara de las AUC y, 
por último la del Bloque Héroes de Granada.  
 
“El Tuso” también señaló que en la desmovilización del Bloque Central Bolívar del 12 de junio de 
2005, que comandaban Iván Roberto Duque, alias “Ernesto Báez”; Rodrigo Pérez Alzáte, alias 
“Julián Bolívar”, y Carlos Mario Jiménez, alias “Macaco”’, participaron personas que se habrían 
hecho pasar por paramilitares de la organización ilegal, cuando nada tenían que ver con esta. En 
este sentido expresó que: "Cuando “Julián Bolívar” y “Macaco” desmovilizan al Bloque Central 
Bolívar en Remedios-Antioquia, le cuento que la mujer que me cocinaba a mí, con su hija, también 
las llevaron a que se desmovilizaran para ganarse 450 mil pesos".52 
 
Con este abanico de pronunciamientos y testimonios de los ex Jefes paramilitares se conocieron 
las primeras incertidumbres sobre la veracidad de las desmovilizaciones. Sin embargo, varios 
sectores políticos han indicado que no se les debe creer todo lo que dicen en versiones libres a ex 
asesinos y criminales. Por esta razón, en aras de tener un análisis argumentativo integral a 
continuación presentó una multiplicidad de diferentes fuentes que también han develado las 
irregularidades del proceso.  
La información que se presenta en seguida proviene de fuentes de origen disímil, esto con la 
intensión de mostrar el panorama desde las más diversas posturas y, con ello mostrar que aun 
cuando en su naturaleza el origen de la información pueda ser muy heterogéneo y ninguna de las 
fuentes cuente con la versión ultima de los hechos y la verdad revelada, en final todas ellas 
coinciden en que el proceso  presentó profundas anomalías.  
 
En este sentido, en una presentación elaborada por Iván Cepeda en el debate de control político 
en la Cámara de Representantes indicó que, según una Fiscal Especializada de la Unidad de 
Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, alias “Jorge 40”, comandante del Bloque 
Norte, envió varios correos dando órdenes a mandos medios de los frentes del Bloque Norte de 
conseguir personas, campesinos necesitados, para la desmovilización, e incluso da un número de 
cuenta para consignar ayuda a quienes colaboren, textualmente indica que “entre más  gente 
mejor”. Según el documento de la Fiscalía, Jorge 40 también les solicitó preparar y orientar a 
dichas personas para el día de la desmovilización, para que pudieran responder las preguntas ante 
la Fiscalía, incluso plantea una lista de posibles preguntas con sus respectivas respuestas. También 
les dice que aclaren que hay bonificaciones por dos años, salud, educación y seguro de vida. 
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En conversaciones de “messenger” interceptadas por la Fiscalía a Jorge 40 también se pudo 
constatar que le pedía a un mando medio alias “Antonio”, que debía seguir controlando las zonas 
y obtener un listado de personas y ONGs que hubieran sido frecuentadas por guerrillas, esto en 
pleno proceso de desmovilización. También se tuvo conocimiento, que Jorge 40 le pidió a sus 
mandos medios, estar pendientes de zonas vulnerables para que no fueran recuperadas por el 
enemigo. En la conversación, alias “Antonio”, le comunica a Jorge 40 que tiene como 300 hombres 
listos pero no alcanzan los camuflados, a lo cual le contesta que consiga algunos camuflados y que 
otros con jean y camiseta.53  
 
En el año 2005 Amnistía Internacional publicó un Informe, en el cual se denunció la “falsa 
desmovilización” del Cacique Nutibara.54 En un completo documento, elaborado tras varias visitas 
de campo a la ciudad de Medellín, Amnistía indicó que antes de la desmovilización, los 
paramilitares estaban reclutando a jóvenes desempleados para que se hicieran pasar por 
paramilitares durante la ceremonia de desmovilización. Estos informes incrementaron el temor de 
que sólo un pequeño porcentaje del BCN se estuviera desmovilizando realmente. El breve espacio 
de tiempo que se dio a las autoridades judiciales para verificar los antecedentes penales de cada 
combatiente desmovilizado significaba que era poco probable que se sometiera a cada uno de 
ellos a una revisión judicial exhaustiva e imparcial. 
 
En la misma línea de lo anterior un informe de la Comisión Colombiana de Juristas de 2007, 
denominado “Colombia: el espejismo de la justicia y la paz” además de denunciar anomalías en la 
desmovilización del Bloque Cacique Nutibara, también reportó irregularidades en las del Frente 
José Pablo Díaz del Bloque Norte.55 
Varias irregularidades en las ceremonias de desmovilización fueron constatadas también por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
 
“Numerosas personas que buscaban desmovilizarse no presentaban 
características de combatientes. Tanto en el circuito de Chimila como en el 
de La Mesa preocupó el bajo número de combatientes (“patrulleros”) en 
comparación con el número de personas que afirmaron ser operadores de 
radio (“radio chispas”), encargados de repartir víveres, o mujeres 
encargadas de tareas domésticas (“lavanderas”). Estas personas habrían 
sido en su mayoría pobladores del cercano Corregimiento de Villa 
Germania, de las cuales un tercio resultaron ser mujeres. 
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En forma reiterada y repetitiva habrían señalado que obedecían órdenes 
directas del líder máximo del Bloque Norte, Jorge 40, manteniendo silencio 
respecto de cualquier información referida a la identificación de los 
mandos intermedios de la estructura armada, y restando – por lo tanto- 
credibilidad a su declaración”.56 
 
Como se puede entrever las deficiencias en la desmovilización no sólo estuvieron dadas por el 
aspecto estrictamente cuantitativo. También se han evidenciado aquí que en las listas de supuestos 
desmovilizados fueron incluidos perfiles de personas que distaban mucho de haber sido 
combatientes y que, por lo tanto, se vincularon al proceso con un propósito lucrativo y bajo la 
certeza de saber que no habría consecuencias jurídicas en caso de ser descubiertos como 
simuladores. 
  
 El reclutamiento como estrategia de continuación paramilitar: Esta situación fue 
denunciada por la Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado en 
Colombia, la cual sostiene que, a pesar del proceso de negociación que se adelantó con los grupos 
paramilitares, durante el proceso estos continuaron reclutando forzadamente a niñas, niños y 
jóvenes en los departamentos de Sucre, Bolívar, Valle del Cauca, Chocó, Arauca y Antioquia57. 
Según el informe esta situación se presentó desde el momento en que empezaron las 
desmovilizaciones y se agravó partir de 2004, año en el que por lo menos 89 niños entre 11 y 16 
años fueron reclutados a través de ofertas de trabajo en el departamento de Casanare por el 
grupo paramilitar Autodefensas Campesinas del Casanare y el Bloque Centauros. Uno de esos 
niños, que ya está en libertad y se encuentra bajo la custodia del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF), relató a la prensa los hechos relacionados con su reclutamiento: 
“Me ofrecieron 400 mil pesos mensuales para trabajar en una finca 
arrocera. Eso no era ni la mitad de lo que me ganaba en la plaza. Yo lo tomé 
como una alternativa de trabajo, pero luego, cuando llegamos a Casanare, 
me tocó aprender a disparar (…) las primeras veces me oriné del miedo, 
pero ya no había forma de salirnos”58. 
 
La Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
también documentó el reclutamiento forzado de jóvenes por parte de los grupos paramilitares 
entre los meses de junio y agosto de 2005 en la comuna 13 de Medellín, zona de dominio del 
Bloque Cacique Nutibara, supuestamente desmovilizado desde el 25 de noviembre de 2003. 
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Frente a este elemento, pueden plantearse las siguientes apreciaciones: En primer lugar, el hecho 
de que los grupos paramilitares continuaran reclutando personas durante el proceso de 
desmovilización es un grave síntoma que muestra que no tenían intenciones de desarticular sus 
estructuras armadas. Por el contrario, en la misma línea de lo hecho con el “cese de hostilidades”, 
aprovecharon el momento para cometer todo tipo de acciones de violencia que quedaran en la 
impunidad y opacadas por el interés de la mediasfera59 en reportar el éxito de las 
desmovilizaciones.  A este panorama se sumó una carencia de medidas por parte de las 
Autoridades para evitar que mientras supuestamente los grupos armados ilegales 
“desmovilizaban” combatientes, por otro lado, los mandos medios armaban a niños, niñas y 
jóvenes, en un claro interés por persistir en la ilegalidad.  
 
A ello se suma que en el marco del proceso de desmovilización y reintegración adelantado con las 
AUC, del cual se desmovilizaron formalmente 31.671 miembros, se desvincularon un grupo de 307 
niños y niñas como parte de las desmovilizaciones colectivas adelantadas bajo la coordinación de 
la Oficina del Alto Comisionado para la Paz. A este grupo se deben sumar los 84 menores 
entregados con anterioridad al inicio de las desmovilizaciones, quienes igualmente fueron 
vinculados a los programas ofrecidos por el ICBF. Luego de una visita de carácter preventivo 
realizada por la PGN al ICBF, éste entregó información con relación a los menores de edad 
desvinculados por la ruta individual, a través del GPAHD60, de forma que sobre 1.166 casos habrían 
sido entregados, dentro del término de 36 horas, 761 menores, mientras que en 75 casos la fecha 
de ingreso al ICBF es anterior a la de captura o desvinculación y en 330 la entrega al ICBF superó el 
término legal con retardos que van desde días hasta meses61. 
 
La Procuraduría General estimó que la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, en los procesos de 
desmovilización colectiva referidos, debió actuar con mayor diligencia frente a la desvinculación 
de los menores de las AUC y grupos similares y que se abstuvo de realizar identificaciones, listados 
y censos que se hicieron con los adultos, lo que lesionó el reconocimiento de ellos en calidad de 
víctimas. Este organismo de control no ha podido individualizar o constatar el número de menores 
que se encontraban en las AUC y grupos similares y encontró información insuficiente y 
contradictoria; constató la ausencia de 102 actas y 86 casos con incoherencia entre la 
desvinculación y el acta. Argumentó que la Oficina del Alto Comisionado para la Paz tenía el deber 
constitucional de denuncia, por lo menos con respecto a las desvinculaciones en las cuales actuó 
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como coordinadora62. En consecuencia, llamó a respetar los estándares internacionales existentes 
en la materia y a armonizar la normativa y los procedimientos que puedan afectarla. 
Pero, asimismo, la PGN encontró, según información del GPAHD del Ministerio de Defensa, que 
entre 1997 y 2007 el ICBF, desde sus diferentes sedes, en actuación contraria a la ley, remitió al 
PAHD a 209 menores de edad, información ratificada por el Ministerio del Interior y de Justicia, 
por lo cual a la vez concluyó que el ICBF ha desconocido, al negar la protección inmediata del 
menor, el principio constitucional de la prevalencia de los derechos de los menores de edad63. 
Adicionalmente, señaló que la tasa de deserción de los menores en el programa especial del ICBF 
seguía siendo muy alta –en los últimos años hay registros hasta del 45%– y que existían frecuentes 
problemas en la identificación y documentación de ellos, por lo cual instó a la vez a la 
Registraduría Nacional a colaborar al respecto. 
 
La falta de visibilidad del delito de reclutamiento infantil y la poca importancia dada por las AUC, 
aun a sabiendas de que es un requisito para recibir beneficios, contrasta con los datos que, 
aunque confusos, se tienen sobre este fenómeno. Organizaciones internacionales como Human 
Rigths Watch han calculado que el 20% de estas estructuras estaban conformadas por niños, no 
obstante, el ICBF sólo ha atendido desde el año 2000 a diciembre de 2009, 905 niños y 137 niñas, 
para un total de 1.042 niños pertenecientes a las AUC –siendo que, al final del proceso, se habrían 
desmovilizado casi 32.000 personas.64 
 
En contraste con el limitado número de menores de edad efectivamente desvinculados del 
conflicto armado por las AUC y el no reconocimiento y registro legal de muchos de ellos para 
poder acceder a programas de atención y reintegración, persiste el reclutamiento ilegal de 
jóvenes, niñas y niños para que engrosen los grupos armados ilegales, así como su utilización para 
labores de vigilancia.  
 
1.2.3 Supuesta entrega de armamento mostrada 
como figura de éxito en el proceso:  
 
En esta parte del capítulo acerca de las falencias del proceso de desmovilización, nos 
concentraremos en analizar las implicaciones de la manipulación en la cifra de armamento 
entregada por los paramilitares. Este elemento, aunado a las revelaciones sobre falsas 
desmovilizaciones, nos permitirá comprender algunas de las razones por las cuales los neo 
paramilitares en la actualidad alcanzan tal magnitud. 
En la Siderúrgica Nacional (Sidenal), en Sogamoso (Boyacá), fueron 
destruidas el 14 de Diciembre de 2007 armas entregadas por 31.671 
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integrantes de las Autodefensas que se desmovilizaron. “Hoy quedan 
definitivamente sepultadas 18.051 armas que otrora sembraban terror y 
derramaban sangre en el territorio colombiano (...) hoy asistimos a un 
acto que muestra claramente el camino de la seguridad ilegal. El camino 
de las autodefensas ilegales es asunto del pasado”, señaló el Alto 
Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, quien encabezó el acto de 
fundición acompañado del secretario General de la OEA, José Miguel 
Insulza. 65 
 
Esta ha sido la postura oficial, desde que se dieron por terminados los diferentes procesos de 
“desmovilización”, mostrar como un rotundo éxito la cantidad de armamento entregado por las 
Autodefensas durante las ceremonias llevadas a cabo. Como se puede apreciar en el siguiente 
recuadro (Gráfico III), según el Gobierno Nacional, las Autodefensas supuestamente entregaron 
18.051 armas y un total de 2.729.518 entre municiones y granadas. Más adelante se contrastarán 
estos resultados presentados a través de diversas fuentes que muestran un balance 
completamente diferente al presentado por el Alto Comisionado para la Paz, en la ceremonia de 
fundición de armas.  
 
Gráfico III66: Armamento Entregado por las AUC hasta 2006: 
 
Para iniciar, me referiré a la 
desmovilización del Bloque Cacique 
Nutibara en noviembre de 2003 en La Ceja-
Antioquia. Dado que fue a partir de esta 
desmovilización que empezaron a surgir 
dudas sobre la veracidad del armamento 
entregado.  
En su momento, El Espectador publicó en 
su edición del 30 de noviembre de 2003 un 
informe de su enviada especial María 
Alejandra Villamizar, titulado “Un as bajo la 
manga en el proceso de La Ceja”, en el cual 
quedó referido cómo mucha gente que 
asistió a la desmovilización del Bloque 
Cacique Nutibara quedó con la sensación 
de haber sido engañada. 
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Según el informe periodístico, las armas que fueron entregadas no eran las mismas que se habían 
visto antes en las zonas de influencia de ese Bloque, un conocedor del  Cacique Nutibara observó 
que, por ejemplo, no habían aparecido los fusiles de doble mira con los que acostumbraban a 
patrullar en Medellín. 
 
El día 27 de Noviembre de 2009, fuentes abiertas anunciaron la presentación de una investigación 
de la Fundación Ideas para la Paz y la Universidad de Gante que examinó con el apoyo del 
Gobierno de Bélgica una muestra de 9.851 armas de las Autodefensas Unidad de Colombia (AUC), 
equivalente al 54,6% del total de armamento entregado por esta organización ilegal durante su 
desmovilización entre 2003 y 2006 67. Aunque el Informe denominado “Rastreo de armas - 
perspectivas sobre control, tráfico y uso de armas ilegales en Colombia” no tuvo el impacto 
mediático que debiera, dado el alto grado de estudio y verificación realizado, si se constituye 
como una de las herramientas principales en el análisis del armamento entregado por las AUC 
durante la “desmovilización”.  
En relación con el Informe los aspectos a resaltar, para los propósitos del análisis posterior sobre 
esta materia son:  
 
 El informe clasificó las marcas, los modelos, los países de origen, los números de serie y los 
calibres del armamento, dice que es baja la tasa de armas entregadas por los paramilitares 
(0,58 por cada hombre desmovilizado). Es decir, las AUC no entregaron la totalidad de su 
armamento, conclusión que se confirmó además por el hallazgo de caletas con arsenal de 
esta organización después de su desmovilización.68  
 Otro hallazgo del estudio es que las armas eran, por lo general, bastante nuevas y que los 
paramilitares siguieron comprando en el mercado negro, incluso durante las 
negociaciones con el Gobierno. Por ejemplo, se hallaron fusiles rumanos con un serial que 
data del 2003, lo que significa que llegaron a manos de los paras en pleno proceso de paz.  
 Las AUC casi siempre utilizaron fusiles. La mayoría de éstos llegaron de Bulgaria a través de 
falsos permisos de Indumil (fraude en el que participaron militares colombianos), seguidos 
por otros países como Hungría, Alemania y Rumania.  
 En total se contaron 4,883 armas provenientes de Europa y 4.968 armas del resto del 
mundo. A los investigadores les llamó la atención que los países de donde vienen nunca 
han vendido armas ligeras a Colombia (Bulgaria, China y Corea del Norte), o no lo han 
hecho desde hace ya varios años (Austria, España, Italia, Alemania y Bélgica). “Ello refuerza 
la hipótesis de que la mayor parte del armamento de las AUC provenía del tráfico de armas 
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a través del mercado negro, permitiendo a dicho grupo obtener armamento fuera del 
alcance de las mismas fuerzas de seguridad colombianas”, señala el informe69.  
 
En esta misma línea de análisis, la revista Semana publicó una entrevista al Director del Informe 
“Armas Ligeras 2008” (Small Arms Survey),  Robert Muggah. En una de las preguntas formuladas, 
acerca de la incidencia que ha tenido sobre el tráfico de armas en Colombia el proceso de 
desmovilización con las autodefensas, Muggah respondió que:  
 
“El proceso de paz con los paramilitares permitió recuperar una pequeña 
porción de armamento sofisticado. Específicamente, desde enero de 2003 
cuando se dieron las primeras entregas de armas, encontramos que las 
armas eran modernas y de muy buena calidad (…).  
Desde que empezó el proceso, más de 31.000 paramilitares se 
desmovilizaron y entregaron cerca de 17.000 armas de varios calibres. 
Aunque es una cifra proporcionalmente baja y muestra una baja relación 
hombre-arma (es decir se entregaron menos armas que hombres) es 
importante señalar que lo importante en estos casos es quién y cómo usa 
estas armas”.70 
 
De acuerdo con la información enunciada anteriormente, y en relación con el accionar de los 
grupos armados ilegales neo paramilitares se pueden identificar varios elementos de análisis. En 
primer lugar, la cifra de armamento no coincide con la del número de combatientes 
supuestamente desmovilizados, y a su vez la cifra de “desmovilizados” también presenta 
profundas inconsistencias, en este sentido podemos decir que ambas muestras de resultados 
supuestamente exitosos del proceso hacen parte de un espiral de falsedades, en los cuales uno 
conlleva necesariamente al otro.   
 
En segundo lugar, así como en el punto anterior se formuló la pregunta sobre dónde estaban los 
verdaderos paramilitares que nunca se desmovilizaron y fueron sustituidos por civiles pagados, 
también es pertinente cuestionar en dónde se encuentra el armamento que nunca fue entregado 
por las Autodefensas, así como las razones por las cuáles en pleno proceso de paz hay registros de 
ingreso de armamento con destino a grupos paramilitares.  
Frente a lo anterior, y siguiendo la propuesta metodológica de Muggah71 en relación con “que lo 
importante en estos casos es quién y cómo usa estas armas”, no se puede analizar las razones por 
la cuales, los paramilitares decidieron no entregar el armamento, si no es a través de la 
interpretación de sus fines estratégicos.  




“Rastreo de armas - perspectivas sobre control, tráfico y uso de armas ilegales en Colombia”. Capítulo 4: 
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A lo largo de este Capítulo se ha planteado, que las AUC tuvieron una intencionalidad por 
conservar sus estructuras militares72 intactas a través de sus mandos medios, hoy día 
comandantes de los grupos neo paramilitares, no tendría sentido querer conservar esquemas 
militares sin armas de guerra, es decir sin el armamento para ejecutar el tipo de accionar propio 
de sus técnicas, tácticas y procedimientos.  
 
No había estratégicamente para los paramilitares lógica en el hecho de entregar todas sus armas 
de guerra, cuando la táctica, como se ha evidenciado era la de la continuidad, ni en términos 
económicos y menos estratégicos, no sería un mensaje correcto plantearle a los combatientes que 
se deben deshacer de su armamento, cuando por otro lado, como fue expresado al inicio de esta 
segunda parte del capítulo, Mancuso les manifestaba que debían seguir en guardia y alerta frente 
al “enemigo”.  
 
La conservación del armamento implicó a su vez la conservación de la capacidad de fuego, 
situación que se ha corroborado por el accionar violento con armas que actualmente ejercen los 
grupos que emergieron luego de la desmovilización de las AUC, entre ellos: combates de larga 
duración, homicidios, masacres, entre otras, en varios departamentos del país. 
 
En relación con lo anterior, en un artículo de prensa de Febrero de 2011, se indicó que “en varias 
masacres que han cometido (neoparamilitar) en Nariño, Putumayo y Córdoba han descuartizado a 
sus víctimas, uno de los métodos de terror más usados por los “paras”. El año pasado, solo en 
Moñitos (Córdoba), hubo cuatro crímenes con motosierra. Dejan los cuerpos en el monte y los 
familiares deben pedir permiso para poder recogerlos”73. Este caso es solo uno entre una larga lista 
de hechos violentos cometidos con el uso de armas convencionales y no convencionales que serán 
ampliados con información de trabajo de campo en el  Capítulo III de esta monografía.  
 
1.2.4  Nexos de grupos neoparamilitares con sectores 
externos: 
 
En esta cuarta parte de los principales cuestionamientos al proceso de desmovilización de las AUC 
me concentraré en analizar las estructuras políticas y económicas surgidas de alianzas entre 
paramilitares, políticos y empresarios. El propósito principal de este apartado es evidenciar, si es 
que existe, un punto articulador entre las estructuras económicas del paramilitarismo antes de la 
desmovilización de las AUC y los grupos neo paramilitares, objeto de investigación de esta 
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monografía.  Se trata de elaborar una radiografía de las redes de poder y de negocios que 
establecieron los paramilitares en relación con los actuales intereses de grupos neoparamilitares.  
 
 Vínculos con estructuras económicas: 
 
El fenómeno de participación o enlaces entre paramilitares y empresas nacionales e 
internacionales parecía inicialmente ser resultado de algunos casos aislados hasta que conoció la 
larga lista de las empresas que han sido mencionadas por los ex jefes paramilitares en sus 
versiones libres ante la Fiscalía General de la Nación o que aparecen en informes de prensa o del 
Departamento de Estado de los Estados Unidos, la cual ascendió en el año 2008 a 52. Aunque 
inicialmente no había mucha claridad sobre qué tipo de vínculos se crearon entre los paramilitares 
y los empresarios, hoy día es importante distinguir diferentes entre diferentes tipos de nexos: 
aquellos que fueron soporte financiero con pago de cuotas a los narco-paramilitares a cambio de 
seguridad, los que llevaron a cabo pagos “consentidos” y los que formaron parte de los activos o 
mecanismos de lavado de dólares procedentes del narcotráfico.  
 
En relación con lo anterior, en el año 2007 la Revista Semana publicó un artículo referente a la 
para-economía, en el cual Mancuso aseveró que por una parte recibieron dineros de “extorsiones” 
toleradas y que, por otro lado, también fueron apoyados en labores ilícitas como el lavado de 
dinero:  
En cuanto a la financiación de las actividades delictivas de la organización, 
Mancuso aseguró que recibieron vacunas de todas las bananeras del país y 
no solo de la multinacional Chiquita Brands Inc. También sostiene que 
muchos empresarios colombianos los alentaron a continuar adelante y que 
los bancos les ayudaron a lavar dinero.74 
 
En este sentido, según Romero, el argumento central para la comprensión de la “para-economía” 
es que, si bien estas empresas han sido objeta de la violencia por parte de grupos ilegales, con la 
financiación dada a los paramilitares pasaron a ser un actor más de la guerra en lso contextos en 
los que actuaron, y a obtener prerrogativas en aplicación de leyes laborales y ambientales, o en 
temas como la seguridad.75 Así pues, la consecuencia directa de la estrategia empresarial de 
coexistencia con grupos ilegales ha sido la prolongación del conflicto armado vía fortalecimiento 
de los actores de la guerra.  
 
Romero indica que este tipo de vínculos entre paramilitares y empresarios son resultado de una 
falta de capacidad del Estado colombiano que ha sido explotada por agentes económicos tanto 
para obtener prerrogativas, como para mantener autonomía e incumplir leyes laborales o 
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ambientales, o en el peor de los escenarios, para hacer acuerdos con grupos ilegales, como 
sucedió con los paramilitares durante una década76. 
En ambos casos resulta ser la falta de capacidad reguladora y de control del Estado ha jugado a 
favor de las multinacionales y su interés por conseguir a toda costa ganancia a través de los 
recursos existentes en Colombia. A ello, se le suma la actitud cada vez más creciente de un Estado 
ansioso por inversión extranjera que, al paso de los años, llegó a ser la panacea de los diferentes 
gobiernos.  
 
En efecto entre 1996 y 2006, Chiquita Brands y Drummond Company aportaron significativas 
sumas de dinero a jefes de frente paramilitares en las zonas bananeras de Urabá y Santa Marta, y 
en las minas de carbón en el departamento de Cesar. Lo sorprendente de lo enunciado por 
Romero, es que aún cuando la Fiscalía de Estados Unidos probó que entre 1997 y 2004 la 
compañía bananera Chiquita Brands hizo 105 pagos por 1,7 millones de dólares a grupos 
paramilitares en Colombia, incluso después de que las AUC fueran declaradas "organización 
terrorista internacional" por el Gobierno de George Bush, hoy día las pocas condenas en Colombia 
por para economía no superan los cuatro años, la mitad de la pena máxima de Justicia y Paz que es 
de ocho años.  El conflicto en la zona de Urabá se agravó justamente durante los años en que 
Chiquita Brands concedieron dineros al Bloque Bananero. Por ejemplo, hubo alrededor de sesenta 
mil desplazados, 62 masacres, y aproximadamente tres mil muertos relacionados con la pugna 
entre Fuerzas Militares y las AUC, por un lado, y la guerrilla por el otro.77 
 
A ello se suma que en Marzo de 2012 la multinacional Chiquita Brands de su filial en Colombia 
(Banadex) y de la comercializadora Banacol, fue exonerada de su responsabilidad en la 
financiación de paramilitares por la Fiscalía 33 de Medellín que, pese a que una Corte de Estados 
Unidos sí condenó a la multinacional  con las mismas pruebas con las que la investigación precluyó 
en Colombia.  
El argumento principal de la Fiscalía para archivar el caso es que los miles de millones de pesos 
que durante años aportaron las empresas bananeras a las llamadas Convivir en Urabá ocurrieron 
"dentro de un contexto de buena fe y confianza, generado por el respaldo estatal que tenían este 
tipo de organizaciones de seguridad en el país". Según el fiscal, no se demostró que el dinero que 
aportaron las empresas a las Convivir fue utilizado para financiar las actividades ilegales de las 
autodefensas.78 
 
Sin embargo, en una entrevista a la Revista Semana, Hasbún alias “Pedro Bonito”, ex miembro de 
la cúpula de las AUC, mano derecha de Vicente y Carlos Castaño, cerebro de la estrategia de 
financiación de las autodefensas en Urabá y enlace entre gremios bananeros y las Convivir reveló 
como hasta ahora se han documentado los nexos del paramilitarismo con la política y con las 
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fuerzas militares, pero no con sus financiadores. A continuación parte de la entrevista realizada 
por Semana a Hasbún: 
  
SEMANA: Usted nunca ha dado una entrevista a un medio de comunicación, 
¿por qué acepta hacerlo ahora?  
Raúl Hasbún: Porque cierran el caso de Chiquita. ¿Para qué nos llaman a 
declarar entonces? Si a la Fiscalía no le interesa que hablemos de los 
bananeros, que nos lo digan y así no desgastamos a la Justicia y nos evitamos 
amenazas por sapos. Que la Fiscalía diga de quién quieren que hablemos y de 
quién no, pero lo deben decir públicamente. Si no quieren que hablemos de 
los políticos ni de los empresarios, que lo digan.  
 
SEMANA: ¿Es peor hablar de los empresarios o de los políticos? 
R.H.: A los empresarios nunca les han arrancado procesos. No ha empezado 
la paraeconomía. En la paraeconomía en Urabá yo involucro a 4.000 
personas como poquito. 
 
SEMANA: ¿Entonces usted cree que la Fiscalía cierra el proceso de Chiquita 
y se abstiene de formular cargos a los demás para no afectar a los 
empresarios bananeros?  
R.H.: Lo que pasa es que hay varias personas demasiado importantes dentro 
de lo político y lo económico. Yo entregué unos listados a la Fiscalía con 270 
bananeros, 400 ganaderos y podrían ser unos miles de comerciantes. La 
Fiscalía no tiene la capacidad para investigar lo que pasó en Urabá, pero 
tampoco hay voluntad política. Acabarían con el quinto renglón de la 
economía nacional que alimenta el PIB, que es el banano. Ciérrenlo y dejan a 
300.000 personas sin empleo, y eso genera más muertos que los que yo y la 
guerrilla pusimos durante mucho tiempo.  
 
SEMANA: ¿Cuánto dinero salía de los empresarios para la paraeconomía? 
R.H.: A mí me daban tres centavos de dólar mensuales por caja de banano y 
me entraban más o menos 400 millones al mes. Sume otros 200 de los 
ganaderos y otros 100 de los comerciantes. Eran 600 millones de pesos 
mensuales, que anualmente serían 7.200 millones de pesos. Eso me entraba a 
mí al año solo de Urabá.  
 
SEMANA: ¿Durante cuánto tiempo? 
R.H.: Con 7.200 millones de pesos al año nosotros delinquimos durante diez 
años.  
 
SEMANA: Eso suma cerca de 80.000 millones. ¿Los aportes fueron 





R.H.: ¿Dónde hay una denuncia de que nosotros extorsionábamos a los 
bananeros? No pueden decir que los extorsionábamos porque cuando 
pensamos traer a las autodefensas yo ni siquiera tenía poder militar ni nada 
de eso.  
 
SEMANA: ¿Entonces la idea de aliarse con los paramilitares fue de los 
empresarios? 
R.H.: Yo era del gremio bananero, tenía fincas, empresas bananeras. Los 
bananeros, ganaderos y comerciantes de la zona, estábamos cansados de la 
presencia de la guerrilla. La única solución que encontramos fueron las 
autodefensas. 
 
SEMANA: ¿Y cuándo empezaron a financiar a las autodefensas? 
R.H.: La primera vez que financiamos grupos al margen de la ley, 
voluntariamente, fue con la incursión del jefe paramilitar Henry Pérez en la 
zona. La segunda fue con los comandos populares y la tercera, cuando se 
conformaron las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU).79  
 
Otro de los aspectos reveladores de los vínculos entre empresarios y paramilitares estuvo dado 
por el despojo de tierras. Fue así como más de cien mil familias y comunidades afro colombianas 
del Chocó fueron despojadas de sus territorios por parte de grupos paramilitares acusadas de 
apoyar a las FARC. Este fenómeno llevó a que en el plano laboral y sindical, la consolidación de los 
paramilitares deterioró la labor sindical y “normalizó” el clima laboral a favor de las empresas, que 
continuaron operando sin la presión de los sindicatos80. También fue a través de este proceso de 
imposición forzada de economía que la palma africana pasó a ser emblemática en la nueva 
economía rural. Según declaraciones realizadas por Vicente Castaño en el año 2005 “en Urabá 
tenemos cultivos de palma. Yo mismo conseguí los empresarios para invertir en esos proyectos, 
que son duraderos y productivos. La idea es llevar a los ricos a invertir en ese tipo de proyectos en 
diferentes zonas del país”81. 
 
Un claro ejemplo de lo anterior fue lo acontecido en las cuencas de los ríos Jiguamiandó, 
Curbaradó y Domingodó, donde las comunidades afro del área fueron obligadas por el 
paramilitarismo a abandonar las tierras que les fueron adjudicadas a través de la ley 70 de 1993. A 
partir de una operación militar conjunta efectuada en febrero de 1997, como lo han revelado las 
investigaciones, grupos de autodefensa y la Brigada XVII del Ejército desplazaron a miles de 
campesinos del Bajo Atrato chocoano, sembraron de pánico los alrededores y les abrieron paso a 
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empresas privadas que no tardaron en apropiarse de las tierras en las que sembraron palma 
africana.  
 
A algunos les ofrecieron irrisorias sumas de dinero, bajo la consigna “o vende la tierra o se la 
compro a la viuda”. Otros simplemente fueron suplantados. Hechas las fraudulentas 
transacciones, el propio Gobierno les otorgó créditos a los empresarios para que promovieran sus 
proyectos agroindustriales. A esto se sumaron irreparables daños ambientales, ocasionados por la 
entrada del monocultivo de palma a una zona de selva tropical cuya fauna, flora y suelos eran por 
completo ajenos a las nuevas plantaciones. En Colombia no sólo hubo desplazamiento porque 
hubo confrontación abierta y guerra. También hubo pretextos de guerra para que hubiera 
desplazamiento, la mayoría de ellos asociados a intereses sobre la economía y los recursos.   
 
Así pues el despojo de tierra que es la fuente del poder regional que ejerció el paramilitarismo, 
permanece intacta. Los cultivos de palma jamás fueron desmontados, aún están en Chocó, 
Córdoba, Meta, entre otros Departamentos. En esta línea de análisis vale la pena formular las 
siguientes preguntas: ¿quién está hoy día detrás de los cultivos de palma africana?, ¿quién recibe 
los réditos de esas plantaciones y otras economías ilícitas?, ¿por qué se siguen atacando y 
desarticulando movimientos populares y sociales en las zonas de presencia de recursos naturales, 
al estilo de lo ocurrido en los 90s?.  
 
Son múltiples los ejemplos de persistencia en la influencia de estas estructuras armadas en las 
economías lícitas e ilícitas, tan sólo por citar un caso que ilustra muy bien la situación actual en el 
departamento de Chocó, a continuación se muestran algunos elementos que indican una 
constancia de la relación entre paramilitares y estructuras económicas.   
El pasado 18 de Enero de 2010, la Revista Semana publicó un artículo llamado “Denuncian control 
de paramilitares al comercio en Chocó”, en el documento se indica que (las partes más relevantes 
han sido puestas en Itallics por el autor para facilitar su lectura, no corresponden al texto original): 
  
“Hombres con armas largas y cortas, portando radios de comunicación y a 
veces vestidos con camuflado, transitan actualmente por los municipios 
chocoanos de Riosucio, Carmen del Darién y Belén de Bajirá.  
Estos municipios tienen suelos aptos para cultivar palma africana, frutas y 
verduras. Son ricos en árboles maderables, en minería y cuentan con llanuras 
atractivas para criar ganado.  
Allí, estos hombres armados deciden quién puede transportarse por tierra o por 
el río Atrato y por cuáles municipios, qué se puede cultivar, cuánta madera 
explotar y qué cantidad de alimentos puede llevar la gente. La violencia, las 
amenazas y las que llaman ‘muertes ejemplarizantes’ son la manera como 
hacen que les obedezcan. 
En octubre del año pasado, este medio hizo un recorrido por varios municipios 
chocoanos investigando cómo se está haciendo la explotación de la madera. El 





que había impuesto el paramilitar Fredy Rendón Herrera, alias ‘el Alemán’, y su 
bloque, el Élmer Cárdenas, que asoló esa región entre 1995 y 2006.  
Pero nuevos testimonios y documentos de instituciones del Estado confirman 
que personas que se identifican como integrantes de grupos paramilitares son 
quienes aún están imponiéndose a las malas.  
Después de tantos años azotados por esta organización, los habitantes 
conocieron bien a sus victimarios. Hoy, denuncian que muchos de quienes 
conformaban el desmovilizado bloque de ‘el Alemán’ son los que están 
atemorizándolos. La diferencia es que ahora adoptaron las "franquicias" de las 
Águilas Negras y las Autodefensas Gaitanistas, pero, según las descripciones, 
tienen la misma vocación de las Autodefensas Unidas de Colombia82.  
 
En efecto, según pude conocer en una visita de terreno a la zona, desde el 27 de octubre de 2008, 
un panfleto firmado por las Autodefensas Gaitanistas anunció su aparición mediante una estrategia 
de supuesta clandestinidad.  
Desde entonces, se instalaron hombres vestidos de civil pero armados en los territorios de 
propiedad de afrocolombianos e indígenas para vigilar los movimientos de los líderes y evitar 
cualquier intento de organización de la comunidad, desde encuentros de pobladores en las tardes 
para “tomar un caldo” hasta reuniones de líderes de tierras y desplazados.   
 
Con el paso del tiempo, salieron de su supuesta clandestinidad, para hacer presencia armada y 
visible a través del control territorial y social. De esta forma ordenaban qué sembrar, dónde criar 
ganado y a qué zonas moverse. Quienes dan las órdenes son mandos medios que hicieron parte de 
la estructura de alias “El Alemán”. La misma gente los ha identificado.  
Con su presencia, controlan el comercio, la compra y venta de madera, de combustibles, de 
alimentos y el transporte en retenes ilegales. En zonas donde hay intereses de empresas para 
explotar minerales, sembrar cultivos como la palma o criar ganado, intimidan a los líderes para que 
negocien la tierra. Los mismos habitantes de la zona cuentan que “El Alemán”, cuando se 
desmovilizó dejó fichas claves en algunos lugares estratégicos. Hoy, según el trabajo de campo 
realizado en la zona, se sabe que estas personas han estado allí siempre y ahora están 
intensificando su actuar violento.  
 
Por ejemplo, el día 27 de Agosto de 2011, durante una visita de terreno frente a la Zona 
Humanitaria de Caño Claro-Andalucía en CURVARADÓ (Chocó), fueron dejados los cuerpos sin vida 
de dos jóvenes asesinados por presuntos integrantes de un grupo neoparamilitar en Jiguamiandó 
(Chocó). Según la población en el área, el 1 de Agosto de 2011, otro reclamante de tierras de la 
zona de Caracolí desapareció sin que hasta el momento se conozca su paradero y el 23 de Julio de 
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2011 un miembro del Consejo Menor de Caracolí, en el sector de Gengadó del CARMEN DEL 
DARIÉN, Urabá chocoano, fue desaparecido tras una incursión de un grupo de “paras”.  
 
Según información recogida en la zona más de 30 líderes y lideresas de Curvaradó y Jiguamandó 
han sido amenazados por  grupos neoparamilitares y al menos 8 personas han debido abandonar 
la zona por amenazas a su vida. Además de estos hechos acopiados en el terreno, se conoció que 
Funcionarios de la Superintendencia de Notariado y Registro encontraron posibles legalizaciones 
de tierras despojadas, a través de al menos diez modalidades de fraude, tras revisar los folios de 
1.400 predios rurales de los municipios de Apartadó, Arboletes, Necoclí, San Juan de Urabá, San 
Pedro de Urabá y Turbo. También se indicó que al menos tres Alcaldes de la zona del Urabá 
Chocoano con el despojo de tierras mediante facilitaciones de acción a los funcionarios de algunas 
entidades encargadas. Según se tuvo conocimiento, al menos 41.790 hectáreas habrían sido 
despojadas a campesinos de Urabá para luego destinarlas a la ganadería y el cultivo de palma de 
aceite. La dinámica se habría replicado en otros departamentos como Meta y Norte de Santander. 
 
Además de la tierra para cultivos, también se presentó una apropiación de rentas públicas que 
estos grupos ilegales hicieron en conjunto con políticos locales, es un negocio que ha resultado ser 
muy rentable y sobre el cual no se tiene suficiente conocimiento. Los paramilitares utilizaron las 
cooperativas asociadas de trabajo, empresas de juegos de azar, cooperativas de seguridad, 
estaciones de gasolina, cooperativas especializadas en salud, entre otras, para administrar los 
recursos que capturaron.  
Es notorio que estas organizaciones, terminaron sirviendo a los intereses de las mafias y de los 
políticos corruptos. Es a través de ellas que, por ejemplo, el Bloque Norte de las Autodefensas 
robaba dineros de las EPS, hospitales y aseguradoras. Como lo mencionó el Director del Sistema de 
Alertas Tempranas de la Defensoría del pueblo, refiriéndose a la zona norte del país: “La 
reactivación del paramilitarismo en los departamentos de la región atlántica responde a la 
necesidad de conservar la participación que los antiguos grupos, asociados con cuestionados 
empresarios como Enilce López (La gata), lograron consolidar en negocios legales e ilegales de la 
región”83.  
Estas alianzas succionaron la vena del gasto público. Las privatizaciones y el desmonte del Estado 
regulador permitieron además la captura de burocracia y contratación por parte de las mafias y de 
sus políticos. Lo peor es que ese poder sigue vigente.  
 
Es incoherente el argumento según el cual los empresarios que apoyaron de una u otra manera a 
grupos paramilitares durante años hubieran dejado de lado sus intereses políticos y económicos al 
momento del supuesto desarme de los grupos paramilitares sin que hubiese habido ningún tipo de 
intervención para desarticular los fuertes vínculos establecidos.  
Un argumento contrario sería que estas estructuras económicas no tienen a quién apoyar dado 
que los paramilitares se desmovilizaron. Sin embargo, como se ha mostrado hasta ahora las cosas 
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funcionan al revés. Algunas estructuras paramilitares no se desmovilizaron porque justamente 
estas estructuras persisten.  
 
 Vínculos con el sector militar y/o funcionarios públicos: 
 
Adicionalmente, existen otras evidencias sobre la persistencia de estos vínculos con miembros de 
la Fuerza Pública y funcionaros públicos. Lo problemático del análisis en este punto es que ante la 
negación que hace el gobierno de la existencia de este fenómeno las relaciones se empiezan a 
banalizar y son vistas como simples actos de corrupción. 
En relación con lo anterior, varias fuentes de información de diversa índole han hecho seguimiento 
a los presuntos nexos existentes entre grupos neoparamilitares y estructuras políticas y militares, 
aquí algunas de las más concluyentes:  
 
“La Comisión Colombiana de Juristas, a través de sus visitas de campo ha podido 
constatar en diversas regiones del país, que los grupos a los que el Gobierno 
denomina “Bacrim” son los mismos paramilitares y que, en muchos casos, cuentan 
con la colaboración del ejército o de la policía. Dichas afirmaciones han sido recibidas 
por la CCJ, entre otros en los siguientes municipios: Turbo, Apartado, Chigorodó y 
Medellín (Antioquia), Buenaventura (Valle del Cauca), Riosucio (Caldas) y Carmen de 
Bolívar (Bolívar).84  
 
En el mismo sentido, a través de una visita de terreno en departamento de Nariño, se tuvo 
conocimiento sobre la implementación de un retén ilegal por parte de presuntos integrantes de las 
“Águilas Negras” en la zona de cordillera. Un miembro de la comunidad informó a la misión que 
tras encontrarse con el retén ilegal y ser interrogado durante varios minutos hasta que le 
permitieron el paso, se encontró a menos de 500 metros con un retén de la Fuerza Pública, sin que 
pudiera explicarse como era posible que no supiesen de la presencia del Grupo Armado Ilegal. 
Posteriormente indicó que los mismos integrantes del Ejército Nacional le hicieron saber que sabían 
plenamente que sus “primos” estaban en el área y que mejor se lo comunicara a la comunidad para 
que no “andaran compinchando con la guerrilla”.  
 
De igual forma también la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos constató en su Informe sobre la situación en Colombia del año 2007 que: 
“se ha recibido información que sugiere nexos, aquiescencia o tolerancia  de algunos medios de la 
fuerza pública en acciones atribuidas a algunos de estos grupos”.85  
Asimismo, en su informe del año siguiente, la Oficina afirmó que las actividades de estos grupos 
“afectaron notablemente a la población a través de homicidios, masacres, actos de limpieza social, 
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amenazas de muerte y reclutamiento de menores evidenciando la necesidad de un esfuerzo 
redoblado por parte de las autoridades para combatir a estos nuevos grupos e investigar sus 
posibles nexos con servidores públicos y poderes locales.”86  
 
Las referencias sobre nexos entre paramilitares y sectores militares inicialmente parecían 
fragmentarias, anecdóticas e insuficientes para plantear la persistencia de dichos vínculos. Sin 
embargo, años después surgió una documentación de varios casos específicos y un sustento 
creciente del trabajo en terreno. A continuación presentó una lista de los casos más emblemáticos 
que muestran la continuidad en los nexos en diferentes unidades militares y zonas del país: 
  
 En Cumaribo (Vichada, el 27 de Febrero de 2012, la Unidad de Derechos Humanos de la 
Fiscalía adelanta una investigación contra 27 militares del batallón 43 motorizado “Efraín 
Rojas”, que habrían pactado para 2007 con el grupo neoparamilitar "ERPAC" la entrega de 
víctimas a las que dicha unidad presentaría como miembros de ese grupo ilegal muertos 
en combate. Hasta el momento se les investiga por la muerte de 26 personas. 
 El pasado 30 mayo de 2011, medios de comunicación y fuentes oficiales reportaron la 
captura de 13 funcionarios públicos en Chocó por vínculos con “Los Rastrojos”. Entre los 
detenidos se encuentran policías, investigadores del CTI, miembros de la Armada 
Nacional, un concejal de Nuquí y la secretaria del Juzgado Penal Municipal de Bahía 
Solano87. 
 En Cúcuta (Norte de Santander) el 2 de mayo de 2011, varios oficiales y agentes de la 
Policía fueron capturados cuando las autoridades desmantelaron, luego de un operativo 
de la Seccional de Inteligencia Judicial e Investigación (SIJIN), a un grupo de “Los Rastrojos” 
en esa ciudad, que se encargaban de coordinar el contrabando de droga y combustible en 
la zona. 
 En Cartago (Valle del Cauca) el 19 de mayo de 2011, un Fiscal y tres agentes de la Policía 
fueron capturados acusados de vender información a “Los Rastrojos”. 
 En Cáceres (Antioquia) el 25 de julio de 2011, luego de la entrega de dos integrantes de 
Los Rastrojos, las autoridades obtuvieron una USB con información sobre el pago de 
dinero por parte de “Los Rastrojos” a funcionarios municipales e integrantes de la Policía 
en varios municipios del Bajo Cauca. 
 En Bello (Antioquia) el 25 de agosto de 2011 fueron capturados tres policías y una 
funcionaria municipal de la oficina del catastro acusados de colaborar con un grupo.  
 En Roldanillo, Tuluá, Riofrío, Bolívar y Trujillo (Valle del Cauca) 12 miembros de la Policía, 
entre ellos 7 comandantes de estación, fueron capturados por colaborar con “Los 
Rastrojos” a cambio de un pago mensual. 
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  El 23 de Noviembre de 2011, en Guapí (Cauca) se produjo el asesinato de un joven, al 
parecer por acción de un miembro de la Policía Nacional. Tras el hecho,  los habitantes del 
municipio realizaron un paro cívico y crearon la Comisión de Paz de Guapi, a través de la 
cual denunciaron la connivencia de la Policía con “Los Rastrojos”. El 25 y 26 de Noviembre 
de 2011, en una reunión entre dicha comisión  y una representación Gubernamental,  se 
decidió un cambio de los miembros de la Policía acantonados en el puesto de GUAPÍ y el 
aumento de pie de fuerza aunado a una revisión periódica de las hojas de vida de sus 
integrantes. 
 En Tarazá (Antioquia), en abril de 2010, fue capturado un sargento de la Policía Nacional 
cuando transportaba armas para “Los Urabeños”. El suboficial llevaba 23 años en la Policía 
y estaba a punto de retirarse.  
 En Montería (Córdoba), en noviembre de 2010, durante la realización del operativo 
“Nerón”, fueron capturados dos oficiales y tres suboficiales de la Policía Nacional que 
colaboraban con “Los Paisas”.  
 
Aún con las evidencias anteriormente mostradas es difícil poder plantear que hay dentro de la 
Fuerza Pública una intención generalizada y orientada desde el más alto nivel para apoyar a estos 
grupos ilegales. Lo anterior evoca la época de los denominados “falsos positivos”, cuando se tenía 
evidencias de un carácter casi sistemático de hechos pero ninguna evidencia de participación 
directa u ordenes de altos funcionarios en la ejecución de dichas acciones. Hoy día nos 
encontramos al mismo punto, con una serie de casos que alertan sobre la existencia de un 
fenómeno creciente, pero aún prematuro para asegurar que se trata de una estrategia de Estado.  
 
Adicionalmente, es relevante reconocer que el actual fenómeno de nexos entre neoparamilitares y 
Fuerza Pública dista en algunos aspectos de la situación experimentada con las AUC en la década 
de los 90s, cuando los vínculos entre las AUC y mandos militares llegaron al más alto nivel.  
Justamente, estos nexos llevaron a que actualmente se desarrollen múltiples investigaciones que 
involucran a Generales88 como: Rito Alejo del Río, ex comandante de la Brigada 17; Iván Rodríguez 
Quintero, ex jefe de la Primera División; Carlos Alberto Ospina, ex comandante de las Fuerzas 
Militares, Julio Eduardo Charry ex jefe militar de Urabá; Mario Montoya  ex comandante de la IV 
Brigada del Ejército, con sede en Medellín y, más recientemente, el General Mauricio Santoyo, ex 
Jefe de seguridad del ex Presidente Álvaro Uribe. 
 
En la actualidad, no se tiene conocimiento de investigaciones que involucren a altos mandos 
militares con grupos neoparamilitares, por el contrario, en el actual Gobierno del Presidente 
Santos se han llevado a cabo varios operativos militares para contrarrestar el accionar de estas 
estructuras, (Ver Apartado: Tratamiento dado por las autoridades a las denominadas “Bandas 
                                                          








Criminales”. Capitulo II) que, aunque ninguno de ellos ha llevado al desmantelamiento decisivo de 
estos grupos ilegales, si han mostrado un cierto grado de interés por combatirles. Este tipo de 
operativos han llevado a que en el nivel local estas estructuras armadas hayan tenido que 
readaptarse, buscar formas para reconstruir sus redes tras la muerte o captura de sus líderes e 
incluso recurrir a alianzas con otros grupos ilegales, (Ver Apartado de Acuerdos y disputas  entre 
grupos neoparamilitares y guerrillas. Capítulo III, Segunda Parte).   
 
Considero importante en este punto aclarar que, de acuerdo con lo expresado anteriormente, las 
actuales relaciones entre grupos neoparamilitares y Fuerza Pública se caracterizan por dos 
fenómenos diferentes. Por una parte, una renovación de altos mandos dentro del Ministerio de 
Defensa y una mayor disposición por combatir estos grupos armados ilegales desde el nivel 
central, y paralelamente a ello, un sector militar regional que conserva niveles de corrupción y 
connivencia con grupos ilegales de naturaleza paramilitar. En este sentido, es importante aclarar 
que, aún cuando se han llevado operativos contra grupos neoparamilitares, éstos han sido 
diseñados y ejecutados desde el nivel nacional y no a través de las brigadas y batallones en las 
regiones, que son en final los focos en los cuales aún se conservan nexos (Ver ejemplo: Apartado 
sobre el ERPAC, Capitulo III). Es justamente, en el nivel local donde estos grupos ilegales se 
rehúsan a dejar su influencia pues es allí donde se materializan sus intereses de control 
económico, social y territorial. Este grado de connivencia es el que no están dispuestos a perder, al 
menos mientras continúen en su etapa de expansión y consolidación.  
 
Por embrionario que pueda parecer la anterior, los hechos  no dejan de ser indicadores que deben 
ser analizados concienzudamente en el mediano plazo, dada la cantidad de hechos registrados, su 
dispersión geográfica y la participación de diversas unidades en ello.  
En lo corrido de este Capítulo se han compilado diversas informaciones de disímiles fuentes que 
aún en su diversidad, todas ellas apuntan en conjunto a mostrar la persistencia en los nexos 
existentes entre los Grupos Armados Ilegales de naturaleza paramilitar y algunas estructuras 
económicas y militares. Sin embargo, habría que insertar en el análisis elementos adicionales que 
amplíen este diagnostico hacia el rol de la clase política y el grado de continuidad en las alianzas 
de la denominada “para-política”. 
 
 Vínculos con estructuras políticas: 
 
En relación con el aspecto político, las alianzas y tratos de los dirigentes políticos con las 
Autodefensas, lo primero que habría que demostrar es que este tipo de acuerdos antes del 
proceso de desmovilización tuvieron unos amplios alcances que fueron desde los poderes locales 
hasta la penetración de estructuras e instituciones políticas nacionales. 
Aún cuando algunos políticos han tratado de hacer ver estos pactos como aislados o resultado de 
una coerción  por parte de los paramilitares, extensas investigaciones sobre este tema como las 
elaboradas por la Corporación Nuevo Arco Iris han llegado a concluir que estos pactos lejos de ser 
temporales o forzados, tuvieron intereses de connotación tanto regional como nacional para 






En este sentido, vale la pena resaltar algunas de las apreciaciones hechas por Salvatore Mancuso, 
las cuales ayudan a comprender la concepción que se tenía de los acuerdos con políticos, entre 
ellas el discurso pronunciado el día que oficializó su desmovilización. Dice Mancuso: 
 
 “El resultado de un pacto de paz final, con todos los actores armados en algún futuro 
cercano, nos llevará sin duda a replantear nuestro marco político institucional. 
Colombia no podrá postergar el anhelo regional de una mayor autonomía. Sueño con 
ver pronto una Colombia federal, con autodeterminación regional, unida por lazos 
culturales e históricos comunes, pero al compás de la tendencia universal, que vincula 
provechosamente la pertenencia a la aldea global, con la vivencia cotidiana de lo 
local y regional. El centralismo está vivo y nos agobia”89. 
 
Esta idea de “replantear el marco institucional”, era bien sabida desde tiempo atrás por los 
políticos de la región, tal como lo evidencia el texto el Pacto de Ralito, firmado por varios políticos 
en el 23 de Julio de 2001”: 
“Conciudadanos como enuncia nuestro preámbulo; "el pueblo de Colombia, 
invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y 
asegurar a sus integrantes, la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, 
el conocimiento, la libertad y la paz" hoy nos confiere la irrenunciable tarea de 
refundar nuestra patria, de firmar un nuevo contrato social.”   
 
Para seguir el hilo conductor otro pronunciamiento de Mancuso, esta vez hecho después 
del proceso de desmovilización, en una entrevista concedida a la revista semana el pasado 
31 de Marzo de 2011, Mancuso se refirió nuevamente a los tentáculos de los acuerdos con 
la clase política: 
 
Hasta dónde llegaron los tentáculos de las Auc sobre la política? 
“La relación de la política con las autodefensas y con la guerrilla es igual. Creamos 
estados paralelos, ilegales, creamos órdenes sociales. Y ahí qué pasaba, un político 
tradicional no tenía opción sino pactar con las autodefensas. Por qué?, porque si no 
venía otro que sí pactaba y le quitaba el poder al tradicional, por eso Juancho López 
pactó conmigo; porque si no Mancuso pacta con otros líderes políticos, que son los 
contrarios suyos y así hubiera sido derrotado. En política no siempre se puede escoger 
entre el bien y el mal, toca a menudo escoger entre dos males el menor90. 
 
Teniendo en cuenta los enunciados anteriores, a continuación me permito presentar algunos 
hallazgos en relación con la continuidad de los nexos entre políticos y las actuales estructuras de 
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naturaleza paramilitar. De manera simultánea a la expansión paramilitar, desde 2006 ocurrió un 
fenómeno electoral muy particular. Nuevos movimientos políticos ampliaban su influencia: 
Colombia Democrática, Colombia Viva, Convergencia Ciudadana, Convergencia Popular Cívica, 
Movimiento de Renovación Acción Laboral, Moral, Movimiento de Integración Popular, Mipol, 
Equipo Colombia, Apertura Liberal, Sí Colombia, Integración Regional, IR, Alas, Cambio Radical, 
Movimiento Nacional Conservador, Movimiento Nacional Progresista, Dejen Jugar al Moreno —
antes movimiento Defensa Ciudadana— y sectores del liberalismo y el conservatismo.91 Para las 
elecciones de 2007, por efectos de la reforma política que obligó al reagrupamiento de fuerzas, 
varios de estos grupos se fusionaron para obtener una votación que les permitiera superar el 
umbral. 
 
Es así como en las elecciones para alcaldes, gobernadores, diputados, concejales y juntas 
administradoras locales que tuvieron lugar el 28 de Octubre de 2007, cinco años después de 
iniciada la negociación y un año después de su finalización, permitieron demostrar que el poder 
político que ejercen los grupos paramilitares permanece intacto y que las campañas electorales 
siguen funcionando a la manera tradicional en la que paramilitares y políticos recurren a diversas 
estrategias  para hacerse al poder desde la financiación hasta el fraude electoral. 
En efecto, en las elecciones de 2007, cinco de los partidos políticos cuyos miembros están siendo 
investigados por presuntos nexos con grupos paramilitares extendieron avales aproximadamente 
a veintisiete mil candidatos de ochenta y seis mil que estaban inscritos92. 
 
Asimismo, varios políticos investigados continuaron haciendo política desde sus sitios de reclusión, 
lo cual demostró que muchos de ellos continúan ejerciendo un poder amplio en sus regiones de 
influencia. Adicionalmente muchos de los candidatos fueron cuestionados no solo por tener el aval 
de partidos políticos involucrados en las investigaciones, sino porque además había acusaciones 
directas contra ellos mismos.93 
 
Los partidos políticos de la coalición  del entonces gobierno uribista, que en su mayoría están 
involucrados en la investigación que organismos judiciales están adelantando contra alguno de sus 
miembros resultaron ser los ganadores de la contienda electoral, principalmente en las alcaldías 
municipales, copando una gran porción del territorio nacional. Grupos políticos que nadie conocía, 
personas de las que nadie sabía, obtuvieron de la noche a la mañana grandes votaciones. 
Por ejemplo, el movimiento Alas Equipo Colombia, obtuvo una gobernación y 83 alcaldías; 
Apertura Liberal obtuvo 37 alcaldías, el movimiento Colombia Viva obtuvo 13 alcaldías, Colombia 
Democrática llegó a 34 alcaldías y Convergencia Ciudadana obtuvo 72 alcaldías y una  
gobernación94.  
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Las cifras demostraron en su conjunto que hay una tendencia a la consolidación nacional de los 
partidos políticos que han sido cuestionados por sus nexos con los grupos paramilitares en lugar 
de una disminución de su presencia, incluso una expansión territorial demostrada en la obtención 
de un alto número de alcaldías. Todos los elementos mencionados anteriormente permiten 
afirmar que el paramilitarismo continua siendo un actor que ejerce fuerte presión en las 
elecciones, lo cual no encuentra explicación en la existencia de simples bandas delincuenciales al 
servicio del narcotráfico. 
 
Esta tendencia que pudo corroborarse en las elecciones de 2008, tuvo similares comportamientos 
en la actualidad con las elecciones para Alcaldes, Gobernadores, Diputados y Concejales que se 
llevaron a cabo el pasado mes de Octubre de 2011. Desde el periodo pre-electoral tanto la Misión 
de Observación Electoral MOE, como ONGs Nacionales e incluso instituciones del Estado como el 
Ministerio del Interior, la Procuraduría y la Defensoría del Pueblo alertaron sobre un incremento 
del riesgo electoral como consecuencia de la presencia y accionar de grupos neoparamilitares, 
conocidas como BACRIM por el Gobierno Nacional.  
 
En este sentido, el periodo preelectoral de 2011 se desarrolló en un ambiente de expectativa pues 
tras casi cinco años de completarse la desmovilización de las AUC y luego de los golpes militares 
contra las FARC desde el año 2008, se especulaba que las elecciones de 2011 serían las más 
democráticas y pacíficas en la historia de Colombia. 
Sin embargo, desde el período preelectoral se empezaron a vislumbrar dos dinámicas, una 
relacionada con la violencia política y los hechos que derivan de ella, tales como homicidios, 
amenazas, secuestros y extorsiones; y otra asociada a delitos electorales como el trasteo de votos, 
inscripción irregular de cédulas, constreñimiento al electorado, entre otras95.  
Los hechos mostraban que el escenario de seguridad en el nivel regional distaba de ser estable y 
sosegado. En efecto, 241 municipios del territorio nacional fueron catalogados de presentar 
ambos tipos de riesgo (violencia y delitos electorales) por la MOE. 
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Según el último Informe antes de las elecciones de la Misión de Observación Electoral MOE, se 
presentaron 157 hechos de violencia sólo contra candidatos, 87 amenazas, 22 atentados y 7 
secuestros96. Ante la magnitud del problema, el mismo Gobierno reconoció la imposibilidad de 
brindar protección a la totalidad de los candidatos. Las medidas oficiales surgieron con 
posterioridad a los hechos de violencia y dado su “desfase temporal” no lograron mitigar 
totalmente la ola de violencia que resultó con la muerte de 41 candidatos (aumento del 52% 
frente a las elecciones de 2007), además de familiares y allegados a campañas políticas.   
 
Tras las elecciones, 14 Gobernaciones de 32 y al menos 35 Alcaldías fueron ganadas por 
candidatos con algún tipo de denuncia por vínculos con para-políticos, muchos de ellos fueron 
auspiciados por parapolíticos desde sus sitios de reclusión o son familiares y fichas claves de ex 
parapolíticos. Se destaca que estos candidatos son de todos los partidos, exceptuando el Partido 
Verde y el Polo Democrático Alternativo.  
 
En este sentido, vale la pena resaltar un postulado de James A. Robinson relacionado con la 
influencia de paramilitares en política:  
 
“Paramilitaries can control citizens’ voting behavior. Since paramilitaries naturally 
have preferences over policies, when they choose to become involved in politics, 
this reduces the incentives of the politicians they favor to eliminate them. The 
model predicts that in non-paramilitary areas policies are targeted at citizens 
while in paramilitary areas they cater to the preferences of paramilitaries. This 
implies that in paramilitary areas citizens obtain fewer public goods (and other 
policies they value). The model further implies that paramilitaries will tend to 
persist to the extent that they deliver votes to politicians they prefer”97 
 
La influencia en política se evidenció de tal manera que de acuerdo con información del Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), dos Alcaldes electos de Córdoba asumieron sus cargos 
desde la cárcel de la Picota. Se trata del Alcalde de MOÑITOS -señalado por la Fiscalía de tener 
tratos con el ex jefe paramilitar Freddy Rendón Herrera, alias “el Alemán”, y de haber hecho 
pactos con las Autodefensas para hacerse elegir en el 2004-; y del Alcalde de LOS CÓRDOBAS, 
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 Robinson James. The Monopoly of Violence: Evidence from Colombia. Abril 2010. Pág 2. Traducción al 
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quien se encuentra preso desde el pasado 20 de octubre de 2011, investigado por concierto para 
delinquir y homicidio. El episodio terminó en que  los acusados continúan en la Picota y, por 
fortuna, no se posesionaron. 
 
Los resultados electorales de Octubre de 2011 mostraron que fenómenos como la “parapolítica” 
no se han superado en varias zonas del país, los grupos de naturaleza paramilitar buscaron 
consolidar entornos favorables a su dominio territorial y control poblacional mediante la 
postulación de aspirantes  funcionales a sus intereses, o también recurrieron a la privación de 
ciertos candidatos y de la población local de participar libremente en el proceso electoral.  
 
En resumen, la participación en política por parte de grupos neoparamilitares se hizo manifiesta 
durante los últimos comicios electorales. Los lazos que se mantienen con la clase política han 
desembocado en una tolerancia creciente hacia el accionar de estos grupos ilegales y ha 
coadyuvado en la perpetuación de las mismas clases políticas por años en los mismos cargos 
públicos. En este sentido, el más reciente Informe de Desarrollo Humano “Colombia Rural, razones 
para la esperanza” evidenció que, según el monitoreo de los últimos cuatro periodos electorales 
regionales anteriores al de 2011, 132 municipios (21,7% de los municipios del país) tienen un nivel 
alto de persistencia política98. Justamente estos municipios presentan mayores niveles de 
Necesidades Básicas Insatisfechas NBI, así como dificultades de inclusión política de nuevos 
sectores sociales. En este sentido, los resultados electorales de 2011 mostraron que en varias 
zonas estas hegemonías políticas se mantienen y que, muchas de ellas, podrían estar asociadas a 
la influencia de grupos de naturaleza paramilitar.   
 
No quisiera cerrar este Capítulo sin presentar al lector algunas salvedades frente al análisis de los 
vínculos entre la clase política y los grupos paramilitares. Es importante mencionar que en muchos 
casos la renuencia de figuras políticas, representantes y líderes de este sector a participar, ayudar 
o callar frente a la existencia y continuidad del paramilitarismo en Colombia ha llevado a ataques 
contra la integridad física de Alcaldes, Gobernadores, Ediles, Senadores y Concejales. Un ejemplo 
de ello es el atentado perpetrado el  9 de Mayo de 2012 en VALENCIA (Córdoba) por presuntos 
miembros del GAI-Post-AUC "Los Urabeños" contra un ex concejal del municipio. A lo anterior se 
suman las cifras de violencia política que antecedieron las elecciones regionales de Octubre de 
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1.2.5 Factores de reincidencia en los 
desmovilizados:  
 
El presente apartado se propone conceptualizar los factores de contexto que han favorecido la 
reincidencia de antiguos combatientes de las Autodefensas Unidad de Colombia en actividades 
ilegales, particularmente a través de su vinculación con los grupos neoparamilitares. Se presentan 
a continuación algunos de esos factores siguiendo la línea argumentativa de Enso Nussio, experto 
en temas relacionados con DDR. Como nota aclaratoria para el lector, este apartado no se 
propone evaluar los programas de DDR existentes en Colombia, sino parte de un análisis de los 
factores de contexto que pueden tener impacto en la reincidencia de los desmovilizados colectivos 
de las AUC, entre ellos el hecho de que ex combatientes no quieran dejar las armas, no tengan 
preparación para la vida civil, presenten traumas de guerra y, en la mayoría de las ocasiones, la 
sociedad los reciba con resentimientos y miedo.  
-Aspectos Económicos: El principal factor que subyace a la reincidencia por razones económicas es 
que muchos desmovilizados se encuentran en contextos desfavorables, es decir, mercados 
laborales débiles y zonas deprimidas laboralmente en las cuales encontrar una reintegración real 
en actividades económicas resulta ser un obstaculo. No sorprende entonces que, según un 
estudio, el 43 por ciento de los desmovilizados paramilitares colectivos se unió a las filas por 
promesas de dinero o bienes y el 15 por ciento para escapar de pobreza extrema99. Esto quiere 
decir que a los ex combatientes usualmente les antecedió un panorama económico desfavorable y 
que, en algunos casos, al desmovilizarse retornan a esas mismas condiciones que les llevaron a 
enfilarse en determinado momento.  
 
Este panorama lleva a que parte de los desmovilizados se encuentren en una franja gris de la 
economía entre lo lícito y lo ilícito. Por ejemplo, el mototaxismo, la vigilancia informal, la 
vinculación en negocios como casas de apuestas  son tipos de ocupación recurrentes dentro de la 
población desmovilizada. Según Nussio, algunos de los entrevistados para su trabajo investigativo 
reconocieron conocer a otros desmovilizados que llevaban una “doble vida”  a través de trabajos 
supuestamente legales.100 En algunos casos la continuidad en actividades ilegales a través de este 
tipo de “trabajos” ha llevado a un alto número de homicidios de desmovilizados. A ello se suman 
altos índices de baja escolaridad, analfabetismo y estigmatización por parte de algunas 
comunidades que no permiten que su vinculación laboral sea más fluida.  
 
-Falta de seguridad física: Según Nussio, tras los procesos de negociación es necesario un garante 
de seguridad física. Sin este garante es probable que los antiguos grupos armados organicen su 
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propia protección y pongan así en marcha una espiral de proliferación que puede desembocar en 
una confrontación renovada.101  
Estudios sobre procesos de DDR en diferentes países, señalan que existe una relación entre la 
presencia de desmovilizados y el aumento de los niveles de violencia e inseguridad en el período 
subsecuente a la desmovilización102. Así pues, sí un panorama seguro es una precondición para el 
buen funcionamiento de procesos de reintegración se puede observar que ésta no se ha cumplido 
luego de la desmovilización de las AUC. El escenario como se podrá apreciar en el Capítulo III de 
esta tesis ha estado marcado por una exasperación de la violencia.  
 
Esta situación ha llevado a que muchos ex combatientes de las AUC hayan tenido que irse de sus 
zonas nativas y trasladarse a las ciudades. Los desmovilizados no confían en el Estado como  
garante de su seguridad, en algunos casos ellos mismos se sienten responsables de su propia 
protección. Este panorama de continuidad armada por parte de grupos ilegales de naturaleza 
paramilitar ha llevado a una profunda conexión entre el factor económico explicado 
anteriormente y la reincidencia.  
 
Específicamente me refiero a que ante las dificultades de carácter económico en medio de un 
escenario de seguridad de persecución y violencia desata aún más la posibilidad de aceptación de 
propuestas de grupos ilegales. Por ejemplo, en la Costa Atlántica se ha obtenido información 
según la cual grupos neoparamilitares como “Los Paisas” ofrecen sumas desde 500.000 hasta 
2.000.000 para que desmovilizados se vinculen nuevamente a dichas estructuras armadas, so pena 
de sufrir ataques directos contra su integridad física. Este es un claro ejemplo en que se mezcla 
tanto el factor económico como el de seguridad. Por una parte, las sumas resultan ser tentadoras 
en medio de un ambiente de dificil acceso laboral y, a ello se suma, la amenaza directa contra 
quienes no lo hagan, en una muestra de falta de condiciones de seguridad para quienes no estén 
dispuestos a hacerlo.  
 
De esta forma, por ejemplo a partir del 2007, la situación se volvió crítica para la población 
desmovilizada en zonas rurales y urbanas (en particular Barranquilla, Santa Marta y Aguachica), 
debido a un aumento de los asesinatos y enfrentamientos entre neoparamilitares y grupos 
rearmados. Entre 2001 y 2009 se reportaron 2.118 muertes de desmovilizados. Sin embargo, la 
ACR se pronunció en sentido contrario, afirmando que en la mayoría de los departamentos se ha 
presentado una reducción del 46% de los homicidios contra los desmovilizados103. Las localidades 
más afectadas por casos de homicidios son Antioquia, en particular Medellín y el Valle de Aburrá, 
Córdoba, Cesar, Urabá, Meta, Magdalena Medio, Bogotá, Cúcuta, Barranquilla y el Valle. 
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Cifras más actualizadas de la Dirección de Carabineros de la Policía Nacional104, reporta que desde 
el año 2006 hasta mediados del mes de febrero de 2012 la Fuerza Pública ha capturado 11.524 
integrantes de grupos neoparamilitares, entre los cuales figuran 1.680 desmovilizados/as de las 
autodefensas. De acuerdo a estos datos se infiere una reincidencia del  14,57% de los 
desmovilizados/as sobre el total de capturados, por pertenecer a a grupos neoparamilitares105. 
 
-Falta de Participación Política: Nussio indica que participar en grupos armados ilegales trae poder 
político a los combatientes. Por lo tanto, una marginación política después de la desmovilización 
puede poner en peligro el proceso de reintegración106. Sin embargo, para el caso del 
paramilitarismo en Colombia es importante hacer algunas salvedades. Lo primero es mencionar 
que, como fue explicado anteriormente en este mismo Capítulo, las AUC crearon fuertes vínculos 
políticos a nivel local, regional y nacional que desembocaron en réditos para sus actividades 
criminales desde antes del proceso de desmovilización, así que su participación en política ha sido 
bastante alta.  
Con base en lo anterior,  tenemos por una parte un conglomerado de ex paramilitares que 
llevaron a cabo pactos con sectores políticos, militares y económicos y que, como se evidenció en 
este mismo apartado continúan manteniendo algunos de estos nexos. Por otro lado, se 
encuentran sectores del paramilitarismo de menor rango que no tuvieron la misma participación 
en asuntos políticos y quienes están autorizados para crear organizaciones de sociedad civil, pero 
no pueden formar partidos políticos. Aunque esta exclusión de canales institucionales de 
participación política puede haber sido vista como arbitraría por antiguos mandos altos y medios, 
igual continuaron buscando nexos con la política, aún por fuera de la Ley, lo cual ha llevado a que 
se perpetúen prácticas de manipulación política y electoral por intereses de grupos paramilitares.  
 
-Falta de aceptación social: Por medio de un arma, el uso de violencia o la participación en un 
conflicto importante, los combatientes se ganan prestigio social y se sienten como “hombres”.107 
Con el desarme y la desmovilización pierden este estatus adquirido como combatientes. La 
pérdida de prestigio social puede ser un incentivo para afiliarse otra vez a grupos armados. 
 
A ello se suman dos factores importantes la estigmatización de la cual son objeto algunos de 
ellos/ellas y las dificultades en la reconcialición cuando los ex combatientes han debido habitar en 
las mismas zonas en las cuales llevaron a cabo actos de violencia. Esta permanencia de 
resentimientos por parte de las víctimas puede llevar a que, en algunos casos, pase a ser 
victimarios.  
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En el caso colombiano al estimatización por haber pertenecido a uno u otro grupo armado ilegal 
puede llevar incluso a que se nieguen opciones labores o se promueva el rechazo por parte de las 
mismas comunidades. En el caso de Colombia por ejemplo, grupos de la mal llamada “limpieza 
social” ha promovido acciones violentas contra desmovilizados por considerarlos como supuestos 
delincuentes.  
 
-Presencia de perturbadores de paz: Según Nussio, los perturbadores de paz (spoilers) como el 
riesgo más significativo para la resolución de conflictos108. En el caso de Colombia este es uno de 
los principales factores de reincidencia, pues antiguos grupos armados se rearmaron creando 
nuevas estructuras o fortalecimiento las ya existentes que nunca se desmovilizaron. Estos grupos 
son denominados como spoilers.  
 
A ello se suman los spoils, entendidos como las fuentes que provisionan la guerra, como la coca, la 
minería ilegal, la extorsión, entre otras, que aún persisten en el escenario de conflicto  
colombiano. Similar a la existencia de spoils, se encuentra la alta presencia de armas que no se 
entregaron como fue presentado en este mismo apartado y que aumentan la violencia renovada. 
La Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de Estados Americanos (MAPP/OEA) 
señaló en 2009 algunas zonas críticas donde se observa reincidencia en delitos y pertenencia a 
GAI, en particular el sur de Córdoba, el Bajo Cauca, el sur de Bolívar y Barrancabermeja. En Chocó, 
Valle del Cauca, Cauca y Nariño, todas ellas zonas en las que prevalecen contextos de ilegalidad.  
 
También es importante destacar el papel importante que tienen los antiguos mandos medios al 
formar grupos ilegales, como en el caso de los grupos neoparamilitares cuyos principales cabezas 
son mandos medios de las AUC. Según Nussio, es particularmente difícil diseñar incentivos para 
este grupo de desmovilizados, debido tanto a sus necesidades y ambiciones diferentes como a su 
descenso comparativamente grande en términos de prestigio social y económico.109 
 
Como se mencionó al inicio de este apartado este breve esbozo de los factores que pueden 
eventualmente llevar a la reincidencia de los desmovilizados, están acompañados de otros 
elementos como deficiencias en los programas de reintegración, inseguridad jurídica de los 
desmovilizados, entre otras, que no son objeto directo de estudio en esta monografía.  
 
RECAPITULACIÓN Y CONSIDERACONES FINALES DEL CAPÍTULO I: 
 
Con la información presentada  a lo largo de este capítulo se puede concluir que el desmonte de 
las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)  estuvo marcado por una serie de falencias descritas a 
lo largo de todo el capítulo, entre ellas: las violaciones al cese de hostilidades por parte de las AUC, 
las falsas desmovilizaciones evidenciadas por los exjefes paramilitares, el reclutamiento como 
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estrategia de continuación paramilitar, las cifras como elemento legitimador del proceso y los 
vínculos prevalentes con sectores políticos, económicos y militares, así como los factores 
contextuales que llevan a la reincidencia de los desmovilizados. 
 
El desarrollo del Capítulo permite argumentar que estas fallas anteriormente enunciadas lejos de 
ser debilidades menores resultaron ser problemas estructurales que desembocaron en el 
surgimiento o fortalecimiento de grupos neoparamilitares con rasgos que caracterizaron a las AUC 
en su momento.  
 
Se parte aquí del reconocimiento que cierto número de paramilitares dejaron las armas y se 
reintegraron de manera exitosa a la vida civil.  Sin embargo esto no fue suficiente para que los 
vínculos  con sectores  políticos, económicos y militares que prevalecieron  durante la existencia 
de las AUC se desarticularan de modo tal que los intereses de los grupos ilegales  reincidentes  o 
nuevos se asociaran exclusivamente al lucro económico y a la delincuencia común. 
 
Como se verá en capítulos posteriores la ineficiencia en el desmonte real del paramilitarismo 
durante el proceso de desmovilización condujo paralelamente a que muchos de los factores 
característicos del paramilitarismo clásico fueran heredados por las estructuras actuales. 
Justamente el haber dejado intactos los nexos con sectores externos, sean ellos económicos, 
militares o políticos, tuvo implicaciones directas en la conservación de sus intereses y en la 
continuidad de los fenómenos de la para-política y para-economía que fueron diseñados e 
implementados a lo largo del territorio nacional por las AUC. 
 
En este Capítulo también se pudo constatar que varias de las falencias experimentadas en el 
proceso de desmovilización fueron consentidas por acción u omisión por algunas de las 
autoridades y representantes de Gobierno. Ello pone de manifiesto otro serio problema 
estructural relacionado con la connivencia que dichos grupos ilegales tuvieron a lo largo de su 
existencia con sectores políticos, económicos y militares.  
 
Los hallazgos evidenciados en este capítulo serán la principal herramienta para mostrar en el 
capítulo IV de esta misma monografía, que el tipo de control social y territorial que ejercen los 
grupos  neoparamilitares encuentra profundas motivaciones en los intereses políticos, económicos 



















Capítulo II: “Postura Oficial frente a las “Bandas 
Criminales””:  
 
El primer capítulo de esta monografía se concentró en enunciar los principales hitos del proceso 
de desmovilización entre el Gobierno de Álvaro Uribe y las AUC. En la segunda parte fueron 
presentados los principales cuestionamientos a este proceso desde el punto de vista del cese de 
hostilidades, el falso armamento entregado y las ficticias desmovilizaciones de diversas estructuras 
con el objetivo de demostrar que el proceso estuvo marcado desde sus inicios por serias 
irregularidades y que muchas de esas inconsistencias terminaron por influenciar el rearme 
paramilitar y la continuidad de la violencia en Colombia.  
 
En este segundo capítulo nos adentraremos de manera más específica en el surgimiento 
propiamente del concepto de BACRIM por parte del Gobierno del expresidente Uribe, con sus 
respectivos argumentos para no reconocerlos como paramilitares y el tratamiento dado por su 
Gobierno al fenómeno.  Posteriormente se presenta la postura del Gobierno Santos y el 
tratamiento dado por su Gobierno a estos grupos ilegales; así como el rol de los medios de 
comunicación en la permanencia del concepto de BACRIM. El objetivo principal de este capítulo es 
mostrar el escenario en el cual se ha manejado la existencia de estos grupos ilegales desde la 
oficialidad para, posteriormente en el Capítulo IV, develar las implicaciones de su accionar en las 
víctimas.  
 
2.1 Postura Ideológica de la “Seguridad Demócratica” frente 
al concepto de BACRIM:  
 
La primera salvedad que se debe hacer en este apartado, es que los pronunciamientos 
relacionados con el carácter exclusivamente criminal de los paramilitares no es novedoso,  pues ya 
en años anteriores se había intentado negar la existencia de estos grupos a través de la inserción 
de diversos conceptos en los discursos y de paso en la sociedad, también bajo la estrategia de 
denominarlos bajo otros nombres. De hecho, otros Gobiernos también han pretendido negar la 
naturaleza de estos grupos al calificarlos con nombres que sugieren que su esencia es diferente. 






“Fue así como entre 1965 y 1989 existieron legalmente como “autodefensas”, 
sugiriendo con esto que eran grupos que actuaban en defensa de intereses 
privados ante la ausencia de protección por parte del Estado. Posteriormente, 
al declararse ilegales las denominadas “juntas de autodefensa”, a los grupos 
paramilitares se les llamó grupos de sicarios o grupos de justicia privada, en un 
intento por mostrarlos como grupos de delincuencia común ajenos a una 
política de Estado. Luego se les agrupó bajo el apelativo de “empresas 
especiales de vigilancia y seguridad privada”, específicamente bajo el nombre 
de “Convivir”, intentando mostrar a estos grupos como organizaciones que 
operaban con fines de autoprotección”110 
 
En el caso particular del concepto de BACRIM, desde que en el año 2002 el Gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez dio inicio al proceso de desmovilización, él y sus funcionarios evocaban 
recurrentemente la frase “el paramilitarismo en Colombia ha terminado”. Por ejemplo, Carlos 
Franco, el entonces director del Programa Presidencial para los Derechos Humanos, indicó frente a 
la pregunta sobre la posibilidad de que el “proceso de paz” con los grupos paramilitares condujera 
a la consolidación de la impunidad que: “Somos conscientes de que hay una gran desconfianza. 
Pero lo cierto es que a partir del 1° de enero de 2006, Colombia va a ser un país libre de 
paramilitarismo. El Gobierno de Álvaro Uribe ha sido el primer Gobierno que lo ha combatido. 
Desde luego que ello no se consigue sin costos”111 
 
El concepto de BACRIM se insertó rápidamente en la memoria colectiva de la sociedad civil y hoy 
día la mayoría de personas se refieren a estos grupos bajo ese apelativo. Considero que el análisis 
de la forma como el concepto caló la atención y se interiorizó rápidamente en el vocablo tiene 
explicaciones no sólo en los pronunciamientos de los funcionarios de gobierno, sino en el poder 
discursivo de las élites, pues a través de la comunicación hay lo que se denomina "una 
manufacturación del consenso"112, se trata de un control discursivo de los actos lingüísticos por 
medio de la persuasión, que en términos de Gramsci podría tratarse de una hegemonía 
conceptual. Este acceso diferencial al lenguaje comunicativo llevó a que haya sido el Gobierno 
Nacional el que definió, ajustó y distribuyó a la sociedad el concepto que “debía” ser adoptado por 
el colectivo.   
 
En términos de Bourdieu los “sistemas simbólicos”, instrumentos de conocimiento y 
comunicación, sólo pueden ejercer un poder estructurador en tanto que son estructurados. El 
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poder simbólico es un poder de construcción de la realidad que aspira a establecer un orden 
gnoseológico: el sentido inmediato del mundo, y en particular, del mundo social. Estos “sistemas 
simbólicos” cumplen su función política de instrumentos de imposición o de legitimación de la 
dominación de una clase sobre otra (violencia simbólica) y contribuyendo así, según las palabras 
de Weber, a la “domesticación de los dominados”. Las diferentes clases y fracciones de clase están 
implicadas en una lucha propiamente simbólica por imponer la definición del mundo social más 
conforme a sus intereses113 
 
Este control se ejerció a través de todos los aspectos del discurso y de la comunicación, en forma 
escrita y hablada y dio pie para legitimar y tener control sobre los criterios de definición de un 
fenómeno, para decir qué existe y qué no, dentro de una realidad diseñada por el discurso mismo.  
La selección de la palabra BACRIM y no de otra diferente, también tiene sus connotaciones al 
fenómeno, es en si misma una palabra que no deja oportunidad a las continuidades y que en sus 
prefijos evoca las palabras de banda y criminal que son en final el objetivo conceptual principal del 
Gobierno.  
 
En palabras de Foucault, el discurso lejos de ser ese elemento trasparente o neutro en el que las 
palabras se desarman y se pacifican, se trata más bien de uno de esos lugares en que se ejerce, de 
manera privilegiada, algunos de sus más temibles poderes. Por más que en apariencia el discurso 
sea poca cosa, las prohibiciones que recaen sobre él revelan muy pronto, rápidamente, su 
vinculación con el deseo y con el poder. Y esto no tiene nada de extraño pues el discurso no es 
simplemente lo que manifiesta o encubre el deseo; es también el objeto del deseo; el discurso no 
es simplemente aquello que traduce las luchas o los sistemas de dominación, sino aquello por lo 
que, y por medio de lo cual se lucha, aquel poder del que quiere uno adueñarse114. 
 
Es así como el Gobierno de Uribe se adueño del concepto de BACRIM y concluyó que esos grupos 
no eran grupos paramilitares sino “bandas criminales emergentes al servicio del narcotráfico”. Así 
lo sostuvo el entonces Presidente de la República, “No hay razones para que a alguna banda sele 
llame ‘paramilitar’, ni se le pretenda dar tratamiento benigno. (...) Aquellos que no participen en el 
proceso de paz son puros criminales. Que la Fuerza Pública los derrote”115.  
 
Tal como indicó Francisco Gutierrez Sanin en una columna de opinión, el rotuló es tan neutro que 
carece de cualquier capacidad descriptiva. Banda criminal es cualquier asociación para delinquir o 
grupo de maleantes, desde una red de “apartamenteros” hasta un grupo mafioso, pasando por 
todas las escalas intermedias.116 
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Se puede percibir que el Gobierno pretendió con la acotación de este concepto al menos tres 
cosas:  
 Negar cualquier inclinación o doctrina política y, por ende, cualquier acción en el marco de 
la violencia socio-política por parte de estos grupos ilegales. 
 Presentarlos como bandas delincuenciales cuyos intereses estarían asociados 
exclusivamente al narcotráfico y la extorsión. 
 Romper cualquier posible vínculo con los grupos narco-paramilitares y presentarlos como 
“nuevos”, emergentes o surgidos posteriormente a la desmovilización de las AUC.  
 
Con estos tres propósitos se desvió la atención sobre las intenciones de estos grupos ilegales y 
sobre sus acciones (información a ser presentada en el Capítulo IV de esta monografía), aduciendo 
que se trata de organizaciones ilegales que tienen finalidades como la legítima defensa, o que se 
trata de simples delincuentes que no practican la violación de los derechos humanos de la 
población civil, todo lo cual ha pretendido justificar y ocultar la ocurrencia de crímenes de lesa 
humanidad cometidos por el neoparamilitarismo durante los últimos seis años. 
 
Como veremos más adelante los efectos de la negación de su existencia ha tenido un alto impacto 
para las víctimas del conflicto. Este concepto ante todo ha permitido legitimar las acciones de esos 
grupos ilegales generando la indiferencia de la sociedad hacia las víctimas, así como altos niveles 
de impunidad, incluso en casos de crímenes de lesa humanidad. 
2.2 Argumentos de la “Política de Seguridad Democrática” 
para decir que las denominadas “Bandas Criminales” no 
son grupos paramilitares: 
 
La Policía Nacional proporcionó desde el año 2006 una serie de argumentos para mostrar que los 
grupos neo paramilitares son únicamente criminales desestructurados (se utiliza aquí el lenguaje 
textual de la Policía Nacional). En cada uno de ellos, presentó algunos comentarios generales y 
objeciones a los postulados oficiales: 
 
1. Surgen posterior al proceso de desmovilización. 
Los Grupos armados Ilegales conocidos como “Rastrojos” y “Machos” no surgieron con 
posterioridad a la desmovilización, fueron brazos armados de narcotraficantes y paramilitares. 
Por esta razón, el calificativo de “Nuevos Grupos” también es incorrecto, puesto que estas 
estructuras  no son nuevas ni todas ellas surgieron  después de la desmovilización.  Esta 
información será ampliada en al capítulo III de esta misma monografía en la que se hace 
referencia  a cada uno de los grupos neoparamilitares. 
 






2. Integradas por desmovilizados reagrupados para delinquir y delincuente comunes. 
En efecto, la mayoría de integrantes de los Grupos neoparamilitares son desmovilizados que 
reincidieron. Anteriormente en la  segunda parte del capítulo I de esta misma monografía se 
evidenció que los grupos  neoparamilitares están conformados en un alto porcentaje por 
mandos medios y desmovilizados.    
Sin embargo, en una caracterización más integral sobre la composición de los grupos ilegales 
hecha por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación indicó que también hay en las 
filas, rearmados, nuevos reclutados y reincidentes. A continuación un gráfico (Gráfico IV) en el 
cual se explica de manera detallada esta tipología de la CNRR117:  
 
Gráfico IV: Tipología grupos armados ilegales según CNRR:  
 
3. Ejercen influencia en zonas desmovilizadas. 
Este es quizá uno de los enunciados más ajustados a la realidad, las zonas de operación de los 
actuales grupos ilegales son justamente las mismas que tenían las AUC, información que será 
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presentada en el Capítulo III de esta monografía, en el cual se presenta un mapeo de las 
actuales zonas en las que hay presencia de grupos neoparamilitares  
 
4. Se financian de las actividades de narcotráfico: 
Frente a las apreciaciones sobre su naturaleza narcotraficante, extorsiva y criminal no habría 
mayor discusión. Estos grupos desde sus orígenes han tenido profundas raíces en diferentes 
manifestaciones del narcotráfico, entre ellas los carteles del Norte del Valle, Cali y Medellín, 
(para mayor información sobre la procedencia de los grupos neoparamilitares remitirse a la 
caracterización  que se hace en cada uno de los grupos en la primera parte del capitulo III). Ya 
desde la existencia de las AUC se mantenían extensos negocios de tráfico de drogas que 
incluían todo el ciclo del narcotráfico. Esta relación entre paramilitares y narcotráfico ha sido 
corroborada en trabajos analíticos frente a este fenómeno como el realizado en el Texto 
“Narcotráfico y Guerra en Colombia: Los paramilitares”, en el que el autor explica:  
 
“En cuanto a los narcotraficantes, y cuando les es imperativo, prefieren hacer la 
guerra a través de intermediarios, a verse envueltos de manera directa. Y por su 
parte, hace mucho tiempo los paramilitares en su acción sobrepasaron esos 
intereses concretos, el narcotráfico viene siendo su logística, no la clave de su 
estrategia” 118 
 
En este sentido, no es ninguna novedad que el narcotráfico sea un rasgo descriptivo de los 
grupos neoparamilitares, por el contrario, permite dilucidar una continuidad en cuanto a las 
fuentes de financiación de estas estructuras. La otra coincidencia radica en que ni para las 
AUC ni para los grupos ilegales actuales el narcotráfico es su fin último y razón primaria de su 
existencia, (para mayor información remitirse al capítulo IV primera parte en la que se 
detallan algunas fuentes de financiación y economías ilegales de los grupos Neoparamilitares, 
entre ellas el narcotráfico.) 
 
5. Carecen de plataforma seudo ideológica y política: 
Este es quizá uno de los elementos de mayor contraste en las ONGs y defensores de Derechos 
Humanos y las Autoridades colombianas, pues mientras los primeros indican que persiste la 
violencia política contra aquellos que consideran “auxiliadores” de la guerrilla, las Autoridades 
insisten en que no hay ningún tipo de accionar con fines políticos por parte de las “BACRIM”. 
En la segunda parte del Capítulo IV de esta monografía se ampliará este punto.  
 
6. Poseen capacidad armada y relativo control territorial:  
La capacidad armada de estos grupos es alta y eso se ha corroborado en el tipo de accionar 
que ejercen, también el control territorial es amplio, para ello ver los mapas de la primera 
parte del Capítulo III de esta monografía.  
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7. Adquirieron armamento que no fue incluido en los procesos de desmovilización: 
El enunciado es discutible, pues como se presentó en la segunda parte del Capítulo I, el 
armamento de las AUC no fue entregado en su totalidad. Sin embargo, tiene razón en cuanto 
a que nuevo armamento ha sido incorporado a las filas de estos grupos armados a través del 
tráfico de armas por las zonas de frontera.  
 
8. Realizan coordinaciones con cabecillas desmovilizados de las AUC:  
Se valora positivamente este enunciado, como se presentó con anterioridad también en la 
segunda parte del capítulo I,  los mandos medios son hoy los principales comandantes de las 
estructuras y, adicionalmente, mantienen comunicación y nexos con Jefes paramilitares 
desde las cárceles.  
 
Como se puede apreciar los puntos 3, 6 y 8 parecen no tener un sustento fundado frente a las 
demás argumentaciones, si se trata de delincuentes comunes resulta ilógico que tengan controles 
territoriales en las mismas zonas de sus antecesores, capacidad armada y de confrontación y 
además coordinaciones con ex jefes paramilitares. Los postulados de la oficialidad se contradicen 
entre sí y algunos de ellos resultan al final estar ajustados a la magnitud del fenómeno actual, sin 
embargo se recienten de no encajar en un concepto como el de BACRIM.  
 
2.3 Tratamiento dado por la “Política de Seguridad 
Democrática” del Gobierno Uribe a las denominadas 
“Bandas Criminales”: 
 
Hasta ahora se ha presentado la forma como se incorporó el concepto de BACRIM en la sociedad 
colombiana y la concepción de este término por parte de las Autoridades. Ahora resulta de 
importancia comparar cuál ha sido el tratamiento dado por las Autoridades en el Gobierno Uribe 
al fenómeno anteriormente descrito. Este apartado resulta complementario a lo planteado en el 
primer Capítulo sobre los vínculos entre los grupos neoparamilitares y algunos sectores militares. 
Se trata aquí de demostrar que el concepto de BACRIM adoptado por el Gobierno Uribe tuvo 
implicaciones directas en la forma cómo se diseñaron políticas públicas para combatir el 
fenómeno y en la respuesta misma de las autoridades en el nivel local.   
 
En este sentido, la primera medida tomada por el Gobierno Nacional se gestó a mediados de 2006, 
con la creación de una oficina de coordinación interinstitucional e información que articuló los 
procesos de inteligencia, operativos y de confrontación, denominada BACRIM (Bandas Criminales 
Emergentes), coordinada por la Dirección de Carabineros y Seguridad Rural de la Policía Nacional. 






Sólo hasta el 22 de Enero de 2007 se conoció una nueva iniciativa, esta vez a nivel regional. La 
Trigésima Brigada del Ejército Nacional, el Departamento de Policía Norte de Santander, el 
Departamento Administrativo de Seguridad- DAS-, y el Cuerpo Técnico de Investigaciones de la 
Fiscalía General de la Nación, se unieron para conformar el “Bloque de Búsqueda Contra la Banda 
Criminal Águilas Negras” que focalizó sus acciones operativas, investigativas y de inteligencia, en el 
departamento de Norte de Santander.  
 
También se creó una red de cooperantes y se activaron varias líneas a través de las cuales los 
civiles podían comunicarse para recibir importantes recompensas a cambio de información.
119
 
Para esta investigación se solicitó recurrentemente a la Segunda División del Ejército información 
sobre la duración de este Bloque de Búsqueda y sus resultados, sin que hasta el momento se haya 
obtenido alguna respuesta.  
 
Posteriormente, en el año 2008 vinieron los primeros golpes a las FARC, con la muerte de Raul 
Reyes, comandante del Secreatariado de las FARC, en un operativo militar llevado a cabo en 
territorio ecuatoriano, la Política de Seguridad Democrática que desde siempre tuvo su enfoque 
principal en combatir a las guerrillas, continuó con la misma tendencia y con el mismo objetivo 
principal.  
En este sentido, es importante mencionar, que desde su nacimiento la Política de Seguridad 
Democrática tuvo su principal centro de gravedad en la afectación operativa de las guerrillas, más 
no es atacar a los grupos neoparamilitares, sobre las cuáles se privilegió el accionar de la Policia 
Nacional. Este tipo de medidas llevaron a que, justamente en estos años 2008-2010 los grupos 
neoparamilitares tuvieras su proceso de unión y expasión más amplio tanto en zonas rurales como 
urbanas (para mayor información ver capítulo III primera y segunda parte).  
 
Así mientras el Gobierno Santos recibió una guerrilla en retaguardia estratégica y llevada a 
implementar nuevamente la “guerra de guerrillas”, aunque no en el “fin del fin” valga la 
aclaración, paralelamente a ello recibió siete estructuras fuertemente armadas en zonas rurales y 
urbanas, en proceso de expansión y con cada vez mayor capacidad de accionar, lo cual no sería 
una gran sorpresa para el presidente Santos, pues él mismo ayudo a diseñar la estrategia de la 
Política de Seguridad Democrática en su calidad de Ministro de Defensa del Gobierno Uribe.  
 
Por último, ya como ex presidente de Colombia, Uribe manifestó en Enero de 2012 a través de 
Twitter con ocasión de un “paro armado” de los “Urabeños” en la Costa Atlántica que “se necesita 
operaciones contundentes contra bandas criminales, por ejemplo bombardeos, sin la excusa de que 
no son parte del conflicto”.120 Este tipo de pronunciamientos más vistos desde un punto de vista 
político, toda vez que se ha materializado un distanciamiento entre Santos y Uribe, y este último, a 
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través de múltiples mecanismos buscado influir negativamente en la gestión del otro y en la 
percepción de la seguridad por parte de la opinión pública.  
 
2.4 Postura del Gobierno del Presidente Juan Manuel 
Santos frente a las denominadas BACRIM:  
 
Frente a la concepción política y jurídica del concepto de BACRIM que primó durante el Gobierno 
Uribe, podríamos decir que ésta no ha cambiado durante el Gobierno Santos. Prueba de ello, son 
los pronunciamientos que el mandatario hizo en febrero de 2011 tras un Concejo de Seguridad, en 
el que indicó que “hay una gran diferencia en el tratamiento, en la caracterización de los grupos 
armados ilegales, a los de las bandas criminales que pertenecen al crimen organizado. Estas 
bacrim son parte de un crimen organizado y, como tal, se les va a confrontar”. 121 
 
Según manifestó el mismo Presidente del total de miembros de esas bandas que son capturados, 
solamente el 12 por ciento son condenados, y de ese 12 por ciento tan solo un pequeño 
porcentaje reciben condenas por pertenecer a las Bandas Criminales. Aún cuando estos grupos 
ilegales cometen violaciones  las condenas en su mayoría son por otras causas, como por el porte 
ilegal de armas. Esta postura presidencial evoca la que mantuvo Santos mientras se desempeño 
como Ministro de Defensa en el Gobierno Uribe y muestra que no hubo una ruptura sustancial 
entre sus concepciones anteriores y las actuales frente a este fenómeno.  
 
Un mes antes de este pronunciamiento presidencial, el entonces Ministro del Interior y de Justicia, 
Germán Vargas Lleras, señaló que las autoridades tenían un nuevo reto y un nuevo enemigo. “Se 
trata de esas nuevas Bandas Criminales que tienen estructuras similares a las de paramilitares. 
Pese al aumento de operaciones del Ministerio de Defensa y las autoridades, las Bacrim, bandas 
criminales, están en aumento y necesitan control. Hemos tenido un crecimiento significativo de 
organizaciones que están incrementando su número de activos, presencia territorial y acceden a 
armas de largo alcance", explicó el Ministro quien agregó que son organismos que repiten las 
estructuras que tenían los paramilitares por lo que “el nuevo enemigo es ese”.122 
 
A esta apreciación se le sumó la hecha por el entonces Director de la Policía Nacional, Oscar 
Naranjo, quien manifestó que las BACRIM eran la mayor amenaza a la seguridad en Colombia.  
Con lo anterior podríamos decir que, si bien en el Gobierno Santos no se percibió un cambio 
sustancial en la concepción adoptada por el Uribismo sobre la naturaleza de los grupos 
neoparamilitares, si se evidenció cierto grado de reconocimiento de la magnitud del problema, a 
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través de los pronunciamientos hechos por altos perfiles de su coalición de Gobierno y por él 
mismo.  
Sin embargo, lo anterior no resultó ser suficiente, pues el diagnostico crítico de expansión, 
accionar e intereses de estos grupos no coincidía con la definición que se les otorgó, así que 
teníamos por un lado el reconocimiento de un gran problema, pero por otro la negación de su 
naturaleza. Esta situación llevó a que en momentos en que dicha dualidad resultaba problemática, 
surgieran fuertes debates que cuestionaban las profundas contradicciones gubernamentales 
frente al tema.  
 
Ejemplo de ello fueron los debates surgidos en torno a la Ley de víctimas y restitución de tierras 
1448, en la cual se limitó el universo de las víctimas al no dejar claridad frente a la inclusión o no 
de quienes sufrieron violacion de sus derechos por parte de estos grupos (para mayor información 
ver Capítulo IV, segunda parte).  
 
Resulta paradógico que justamente las víctimas de los principales detractores de la Ley de 
Víctimas, los grupos neoparamilitares, no sean reonocidas por ella. El presidente Santos se ha 
referido a una “mano negra” o “fuerza oscura de la extrema derecha” que, según él, está en contra 
de la implementación esta iniciativa. En efecto al proceso le han surgido amenazas, homicidos 
selectivos, guerras jurídicas (para mayor información: ver primera parte del Capítulo Cuatro). Sin 
embargo, desde el mes de Mayo de 2012 se tuvo conocimiento que el juez de restitución que 
tendrá a cargo dicho proceso en la región de la Orinoquía indicó que la “Ley 1448 de 2011 no 
incluye despojo de tierra hecha por las denominadas bandas criminales (BACRIM) o de delincuencia 
común”. 
 
Como se puede observar la postura del Gobierno Santos frente a las denominadas “Bandas 
Criminales” ha estado más marcada por contradicciones que por claridades. Como se verá a 
continuación una línea similar han seguido las diferentes campañas militares y policiales 
emprendidas para contrarrestar su accionar. Pues aunque se han mostrado algunos resultados 
contundentes que se puede decir con naturalidad no se habían presentado en Gobiernos 
anteriores, éstos han sido llevados a cabo desde órdenes centralizadas orientadas a afectar las 
fuentes financieras y a sus cabezas, sin que se hayan atacado como es debido las redes de apoyo 
políticas, económicas y militares que prevalecen en el nivel local, perspectiva que pone 
nuevamente como escenario una reproducción cíclica del fenómeno.  
 
2.5 Tratamiento dado por las Autoridades en el Gobierno 
Santos a las denominadas Bandas Criminales:  
 
A partir del año 2010, el Gobierno Santos retomó la iniciativa de tener un centro de monitoreo a 
nivel nacional que se concretó con el Decreto 2374 de Julio de 2010 (Ver Anexo VIII). A través de 





como el CI2 BACRIM, organismo que ha mantenido sus actividades hasta la fecha. En este Decreto 
se reconoce la existencia de seis grupos ilegales:  
1. Los Rastrojos. 
2. Los Paisas. 
3. Urabá (o Urabeños). 
4. Ejército Revolucionario Popular Antiterrorista Colombiano - ERPAC. 
5. Renacer. 
6. Los Machos. 
Desde entonces, el Gobierno y, en particular la Policía Nacional han negado la existencia de las 
“Águilas Negras”.  
 
Durante las sesiones del CI2 BACRIM en las cuales he podido participar en representación de la 
Organización para la que trabajo, he constatado que el grupo consiste en un trabajo 
interinstitucional orientado a mantener un flujo de información constante sobre la presencia y 
accionar de las diferentes estructuras armadas. Sobre la mesa han llegado recurrentemente 
denuncias sobre la existencia de las “Águilas Negras” en zonas como el pacifico, sin que hasta el 
momento se haya dado una respuesta decisiva frente a la no inserción de este grupo ilegal en la 
lista anteriormente enunciada.  
 
Los análisis e información de inteligencia provenientes del CI2 BACRIM llevaron a la conformación 
de las denominadas Operación Troya I, II y III llevadas a cabo a lo largo del año 2011 por parte de 
la Fuerza Pública en tres diferentes zonas del país, a continuación unos breves elementos de cada 
operación militar:  
 
3 Operación Troya I: Se implementó el 6 de Febrero de 2011, en el departamento de Córdoba 
con extensión hasta el Bajo Cauca, Urabá antioqueño y seis municipios de Sucre. La operación 
se lanzó tras la muerte de dos jóvenes de la Universidad de los Andes en el municipio de San 
Bernardo de Viento en enero de 2011 por presuntos integrantes del grupo neo paramilitar 
“Los Urabeños”.  
 
Una vez se implementó la Operación Troya I en el Departamento de Córdoba, fue lanzada 
de manera simultánea una estrategia para combatir a las denominadas BACRIM en el nivel 
nacional, en febrero de 2011. La estrategia denominada D6 fue impulsada desde el 
Ministerio de Defensa y estaba compuesta por seis líneas de acción a saber:  
Desarticular: romper la organización y parar su funcionamiento.  
Desmantelar: capturar a todos sus integrantes y someterlos a la justicia. 
Disuadir: prevenir acciones de las BACRIM con tácticas operacionales y judiciales. 
Denegar: lograr una acción integral con la población para frenar la acción de penetración 
en la comunidad. 
Direccionar: implementación de estrategia por todos los responsables, evaluar resultados. 






Como se puede observar en la descripción de cada una de las líneas, no se contemplo en la 
estrategia la importancia de combatir las redes de apoyo, nexos políticos, económicos y 
militares que aún prevalecen en estos grupos ilegales.  
 
4 Operación Troya II: Implementada a finales de Junio de 2011, en los departamentos de 
Nariño, Cauca y algunos municipios del sur del Valle del Cauca.  
5 Operación Troya III: Creada el 6 de Agosto de 2011, cubrió la región que va desde 
Buenaventura y Roldanillo en el Valle de Cauca hasta Itsmina-Chocó. Fue creada tras un 
Consejo de Seguridad por deterioro en las condiciones de seguridad en esa zona del pacífico.  
 
Como se puede entrever, la respuesta gubernamental se ha sustentado en acciones reactivas que 
buscan mostrar resultados en el corto plazo y responder a situaciones de deterioro de seguridad 
coyunturales. Cada vez que ocurren hechos notorios de violencia se despliegan operativos a gran 
escala para contrarrestar las acciones de los neo-paramilitares. 
Es así como las estrategias actuales de la Fuerza Pública han dado como resultado la captura o 
muerte de varios miembros de estas organizaciones y de varios de sus jefes como Cuchillo del 
ERPAC, alias “Valenciano” de la Oficina de Envigado y más recientemente de alias “Giovanni” de 
los “Urabeños”. 
 
Sin embargo, la estrategia de enfocar el centro de gravedad de las operaciones militares 
exclusivamente a los componentes armados y visibles de estos grupos ilegales resulta muy 
limitado. Estos operativos militares desde el gobierno nacional, ha llevado a que estos grupos se 
adapten y puedan adelantar acciones como el “paro armado” de “Los Urabeños” llevado a cabo el 
5 y 6 de Enero de 2011 que afectó seis departamentos de la Costa Atlántica del país, y que además 
estuvo acompañado de la diseminación de panfletos en los que se indicaba que habría 
recompensas hasta de 500 dólares por cada muerte de oficiales de la Policía Nacional123, (para 
mayor información sobre el “paro armado”, su desarrollo e impacto dirigirse a la primera parte del 
Capítulo III de esta monografía, al apartado sobre “Los Urabeños”).  
 
Considero que las acciones emprendidas desde el Gobierno Nacional, aunque pueden ser de 
buena fé, no dejan de ser irrisorias, si se tiene en cuenta que desde hace un par de meses el 
mismo Gobierno Nacional ha reconocido en los grupos neoparamilitares la mayor amenaza para la 
seguridad del país. En este sentido, una presencia incipiente, incapaz de generar impacto, 
desestructurada y sin fines estratégicos no sería hoy considerada la principal amenaza del país. Así 
pues, para la magnitud del problema, las medidas resultan ser primarias y mínimamente 
orientadas a desestructurar a los diversos grupos ilegales en sus raíces y múltiples dimensiones.   
 
Por último, resulta relevante mencionar que algunas de las acciones de alto impacto contra los 
Jefes de los actuales grupos ilegales fueron diseñadas, dirigidas e implementadas desde las Fuerza 
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Pública en el nivel nacional por orientaciones del Ministerio de Defensa y del Gobierno Nacional, 
sin mayor participación de las Autoridades policiales y militares en lo local. Aún cuando en este 
Gobierno se observa una mayor intención por llevar a cabo operativos contra estas estructuras 
armadas a diferencia del gobierno anterior. La forma como los operativos han sido realizados, ha 
llevado a que los golpes asestados no resuelvan el manto de duda que persiste frente a los 
posibles nexos entre algunos agentes del Estado en el nivel regional y los grupos neoparamilitares.  
 
2.6 Rol de los medios de comunicación en la perpetuación 
del concepto de  BACRIM: 
 
En una época muy marcada por la centralidad de los medios de comunicación en la conformación 
de imaginarios colectivos, y el creciente compromiso de otras tecnologías en esta línea (internet, 
blogs, redes sociales virtuales, twitter, entre otras), resulta de gran importancia analizar el rol de 
éstos medios de comunicación en relación con las esferas de poder, teniendo en cuenta que en el 
caso colombiano la amplia polarización política ha llevado a que en los medios de comunicación 
también se libre una lucha por construir una realidad, universos simbólicos, creencias y valores en 
torno a una postura política determinada, que puede en muchos casos llegar a homogenizar la 
postura de la opinión pública frente a una temática específica.  
 
De acuerdo con lo anterior, no es posible analizar el rol de los medios de comunicación, de forma 
aislada al paisaje mediático más amplio en que se desarrollan, por esta razón se construye un 
manejo determinado de la información, que no se daría cuando las temáticas no involucran 
esferas de poder. Se trata de construcciones mediáticas de la información que no existirían si el 
caso o la temática no estuvieran tocando directamente los intereses de un actor con alto grado de 
poder e influencia.  
 
En este sentido, para Bourdieu, la televisión ejerce una violencia simbólica inconsciente tanto por 
quienes la padecen como por quienes la practican. Boudieu también considera que los sucesos son 
elementos de distracción, puesto que pueden llamar la atención sobre temas que pueden 
interesar a todos los gustos pero que en realidad  no producen información de calidad o 
pensamiento crítico en el televidente. Se trata de un tipo de violencia simbólica que se ejerce 
sobre la audiencia, algunas veces sin que siquiera ella misma pueda detectarla o resistir a ella de 
manera directa124.  
 
Por ejemplo, en el caso del homicidio de Mateo Matamala y Margarita Gómez, dos estudiantes de 
Biología de la Universidad de Los Andes, quienes viajaron para realizar un trabajo de investigación 
para su tesis de grado al municipio de San Bernardo, ubicado en la zona costera del departamento 
de Córdoba, donde fueron asesinados con armas de fuego por presuntos integrantes del Grupo 
                                                          






Armado Ilegal “Los Urabeños”, el pasado 10 de Enero de 2011, el manejo dado por los medios de 
comunicación estuvo encaminado a incrementar la audiencia, dado que fue presentado como un 
caso de sevicia y que tocaba la sensibilidad de todas las familias que tuvieran hijos entre esas 
edades en zona urbanas del país.  
 
No se trató en ningún momento de generar un pensamiento crítico frente al manejo dado por los 
medios de comunicación a otros casos.  Por ejemplo, tan sólo un mes después (3 de Febrero de 
2011), dos estudiantes campesinos de la zona fueron asesinados en el municipio de Cereté, 
también en el departamento de Córdoba, sin embargo en esta ocasión el cubrimiento por los 
medios de comunicación fue radicalmente opuesto, así como las medidas tomadas por el 
Gobierno Nacional. 
 
Principalmente el tratamiento fue distinto por dos razones: 
• Los dos jóvenes asesinados en Cereté era campesinos, de origen cordobés, familias sencillas y 
humildes del área rural, estudiantes del SENA en Córdoba. 
• Su historia no parecía ser tan atractiva a los medios de comunicación por el perfil de las 
víctimas, además que ponía nuevamente de manifestó el debate sobre quienes estaban detrás de 
este tipo de hecho: Bandas criminales?, o estructuras armadas?.   
 
Por ejemplo en términos de los funcionarios oficiales, en relación con el asesinato de los jóvenes 
bogotanos de Los Andes se ofreció una millonaria recompensa por información que llevara a la 
captura de los responsables, que alcanzo los 500 millones de pesos. También el Vicepresidente 
envió un comunicado oficial condenando los hechos, un aparte del texto indica que: 
 
“El Vicepresidente se solidariza con las familias de los estudiantes y les pide a las 
autoridades de Policía, al Alcalde de San Bernardo del Viento, al Gobernador de 
Córdoba y a la Fiscalía General de la Nación acelerar las investigaciones a fin de 
esclarecer el cruel asesinato de los estudiantes, el cual no puede quedar en la 
impunidad. Tanto la sociedad como la comunidad Uniandina y los familiares de los 
dos estudiantes asesinados tienen el derecho de saber lo que pasó y que se haga 
pronta justicia condenando a los responsables de estos crímenes”125.  
 
En el segundo caso, no hubo pronunciamientos del Gobierno Nacional, el único fue para desvirtuar 
que en Cereté hubiera presencia alguna de lo que la oficialidad denomina “Bandas Criminales”, 
por lo cual el caso debía ser producto de la delincuencia común. Entre tanto, desde el nivel local 
sólo se manifestó el Alcalde de Cereté, Rafael Chica Guzmán, quien indicó que:  
 
“Cuando dos estudiantes de la Universidad de Los Andes fueron asesinados, en su 
región se sintió el despliegue de tropas militares en busca de los responsables, así 
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como la condena por parte del gabinete del presidente Juan Manuel Santos. En esta 
ocasión, aseguró, cuando dos jóvenes campesinos fueron asesinados, no se ha 
informado del traslado de tropas ni se ha sentado una voz de protesta por parte de 
un ministro.”126  
 
Algo similar ocurrió con el manejo dado por los medios de comunicación al caso, como si se 
hubieran alineado estratégicamente ambas posturas para darle menor impacto y tratamiento 
diferenciado al nuevo reporte de asesinato. En la misma línea de lo anterior, muchos otros casos 
en que han muerto hasta 12 personas en masacres en el departamento de Córdoba, no han tenido 
el mismo cubrimiento mediático dado al caso de los jóvenes de Los Andes. El 21 de Abril de 2011, 
presuntos integrantes del Grupo Armado Ilegal “Los Urabeños” asesinaron nuevamente a otro un 
estudiante universitario en la vereda Manizales, municipio de Montelíbano, departamento de 
Córdoba, con tan sólo una breve mención en medio de otros hechos noticiosos.  
En el mes de Mayo de 2011, otro estudiante fue asesinado en el Departamento de Córdoba, para 
un total de 5 estudiantes asesinados, tan sólo en lo corrido de 2011. En ninguno de los hechos 
mencionados hubo seguimiento mediático, particularmente televisivo.  
 
Lo anterior esta relacionado con los postulados de Kymlicka sobre las minorías127, se pudo 
evidenciar  el carácter diferenciado que tuvo el cubrimiento de la noticia del asesinato de otros 
dos jóvenes estudiantes que no eran de la élite bogotana sino campesinos, ciudadanos de a pie, 
sobre los cuales los medios de comunicación decidieron que no eran “relevantes” para la 
audiencia colombiana, pues su perfil como víctimas era demasiado “común”, hubieran necesitado 
contar con apellidos prestantes y pertenecer a una universidad de renombre en Bogotá, para que 
tal vez hubiesen sido tenidos en cuenta en la edición noticiosa del momento.  
 
Según Bordieu, otra estrategia utilizada por la televisión es la de “ocultar mostrando”128, por 
ejemplo, cuando se elabora y muestra una determinada noticia de forma tal que tome un sentido 
que no corresponda a la realidad. En el marco de estos intereses se impone lo que el autor 
denomina como la búsqueda de la primicia informativa o de la exclusividad, este tipo de noticias, 
sucesos e incidentes  pueden estar cargados de implicaciones políticas, culturales o éticas y el 
simple hecho de informar provoca una elaboración social de la realidad que puede incluso llevar a  
una movilización social. De este modo la televisión pasa de ser un instrumento que refleja la 
realidad a ser un instrumento que crea la realidad, lo cual  consiste en la imposición de unos 
principios de visión del mundo. 
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En efecto la reacción de la sociedad civil ante el caso, estuvo orientada tal como los medios de 
comunicación lo influenciaron, marchas en contra del asesinato, pronunciamientos contra el 
homicidio, múltiples opiniones telefónicas y virtuales en condolencias por el caso y rechazando la 
muerte de los dos jóvenes. Sin embargo, no se presentaron pronunciamientos en contra de los 
neoparamilitares, ni demandas al Gobierno Nacional por el tratamiento que le ha dado hasta 
ahora al fenómeno de violencia por la presencia de estas estructuras armadas.  
 
Siguiendo los postulados de Félix Ortega, en relación con las funciones que cumplen los medios de 
comunicación, es claro que tradicionalmente han sido: informar, formar y entretener. Sin embargo 
tal como lo indica Ortega esta categorización es insuficiente, por lo cual conviene añadir la función 
de influir,  que implica a su vez tres funciones diferentes: Función de integración social, función 
intelectual y función política129. Para los efectos de este escrito, nos concentraremos en la tercera 
de ellas. 
 
En el tratamiento dado por los medios de comunicación al caso del asesinato de los jóvenes de la 
Universidad de Los Andes, se percibió  de manera directa un control por parte de la clase política, 
aunado al carácter ambivalente de la opinión pública, tal como lo plantea Ortega. 
El poder de las elites colombianas constituye, sin duda, una compleja red de relaciones 
económicas, culturales, sociales y políticas e incluso familiares que se hacen impenetrables para 
que el periodismo alternativo  que difiera de los proyectos que dichas elites han defendido a 
través del tiempo. Se trata de justamente de la visibilidad atribuida por el periodismo y el poder a 
las que para ellos son consideradas como “víctimas”, sin que tengan participación alguna el 
ciudadano de a pie. De esa maniobra participan activamente los medios masivos de comunicación 
a través de estrategias periodísticas noticiosas como apéndices de conglomerados económicos 
que también deben garantizar que circule determinado tipo de información y que otra se oculte.  
 
Como lo indica Fabio López es importante abordar el papel de los medios de comunicación como 
proveedores de imágenes y referentes de identidad nacional y memoria colectiva,  así como las 
construcciones informativas elaboradas desde ellos sobre el mundo130. En ciertos casos como el 
esbozado en este apartado, la forma en que fue presentado por algunos medios de comunicación 
pueden haber contribuido al mantenimiento del status quo, así como al reforzamiento de 
actitudes y comportamientos tradicionales. En este sentido, los medios de comunicación como 
productos simbólicos influyentes en la cultura política, tienen un significativo impacto en la 
construcción de la realidad de la sociedad, así como en la forma en que ésta asimila fenómenos y 
tendencias del conflicto armado, en un país con tan amplias disparidades entre la realidad rural, 
urbana y periférica.  
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Sin embargo, no quisiera terminar este apartado sin mencionar que aún con lo desalentador que 
pueda paracer el panorama del manejo de la información que prevalece en el actual cubrimiento 
del conflicto armado en Colombia, es importante rescatar matices que se dan en medio de este 
avasallador escenario. En estre ellos, iniciativas como la liderada por los noticieros UNO y CMI, así 
como los documentales elaborados por el periodista Holman Morris para el programa de 
televisión “Contravía”. También se han generado propuestas interesantes de blogs y emisoras 
comunitarias de resistencia y pagínas web de ONGs, comunidades indígenas y organizaciones de 
base en el nivel local que han propendido por emitir información verás y objetiva frente al impacto 
social de los grupos neoparamilitares en Colombia, que han sido también objeto de violencia 
directa a través de amenazas, ataques, atentados y homicidios. 
 
Tal es el caso de a Clodomiro Castilla Ospino, un periodista bastante polémico por las fuertes 
críticas que hacia en contra de personajes de la vida publica del departamento de Córdoba,  
propietario de la revista “El pulso del tiempo”, asesinado el 19 de Marzo de 2010 en Montería. El 
periodista había denunciado amenazas de muerte en su contra, por lo que el Ministerio del 
Interior le mantuvo un esquema de seguridad durante algún tiempo, pero que a la fecha no lo 
tenía. Clodomiro Castilla también había servido como testigo en algunos procesos de 
“parapolitica” del departamento de Córdoba. 
 
RECAPITULACIÓN Y CONSIDERACIONES FINALES DEL CAPÍTULO II:  
 
El Capítulo II se concentró en presentar la postura oficial frente al fenómeno de los grupos 
neoparamilitares, en cuatro partes a saber: Postura ideológica de la Seguridad Democrática frente 
a las BACRIM y tratamiento dado por el Gobierno Uribe a dicha problemática; postura del 
Gobierno Santos frente a las denominadas BACRIM y tratamiento dado por su Gobierno a las 
denominadas BACRIM y, por último, rol de los medios de comunicación en la perpetuación del 
concepto de BACRIM.  Como fue explicado con anterioridad, para los Gobiernos Nacionales 
durante y después del proceso de desmovilización, estas estructuras armadas deben denominarse 
BACRIM (Bandas Criminales). Se evidenció en este Capítulo que esta denominación es utilizada por 
la oficialidad sustentada en una serie de argumentaciones que adolecen de contradicciones y que 
se desajustan de la realidad en el territorio.  
 
Para constatar la influencia que ha tenido la implementación de este concepto como referente 
para la sociedad civil se incorporaron las nociones teóricas del discurso propuestas por Bourdieu y 
Foucault. Me propongo en las conclusiones de esta Capítulo retomar esos referentes teóricos para 
llegar a una conclusión que permita responder a la pregunta de ¿por qué hay un interés desde el 
Gobierno Nacional en implementar este concepto en el imaginario colectivo de la sociedad? 
 
En este sentido, como se mencionó anteriormente ese poder de construcción de la realidad que 
los sistemas simbólicos adquieren, resulta ser la razón por la cual el concepto de BACRIM caló tan 





que se desenvuelvan dentro del ámbito humanitario, de los derechos humanos o las ciencias 
sociales) se cuestionan sobre su significado y sus implicaciones.  
 
Considero que para dar respuesta  a la pregunta orientadora de estas conclusiones es importante 
develar que contenido hay dentro del acrónimo de BACRIM. Este concepto no da cabida alguna a 
las posibles consideraciones sobre continuidades con el paramilitarismo. Su connotación rompe de 
entrada cualquier intento de relacionamiento con la violencia clásica ejercida por las AUC, ya 
anteriormente se entró en detalle sobre las particularidades de esa ruptura con el pasado.  
 
Esa carga simbólica del concepto resulta, a mi manera de ver, crucial para identificar las posibles 
motivaciones que subyacen a la implementación de dicho concepto. El Gobierno del ex presidente 
Álvaro Uribe y sus allegados se empeñaron, y aún lo siguen haciendo, en presentar la 
desmovilización de las AUC como una figura de éxito e incluso como un modelo de DDR a ser 
implementado en otros países del mundo. Este proceso fue quizá uno de los grandes “ases bajo la 
manga” utilizados por ese Gobierno para defender el supuesto según el cual Colombia ha entrado 
en una etapa de posconflicto. Así pues acuñar una palabra para definir a los grupos ilegales que 
surgieron o se fortalecieron después del proceso debía estar completamente orientado a suplir 
esos dos propósitos: el de no poner en tela de juicio el éxito de la desmovilización y el de romper 
cualquier intencionalidad por generar comparaciones con fenómenos anteriores y de paso desviar 
la atención sobre cualquier intención manifiesta de contradecir la postura oficial.  
 
Es en este momento cuando los elementos teóricos explicados por los autores cobran pertinencia 
en la compresión de la relevancia del discurso para estos fines. Estas motivaciones políticas del 
Gobierno del ex presidente Uribe se manifiestan en el interés por legitimar mediante del discurso 
el proceso de desmovilización. Así pues el discurso se convierte en ese medio a través del cual la 
oficialidad legitima su accionar a pesar de la continuidad en la existencia de burocracias armadas. 
En efecto, todo este discurso, concepto, definición de la naturaleza de estos grupos ilegales ha 
permitido que desde el aspecto político hasta el jurídico se siga manteniendo la noción de que se 
trata sólo de criminales comunes.  
 
En este punto, cobran pertinencia los supuestos teóricos de Schmitt en relación con la legitimidad 
y la legalidad. Según este autor “el hecho de que el poder estatal sea legal debe conducir ante todo 
a la derogación y negación como Derecho de todo derecho de resistencia”131. Justamente a esto 
apunta la construcción de conceptos y discursos que calen en las representaciones colectivas de la 
sociedad civil. Evitar la resistencia “desde abajo” contra una autoridad dictatorial (o democrática 
pero que eventualmente llegue a ser arbitraria) es una de las motivaciones que encarna la 
construcción de un discurso que busca ser común a toda la sociedad. 
 
 Así, aunque una autoridad se caracterice por tener la legalidad racionalmente mejor definida y 
más coherentemente estatuida, no por ello es íntegramente legítima. La posibilidad de esa brecha 
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entre lo legal y lo legítimo es lo que fundamenta el derecho de resistencia, o la resistencia “desde 
abajo”. De ahí surge ese espíritu del ser decisor que  muestra la forma hegemónica de Estado que 
debe suprimir toda disidencia y asumir y unificar las funciones predominantemente ideológicas 
para su transformación y subordinación a la misma meta unívoca de todo el régimen, en este caso 
el del reconocimiento de un grupo armado ilegal generador de violencia bajo la denominación de 
BACRIM, que en realidad es mucho más que un simple apelativo como se ha visto.  
 
De esta forma, la decisión que es soberana, logra la obediencia a través de sus mandatos, así ha 
estado marcada la historia del país. De tal manera que el soberano es quien dice qué es derecho y 
qué no lo es, y no se subordina él mismo a ninguna supra-legalidad en tanto es fuente de toda 
legalidad.132 
 
El discurso y el decreto en el cual se oficializa el uso del concepto de BACRIM, tal como se diseño e 
implementó, ha logrado mantenerse por siete años aún con las denuncias y las múltiples 
solicitudes de diversos organismos de llamar a dichos grupos ilegales por su nombre en 
reconocimiento al tipo de violencia que ejercen y los intereses que les motivan.  Un móvil 
importante dentro de la perpetuación de esta denominación con sus connotaciones políticas, 
sociales y jurídas han sido los medios de comunicación masivos que, en algunos casos, se han 
instrumentalizado para que sea esta  y no otro la postura prevalente frente a la problemática de 
los grupos neoparamilitares.  
 
Como el lector desde ya lo podrá suponer, siquiera pensar en que se cambie su denominación en 
el discurso y en la normativa sería paralelamente reconocer que el proceso de desmovilización 
fracasó, por ahora no se cree que ningún Gobierno esté dispuesto a asumir ese “costo político”, ni 
siquiera el del actual presidente que ha mostrado ciertos resultados, aunque insuficientes, en la 
lucha contra los grupos neoparamilitares. También implicaría que los Gobiernos reconocieran que 
aún hay una largo camino por recorrer en alcanzar el objetivo de tener el monopolio de las armas 
y de la fuerza, sí se tiene en cuenta que los grupos neoparamilitares existentes tiene una 
capacidad de fuego y de intervención en la economía y la política.  
 
A continuación para seguir con el hilo conductor de esta monografía presento uno a uno los 
diferentes grupos neoparamilitares desde sus raíces hasta su presencia actual. Ello con el fin de 
dar un mayor sustento a los argumentos según los cuales estas estructuras armadas son más que 
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Capítulo III: “Los Grupos Armados Ilegales 
neoparamilitares visto por dentro”: 
 
La elaboración de este capítulo estuvo orientada en el texto de Burocracias Armadas de Fernando  
Cubides133en el cual se plasma la importancia de analizar las pautas organizativas de un actor 
determinado y la forma como se van adaptando a las circunstancias cambiantes que enfrentan. 
Según el autor, se trata de un intrincado proceso de aprendizaje múltiple y recíproco determinado 
por la dinámica de un  cierto tipo de guerra que va cambiando a los actores. Siguiendo esta línea 
argumentativa del autor considero pertinente analizar la adaptación de cada una de las 
organizaciones neoparamilitares entendidas como estructuras de poder que como tal están 
dotadas de unas reglas  y una jerarquía que van dirimiendo en su interior las luchas entre grupos e 
individuos. 
 
Justamente este proceso de adaptación ha permitido que las organizaciones neoparamilitares  
persistan en el tiempo y no hayan terminado siendo obsoletas. Así, su existencia como estructura 
significa un dato sustancial para entender  el curso actual de la guerra que ejecutan. Como se verá 
la existencia de organizaciones diversificadas y especializadas se convierte en un imperativo para 
la comprensión de la naturaleza de los grupos neoparamilitares.  
 
Según Cubides, si una organización es un instrumento, a la vez es una estructura de poder; si 
potencia las acciones de quienes la integran cuando las dirigen hacia otros, a su vez requiere una 
jerarquía, una estructura de mando, y la cimienta imponiendo un grado de subordinación  para 
quienes la componen, incluso para quien se halle a su cabeza, como líder o gerente. Esta 
concepción de lo que caracteriza a una organización es muy relevante pues como se verá más 
adelante cada uno de los neoparamilitares se enmarcan dentro de esa conceptualización, a 
excepción de las Águilas Negras, como será presentado en su momento.  
 
Aspectos a tratar en el Capítulo: 
 
Este Capítulo se encuentra divido en dos partes. La primera parte del Capítulo tiene como 
propósito presentar las principales estructuras armadas neoparamilitares existentes en Colombia. 
La metodología de presentación es cualitativa y se enfoca en presentar una caracterización, 
organigramas y mapas de presencia de cada una de los grupos ilegales. La caracterización tiene 
por objetivo presentar la procedencia y estado actual de las estructuras, para evitar un desorden 
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en la línea explicativa y, teniendo en cuenta que en cada uno de ellos se hace referencia múltiples 
localidades, seudónimos y referencias, la explicación se elaboró de cada estructura armada 
separadamente.  
 
Por su parte, los organigramas que se presentaran corresponden al estado de dichos grupos en la 
actualidad (2011), según fuentes oficiales. Como se verá en términos de su estructuración no se 
está muy lejos de la situación que prevalecía cuando aparecieron los primeros grupos 
paramilitares, se tiene una especie de federación de grupos regionales cada uno de ellos con sus 
respectivas cadenas de mando. A ello se suma que estas estructuras han experimentado una 
creciente división del trabajo a su interior. Los grupos ilegales se han ido adaptando a una 
“compartimentalización”134 en la que se observa el surgimiento de tareas de inteligencia a cargo 
de personas denominadas “campaneros” o “puntos”, tareas financieras como por ejemplo las 
denominadas “oficinas de cobro”, actividades de control social por parte de personas mimetizadas 
en la población civil, entre otras. En muchas ocasiones el aparato armado se encuentra 
acompañado de una red previamente construida de apoyo que se diferencia de los destacamentos 
armados pero que operan en función de ellos. Estas redes usualmente no se incluyen en los 
organigramas y permanecen en la clandestinidad razón por la cual los organigramas deben 
tomarse en sus debidas proporciones y no como una verdad absoluta.  
Aún con todas estas salvedades se verá en cada uno de los apartados por grupo ilegal que las 
organizaciones no existen en abstracto. Esto es, sus estructuras no existen sino a través del 
comportamiento de los sujetos que las integran135.  
 
Por último, en relación con el mapeo de presencia, éste será desarrollado en una lógica 
comparativa entre la existencia de grupos neoparamilitares en el año 2007 y su presencia actual 
(2011). Las dos fuentes primarias en la presentación de los mapas de presencia fueron la ONG 
Indepaz y UNDSS. Es importante metodológicamente aclarar que para aquellos grupos que no 
tenían presencia en el 2007 pues surgieron posterior a ese año, se presentará únicamente el mapa 
de 2011, (Ej: ERPAC y Urabeños).  
 
He seleccionado para esta labor comparativa el 2007, puesto que es el año inmediatamente 
posterior al cierre del proceso de desmovilización. Justamente a partir de este año empezaron a 
surgir los primeros informes de ONGs que monitoreaban las zonas de presencia  de los grupos 
neoparamilitares. Considero que la observación geográfica de la presencia de los grupos 
neoparamilitares en el 2007 resulta útil para identificar  si ha tenido un proceso de expansión 
territorial o si por el contrario su presencia se ha visto diezmada.  
 
Dentro del abanico de fuentes consultadas para alimentar esta sección de la monografía se 
encuentran documentos oficiales, no oficiales, de organismos internacionales y reportes de prensa 
escrita nacional. Los grupos ilegales que se caracterizaran a continuación son aquellos que pueden 
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identificarse como una estructura sólida y que cuentan con información suficiente respecto a sus 
acciones.   
 
Por otra parte, en la segunda sección de este mismo Capítulo se presentarán los diferentes 
acuerdos que han entablado estos grupos armados ilegales. El interés primario es identificar qué 
tipo de pactos han construido, las disputas que se han generado entre unos y otros grupos, cuál es 
el origen de ellas y qué impacto tienen en la definición de la naturaleza de estas estructuras 
armadas.   
 
Según Cubides, un modo de organización es también una técnica, en esa medida asimilable por los 
diversos protagonistas y susceptible, por ende, de ponerse al servicio de intereses también 
diversos136. Justamente la relativa fluidez con la que se producen acuerdos entre unas estructura 
neoparamilitares y otras parecen corroborar esta transitividad a la cual se refiere el autor.  
 
Las violaciones al DIH y los Derechos Humanos, afectaciones sobre la población civil, control social 
ejercido sobre comunidades, análisis de casos emblemáticos serán presentados en el último 




3.1 Estructuras Actuales: caracterización, organigramas y 
presencia en el país.  
 
La fluctuación en el número de grupos ilegales existentes desde el año 2006 ha sido muy 
significativa. Por ejemplo, para el año 2006 se tuvo conocimiento de la existencia de 33 facciones 
según fuentes oficiales y de más de 70 según fuentes no oficiales (Ver mapas Anexo XI). Desde ese 
año las cifras entre una y otra fuente han variado contundentemente. Hoy día la Policía Nacional 
reconoce la existencia de sólo cinco estructuras137.  
Para el propósito de esta monografía serán analizados seis de los grupos armados ilegales que 
operan en la actualidad138 y tienen estructuras sólidas a nivel regional. Ellas son: Rastrojos, Águilas 
Negras, Urabeños y el ERPAC. También serán presentadas otras esctructuras de menor tamaño 
que sostienen alianzas con los grupos mayoritarios anteriormente mencionados.   
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La caracterización que se presenta a continuación se elaboró con una matriz de análisis diseñada a 
partir de las fuentes que mayor seguimiento han dado al fenómeno, con las siguientes tipologías 
de acopio de información: Uso Semántico, variables eje o rectores, composición, zonas, modus 
operandi y comandancia. (Ver Anexo X).  La matriz no fue elaborada a partir de alguna base 
teórica. Su composición fue resultado de una tarea comparativa de las variables comunes al 
seguimiento realizado por las fuentes objeto de este ejercicio.  
 
3.1.1 Los Rastrojos139:  
 
Lo primero que habría que mencionar es que el grupo ilegal “Los Rastrojos” no es ni nuevo ni 
emergente. Los Rastrojos existen desde hace más de una década. Hacia el año 2000 el entonces 
narcotraficante del cartel del Norte del Valle Wilber Varela, alias “Jabón”, entró en una fuerte 
disputa con uno de sus antiguos socios Diego León Montoya, alias “Don Diego” por el control del 
Cañón de las Garrapatas y la zona de influencia del Norte del Valle del Cauca. 
Para enfrentar la guerra alias “Jabón” le encomendó a uno de sus hombres de confianza Diego 
Pérez Henao, alias “Diego Rastrojo” que conformará un ejército armado para este fin.  
De ahí nace este grupo armado ilegal que toma el alias de su máximo cabecilla y comienza un 
enfrentamiento con “Los Machos”, el grupo creado por alias “Don Diego” para el mismo 
cometido.  
La disputa abierta se mantuvo hasta el año 2005, a un año de finalizarse el proceso de 
desmovilización. Ese mismo año se conoció la muerte de Jaime Hernán Pineda, un mando medio 
del Cartel del Norte del Valle, conocido con el alias de “Pedro Pineda” o “Pispi”, en Guadalajara, 
México. Para la mayoría de los analistas el asunto podría parecer irrelevante, pues por esa época 
varios miembros de las facciones de “Los Machos” y “Los Rastrojos” fueron asesinados en ajustes 
de cuentas. 
Sin embargo, este asesinato en particular, tendría implicaciones directas sobre la estructura de 
“Los Rastrojos”. A continuación me permito mencionar por que la muerte de Pineda resulta ser 
tan importante en la comprensión de la naturaleza de este grupo ilegal.   
En el año 2003, “Pispi” aprovechó la guerra entre los capos y la extradición de su antiguo jefe, 
Victo Patiño Fómeque, a Estados Unidos, en 2002, para convertirse en uno de los nuevos capos. 
Para conseguir este fin, “Pispi” asesinó a socios, abogados, aliados y más de 30 familiares de 
Patiño. “Pispi” se quedó entonces con gran parte de la organización, fortuna, propiedades y tierras 
de Patiño. 
A medida que la guerra entre “Don Diego” y “Jabón” se fue incrementando, “Pispi”, como muchos 
otros mafiosos, se vio obligado a tomar partido por uno de los dos bandos y optó por aliarse con 
“Don Diego”. En esa guerra “Pispi” fue uno de los responsables de propinarle a “Jabón” uno de los 
golpes más duros. En marzo de 2004 participó en el asesinato del Coronel retirado Danilo 
González, uno de los hombres más cercanos y apreciados por “Jabón”. 
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Con este asesinato, “Pispi” se ganó la confianza de “Don Diego” y la enemistad de “Jabón”. El 
rumbo de este panorama cambió con la entrada de alias “Macaco –Comandante del Bloque 
Central Bolívar (BCB) de las AUC- quien ante la escalada de violencia que alcanzó la guerra entre 
los capos del norte del Valle y que se extendió al Eje Cafetero, Medellín e incluso Bogotá intervino 
para evitar que colateralmente el Bloque Central Bolívar sufriera las consecuencias. Es así como 
alias “Macaco” decidió buscarle una solución para evitar seguir perdiendo hombres, laboratorios y 
cargamentos.  
Según información de inteligencia, “Macaco” contactó a  “Jabón” para saber cual sería el requisito 
para firmar una especie de acuerdo con “Don Diego”. La respuesta tuvo nombre propio. “Jabón” 
aceptó dejar sus acciones armadas si le entregaban a “Pispi”. 
Cuando los enviados del Bloque Central Bolívar le hicieron la propuesta a “Don Diego”, éste se 
negó. Vino entonces una serie de asesinatos selectivos en Cali, Medellín y Bogotá de hombres y 
familiares de “Don Diego” y sus lugartenientes. Detrás de ellos estaba la mano del BCB. Con el 
Estado persiguiendo y con '”Jabón” y el BCB atacándolo por el otro lado, “Don Diego” se vio 
forzado a aceptar. Con la muerte de “Pispi” se conoció el comunicado entre los Carteles del 3 de 
Octubre de 2008 según el cuál "Nosotros Diego León Montoya Sánchez y Wilber Alirio Varela 
informamos a la opinión pública, a las autoridades civiles, militares, eclesiásticas y a la comunidad 
que hemos acordado poner fin al conflicto armado que venimos sosteniendo... desde este 
momento nos comprometemos a parar cualquier acción armada y militar entre nuestras 
organizaciones”.  
Esta referencia cobra relevancia para comprender la forma cómo un ejército o brazo armado que 
inicialmente había sido creado exclusivamente para servir a los propósitos de seguridad de un 
capo de la droga terminó relacionándose directamente con un Bloque de las AUC. Esta línea 
explicativa es útil también para comprender la razón por la cuál hoy día los comandantes del grupo 
ilegal “Los Rastrojos” son en su mayoría ex integrantes del Bloque Central Bolívar.  
En su composición “Los Rastrojos” están integrados por tres perfiles de combatientes: 1) Antiguos 
combatientes vinculados a las filas desde finales de los 90s, 2) Hombres del Bloque Central Bolívar 
que luego del acuerdo entre los dos carteles facilitado por alias “Macaco” y con la desmovilización 
de esa estructura fueron cooptados o se vincularon voluntariamente, 3) Nuevos reclutados desde 
el año 2006: personas que nunca antes habían pertenecido a grupos armados ilegales y fueron 
reclutados en el periodo reciente por “Los Rastrojos”.  
Esta composición de las filas en general esta acompañada de un cuadro general de mando a nivel 
nacional que presento a continuación en un organigrama de miembros. Tal como lo indica Cubides 
en su libro Burocracias Armadas -y esto aplica para todos lo demás organigramas a ser 
presentados en este Capítulo-  durante los 90s los organigramas de los grupos paramilitares 
fueron ampliamente difundidos incluso en sus páginas web, como parte de la guerra psicológica y, 
en muchos casos, ocultaban más de lo que develaban. Ahora en cambio, se ha convertido en un 





ilegales. La información, esta vedada la investigador corriente y sólo es posible hacerse a ella con 
gran lentitud, aún cuando se tiene algo disponible no deja de ser difícil la comprobación de los 
tentáculos de estas agrupaciones y de su accionar en el nivel más regional, la información aquí 
presentada corresponde a fuentes oficiales y, también por ello, en seguimiento a la propuesta 
metodológica de Cubides deben ser tomadas con “beneficio de inventario”.  
 Organigrama:  
A continuación el organigrama de dicho grupo ilegal según la información de inteligencia provista 
por fuentes oficiales. Vale la pena resaltar que algunas de las personas presentadas en este 
organigrama, al parecer, se encuentran en negociaciones con la DEA para una entrega negociada. 
En el caso de alias “Lucker” fue capturado  en junio del año 2011.  Esta estructura corresponde a 
su organización en el nivel nacional. Sin embargo, hay otros organigramas que definen su 
composición regional, por razones de confidencialidad no fueron compartidos por las Autoridades.  
Vale la pena resaltar que como lo indica Cubides en su texto Burocracias Armadas ante un 
debilitamiento de la línea jerárquica en cuestiones operativas la iniciativa operacional recae en el 
subordinado. Esto es justamente lo que ha sucedido en cada una de las estructuras 
neoparamilitares sobre las cuales los mandos medios han logrado garantizar la continuidad de sus 
actividades. 
 Organigrama de Los Rastrojos 2010:  





intacta desde su conformación (se prevé que algunos de sus comandantes negocien 
eventualmente con la DEA). A esta estructura jerárquica de funcionamiento nacional en cabeza de 
los hermanos Calle Serna se suman otras seis sub-estructuras que operan en el nivel regional, 
también con jerarquías y estructuras de mando. Este organigrama nos permite concluir que la 
organización de “Los Rastrojos” no es hibrida, en redes o con autonomías inconexas en el nivel 
local. En efecto, durante una de las sesiones del CI2 BACRIM las mismas Autoridades competentes 
indicaron que ante un error operativo de un comandante en el nivel regional, desde la estructura 
nacional se enviaban hombres a la región respectiva para tomar medidas frente al hecho. Esto 
muestra un grado mínimo de coordinación entre las estructuras regionales y la jerarquía del nivel 
nacional.   
 
A ello se suma que tanto las alianzas como las disputas que el grupo ilegal ha establecido a lo largo 
de su existencia han sido llevadas a cabo por las seis estructuras en todas las regiones, sin que 
alguna de ellas haya tomado una dirección diferente, este es también un indicador de 
direccionamiento y coordinación desde un nivel centralizado. 
A continuación presento el mapa (Mapa 1) de presencia de “Los Rastrojos” durante el año 2007 y 
el comparativo al año 2011 (Mapa 2). Como se puede apreciar, el nivel de expansión del grupo 
durante los últimos años ha llevado a que tengan una presencia en casi la mitad del territorio del 
país, mientras que en 2007 su presencia se concentraba esencialmente en la costa pacífica 
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3.1.2 Los Urabeños:  
 
Este grupo ilegal tiene antecedentes en la historia de los hermanos Usúga (Dayro Usúga David y 
Jesus Usúga David), quienes se vincularon a las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá en 
el año de 1991. Con la expansión paramilitar de finales de los años 90, Dayro Usúga David fue 
enviado desde Uraba hacia el Meta para reforzar la creación del bloque Centauros comandado por 
Miguel Arroyabe. Con su llegada al departamento del Meta conoció a Daniel Rendón, “alias D. 
Mario”, quien para ese entonces se desempeñaba como el jefe de finanzas del bloque Centauros.  
 
En septiembre de 2004, Arroyabe fue asesinado por Pedro Oliveiro “alias Cuchillo” quien entraría a 
conformar el ERPAC (este grupo  ilegal será objeto de estudio más adelante). Don Mario y Dayro 
Usúga decidieron regresar a Urabá, donde conformaron las Autodefensas Gaitanistas de Colombia, 
compuesta por combatientes que posteriormente entrarían a engrosar las filas de los Urabeños. 
Tras la captura de Don Mario en abril de 2009, los hermanos Usúga se apoderaron de toda la 
estructura de los Urabeños y asumieron su comandancia.  
En este intento por expandir su control los hermanos Usúga establecieron contacto con  
Maximiliano Bonilla, alias valenciano, jefe de una de las facciones de la conocida Oficina de 
Envigado quien a su vez se encontraba en una disputa con Eric Vargas alias Sebastián, el cual  
formaba parte de esa misma oficina. Con la captura de Valenciano en Venezuela el pasado 28 de 
Noviembre de 2011 y su posterior extradición, nuevamente quedaron  los Urabeños bajo el 
control de los negocios que había establecido  Valenciano.  
 
Este creciente proceso de expansión que inició en el año  2009 llevó a que los Urabeños 
extendieran su presencia en áreas geoestratégicas como Antioquia, Córdoba, Atlántico, Meta, 
Casanare, Norte de Santander, Choco, Valle del Cauca y parte del Eje Cafetero; así, los Urabeños 
que hasta hace muy poco empezaron a ser considerados una prioridad para las autoridades, se 
expandieron de una manera silenciosa  amparados en su estrategia del bajo perfil. 
 
El poder real de los “Urabeños” vino a constatarse por las autoridades en la primera semana del 
año 2011, cuando tras la captura por las Autoridades de uno de los hermanos Usúga (Juan de Dios 
Usuga, alias “Giovanni”) el grupo ilegal llevó a cabo un “paro armado” (Ver panfleto en Anexos) 
durante dos días – 5 y 6 de Enero) en al menos 7 departamentos de la Costa Atlántica y el Urabá.  
 
En relación con el caso, la oficialidad manifestó que el hecho lejos de ser una muestra de 
capacidad operativa respondía, más bien, a una amplia diseminación mediática de información 
que desembocó en “problemas” de movilidad. En este sentido, se pueden resaltar tres aspectos 
para la compresión integral de este hecho: 
1). En el marco del “paro armado” se llevaron a cabo hechos de violencia entre los que se cuentan 
homicidios, atentados, significativa disminución de la movilidad y quema de vehículos de 
transporte público, dos de ellos en la ciudad de Santa Marta (Magdalena).  Este  monitoreo 





adelantó acciones concretas en represalia de quienes desobedecieron la orden de frenar 
actividades. Lo cual muestra el grado de materialización de la intimidación en lo local, más allá del 
miedo y la zozobra misma que generan este tipo de acciones de violencia psicológica.   
 
2). Los “Urabeños” suele restringir la movilidad de las personas e imponer patrones de conducta 
sin necesidad de declarar “paros armados”. Esta práctica no es nueva ni aprendida de las 
guerrillas141. Estas limitaciones que desde antes de la desmovilización imponían las AUC responden 
a tres dinámicas: La primera es la restricción total de libertad, movilidad, comunicación y 
actividades, que en muchos casos resulta en confinamientos de la comunidad. En la segunda 
reducen algunos derechos y permiten otros con previa autorización del grupo armado ilegal y en  
la tercera, la presencia física de los actores ilegales es esporádica, pero las comunidades saben que 
están cerca y pendientes de sus movimientos. Lo anterior, permite comprender el grado de 
control social que ejercen los neoparamilitares en un escenario más amplio y complejo que 
sobrepasa el “paro armado” del mes de enero.  
 
3). El tercer elemento, corresponde a la presencia física de los neoparamilitares, y en el caso 
particular de “Los Urabeños” en la Costa Atlántica y el Urabá. A este respecto, la ONG Indepaz en 
su Informe más reciente (Marzo 2012) ratificó nuevamente la presencia y accionar de estos grupos 
ilegales en 406 municipios de 31 departamentos del país (Gráfico V), prácticamente todo el 
territorio nacional, con una concentración mayoritaria justamente en las zonas del Caribe, Pacífico 
y Urabá.  
 
Gráfico V: Presencia de Grupos narcoparamilitares durante 2010 y 2011: 
 
Como en ocasiones anteriores, luego del pico de violencia que representó el “paro armado” en el 
Caribe y Urabá, una vez más la medida reactiva fue el fortalecimiento de las labores de inteligencia 
y de investigación criminal para identificar, individualizar y judicializar a estas personas 
responsables.  
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Mientras muchos creen que con la muerte de uno de los jefes de “Los Urabeños” (alias Giovanny) 
se asestó un golpe definitivo a uno de los grupos sucesores más grandes y peligrosos de los neo 
paramilitares, lo que han descubierto Oficiales de agencias antinarcóticos de Colombia, Estados 
Unidos y Europa parece indicar todo lo contrario: el verdadero cerebro del grupo ilegal sería en 
realidad su jefe original, alias “Don Mario” pese a que lleva casi tres años en la cárcel La Picota de 
Bogotá142 
 
Hasta el momento no se conoce una política pública clara e integral para enfrentarlos en sus 
múltiples dimensiones (política, económica, militar) y, de esta manera, contrarrestar los hechos de 
violencia sobre la base del reconocimiento del problema. Por ahora, mientras no se diseñe tal 
estrategia seguiremos expectantes ante nuevos golpes al estilo de los ya propinados, más 
reactivos que preventivos.   
 
En efecto, detrás del organigrama  que sitúa a los hermanos Usúga como lideres de esta 
organización, hay enormes poderes políticos y económicos que tienen el control sobre las 
decisiones que atañen a los Urabeños, lo cual deja un mínimo margen de maniobra y autonomía a 
los que supuestamente encabezan esta estructura. 
Me refiero específicamente a alias Don Mario quien a pesar de haber sido capturado en el año  
2009, es uno de los jefes paramilitares junto con su hermano Freddy Rendón  alias el Alemán, que  
no fueron extraditados.  
 
Según información de inteligencia Don Mario no solo ha seguido manejando los negocios de los 
Urabeños desde la prisión sino que además habría sido el artífice de su expansión nacional. Incluso 
se tuvo conocimiento que varios enlaces de los Urabeños visitaron a Don Mario en la cárcel La 
Picota, para recibir instrucciones que posteriormente fueron comunicadas a las estructuras de 
mando en lo local. 
 
El hecho de que se haya blindado al cerebro de esta organización a pesar de estar, 
paradójicamente, ya en poder de las Autoridades, ha llevado a que las acciones de “Los Urabeños” 
se consoliden cada vez más a nivel territorial. Como fue explicado en el apartado “tratamiento 
dado por las Autoridades a las denominadas por el Gobierno “Bandas Criminales”” del Capítulo II 
de esta monografía, las acciones  emprendidas por las autoridades para contra restar el accionar 
de esta organización ilegal no han mostrado  resultados relevantes en el cese de las acciones 
violentas y criminales que ejecutan. 
A continuación se presenta el organigrama en el cual se puede apreciar la estructura jerarquizada 
y con línea de mando que tiene el Grupo Armado Ilegal Los Urabeños. También se incluye  el mapa 
de presencia de Los Urabeños durante 2011.  
 
Vale la pena aclarar  que, como fue mencionado con anterioridad, para el caso de Los Urabeños no 
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se tiene un mapa de 2007 (Mapa 3) ya que el Grupo Armado Ilegal Los Urabeños no existía en ese 
año bajo esa denominación. Sin embargo, vale la pena resaltar que este grupo neoparamilitar pasó 
de tener presencia en 160 municipios durante 2010 a 211 municipios durante 2011, lo cual 
muestra una tendencia hacia la expansión territorial similar a la ya presentada en el caso de Los 
Rastrojos.   
 
  Organigrama: El siguiente organigrama elaborado por el Departamento de Seguridad de 
Estados Unidos cuenta con información sobre la estructura armada ilegal de alias “Don 
Mario” quien, aún cuando fue capturado, aparece todavía como cabeza de la organización. 
También aparecen en el organigrama personas que lideran hoy el grupo neoparamilitar 
“Los Urabeños”, entre ellos Dairo Antonio Usúga. Se aclara al lector que este organigrama 
debe ser leído a la luz de las salvedades enunciadas anteriormente al inicio de este 
Capítulo y en la sección correspondiente a “Los Rastrojos”.  





























Como en el caso de Los Rastrojos, también Los Urabeños tienen estructuras regionales, 
desafortunadamente por razones de confidencialidad no todas ellas fueron compartidas por las 
autoridades competentes. Sin embargo, a manera de ejemplo presento a continuación una de las 
manejadas por la Policía Nacional en la región Caribe. En él se pueden observar un Jefe de Zona 
Centro, un Jefe de Finanzas, un Cabecilla Militar, un Ideólogo, Jefes  regionales y red de sicariato.  
 





















3.1.3 Águilas Negras: 
 
Las Águilas Negras son un grupo armado ilegal que apareció por primera vez en el año 2006 en el 
Departamento de Norte de Santander. Según informes judiciales de la época “las actividades de 
este grupo ilegal está destinada (sic) a proteger laboratorios de cocaína, la comercialización de 
alcaloides y actividades propias del narcotráfico, extorsión y boleteo, amenazas, desplazamiento  
forzado de personas, homicidios selectivos, desapariciones forzadas, contrabando de combustibles, 
secuestros, entre otros”. Al comienzo se obtuvo información de tres diferentes facciones, Águilas 
Doradas, Azules y Rojas, pero al poco tiempo se impuso el nombre de Águilas Negras. Este nombre 
surgió en el año de 1990 en la ciudad de Montería donde se organizó un grupo de sicarios 
llamados las águilas, cuyo jefe era Salvatore Mancuso, el cual se dedicaba al tráfico de 
estupefacientes y al asesinato de personas señaladas de ser supuestas colaboradoras de la 
guerrilla. 
 
No resultaba ser una coincidencia que justo en la zona donde operaba el Bloque Catatumbo, 
comandado por Mancuso aparecieran las denominadas Águilas, una “razón social” que generaba 
temor en la población civil y que evocaba la violencia de los 90s.  Sin embargo, en esta ocasión el 
surgimiento de las Águilas Negras no fue endilgado a Mancuso, quien ya se encontraba 
participando Justicia y paz desde la desmovilización del Bloque Catatumbo en 2004. Esta vez, el 
vacio de poder de este Bloque vino a ser llenado por ex integranes del Bloque Central Bolívar 
liderado por Carlos Mario Jiménez, alias “Macaco” y otros ex integrantes del Bloque Catatumbo 
que no participaron de la desmovilización a través de las denominadas Águilas Negras.  
 
Así lo corroboraron los hallazgos que varios investigadores llevaron a la Fiscalía 42 Especializada de 
Cúcuta. Según establecieron los  funcionarios judiciales “luego de la dejación de armas del Bloque 
Catatumbo, ocurrida el 10 de diciembre de 2004, entró a operar en la zona abandonada por esta 
estructura paramilitar una organización que empezó a conocerse como Águilas Negras, 
conformada por excombatientes de los Bloques Central Bolívar y Catatumbo, por exintegrantes de 
otras estructuras de las Auc, delincuentes comunes y nuevos miembros, quienes establecieron su 
centro de operaciones en el municipio de Puerto Santander”.143 
Las autoridades calcularon que ese grupo tenía entre 150 y 300 hombres con operaciones en la 
zona fronteriza de Colombia y Venezuela, incluyendo los municipios de Cúcuta, Ocaña, Tibú y El 
Zulia, en este lado del país, y San Antonio Ureña y San Cristóbal al otro lado de la frontera. 
 
Los hallazgos condujeron a los investigadores a solicitar medida de aseguramiento el 3 de 
noviembre de 2006 y a presentar resolución de acusación contra Carlos Mario Jimenez, alias 
“Macaco” el 12 de junio de 2007 por concierto para delinquir en la modalidad de conformación de 
grupos armados al margen de la ley y concierto para actividades del narcotráfico. 
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La acusación fue apoyada por la Procuraduría General de la Nación que conceptuó que “no queda 
duda alguna que efectivamente el aquí procesado era integrante de las Águilas Negras, y se puede 
inferir con mediana claridad que nos encontramos frente a un grupo de personas conocidas entre sí 
y que se concertaron para ejecutar esta clase de actos criminales”.144 
 
El efecto directo de tal decisión se dio el 24 de agosto del 2007,  cuando el Gobierno Nacional 
determinó excluir a alias ‘”Macaco” de los beneficios derivados de la aplicación de la Ley de 
Justicia y Paz y ordenó trasladarlo de la cárcel de máxima seguridad de Itagüí a la de Cómbita, en 
Boyacá, paso previo a la extradición.  
 
En esa ocasión, el presidente Álvaro Uribe Vélez afirmó que “con base en investigaciones 
realizadas por las agencias oficiales, llego a la conclusión de que Carlos Mario Jiménez, conocido 
como “Macaco”, ha continuado realizando actividades ilícitas con posterioridad a su 
desmovilización”145. El pronunciamiento fue sustentado en la investigación adelantada por la 
Fiscalía 42 Especializada de Cúcuta, que presentó un conjunto de pruebas documentales que 
contenían informes elaborados por el DAS, la Brigada XXX del Ejército, el CTI de la Fiscalía y la Sijin 
de la Policía. Todos ellos coincidieron en advertir de la existencia de las llamadas Águilas Negras, 
así como en precisar su ubicación territorial, sus integrantes y sus actividades. 
 
Para el momento, el fenómeno alcanzó tal 
magnitud en Norte de Santander que el 22 
de Enero de 2007 fue creado el  “Bloque de 
Búsqueda Contra la Banda Criminal Águilas 
Negras” (Ver Imagen 1), conformado por la 
Trigésima Brigada del Ejército Nacional, el 
Departamento de Policía Norte de 
Santander, el Departamento Administrativo 
de Seguridad- DAS-, y el Cuerpo Técnico de 
Investigaciones de la Fiscalía General de la 
Nación. El 20 de Septiembre de 2007, se 
informó a través de fuentes abiertas que varios hombres de  inteligencia del bloque de búsqueda 
habían sido amenazados, asesinados y desaparecidos, entre ellos un sargento del ejército nacional 
quien fue torturado y asesinado junto con un investigador del CTI en la ciudad de  
Cúcuta.146  
 
Hasta el año 2011 se pensó que “Macaco” era el responsable de la creación y expansión de las 
“Águilas Negras”. Sin embargo, en ese mismo año se tuvo conocimiento de una decisión judicial 
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que cambiaría totalmente el análisis de la naturaleza de este grupo ilegal. El Juez Primero Adjunto 
del Circuito Especializado de Cúcuta calificó los aportes de algunos testigos al proceso como 
manifestaciones ligeras, cortas, escuetas, carentes de todo contenido circunstancial. Así pues, el 
Juez precisó que la “presunción de inocencia no puede quebrantarse con manifestaciones endebles 
y escuetas, acerca de las cuales no se tiene fe cierta de cómo llegaron a conocimiento quien las 
expone; un debido proceso serio, contundente y veraz impone la obligación estatal de cumplir con 
la carga probatoria de una manera clara y transparente en la que la certeza de la autoría o 
participación no tenga mácula”.147 
 
Al valorar los aportes de la Fiscalía, el Juez conceptuó que ni la prueba documental relativa a los 
informes de Policía Judicial ni los testimonios fueron idóneos para derribar la presunción de 
inocencia de “Macaco” por lo que decidió absolverlo de los cargos imputados y revocar la medida 
de aseguramiento que pesaba en su contra. El fallo absolutorio fue proferido el 16 de junio de 
2011 y quedó en firme el pasado 27 de julio sin que nadie apelara la decisión.  
 
Con este fallo judicial se desconoció jurídicamente la participación de “Macaco” en los hechos de 
violencia perpetrados por el grupo ilegal “Águilas Negras” en los últimos cuatro años, se perdió 
cualquier intento por develar las intensiones detrás de la conformación de dicha organización. 
Desde entonces no se sabe quienes conforman el organigrama de dicha estructura ni quienes son 
sus comandantes en los niveles regionales. Por ejemplo, la Policía Nacional a partir del año 2009 
eliminó a las Águilas Negras de la lista de grupos ilegales  reconocidos por dicha Institución. Desde 
entonces han negado que las Aguilas Negras tengan una estructura y afirman que se trata de unos 
cuantos desordenados sociales que utilizan la valorada razón social de las águilas para cometer 
delitos. Según un analista de la Policía Nacional, “las Aguilas son un mito más que una realidad. 
Tenemos identificados ochenta modelos de panfletos diferentes en todo el país desde el 2007, de 
grupos que dicen ser las Aguilas Negras. Esto no nos lleva a una banda estructurada, sino a un 
fenómeno meramente nominal”148. 
Para los fines de aporte investigativo de esta monografía, quisiera haber podido presentar el 
organigrama de los mandos de las Aguilas Negras en Colombia. Sin embargo la negación de las 
autoridades de su existencia y el temor de las comunidades de identificar a sus agresores ha 
llevado a una amplia brecha en el acceso de la información para develar estas cadenas de mando. 
 
Sin embargo, el trabajo de terreno realizado en las zonas de presencia de este grupo ilegal, aunado 
a las investigaciones realizadas  por organizaciones no gubernamentales  me permiten plantear las 
siguientes apreciaciones:  
Aunque las autoridades en el nivel nacional han sido coherentes en plantear que las Aguilas 
Negras no existen, resulta paradójico que durante los años 2010 y 2011, autoridades locales  en 
Nariño, Antioquia, Córdoba, Norte de Santander y Magdalena, reporten capturas  entre 3 y 15  
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presuntos integrantes de las Aguilas Negras. Incluso el 29 de Junio de 2011 el capitán  Jesús David 
Rodríguez, comandante del VI Distrito de la policía de Sogamoso fue capturado por la fiscalía 
señalado de presuntos nexos con las Aguilas Negras cuando se desempeñaba como comandante 
de la Sijin  en Barrancabermeja en el año 2008. 
 Varias instituciones dentro del mismo gobierno, entre ellas Acción Social y el Sistema de 
Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo, han indicado que el Grupo armado ilegal  
Aguilas Negras han provocado desplazamientos masivos en diferentes departamentos del 
país. A ellos se suman denuncias por homicidios, masacres, abuso sexual, amenazas, 
extorciones y reclutamiento de menores, (para mayor información referencia casos 
específicos en el Capitulo IV). 
 Según la Defensoría del Pueblo y la ONG Indepaz, dos de las organizaciones de mayor 
credibilidad y experticia en el análisis de este fenómeno, durante el año 2011 continuaron 
registrando presencia de integrantes de las  Aguilas Negras tanto en zonas rurales como 
urbanas del país. Por ejemplo, a Mayo de 2011 según la Defensoría del Pueblo  se tenía 
información de presencia de las Aguilas Negras en 107 Municipios de 19 Departamentos 
del país (Ver Mapa 5). Por otra parte la base de datos de Indepaz reportó presencia de las 
Aguilas Negras en 112 Municipios de  23 Departamentos del país, a Diciembre de 2011 
(Ver Mapa 6). Ambas fuentes muestran coincidencias y divergencias en cuanto a su 
monitoreo. Por ejemplo, mientras Indepaz reporta presencia en departamentos del 
nororiente (Norte de Santander, Arauca y Casanare), la Defensoría del Pueblo concentra 
una mayor presencia en los Departamentos de Costa Pacífica (Chocó, Nariño y Cauca). Ello 
puede deberse a las diferentes metodologías de monitoreo que tienes las dos fuentes, 
aunque en esto también influye el factor de desinformación y no reconocimiento del 
fenómeno que lleva a que los reportes de una y otra fuente puedan llegar a ser diferentes 
en ciertos aspectos. Sin embargo, aun con las diferencias que pueden tener uno y otro 
mapa, se puede concluir que independientemente de la fuente, en ambos casos las 
Águilas Negras hacen presencia en más de la mitad del territorio nacional y que su 
presencia se concentra en la costa atlántica y pacífica.  
 Asimismo, al realizar el comparativo de la presencia de las Águilas Negras en el año 2007 
(Mapa 4) y su presencia actual, también se puede observar que independiente de la 
fuente, su expansión fue al doble de los departamentos, al pasar de tener presencia en 10 
departamentos en 2007 a 19 en 2011, (Ver Mapas 4,5 y 6). 
 Las visitas a terreno también han permitido constatar de manera empírica que una de las 
consecuencias en la negación de la existencia como organización de las Aguilas Negras es 
una creciente desconfianza en la población civil hacia la Fuerza Pública. Las comunidades 
no denuncian los delitos de este grupo armado ilegal porque ante la negación de las 
autoridades de su presencia y existencia piensan que hay una complicidad entre unos y 
otros. Además se tiene información de casos de homicidios selectivos por parte de las 
Águilas Negras en los cuales no se tiene claridad frente al rol de la Fuerza Pública bien sea 







































































3.1.4 ERPAC: Ejercito Revolucionario Popular Anticomunista de 
Colombia. 
 
Este grupo ilegal tiene antecedentes en el Bloque Centauros de las AUC.  Pedro Oliverio Guerrero,  
alias “Cuchillo”, hasta 2010 comandante del ERPAC, se unió desde muy joven a dicho Bloque 
formado por los hermanos Castaño para operar en los departamentos del Meta, Guaviare, Vichada 
y Casanare. Alias Cuchillo es señalado de haber sido responsable del asesinato de Miguel Arroyabe 
alias El Arcángel,  quien se convirtió en jefe paramilitar a su salida de la cárcel en el año 2001. A 
partir de ese año Cuchillo se consolidó como el Jefe paramilitar de la región y asumió el mando de 
toda la base combatiente de ese Bloque.  
 
Después de la desmovilización del Bloque Centauros en el año 2006, las autoridades aseguraron 
que alias Cuchillo, pese a haberse desmovilizado en abril de ese año, reincidió con la creación de 
un nuevo grupo armado ilegal con reincidentes del Bloque Centauros y el Bloque Meta 
denominado ERPAC. Siendo prófugo, alias “Cuchillo” murió en una operación militar, al parecer 
ahogado. Su cuerpo solo vino a ser encontrado cuatro días después de la emboscada en el Caño 
Siaré (Meta). 
 
La muerte del comandante de este grupo ilegal fue sorpresiva dado que en un informe presentado 
por noticias UNO, un soldado profesional le aseguró a la Fiscalía  que el ERPAC operaba con 
colaboración del Ejército Nacional.  Según el testimonio, entre 2004 y 2007 en la región entró un 
grupo ilegal conocido como “Los Macacos”, liderado por Carlos Mario Jiménez, alias “Macaco” y 
conformado en su mayoría por ex miembros del Bloque Central Bolívar.  
Desde entonces, Los Macacos desataron una cruenta guerra contra el jefe paramilitar del ERPAC, 
alias “Cuchillo” y su aliado el “Loco Barrera”. Según las autoridades, como resultado de esa 
confrontación tan sólo en tres meses de 2007 fueron asesinadas 150 personas en diferentes 
municipios de la región.  Esta disputa la ganó el ERPAC, pues posteriormente vino la extradición de 
Carlos Mario Jiménez y  múltiples capturas de Los Macacos que llevaron a su desestructuración.  
 
El soldado indicó en su testimonio que mientras estuvo vigente, alias Macaco pagaba 
mensualidades a integrantes del Ejército para garantizar la realización de sus actividades. Sin 
embargo, según el mismo testimonio, el coronel Gómez Cifuentes del Batallón 43 Motorizado 
Efraín Rojas Acevedo decidió entrar a cooperar con alias cuchillo tras ofrecerle una suma de dinero 
superior a la de Macaco en Mayo de 2007. En su testimonio el soldado también denunció al menos 
22 falsos positivos presuntamente ejecutados por miembros de ese mismo batallón. Tras las 







Tuve oportunidad de corroborar el testimonio del soldado con múltiples fuentes humanas149 que 
en la misma dirección señalaron una connivencia entre miembros de la Fuerza Pública y el grupo 
ilegal ERPAC. Al indagar con las Autoridades en los Departamentos de Guaviare y Meta sobre la 
forma en que se llevó a cabo el operativo militar contra “Cuchillo” indicaron que la participación 
de los uniformados en el nivel local fue nula y que todo el despliegue y desarrollo del operativo 
fue diseñado, dirigido e implementado desde el nivel nacional.  
 
Con la muerte de “Cuchillo” vinieron nuevos cambios dentro de la estructura del ERPAC, sus 
sucesores Jesús López Montero, alias “Caracho” y Germán Ramírez Debia, alias “Vacafiada” 
anunciaron en el mes de Noviembre de 2011 (un año después de la muerte de alias “Cuchillo”) 
que se someterían a la justicia, entrega que se hizo efectiva en el mes de Diciembre de ese mismo 
año.  
 
Se estima que 284 combatientes habrían entregado  sus armas en una ceremonia en la ciudad de 
Villavicencio y en otros ocho puntos de los departamentos de Meta y Guaviare. “A la mayoría de 
estos paramilitares se les imputarán delitos de acuerdo con lo que confiesen y todos serán 
judicializados por concierto para delinquir y porte ilegal de armas”150, indicó la Directora Nacional 
del CTI, Carmen Maritza González. 
 
Una semana después de materializarse la entrega, 267 integrantes  del ERPAC fueron dejados en 
libertad. Según la fiscalía solo 17 de los 284 quedaron asegurados por falta de tiempo para 
recolectar las pruebas que evidenciaran las conductas criminales. La Directora Nacional del CTI, 
solicitó nuevamente  la captura de al menos 50 de los combatientes dejados en libertad en una 
muestra de improvisación y mal manejo del sistema penal acusatorio. 
Como era de esperarse la historia del bloque Centauros de las AUC parecía repetirse, incluso 
algunos analistas151 manifestaron que la entrega no fue más que un show mediático que no logró 
siquiera la concentración de los 450 integrantes del ERPAC que supuestamente se iban a 
desmovilizar  según anunció en Noviembre de 2011, alias Caracho. 
 
Como se había experimentado en el pasado la supuesta entrega del ERPAC puso de manifiesto dos 
elementos: 
 
 Era impensable que con la entrega de 450 hombres se fuese a desarticular una estructura 
armada que contaba con la participación de un alto numero de combatientes que nunca 
se desmovilizaron del bloque Centauros, sumados a todos los reincidentes y reclutados en 
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los cinco años posteriores a la finalización de la negociación entre el gobierno y las AUC. 
De hecho, según la ONG. Indepaz para el año 2011 el ERPAC realizaba acciones en 45 
municipios de 14 departamentos (9 Municipios más que en el 2010) manteniendo su 
concentración en los Departamentos de los llanos orientales (Mapa 7)152. Así, no resultaba 
muy lógico que mientras la variable de presencia territorial crecia, el número de 
combatientes  disminuía. 
 Se obtuvo información según la cual mientras los 284 integrantes del ERPAC, se 
concentraron en 9 puntos para facilitar su entrega, simultáneamente integrantes del 
grupo armado ilegal Los Urabeños intentaron ingresar a la zona para obtener control 
sobre el vacio de poder supuestamente dejado por el ERPAC. A su llegada se encontraron 
con que la estructura del ERPAC no estaba tan diezmada como se había publicitado y que, 
además, la supuesta entrega que terminó en el encarcelamiento de menos de la tercera 
parte de la estructura, no tuvo mayor impacto en lo local.  Sin embargo, el interés de “Los 
Urabeños” por hacerse al poder de las zonas estratégicas de los llanos orientales no ha 
cesado, pues como se explicó en el apartado sobre los Urabeños varios de los actuales 
comandantes de dicha estructura tuvieron vínculos cercanos con el bloque Centauros. El 
escenario en el mediano plazo es incierto, dado que  ya se sabe que alias El Tigre es el 
nuevo comandante del ERPAC y no hay claridad frente a posibles alianzas o disputas por el 
control de una zona que además de ser estratégica, posee los cultivos de coca y palma 
africana más extensos del país. 
 
Con la muerte de alias “Cuchillo” y la entrega voluntaria de alias “Caracho”, se esta 
recomponiendo la estructura de mando dentro de la Organización ilegal. Se tuvo conocimiento a 
través de fuentes abiertas que el nuevo sucesor en la cadena de mando es alias “El Tigre”, quien 
tendría su centro de operaciones en el Departamento de Vichada. Es importante mencionar que 
aunque no se tenga conocimiento de la actual estructura del ERPAC en su totalidad por los 
eventos presentados anteriormente, un análisis en los antecedentes de conformación del grupo 
hace pensar que la falta de información no necesariamente significa que dicha estructura de 
mando no exista. Por el contrario, la experiencia ha demostrado que tras la captura, entrega o 
salida de un comandante de estas estructuras rápidamente se llena ese vacio de poder con otra 
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3.1.5 Otros grupos ilegales de similar naturaleza relevantes a la 
investigación:  
 
Entre ellos se encuentran, Los Paisas, Renacer, Los Machos, Oficina de Envigado, Cordillera, Alta 
Guajira, Autodefensas Unidas de Cundinamarca, Cacique Pipintá, grupo de Martín Llanos y 
Autodefensas del Sur del Atlántico. Todos ellos, en particular las cuatro primeras, cuentan con 
estructuras de mando, aunque su número de combatientes es más modesto si se les compara con 
grupos como “Los Urabeños” o “Los Rastrojos”.   
 
Por ejemplo, en el caso de “Los Paisas”, según se informó en el CI2 BACRIM además de su 
estructura nacional tiene comandos urbanos en cabeza de Carlos Esneider Quintero, conocido con 
el alias de “Fercho”y Carlos Núñez Rodrígues, alias “1p”. Entre tanto, el grupo ilegal “Renacer” es 
comandado por Emerson David Guzmán Martínez alias “Sarley” o “Paisano”, el Jefe de finanzas de 
esa estructura es Elber Alejandro Avila, alias “Ratón” y el Jefe Militar se conoce como Heber John 
Peñate, alias “Guacharcaco”. En la misma línea, el grupo ilegal “Los Machos” tiene comandancia 
en Héctor Mario Urdinola Álvarez, alias “El zarco”, el Jefe de Finanzas es Jairo Echeverría, alias 
“Rellena” y se tiene conocimiento de la existencia de tres estructuras urbanas.  
 
La mayoría de estos grupos mantiene alianzas con estructuras de mayor envergadura como “Los 
Rastrojos”  y “Los Urabeños”, por eso en varias zonas del país con considerados como parte 
integral de otros grupos ilegales y no como estructuras autónomas. A continuación un mapa 














3.2 Estructuras intactas bajo cambios en sus 
formas de operar:  
 
Se han analizado las diferentes estructuras de los grupos neoparamilitares, así como  su 
caracterización y composición de combatientes. Sin embargo, estaría aún irresuelto el análisis 
sobre la forma en que dichos grupos ilegales operan en la actualidad y las discontinuidades que las 
nuevas tácticas, técnicas y procedimientos presentan en comparación con las AUC.  
 
Como lo han documentado algunas Organizaciones las estructuras paramilitares luego de la 
desmovilización de las AUC permanecieron esencialmente intactas153, particularmente aquellas en 
las que se presentaron mayores falencias al momento de la desmovilización. Sin embargo, aunque 
el corpus militar se haya conservado casi invariable estos grupos ilegales si experimentaron un 
proceso de reingeniería y cambio en algunas de sus formas de operar.  
 
Como ha sido mencionado anteriormente, la acepción de BACRIM ha permitido que muchos 
hechos de violencia cometidos por grupo neoparamilitares permanezcan en la impunidad y sean 
desconocidos en el marco del conflicto armado. Esta etiqueta puesta por el Gobierno del ex 
presidente Álvaro Uribe ha sido útil a los grupos neoparamilitares para disfrazar su presencia 
continuada. Este disfraz se vio facilitado por el hecho que, el poder militar de varias de sus 
estructuras, estaba reforzado por grupos de carácter criminal que habían sido cooptados y 
actuaban en coordinación con los comandantes de diversos Bloques. Aunque la práctica de 
algunos grupos paramilitares de trabajar junto con bandas criminales no era nada nuevo, sí ofrecía 
beneficios muy útiles. 
Por ejemplo, el uso de estos grupos ilegales ayudaba a ocultar la presencia de los grupos 
neoparamilitares en diferentes zonas del país, particularmente en ciudades como Medellín. De 
esta manera, las acciones paramilitares podían desecharse más fácilmente como actos de 
delincuencia común.  
 
Comprender la violencia paramilitar en zonas como la Comuna 13 de Medellín, o por no ir muy 
lejos, las localidad de Ciudad Bolívar y Bosa en el sur de Bogotá pasa necesariamente por la 
comprensión de un fenómeno mayor que les cobija y al cual responden las denominadas 
“combos” o “pandillas”.  Estos grupos de menor tamaño y formación política han sido cooptados 
en varias zonas del país por parte de estructuras neoparamilitares que hacen uso de su presencia 
en zonas urbanas para cometer homicidios, extorsiones y amenazas.  Así, los grupos de 
delincuencia se convierten en un medio a través del cuál los grupos neoparamilitares alcanzan 
intereses aún cuando ese “medio” no haga parte integral de la estructura y se le considere como 
una “red de apoyo”.  
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A lo anterior se suma, que los grupos neoparamilitares han cambiado aspectos de su manera de 
operar en el día a día dentro de las comunidades. Mientras a principios de 2003 los paramilitares 
patrullaban los barrios de la Comuna XIII de uniforme y con armas de asalto, tras la 
desmovilización lo hacen vestidos de civil y con armas cortas. Esto hace parte justamente de un 
cambio en el “modus operandi” de estas estructuras ilegales hacia una estrategia de más bajo 
perfil. Vale la pena aclarar que a través del trabajo de campo en la Comuna 13 de Medellín se 
pudo constatar  que aunque las comunidades reconocen un cambio en la forma como los grupos 
se movilizan en las zonas, se trata de los mismos combatientes ejerciendo el mismo tipo de 
violencia.  
 
Este tipo de modo de operar ha sido mayoritariamente implementado en zonas urbanas y semi 
urbanas del país, la dinámica cambia sustancialmente cuando se trata de zonas rurales.  
Para el caso de zonas aisladas se ha tenido información y reportes de presencia de hombres 
uniformados, con botas de caucho, pasamontañas, armas largas y, en algunos casos, con 
brazaletes de identificación. En estos casos, podríamos decir que se trata de continuidades con la 
forma en que operaban los Bloques de las AUC en la mayoría de zonas rurales del país y se 
presenta éste como un elemento cuestionador en la caracterización de lo que los Gobiernos han 
denominado BACRIM.   
 
En la misma línea se presentan continuidades y variaciones en el ejercicio de la fuerza por parte de 
los paramilitares y sus sucesores. A continuación presento en dos gráficos (Gráfico 4) 
comparativos las principales diferencias en las acciones ejecutadas antes y después de la 
desmovilización de las AUC:  
 























Como se puede observar durante el período de negociación con el Gobierno Uribe, la principal 
forma del ejercicio de la fuerza fueron los combates, bien contra la guerrilla o contra fuerzas del 
gobierno. A partir de 2006, las modalidades predominantes del uso de la fuerza por los 
neoparamilitares son la amenaza, la intimidación y las acciones ofensivas en contra de la población 
civil que corresponden a más del 80% de las actividades registradas de estos grupos. 
 
Como se ampliará en detalle en la primera parte del Capítulo IV de esta monografía, las amenazas 
tienden al sub-registro, por el riesgo que supone la denuncia ante las autoridades. Con todo y esto 
el porcentaje de este tipo de violencia es mayor y muestra una tendencia creciente hacia el uso de 
la violencia psicológica como arma de guerra en los grupos neoparamilitares.  
 
De acuerdo con la información presentada anteriormente se pueden enunciar las siguientes 
consideraciones finales:  
 
 Las zonas en que operan lo actuales grupos neoparamilitares coinciden con las mismas 
zonas en que operaban los diferentes Bloques de las AUC. 
 Las áreas de operatividad de estos grupos son geoestratégicas para el tráfico de drogas, 
armas y personas.  
 A diferencia de lo que algunos representantes oficiales y analistas han planteado154, las 
estructuras neoparamilitares de mayor envergadura nacional, si tienen mandos unificados 
y se han identificado sus comandantes, tal es el caso de Los Rastrojos, Los Paisas, Los 
Urabeños y el ERPAC.  
 A medida que controlan más territorio, cualquiera de las “burocracias armadas” en 
términos de Cubides, adopta un organigrama más complejo, y a la vez procura ampliar las 
bases de su reclutamiento. Luego el proceso de expansión que han tenido los grupos 
neoparamilitares según se evidenció a través del mapeo por grupo ilegal, lleva a una 
complejización paralela de sus estructuras orgánicas.  
 Estos mismos grupos ilegales hacen acciones coordinadas al interior de sus propias 
estructuras en diferentes zonas del país e incluso mantienen acuerdos que serán tratadas 
en el siguiente apartado de este mismo Capítulo.  No se tiene información de acciones 
coordinadas entre todas las siete estructuras, pero si de acciones coordinadas entre 
aliados. Sin embargo, la rápida cohesión que han tenido unas estructuras con otras, la 
iniciativa operacional que han obtenido, y la rapidez de su crecimiento se han llevado a 
cabo a expensas de la posibilidad de controlar o siquiera de coordinar acciones que 
emprenden en el nivel regional.  
 La mayoría de quienes integran los organigramas y el brazo armado combatiente de estos 
grupos ilegales fueron miembros de las AUC, algunos de ellos se desempeñaban como 
mandos medios de los principales Bloques.  
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 Los grupos neoparamilitares presenta variaciones y continuidades en sus formas de operar 
dependiendo de sí su accionar se presenta en zonas urbanas o rurales. Para sustentar con 
información testimonial lo anterior, en el Capítulo IV de esta misma monografía se tratará 
la estrategia actual de violencia de los grupos neoparamilitares sobre la población civil. Allí 
se podrán observar con información de campo como se manifiestan las continuidades y 
discontinuidades del fenómeno esbozadas en este apartado.  
 
Segunda Parte:  
 
3.3 “Acuerdos y disputas entre grupos neoparamilitares y    
guerrillas”.  
 
Luego de presentar la caracterización, organigrama y mapeo de presencia de cada uno de los 
grupos ilegales objeto de estudio de esta monografía, la segunda parte de este Capítulo se 
propone presenta al lector los diferentes acuerdos que han entablado estos grupos armados 
ilegales. El interés primario es identificar qué tipo de acuerdos han construido, cuál es el origen de 
ellas y qué impacto tienen en la definición de la naturaleza de estas estructuras armadas.  
La primera sección presenta de manera sucinta los acuerdos entre los grupos neoparamilitares, así 
como las disputas que mantienen; y en la segunda serán estudiados los pactos de no agresión que 
se han entablado con las guerrillas, así como los crecientes enfrentamientos que se han desatado 
en el período más reciente.  
 
3.3.1 Acuerdos entre los grupos ilegales neoparamilitares: 
 
Los grupos neoparamilitares han entablado pactos a lo largo de existencia en un interés 
consolidado en tres vías: 1) Fortalecer sus estructuras y a través de ello ampliar su presencia y 2) 
garantizar éxito en las disputas de vieja data que tienen con otros grupos ilegales y 3) conservar el 
control territorial sobre las rutas del narcotráfico y el control social sobre las comunidades.  
 
La lista de grupos ilegales luego de la desmovilización de las AUC en el año 2006 ascendía a más de 
setenta, progresivamente el número de estructuras comenzó a decrecer particularmente a partir 
del año 2008. Justamente a partir de ese año se inició un proceso de expansión de las principales 
estructuras (Rastrojos, Urabeños, Erpac, Águilas Negras) que, según algunos analistas,155 respondía 
entre otras razones a una creciente unificación de los grupos. 
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Otro factor que permitió identificar el surgimiento de alianzas de los grupos entre si fue el 
incremento de reportes que daban indicios de una disputan entre dos estructuras macro (Los 
Urabeños Vs. Los Rastrojos) que habría llevado a que otros grupos intermedios se unieran a una u 
otra ala de estas estructuras. 
 
A continuación presento un gráfico (Gráfico V) que muestra como se encuentran en la actualidad 
aliados los distintos grupos, así como una descripción de los factores que llevaron a que dichas 
alianzas se concretaran y a que los grupos intermedios optaran por colaborar con una facción y no 
con otra.  
 























Como se puede observar, el gráfico anterior muestra una subdivisión de las principales estructuras 
armadas en sólo dos facciones que, hasta el inicio de la elaboración de esta monografía, tenían 
una disputa abierta y directa en varias zonas del país.  
La primera facción (Lado izquierdo del gráfico en rojo) esta compuesta por los grupos armados 
ilegales: Águilas Negras, Los Machos, Urabeños, Oficina de Envigado y  Autodefensas Gaitanistas.   
Según las investigaciones de terreno, el trabajo conjunto de estos grupos ilegales se explica más  
por razones coyunturales y operativas. (Manejo de rutas, coincidencia de presencia en zonas 
geoestratégicas, cargamentos, etc), sus alianzas responden a raíces de formación más históricas, a 






 Como fue mencionado anteriormente, “Don Mario” fue el promotor tanto de las 
Autodefensas Gaitanistas de Colombia como de “Los Urabeños”156. A su vez, “Don Mario” 
tiene sus orígenes en la llamada Casa Castaño y las Autodefensas Campesinas de Córdoba y 
Urabá - ACCU. Por esa razón, los hermanos Usúga y alias “Mi Sangre” son hoy las cabezas 
del actual organigrama de “Los Urabeños”, dado que anteriormente se desempeñaban 
como mandos medios de las ACCU y fueron hombres de confianza de alias “Don Mario” 
desde antes de la desmovilización de las AUC. 
  En relación con la Oficina de Envigado, como ha sido enunciado anteriormente, desde que 
alias “Valenciano” inició una disputa con otra facción de la misma Oficina liderada por alias 
“Sebastián”157 decidió aliarse con “Los Urabeños”. Ante su captura y posterior extradición 
en el mes de  Noviembre de 2011, “Los Urabeños” adquirieron por traspaso el poder sobre 
los negocios de la Oficina. Adicionalmente, Diego Fernando Murillo Bejarano mejor 
conocido con el  alías de "Don Berna", ex miembro del Bloque Cacique Nutibara de las 
ACCU, desarrolló su actividad criminal principalmente en la ciudad de Medellín a través de 
la Oficina de Envigado.  Nuevamente se presenta aquí el nexo con las ACCU y las actuales 
estructuras aliadas.  
 La estructura de “Los Machos” entra a esta alianza como resultado de una vieja disputa 
que tenían con “Los Rastrojos”, explicada anteriormente. A ello se le agrega la llevada de 
Victor Patiño Fómeque158 y otra serie de antiguos miembros159 del Cartel de Norte del Valle 
que regresaron al Valle del Cauca luego de pagar condenas en el exterior para recuperar sus 
propiedades y el poder con el que los ganadores de la confrontación pasada se quedaron. 
Vale la pena aclarar que a esto se suma que la facción de “Los Machos” se encuentra muy 
disminuida y sólo tiene presencia en algunos municipios del Departamento del Valle.  
 Según la naturaleza misma de las “Águilas Negras” y los problemas de falta de información 
o desinformación sobre la existencia de este grupo ilegal que han sido expuesto 
anteriormente, el análisis de su inclusión en esta facción se hace más complejo. Según la 
información de la base de datos de Naciones Unidas y la de fuentes abiertas, las “Águilas 
Negras” mantienen una disputa abierta con “Los Rastrojos” en Chocó, Córdoba, Nariño, 
Valle del Cauca y otros departamento de la Costa Atlántica. En el mismo sentido se ha 
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obtenido información según la cuál en el marco de esta disputa las “Águilas Negras” se han 
aliado y, en muchos casos, han sido succionadas por “Los Urabeños”.  
 
La segunda facción identificada en el gráfico (parte derecha en color azul), esta compuesta por los 
grupos armados ilegales: Los Rastrojos, Paisas, Renacer y ERPAC. Como se verá a diferencia de la 
primera facción descrita anteriormente las raíces en este caso no están relacionadas con las ACCU 
sino con el Bloque Central Bolívar BCB de las AUC.  
 
 En el caso de Los Rastrojos, como fue explicado en la sección de análisis de ese grupo 
armado ilegal, la disputa que habían tenido contra “Los Machos” se resolvió por la 
intercesión  de alias “Macaco” miembro del Bloque Central Bolívar quien además compartía 
su centro de operaciones en las mismas zonas del Los Rastrojos (Valle del Cauca, Cauca y 
Nariño). Con la muerte de Varela, alias “Jabón” parte de la estructura  Los Rastrojos, pasaría 
a formar parte del BCB. 
 Por otro lado tanto el grupo “Los Paisas” como el “Renacer” tienen entre sus comandantes 
a miembros del BCB, todos ellos hombres cercanos al extraditado Carlos Mario Jiménez, 
alias “Macaco”. Tal es el caso de los fallecidos Ángel de Jesús Pacheco Chanchi alias 
“Sebastián” y Augusto Torres Lujan, alias “Mono Vides”. 
 En cuanto al ERPAC, en el momento actual de este grupo ilegal, no hay mayor certeza 
sobre posibles alianzas con una u otra facción. En el gráfico esta situado en el lado de Los 
Rastrojos, aunque con signo de interrogación, dado que con la muerte de alias “Cuchillo” y 
la entrega de  alias “Caracho”, no se sabe  que tipo de rumbo tome la relación entre este  
grupo armado ilegal y las demás estructuras. 
 
La investigación ha permitido corroborar que estas alianzas en el terreno existen y que no son sólo 
un indicio. Por ejemplo en zonas como Chocó, Cauca, Nariño, Córdoba, entre otros Departamentos 
el trabajo conjunto entre ciertas estructuras es vox populi entre las comunidades y aún las 
autoridades así lo reconocen. Aunque el gráfico muestra la composición de dos grandes facciones 
a partir de las alianzas entre al menos 9 sub estructuras, hoy podríamos decir que con éstas 
alianzas el fenómeno en el nivel nacional se reduce a la confrontación entre dos grandes grupos 
ilegales.  
 
Las disputas que mantienen ambas facciones evocan el pasado de la violencia en Colombia, al 
tener ambas sus raíces en las ACCU y el BCB, grandes esctucturas de las AUC. Pareciera que la 
confrontación que hasta hace un par de meses libraron ambas agrupaciones fuera la continuidad 
de una vieja disputa de carteles, que al terminar desembocó en la creación de las AUC en el año de 
1997. Con esto no quisiera que el lector dedujera que mi proyección en el largo plazo sea la 
conformación de una nueva federación de Bloques al estilo de las AUC. No tendría un sustento 
argumentativo para sostener esta hipótesis. Sin embargo, si es relevante mencionar que hay 






Me refiero a información de fuentes abiertas que circuló en Febrero de 2012, según la cual las 
facciones de “Los Rastrojos” y “Los Urabeños” con sus respectivos aliados habrían logrado un 
acuerdo para una “repartición” de territorios tras concretarse una supuesta reunión en la ciudad 
de Medellín. Según dicha fuente, los departamentos de Valle del Cauca, Cauca y Nariño habrían 
quedado bajo el dominio único de “Los Rastrojos”, mientras que Sucre, Chocó y Urabá habrían 
sido adjudicados al control de “Los Urabeños”160. De acuerdo con varias reuniones que sostuve 
con la DIPOL en Bogotá, la información presentada por fuentes abiertas no ha sido confirmada y se 
trata sólo de rumores. En la misma línea, el coronel José Gerardo Acevedo Ossa, Comandante de la 
Policía en Antioquia sostuvo que hasta ahora son "rumores", pero advirtió que en las zonas 
afectadas por la presencia de estas estructuras como el Nordeste y el Bajo Cauca no cesa la 
disputa. Al momento de la edición de esta monografía no se tenía información de terreno o 
fuentes oficiales que corroboraran dicha alianza entre los principales grupos.  
 
3.3.2 ¿Alianzas o pactos de no agresión con las Guerrillas?:  
 
Quisiera empezar esta parte del Capítulo con un interrogante que rondó mi investigación incluso 
desde antes de iniciarla. A mi manera de ver, resolver esta pregunta es clave para comprender que 
grado de hostilidad ejercer los grupos neoparamilitares y cuál es en final su enemigo común, si es 
que lo tienen. He procurado a lo largo de esta monografía mostrar las principales continuidades 
entre el ser/hacer de los grupos neoparamilitares y sus antecesores, las AUC. En este camino he 
realizado hallazgos frente a las falencias mismas del proceso de desmovilización, las zonas en las 
que operan, sus integrantes, sus intereses económicos, sus nexos políticos y militares persistentes.  
Sin embargo, al llegar a este punto me encuentro con que el proceso no sólo estuvo marcado por 
continuidades o prolongaciones de las formas de violencia, sino también por una serie de rupturas 
o discontinuidades, que a este punto, para ser fiel al trabajo de investigación, no me permiten 
decir que estos grupos ilegales sean la misma cosa o idénticos al paramilitarismo en su versión 
más clásica.  
Esta sección del Capítulo tiene por objetivo hacer un seguimiento a los acuerdos que se dieron 
entre las guerrillas y los grupos neoparamilitares, las motivaciones que llevaron a ello y el estado 
actual de esos convenios. La metodología es cualitativa, el acervo de información que se presenta 
aquí es resultado del trabajo en terreno y consulta de diversas fuentes oficiales y no oficiales que 
han hecho seguimiento a estos acuerdos.  La lógica de presentación de este material sigue una 
línea de tiempo y se apoya en un mapeo territorial para visualizar geográficamente las zonas en las 
que operan u operaron dichos acuerdos.  
Por último, tras hacer un recorrido por todas las diferentes etapas que tuvieron dichos acuerdos, 
terminaré por tratar de responder a la pregunta de ¿cuál es el grado de hostilidad de los grupos 
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neoparamilitares?, y ¿cuál es su enemigo común?, recurriendo a los aportes de teóricos de Carl 
Schmitt.  
3.3.3 Caracterización de los pactos entre neoparamilitares y 
guerrillas: 
A partir del año 2008 se empezó a registrar con mayor visibilidad una serie de relaciones entre 
guerrilleros y neoparamilitares. Tanto en los medios de comunicación como en los Informes de  
inteligencia se hablaba de acuerdos en los Departamentos de Cauca, Nariño y en algunos 
municipios de Meta y Caquetá. Incluso llegó a especularse que las relaciones entre “Los Rastrojos” 
y el ELN había permitido que algunos Frentes de esa guerrilla que se encontraban diezmados 
lograran rearmarse nuevamente.  
Es importante tener en cuenta que antes de las desmovilizaciones de las grandes estructuras de 
las AUC también se daban situaciones de negocios con la guerrilla, especialmente para el manejo 
de rutas y tráfico de armas. Dado que las AUC no era una sola estructura, las autonomías de 
algunas frentes llevaron a la concreción de negocios ocasionales, según situaciones regionales muy 
particulares.  
Por ejemplo, durante la época de la zona de distensión, entre 1998 y comienzos de 2002, un 
narcotraficante conocido como alias “El loco Barrera” se había convertido en un hombre clave 
para las FARC. Según un agente de la DEA que fue entrevistado por la Revista Semana "Él (Barrera) 
les compraba la droga y la comercializaba. También se encargaba de hacer algunas inversiones en 
propiedades y tierras para las FARC"161. De hecho durante la Operación Gato Negro, adelantada 
por el Ejército en 2001 contra el entonces comandante del Frente 16, alias el “Negro Acacio”, se 
encontraron detalles de la magnitud de la relación de “El Loco” con las FARC. En documentos de 
que dejaron abandonados los guerrilleros cuando escapaban de esa operación aparecen decenas 
de recibos con el nombre de Barrera cancelando sumas que superaban los 30.000 millones de 
pesos mensuales por concepto del tráfico de drogas. Pero las FARC, no eran las únicas socias de “El 
Loco”.  
Parte de la droga que producían los diferentes frentes de las FARC en el oriente del país era 
comercializada por “Barrera” con narcotraficantes del cartel del Norte del Valle, Antioquia, la 
Costa y Nariño, así como paramilitares. Según la misma entrevista al agente de la DEA "Los narcos 
sabían que la droga provenía de las FARC, pero en un negocio como el narcotráfico las diferencias 
ideológicas quedan en un segundo plano"162. “Barrera” consiguió algo que parecía improbable: 
unir a los paramilitares con la guerrilla en torno a un propósito lucrativo con beneficios para una y 
otra parte. Logró que bloques de paramilitares como el Vencedores de Arauca, bajo el mando de 
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Miguel Ángel y Víctor Mejía Múnera, alias “Los Mellizos”, compraran la droga que era producida 
por las FARC para después ser comercializada y exportada por ellos. El negocio fue tan rentable 
para todas las partes involucradas en la transacción, que terminó haciendo ese tipo de pactos con 
varios comandantes en el propio Santa Fe Ralito.  
Así, las investigaciones adelantadas en torno a estas relaciones evidencian que los acuerdos no 
han sido de tipo táctico/operativo sino caracterizados por tres factores; su inestabilidad, su corta 
duración en el tiempo y su interés común en la financiación de las estructuras. Cuando me refiero 
a la conceptualización de acuerdos tácticos quiero decir con ello, que no hay información de 
operaciones en campamentos conjuntos, patrullajes o entrenamientos entre los dos grupos 
ilegales, ni tampoco acciones militares contra objetivos de manera conjunta. Podríamos decir que 
las evidencias en el terreno han demostrado que estas asociaciones se asemejan más a “pactos de 
no-agresión” y no a alianzas estables en un sentido técnico, táctico y de procedimientos.  
Por otro lado, estos pactos de no agresión están sustentados en mantener bajo una misma 
porción del territorio economías ilícitas sin costos en humanos ni materiales para ninguna de las 
dos organizaciones. Se podría decir que hasta el momento se trata de acuerdos estrictamente 
relacionados con la estabilidad financiera de ambas estructuras. Además dichos pactos no ocurren 
en todas las zonas del país, ni son una práctica generalizada de todos los Frente de las FARC y el 
ELN. Se atribuyen en muchos casos a una creciente autonomía o descentralización de algunas 
unidades de guerrillas que favorecen dichas dinámicas. 
 
A ello se suma el actual estado de las guerrillas. Aunque esta monografía no tiene por objeto 
estudiar a las guerrillas, es importante mencionar que desde el año 2008 las finanzas de esas 
guerrillas se han visto significativamente afectadas por la fumigación de cultivos, la aspersión 
aérea y los golpes a estructuras financieras de los principales Frentes. Esta situación de 
desabastecimiento cuando se tiene un ejército de hombres y mujeres para alimentar, armar y 
uniformar ha desembocado en que nuevas dinámicas de financiación surjan en el conflicto, entre 
ellas los pactos para actividades del narcotráfico, la minería ilegal y la explotación de recursos, 
entre otras.  
 
Las investigaciones sobre el terreno arrojaron que en cuatro regiones del país se presentan pactos 
entre las guerrillas y los grupos neoparamilitares o de grupos neoparamilitares entre sí, ellas son: 
el Uraba y Bajo Cauca antioqueño, el Pacífico, la Costa Atlántica y el suroriente del país. Estas 
regiones comparten características que las hacen sumamente atractivas para los grupos ilegales y, 
por las cuales, están dispuestos ha entablar cualquier tipo de alianza contal de no perderlas. Estas 
características comúnes a todas ellas son: posición geoestratégica para el tráfico de drogas y 
armas, bien sea por conectar al centro del país o a las frontera; presencia continua de grupos de 
naturaleza paramilitar o de guerrilla; altos niveles de pobreza y fragmentación social que facilita el 
control de las comunidades y su dominación; alta presencia de recursos naturales para la 





madera, entre otras) y, por último, zonas en las que convergen ciertas clases políticas, económicas 
y militares afines a los intereses de algunos grupos ilegales.  
 
Los acuerdos que se han producido en dichas áreas pueden responder a alguna de las siguientes 
dos dinámicas: 1) Acuerdo por interés común: los grupos tienen algún interés común, usualmente 
financiero, que los lleva a pactar un acuerdo. Por ejemplo, en el caso del Bajo Cauca Antioqueño y 
el Urabá. 2) Acuerdo por convivencia pacífica: los grupos mantienen acuerdos tácitos de no 
agresión. Primó hasta el año 2010 en los Llanos Orientales, donde aunque hubiera encuentros no 
se combatían.  
 
Este panorama de pactos entre unos y otros grupos ilegales ha llevado a que la noción de 
territorialidad en el sentido más físico se modifique de acuerdo a los pactos establecidos. Lo 
anterior ha desembocado en el surgimiento de fronteras territoriales invisibles entre las cuales hay 
diversos poderes que ejercen control y determinan hasta donde puede llegar la presencia o 
ausencia del otro. Según Stathis Kalyvas163, en medio de un conflicto se pueden dar tres tipos de 
territorios: los que están bajo poder del Estado;  aquellos que son controlados por un grupo 
armado ilegal y los territorios en disputa. La dinámica de pactos entre las guerrillas y los grupos 
neoparamilitares ha llevado a que en el caso colombiano además de las descritas por el profesor 
Kalyvas se sume un tipo de territorio de connivencia en el cual no hay un actor hegemónico pero 
paradójicamente tampoco está en disputa, podríamos decir que son territorios simultáneos o de 
cooperación entre dos o más partes.  
Kalyvas indica que la violencia dentro de un conflicto armado varíar en función del grado de 
control de los actores armados enunciado anteriormente. Si hay control absoluto, la violencia será 
menor y más selectiva. Pero si el control es relativo, si dos actores armados concurren en el 
territorio con un balance asimétrico de fuerzas, el que está en ventaja recurre a la violencia para 
contener la deserción de la población civil, y el que está en desventaja lo hace para inducirla164. 
Para Kalyvas el que está perdiendo el control es el que más recurre a la violencia, pero Suárez ha 
sugerido que es lo contrario. “El que no tiene control recurre a la violencia para precipitar el 
cambio de lealtades, y lo hace apoyado en la ausencia de vínculos con la población civil; mientras 
que el que está perdiendo el control puede acelerar la pérdida de apoyo si recurre a la violencia 
porque atacar a la población civil con la que ha forjado vínculos puede ser costoso”165. Esto lo 
menciona particularmente en referencia a la relación que establecen las guerrillas con la población 
civil.  
Según Suárez, en el caso del paramilitarismo que él denomina “territorializado, coordinado y 
expansivo” y que caracterizó la segunda etapa paramilitar, supuso la intensificación y la 
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diversificación de los repertorios de violencia en la “fase de incursión” en el momento en que 
irrumpen en territorios bajo control guerrillero y se desencadena la disputa, luego de lo cual 
sobreviene un “desescalamiento de la violencia” y una transformación de los repertorios de la 
misma, recurriendo a prácticas menos visibles y menos letales, pero no por ello menos crueles166.  
Así según Suárez, la “reputación de violencia” que los paramilitares erigieron con las grandes 
masacres ejecutadas durante su incursión en el territorio y que luego continuaron con las 
masacres pequeñas cargadas de sevicia, se convirtieron en cajas de resonancia que potenciaron el 
efecto de terror vinculado con la generalización de los asesinatos selectivos y las desapariciones 
forzadas que se sucedieron y que se intercalaron entre las masacres167. 
 
Esta información provista por los autores resulta de suma importancia en el análisis del actual 
repertorio de violencia de los grupos neoparamilitares. Pues aún cuando dichas estructuras 
armadas han establecido “pactos de no agresión” con las guerrillas, conservan el mismo tipo de 
accionar que implementaron los grupos paramilitares durante los 90s y los mismos perfiles de 
víctimas. Un tipo de violencia también caracterizada por las masacres de máximo 10 personas 
(usualmente de entre 4 y 6 personas), homicidios selectivos y desapariciones forzadas, 
particularmente en las zonas en las que tienen disputas con otras facciones neoparamilitares o con 
las guerrillas. Para continuar con la línea explicativa de este Capítulo, lo relacionado al actual 
repertorio de acciones de los grupos neoparamilitares será tratado en el Capítulo IV de esta misma 
monografía.  
Retomando la temática inicial, afirmé al comienzo de este Capítulo que el propósito principal de 
este apartado es definir el grado de hostilidad actual de los grupos neoparamilitares. Luego de 
presentar de manera sucinta una caracterización general de los pactos de no agresión establecidos 
por grupos neoparamilitares me adentraré en este propósito de más largo alcance, para ello 
incorporaré en este apartado los supuestos teóricos de Schmitt para la compresión del concepto 
de hostilidad que el presenta.  
Para Schmitt en las teorías bélicas se debe distinguir el tipo de enemistad que conllevan, dado que 
esta precisión le otorga a la guerra su sentido y su carácter. De esta forma, presenta la 
diferenciación de enemigos (relativos  o totales), que sirve a su vez para distinguir entre dos tipos 
de guerra (acotadas o absolutas). En  las primeras, la guerra encierra una posibilidad de paz y en 
las segundas, la solución del conflicto sólo puede culminar con la destrucción total del adversario. 
En este sentido, la forma como es percibido el enemigo (enemistad relativa o total), va en buena 
medida a condicionar la forma como el conflicto puede derivar e incluso  puede determinar el 
nivel de crudeza y de barbarie que éste asume.168  
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Según algunos estudiosos del conflicto en Colombia, el enemigo común de las AUC eran las 
guerrillas y el tipo de hostilidad que ejercían sobre ellas era absoluta, por esa  razón era casi 
impensable que en la década del 90 se hubieran generado pactos de no agresión como los ahora 
existentes entre los neoparamilitares y las FARC. Frente a esta argumentación habría que hacer 
dos precisiones.  1) En efecto, el enemigo común  de las AUC  fueron las guerrillas en varias zonas 
del país, por esa razón ingresaron a sangre y fuego a varias zonas de influencia de las FARC, para 
ejecutar masacres y desplazamientos forzados. Sin embargo, las zonas de las cuales ya habían 
desterrado a las FARC, continuaron siendo objeto de acciones violentas contra las que ellos 
consideraban “bases sociales” de las guerrillas. De este modo, podemos decir que el enemigo 
común de las AUC, no eran solo las FARC sino la población civil que a concepto de ellos 
colaboraban con  “el enemigo”. Para resumir en un refrán el amigo de mi enemigo es también mi 
enemigo. 
2) Por otro lado, varios analistas169 han documentado que el fin último de las AUC, no era la 
contrainsurgencia ni acabar con las FARC, su vocación era la de construir un status quo con la 
anuencia de sectores políticos económicos y militares que les garantizara hacerse al poder en 
todas sus múltiples dimensiones. Nuevamente este factor amplía para el caso de las AUC el 
espectro de lo que Schmitt considera “enemigos”, puesto que aquí se vincula a todas aquellos 
civiles, políticos, líderes, defensores y organizaciones que se opusieran a la concreción de dicho 
proyecto. 
 
Habiendo hecho estas dos observaciones podemos concluir que el enemigo publicitado de las AUC 
fueron las FARC, pero en el fondo la naturaleza misma de sus intereses nos lleva a plantear que sus 
actos de violencia no tuvieron como objetivo principal  ni único a los integrantes que conformaban 
las filas de las guerrillas.  
 
El tipo de hostilidad que ejercen hoy día los grupos neoparamilitares contra las guerrillas no es 
comparable con la ejecutada por las AUC. Hemos dicho anteriormente que hay razones de 
contexto y operativas que han llevado  a una ruptura en la concepción del enemigo clásico que 
tenían las AUC. Sin embargo, sí hemos dicho en los primeros dos Capítulos de esta monografía que 
hay serios indicios de continuidades en el fenómeno paramilitar en Colombia, entonces habría 
también continuidades en la concepción de estos “enemigos comunes” anteriormente 
enunciados.  
Hemos ya avanzado en parte de esta respuesta. Por una parte, concluimos que la hostilidad no es 
absoluta pues en algunas zonas se conservan alianzas con las guerrillas, sin embargo hemos 
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aclarado que esos pactos de no agresión son tácticos y no tiene necesariamente relación con las 
motivaciones que como organización cada una de las partes tiene. Por lo tanto, esa hostilidad que 
no se ha hecho manifiesta por razones puramente financieras podría exasperarse en cualquier 
etapa posterior del conflicto.  
 
Por otro lado, según las evidencias recogidas en el terreno de manera cada vez más creciente los 
grupos neoparamilitares profundizan su accionar violento contra organizaciones sociales y de 
víctimas, líderes comunitarios, defensores de Derechos Humanos y, en general, contra todos 
aquellos a quienes tildan de ser colaboradores de la guerrilla o a quienes sencillamente consideran 
sus “enemigos” por reivindicar la reparación,  la justicia y la verdad.  
 
El último apartado de este Capítulo se concentra en presentar evidencias  de esta sintomatología 
de contra insurgencia, que aunque embrionario para caracterizar a todos los neoparamilitares en 
su conjunto, empieza a cambiar  el carácter de estos grupos ilegales y agudiza paulatinamente las 
rupturas de pactos de no agresión cada vez más irreparables. 
 Esta hostilidad que hasta hace poco era latente pero no manifiesta ha empezado a brotar 
crecientemente en diferentes zonas del país marcando un cambio en la tendencia que se había 
presentado hasta el año 2010.  
3.3.4 Síntomas manifiestos de contrainsurgencia en los 
grupos neoparamilitares: 
“Yo creo que no debería haber discusión semántica al respecto, porque el asunto es 
claro: una fuerza paramilitar es una fuerza que tiene vocación contrainsurgente, así 
la entendimos aquí en los orígenes de la creación de esos grupos ilegales, 
motivados, estimulados, por un accionar desbordado de la guerrilla y un Estado 
ineficiente en ese combate. El propósito contrainsurgente hoy no se nota en ninguna 
banda criminal, no tenemos noticias de enfrentamientos con ningún grupo 
guerrillero (…)”170 
 
General Oscar Naranjo. Febrero de 2008. 
 
En el mismo sentido, Eduardo Pizarro indicó en Enero de 2011 que: 
 
“El rasgo distintivo que define a un grupo paramilitar -ya fueran los "escuadrones de 
la muerte" en el Cono Sur, ya fueran las Rondas Campesinas en el Perú o las 
Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) en Guatemala- es su vocación 
contrainsurgente. Hoy, en Colombia ninguna de las bandas criminales combate a la 
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guerrilla y, por el contrario, la mayoría adelantan alianzas pragmáticas con los 
grupos guerrilleros para el tráfico de drogas”171 
 
En relación con los argumentos presentados ofrecemos  acá una contestación. Por una parte, es 
importante resaltar nuevamente que el objetivo instrumental de la violencia paramilitar en el caso 
Colombiano no es sólo contrainsurgente. No lo fue completamente en sus orígenes y mucho 
menos lo es ahora. Vale la pena mencionar que en territorios donde los paramilitares expulsaron a 
la guerrilla en los años 90 y comienzos del 2.000 continuaron ejerciendo violencia, esta vez contra 
la población civil.  Frente al interés político y económico de los grupos paramilitares en asocio con 
élites regionales ya se ha hablado en extenso en la primera parte de esta tesis.  
 
La consideración de miembros de la población como “base social” de las guerrillas fue aceptado 
por los Jefes paramilitares en sus versiones libres. Por citar un caso, el pasado 7 de junio de 2011 
varios jefes del Bloque Centauros de las AUC, Daniel Rendón Herrera alias “Don Mario”; Manuel 
de Jesús Piraban alias “Pirata”  y Mauricio de Jesús Roldan Pérez alias “Julián”, admitieron en 
versión libre su responsabilidad en el asesinato de siete personas en los municipios de El Castillo, 
El Dorado y Currabal, en el Meta, entre el 2003 y el 2005. Durante la jornada de versión libre, alias 
“Julián” como jefe del Frente responsable de la mayoría de los homicidios, señaló que éstos se 
realizaron en contra de supuestos milicianos y colaboradores del Frente 26 de las FARC que 
delinquía en la región. 
Los familiares de la las víctimas, que participaron en la jornada por medio de circuito cerrado de 
televisión desde Granada-Meta, contradijeron la versión de los paramilitares y alegaron la 
inocencia de sus conocidos, de quienes expresaron ser campesinos de la región. 
 
Los paramilitares como "ejercito contrainsurgente172" resulta ser una formulación genérica y 
simplificadora. La definición provee un carácter inexacto frente a la formación de los 
paramilitares, por la univocidad  que establece entre su naturaleza y sus intereses. Desde luego, 
no se trata de negar concluyentemente la existencia de manifestaciones contrainsurgentes en 
Colombia, ya varios expertos y académicos del tema han constatado en sus investigaciones que 
este tipo de manifestaciones espontáneas y/u fomentadas se produjeron. Pero nuevamente, al 
minimizar el concepto a esta caracterización se oculta más de lo que se devela. 
 
Aún cuando el argumento de la contrainsurgencia fuera decisorio en la conceptualización del 
paramilitarismo, hoy día es claro que en varias zonas del país los “pactos de no agresión” que en 
algún momento se gestaron entre neo-paramilitares y las FARC y/o el ELN han sido de carácter 
temporal e inestable. En seguimiento a lo planteado en el apartado anterior de este Capítulo, 
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podemos decir que en este momento son más las zonas en las que estos grupos ilegales 
combaten a las guerrillas y tienen disputas abiertas que las que sirven a acuerdos o pactos.  
 
También se ha constatando que esa disputa abierta que se ha empezado a generalizar en 
diferentes zonas del país ha estado acompañada de actos de violencia contra la población civil 
que ellos consideran colaboradores de las guerrillas, muy al estilo de lo sucedido con las AUC en la 
década del 90. Habría que aclarar que estos postulados son resultado de hallazgos nuevos en el 
terreno y que hacen parte de una investigación exploratoria, aunque no por ello dejan de ser 
indicios claros en una dirección diferente a la dinámica del año 2006 al 2009. En este sentido, me 
permito citar información acopiada en una misión de terreno que devela lo anteriormente 
expuesto:  
 
“Según información recogida por la Oficina (Naciones Unidas), en la madrugada del 
12 de septiembre de 2011, por lo menos 30 integrantes del grupo armado ilegal 
denominado “Los Rastrojos” ingresaron a la vereda Pesquería, corregimiento de 
Sidón, municipio de Cumbitara, departamento Nariño. Al entrar, uniformados y con 
armas largas, amenazaron a la población, saquearon tiendas y reunieron a toda la 
comunidad. Acusaron a los habitantes de ser colaboradores de la guerrilla; luego 
sometieron a dos agricultores: Daniel García, de 21 años, y Harrison (apellido 
desconocido), de 33, y delante de todas las personas los descuartizaron vivos con 
machetes. Después, arrojaron los restos al río Patía. También secuestraron a 13 
personas, dos de las cuales fueron asesinadas, el señor Efraín Arzuza, de 29 años, y 
una trabajadora sexual no identificada; 9 personas fueron liberadas. De dos 
mujeres, trabajadoras de un bar, se desconoce su suerte y paradero. 
(Posteriormente, se tuvo conocimiento que fueron halladas muertas y con signos de 
abuso sexual).  
Tras esta incursión, más de 70 personas se habrían desplazado de las veredas Nulpí, 
Miguel Nulpí (Cumbitara), Tortugo, Tortuga Magally, Tortugo Miguel, Santa Rosa, 
José López, el Zorro, Serenil e Inguapil (Magüi Payán) hacia la cabecera de Magüi 
Payán y más personas estarían tratando de llegar ahí en este momento.  
Según información recibida por la Oficina, miembros de “Los Rastrojos” se 
encuentran combatiendo con integrantes de la guerrilla de las FARC-EP en la zona. 
Las FARC-EP y “Los Rastrojos” impiden la movilización libre de las personas de varias 
comunidades. Debido a la situación de confinamiento en las veredas Pesquería, 
Monte Alto, Guayabalito y Miguel Nulpí existe escasez de alimentos y de otros 
productos esenciales”.173 
 
En una misión humanitaria realizada a la zona luego de hechos acaecidos se verificó que la situación 
de riesgo de la comunidad continuaba en un nivel alto y que aún hacían presencia en el área, 
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integrantes de “Los Rastrojos” y las FARC. El caso pone de manifiesto varios elementos de análisis 
para el tema en cuestión: 
 
 Por una parte, es el hecho anteriormente mencionado, muestran un carácter de tipo contra 
insurgente en la medida que los civiles asesinados fueron señalados de ser “auxiliadores” 
de la guerrilla y, según los testimonios de quienes presenciaron la masacre, fue esta la 
causal de la incursión y de los homicidios. Estos grupos ilegales han dado muestra de rasgos 
contra insurgentes, antisubversivos y orientados al castigo de la protesta social.  
 Los neo-paramilitares uniformados y con armas largas en un grupo de más de 30 
recurrieron a prácticas que caracterizan al paramilitarismo clásico como el 
descuartizamiento de personas vivas y lanzadas al río para que su cuerpo transite toda la 
región, esto con el interés de producir un temor más generalizado en la población. Como 
fue mencionado en la primera parte de esta tesis en el periodo reciente también se ha 
tenido conocimiento de siete casos de asesinatos con moto sierra muy al estilo del tipo de 
homicidios perpetrados por antiguos paramilitares.  
 
En otro caso, el 28 de Diciembre de 2011, al menos 50 personas del resguardo Piedras Verdes 
tuvieron que buscar un refugio por las amenazas proferidas en su contra por parte de grupos 
neoparamilitares que en los últimos meses han aumentado su accionar en el territorio. Los 
integrantes de “Los Rastrojos” los acusan de ser colaboradores de las FARC. Pese a que cinco 
integrantes de este grupo fueron capturados por su presunta responsabilidad en el asesinato de un 
indígena el pasado 25 de diciembre, la comunidad vive en medio de preocupación por la protección 
de los allegados a la víctima. La unidad indígena del pueblo Awa pidió a través de un comunicado a 
la Defensoría del Pueblo el acompañamiento necesario ante las constantes violaciones a sus 
derechos, entre ellas el abuso sexual de varias mujeres indígenas.  
 
Naciones Unidas no ha sido la única organización internacional en pronunciarse sobre las acciones 
de tipo contra insurgente de los grupos neoparamilitares. En su Informe de 2010 la ONG 
Internacional Human Rights Watch HRW indicó en un apartado denominado “Actividades Contra 
insurgentes” que: 
 
“los grupos algunos de los grupos sucesores (o sectores dentro de estos) 
ocasionalmente participaban en operativos contra la insurgencia y en persecuciones de 
personas a quienes consideraban colaboradores de las  FARC, particularmente en 
regiones donde las FARC aún tienen presencia. Por ejemplo, en  Meta, pobladores de la 
zona informaron que miembros de los grupos sucesores habían  estado buscando 
información acerca de personas que podrían haber ayudado a guerrilleros,  y habían 
amenazado a otras por considerarlas “colaboradores de la guerrilla”.  
Muchas de las amenazas que los sindicalistas, los defensores de derechos humanos y 
otras personas han recibido de los grupos sucesores se refieren a las personas que son 
blancos  de sus agresiones como guerrilleros o colaboradores de la guerrilla, utilizando 





aparecieron en  muchas localidades y ciudades de Colombia en el último año, que en 
algunas ocasiones estaban firmados por las “Águilas Negras” u otros grupos similares, 
a menudo se refieren a sus destinatarios como “objetivos militares” y los acusan de 
“guerrilleros”. En algunos casos se presentaron homicidios de las personas previamente 
amenazadas.174 
 
El análisis de diferentes casos que tienen en común manifestaciones contrainsurgentes por parte 
de los grupos neoparamilitares permite llegar a una conclusión: Por su dispersión geográfica 
(Antioquia, Córdoba, Meta, Nariño, Valle del Cauca, Chocó y Bogotá) se puede entrever que este 
tipo de accionar no corresponde exclusivamente a una de las siete estructuras neoparamilitares. 
En las diversas zonas se tuvo conocimiento que los perpetradores eran integrantes de grupos 
ilegales como “Aguilas Negras”, “Los Rastrojos”, “Urabeños” y “ERPAC”. Por ello, se concluye que 
esta práctica de ataque contra supuestos colaboradores de la insurgencia hace parte de una 
tendencia que podría alcanzar un carácter más generalizado y no de hechos aislados e inconexos.  
 
La información hasta ahora disponible nos permite concluir que, según la evidencia disponible, los 
grupos neoparamilitares muestran visos de actividad contrainsurgente en diferentes zonas del 
país. Estas manifestaciones de violencia contra las que los grupos neoparamilitares consideras 
“bases sociales” de las FARC, así como los enfrentamientos directos contra esa guerrilla, son un 
indicador del grado de inestabilidad y temporalidad que poseen los pactos de no agresión a los 
cuales hemos hechos referencia anteriormente. Según esta investigación, la tendencia actual esta 
más orientada a la disolución de dichos acuerdos y a una fase de violencia directa entre los grupos 
ilegales.  
 
No quisiera cerrar este apartado, sin intentar dar respuesta a una pregunta que a mi manera de 
ver resulta clave en este punto de la exposición. ¿Por qué razón se generan estas rupturas en el 
relacionamiento de los neoparamilitares con las FARC, sí esta aún de por medio el interés común 
del lucro financiero mutuo?, la respuesta a esta pregunta no es fácil de formular, por esta razón la 
primera salvedad en la respuesta que quisiera plantear es que hay un grado de matices regionales 
que llevan a que las dinámicas entre una zona y otra sean muy diferentes. 
De esta forma, podemos decir que así como los pactos se empezaron a generalizar entre diversas 
facciones a nivel nacional y las FARC a partir del año 2008, desde el año 2010 se esta 
experimentando el fenómeno inverso. Aunque como he dicho anteriormente, algunas zonas 
conservan “pactos de no agresión” vigentes, como en el caso del Bajo Cauca Antioqueño.   
 
De acuerdo con el trabajo de investigación en terreno, entre las razones explicativas que subyacen 
a este interrogante se encuentran las siguientes: 1) El accionar desmedido de los grupos 
neoparamilitares con la población en zonas de influencia de las FARC ha desatado reacciones por 
parte de esta guerrilla. 2) Diferencias en el manejo de negocios asociados al narcotráfico e 
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ingresos desproporcionados ha llevado a que las FARC rompan los pactos de no agresión. 3) En 
sentido contrario, los grupos neoparamilitares que conservan aún intereses políticos por atacar 
organizaciones sociales y de víctimas, líderes comunitarios y defensores de derechos al no 
encontrar apoyo estratégico en las guerrillas para dicho fin rompen acuerdos establecidos. 4) La 
aquiescencia de algunos sectores de la Fuerza Pública para con los neoparamilitares lleva a que las 
FARC rompan acuerdos establecidos por la hostilidad absoluta que conciben frente a las Fuerzas 
del Estado. 5)  La entrada de integrantes de grupos neoparamilitares a zonas de influencia de las 
FARC o viceversa exaspera la violencia por parte de uno u otro actor.  
 
Adicionalmente a los diversos elementos argumentativos y explicativos mencionados 
anteriormente sobre los indicios concretos de carácter contrainsurgente en los grupos 
paramilitares, las amenazas proferidas contra diversos perfiles de víctimas a la que se les señalan 
de ser colaboradores o miembros de las FARC, serán tratadas en el Capítulo siguiente (IV) de esta 
monografía para no entrar en un desorden explicativo de la línea metodológica propuesta en este 
trabajo de investigación.   
 
RECAPITULACION Y CONSIDERACIONES FINALES DEL CAPITULO III:  
 
A lo largo de este Capítulo se trataron cada una de las estructuras neoparamilitares principales 
que actualmente tienen presencia y accionar en el país. Se presentó para cada una de ellas una 
caracterización, sus organigramas (para aquellas en las que está disponible dicha información) y 
los mapas de presencia a nivel nacional.  
También se indicó al inicio de la primera parte del Capítulo que siguiendo la línea argumentativa 
de Fernando Cubides en su libro “Burocracias Armadas”, el estudio de las estructuras en su 
dinámica interna es relevante para la comprensión de las pautas organizativas de un actor 
determinado y la forma como se van adaptando a las circunstancias cambiantes que enfrentan.  
 
Justamente, el análisis de las estructuras neoparamilitares permite concluir que sus integrantes 
han llevado a cabo un intrincado proceso de aprendizaje múltiple y recíproco determinado por una 
dinámica de guerra caracterizada por cambiantes escenarios que vinieron con el proceso de 
desmovilización. En efecto, este proceso de adaptación ha permitido que las organizaciones 
neoparamilitares  persistan en el tiempo y no hayan terminado siendo obsoletas. Esta reingeniería 
llevo a que sus estructuras de mando e internas se recompusieran pero a que conservaran su 
repertorio de acciones contra la población civil.  
 
En el apartado se siguió la lógica argumentativa de Suárez, quien indica que en el caso del 
paramilitarismo que él denomina “territorializado, coordinado y expansivo” y que caracterizó la 
segunda etapa paramilitar, se generó la intensificación y la diversificación de los repertorios de 
violencia en la “fase de incursión” en el momento en que irrumpen en territorios bajo control 





violencia” y una transformación de los repertorios de la misma, recurriendo a prácticas menos 
visibles y menos letales, pero no por ello menos crueles175.  
Esta información provista por el autor resulta de suma importancia en el análisis del actual 
repertorio de violencia de los grupos neoparamilitares. Pues aún cuando dichas estructuras 
armadas han establecido “pactos de no agresión” con las guerrillas, conservan el mismo tipo de 
accionar que implementaron los grupos paramilitares durante los 90s y los mismos perfiles de 
víctimas. Un tipo de violencia también caracterizada por las masacres de máximo 10 personas 
(usualmente de entre 4 y 6 personas), homicidios selectivos y desapariciones forzadas, 
particularmente en las zonas en las que tienen disputas con otras facciones neoparamilitares o con 
las guerrillas.  
 
En resumen, estas “burocracias armadas” han adquirido dinámicas propias y quizá es justamente 
en estos aspectos en los cuales se presentan las mayores divergencias en el análisis comparativo 
con las AUC. Sin embargo aún cuando sus estructuras internas no podrían ser consideradas como 
idénticas a las de sus antecesores, si es claro que a  pesar de las diferencias entre un fenómeno y 
otro y de los acuerdos que han establecido con las guerrillas en algunas zonas del país, heredaron 
en su composición a la fuerza combatiente de las AUC, así como sus prácticas y repertorios de 
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Capítulo IV: “Soñaron con una vida libre de 
violencia…”:  
 
Este Capítulo se centra en un análisis de las afectaciones a la población civil por parte de los 
grupos neoparamilitares. El objetivo principal es el de analizar el tipo de afectaciones que se 
presentan, la intencionalidad detrás de los hechos de violencia y su relación con los intereses 
políticos y económicos explicados en el primer Capítulo de esta monografía. Para la elaboración de 
este capítulo diseñe un marco metodológico de análisis compuestos por dos variables macro y 
cinco categorías de afectación que se presentan en el siguiente gráfico (Gráfico VIII):  
 
Gráfico VIII: Marco Metodológico para el Análisis de las afectaciones en la población civil como 
consecuencia del accionar de grupos neoparamilitares: 
 
La metodología de análisis para esta sección es cualitativa y se sustenta en un trabajo de terreno 
de dos años realizado durante 2010 y 2011 a comunidades afectadas por la presencia y accionar 
de grupos neoparamilitares. El Capítulo se construye a partir de testimonios y entrevistas 
realizadas  a civiles que por su carácter confidencial y reservado no serán presentadas en su 
totalidad, pero sí utilizadas como evidencia para demostrar que los grupos neoparamilitares 
ejercer un tipo de violencia directo y sistemático sobre las comunidades sustentado en sus interés 






Primera Parte:  
 
4.1 Elementos Teóricos para el Análisis del Control Social: 
 
Durante los tres primeros Capítulos de esta monografía se han develado una serie de 
irregularidades en el proceso de desmovilización de las AUC que tuvieron implicaciones directas en 
el surgimiento o fortalecimiento de grupos armados ilegales. También se presentó información 
relacionada con nexos políticos, económicos y militar que aún conservan los grupos 
neoparamilitares. Posteriormente, se caracterizaron cada uno de los grupos ilegales de mayor 
relevancia en el periodo actual, así como sus estructuras, acuerdos y disputas, formas de operar y 
acciones coordinadas entre algunas facciones. Faltaría aún en la presentación de esta monografía 
hacer referencia al tipo de “relación” que se establece entre las comunidades y los grupos 
neoparamilitares. Esta primera sección se propone justamente develar este aspecto para 
completar el mapa general de accionar de los grupos ilegales que emergieron o se fortalecieron 
luego de la desmovilización de las AUC.  
 
El fundamento teórico de esta primera parte del capítulo será insumo clave para el posterior 
análisis de las principales afectaciones que sufren las comunidades  en las zonas de presencia y 
accionar de los grupos neoparamilitares desde el punto de vista sociológico. Los aspectos teóricos 
y conceptuales a tratarse a continuación son los propuestos por Michel Foucault y Pierre Bourdieu, 
estas nociones han sido seleccionadas de las principales obras de ambos autores que resultan más 
útiles en la comprensión del control social.  
 
La pregunta central para dar inicio a este esbozo teórico es ¿Qué ideas resultan útiles dentro del 
análisis realizado por Foucault para comprender el poder que ejercen los grupos neoparamilitares 
sobre las comunidades? Para Foucault una de las consignas en el estudio del poder es la de no 
analizarlo en el plano de la decisión, no procurar tomarlo por el lado interno, no plantear la 
cuestión de ¿Quién ejerce el poder?, ¿Qué busca quien tiene el poder?, sino por el contario analizar 
las prácticas reales y efectivas, analizarlo en su cara externa, donde está en relación directa con su 
objeto, su blanco, su campo de aplicación; en otras palabras donde se implanta y produce 
efectos176.   
 
De esta forma siguiendo la propuesta metodológica de Foucault nos proponemos aquí responder a 
la pregunta de cómo se constituyen poco a poco los súbditos177 a partir de una multiplicidad de 
cuerpos, fuerzas, energías, materias, pensamientos, etc. Se trata en final de elaborar un análisis 
encauzado más hacia la dominación, las formas de sometimiento concretas, las conexiones y 
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utilizaciones de los sistemas locales de ese sometimiento y los dispositivos de saber que en ellas se 
emplean para garantizar que los sujetos son estructurados de acuerdo a los fines de los grupos 
neoparamilitares. 
 
Como se presentará en la primera parte de este Capítulo las acciones de violencia perpetradas por 
neoparamilitares han estado orientadas hacia la implementación de mecanismos disciplinarios y 
regularizadores, los primeros sobre el cuerpo y los segundos sobre la población. Por una parte, se 
llevan a cabo amenazas y torturas contra personas específicas como mecanismo disciplinario de 
los individuos, pero a través de este tipo de acciones se logra unos efectos regularizadores en toda 
la comunidad a partir del temor y la zozobra generados por la violencia.  
 
Por ejemplo tras un visita de terreno realizada al departamento de Sucre luego de registrarse el 
homicidio de un líder del Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado MOVICE en el año 2010, 
la comunidad manifestó que el día del velorio de la víctima, vehículos con vidrios polarizados y 
ocupados por hombres con armas largas, circularon en el lugar con un actitud intimidante y 
tomaron fotos de los asistentes. Como se puede observar, además del homicidio se ejercen otros 
mecanismos de dominación que están articulados unos sobre otros, se trata de un tipo de poder 
que se ejerce en redes. En este sentido, considero que el objetivo final de control por parte de los 
grupos neoparamilitares es la población, mientras que los individuos no son el objetivo en si 
mismo sino un instrumento o condición para obtener algo en el plano de la población. Por 
ejemplo, en este caso particular, se genera un sentimiento de temor generalizado y subordinación 
a nivel comunitario a partir del ataque contra la integridad física de un líder. 
 
El homicidio de esta persona se convierte en un mensaje que tiene efectos colectivos y no 
individualizantes. En otras palabras, tras un primer ejercicio del poder sobre el cuerpo  que se 
produce individualmente, se da un segundo ejercicio  que no es individualizador sino masificador, 
por decirlo así, que no se dirige al hombre /cuerpo, sino al hombre/especie. Lo anterior coincide 
con la idea de Foucault según la cual el poder no es un fenómeno de dominación macizo y 
homogéneo, sino circulante, que funciona en cadena, que se ejerce en red,  un tipo de poder que 
transita por los individuos que ha construido, y que no se aplica sobre ellos.   
 
Este tipo de poder en redes, es logrado por parte de los grupos neoparamilitares a través de la 
implementación de un ciclo de la violencia que se construye a partir de ciertas tecnologías de 
dominación a saber: 
 








Según Elsa Blair estas tecnologías corporales constituyen micropolíticas del cuerpo, entendidas 
como las estrategias de poder que se ponen en funcionamiento más allá —o más acá— de las 
políticas estatales; son pequeños espacios reticulados que se tejen en los intersticios de las 
grandes estrategias políticas —espacio macropolítico—, en conjunción o disyunción con ellas. 
Desde esta perspectiva, la violencia extrema sobre los cuerpos sería la máxima expresión de esa 
micropolítica en las guerras. Estas micropolíticas corporales tendrían en su accionar violento dos 
formas: una parcial (torturar, infligir dolor físico y psíquico; fragilizar la potencialidad defensiva del 
otro, provocando todo tipo de sufrimiento), y una total (provocar la muerte). Con el despliegue de 
estas micropolíticas corporales parece construirse, literalmente, una cierta economía del poder 
que regula las relaciones de dominación en la sociedad. Ella se despliega, para unos grupos o en 
ámbitos sociales, en mecanismos o dispositivos de “ajuste”, a través del disciplinamiento y el 
control de los cuerpos para su sometimiento; es lo que Foucault concibe como la forma 
disciplinaria del poder, una forma de vigilancia que ejerce la fuerza normalizando y creando las 
condiciones para imponer la docilidad de los sujetos.178 
 
Así pues, en resumen estas tecnologías se proponen garantizar el cumplimiento de lo que Foucault 
denomina “normas” que se aplican tanto a un cuerpo al que se quiere disciplinar como a una 
población a la que se pretende regularizar179. Estamos por tanto, en términos de este autor, ante 
un poder que tomó posesión de la vida de las poblaciones en las que hacen presencia grupos 
neoparamilitares, es decir, se trata de un tipo de poder que llegó a cubrir toda una superficie que 
va desde el control social de los individuos hasta el de la población.  
 
En este sentido, siguiente la línea argumentativa de Elsa Blair, la violencia sobre los cuerpos, en el 
ámbito de la guerra resulta ser un dispositivo de poder que se ejerce a través de una serie de 
tecnologías corporales utilizadas con la finalidad de dominar, a través del terror, a individuos y 
poblaciones. Desde esta perspectiva, esa violencia sobre los cuerpos en el caso de la guerra en 
Colombia sería la expresión de una “economía del castigo” o más concretamente de lo que 
Foucault llamó una política punitiva del cuerpo, máxima expresión de esa micropolítica corporal y 
una forma extrema de ejercicio del poder.180 
 
Ello se logra, en el caso particular de estudio, a través de “normas” impuestas por grupos 
neoparamilitares se encuentran las de no comerciar ciertos productos alimenticios, no salir a 
determinadas horas, no conversar con ciertos vecinos, hablar de uno u otro tema, no ausentarse 
de las veredas sin previa autorización, entre otras. Las comunidades hoy día se rigen por un orden 
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social establecido por los grupos neoparamilitares caracterizado por un sistema de coacciones y 
funciones estructuradoras del espacio y el territorio. 
 
Este sistema de coacciones o “disciplina” es de carácter centrípeto, funciona aislando el espacio, 
concentrando y encerrando. En términos de Foucault estas normas disciplinarias pretenden 
circunscribir un espacio dentro del cual su poder y los mecanismos de éste actuarán a pleno y sin 
límites. La disciplina reglamenta todo, no deja escapar nada.  Una pregunta orientadora en este 
análisis es la de ¿cómo procede esta disciplina en el caso de los grupos neoparamilitares? Diría que 
en términos de Foucault la disciplina de estos grupos ilegales se encarga de distribuir todas las 
cosas según un “código” que es el de “lo permitido y lo prohibido”181. Y dentro de esos dos campos 
se especifican y determinan con exactitud qué tipo de acciones no son permitidas y cuáles son 
obligatorias. La más mínima infracción a la disciplina puede así desembocar en una intimidación, 
una amenaza, un hostigamiento o un ataque contra la integridad física, tal como lo muestra el 
cuadro de tecnologías de dominación presentado anteriormente.  
 
A través de estas técnicas de dominación se garantiza la construcción de un sujeto adaptado 
completamente a los intereses de los grupos neoparamilitares. Otro ejemplo claro de esta 
estructuración de un súbdito por parte de estos grupos ilegales son los panfletos amenazantes de 
la mal llamada “limpieza social”. Con ellos los neoparamiliares encontraron un medio para 
introducir un corte entre lo que, según ellos, debe vivir y lo que debe morir. Según Foucault, la 
aparición de las razas, de su distinción, su jerarquía, la calificación de algunas como buenas y otras 
como malas o inferiores es una manera de fragmentar el campo de lo biológico que el poder tomó 
a su cargo;  una manera de desfasar dentro de la población a unos grupos respecto a otros.  
 
Considero que los grupos neoparamilitares apuntan a ese objetivo con las amenazas contra 
sectores de la sociedad como trabajadoras sexuales, personas que viven con el VIH, consumidores 
de psicoactivos, entre otros. Como veremos en la segunda parte de este Capítulo con este tipo de 
amenazas se rompen las redes de solidaridad entre unos y otros sectores de la sociedad. Los 
neoparamilitares han garantizado que en la conciencia colectiva se inserte el mensaje de que la 
muerte del otro no es simplemente mi vida, considerada como mi seguridad personal; la muerte 
del otro, la muerte de la “mala persona”, de la raza inferior (o del degenerado o del anormal), es lo 
que va a hacer que la vida en general sea más sana; más sana y más pura182 
 
En este sentido se logran constituir dos tipos de sujetos por los efectos del poder del 
neoparamilitarismo: por una parte, sujetos que validan las prácticas de “limpieza social” por 
considerar que sus vidas serán más sanas y puras y, por otro lado, sujetos que se constituyen 
como anormales o degenerados frente al resto de la sociedad, me refiero aquí a quienes son 
víctimas de las amenazas directamente.  
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A este tipo de intimidaciones se suman aquellas que son selectivas, cuyo carácter es diferencial 
contra líderes y defensores de derechos humanos. Considero que para esta categoría se puede 
seguir la línea metodológica de Foucault de realizar un análisis ascendente del poder. Este tipo de 
análisis lo propone el autor en relación con los mecanismos de control que pudieron actuar en lo 
que se refiere a la exclusión de la locura, la represión, a la prohibición de la sexualidad a través de 
agentes reales como la familia, los padres, los médicos, la policía y no a partir de la consolidación 
de la Burguesía  como clase dominante desde finales del siglo XVI y XVII. 
 
En este sentido, las amenazas selectivas contra líderes y defensores por parte de grupos 
neoparamilitares pueden ser hoy consideradas como esos agentes (aunque no corporales) o, 
mejor, como aquellos mecanismos de control que buscan evitar la cohesión social, el 
fortalecimiento comunitario y la visibilidad de problemáticas de la comunidad. Este análisis nos 
permite concluir que así como la Burguesía encontró que los mecanismos de control frente a la 
prohibición de la sexualidad, la exclusión de la locura y la represión resultaron ser 
económicamente reales y políticamente útiles para ella, para el neoparamilitarismo el uso de la 
amenaza como una forma de violencia psicológica le ha resultado útil en términos políticos y 
económicos por eso recurren a ella. Rentable en términos económicos pues no les genera costo 
alguno emitir y distribuir un panfleto y, útil en términos políticos, pues con ella garantizan la 
impunidad de sus acciones, la ruptura de redes de cooperación social y un mayor control social 
por parte de ellos hacia las comunidades. Estos réditos políticos y económicos que consiguen a 
través del mecanismo de control de la amenaza hacen que ésta se consolide como una de sus 
técnicas de dominación privilegiadas y que les ayuda a hacer que la población se comporte acorde 
a sus intereses.  
 
Esta instrumentalización del comportamiento humano conforme a los intereses de los 
neoparamilitares ha estado acompañada del involucramiento de otros actores armados, como la 
Fuerza Pública que, como fue documentado en el Capítulo II de esta monografía, ha participado en 
connivencia con grupos neoparamilitares en la ejecución de hechos de violencia. Lo anterior se 
explica, según Foucault, porque diferentes operadores de dominación se apoyan unos en otros, 
remiten unos a los otros, en algunos casos se refuerzan y convergen, en otros se niegan y tienen a 
anularse como en el caso de las guerrillas y los neoparamilitares en algunas zonas del país.  
 
Siguiendo la línea explicativa de Elsa Blair, en los casos en que dos grupos ilegales se repelen por el 
control, la violencia política pierde en precisión a medida que gana en extensión y crueldad, sobre 
todo en los casos en que los cuerpos martirizados lo son en razón de la “contaminación” que 
sufren por sus lazos de parentesco o proximidad con los verdaderos enemigos políticos183. En este 
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sentido, la estigmatización de comunidades de pertenecer o colaborar con uno u otro actor 
armado ilegal puede llevar a que se generen actos de violencia contra ellas.  
 
Considero que en este punto valdría la pena formular una pregunta orientadora para el análisis de 
las continuidades en términos de su accionar entre neoparamilitares y las AUC, en este sentido 
propondría el siguiente cuestionamiento: ¿Cuáles dispositivos de dominación fueron heredados de 
las AUC a los grupos neoparamilitares?  
 
Las AUC desarrollaron, en términos de Foucault, una formación y acumulación de saber, métodos 
de observación, técnicas de registro, procedimientos de investigación y búsqueda, aparatos de 
verificación desde que empezaron a operar conjuntamente en 1997, incluso estos dispositivos de 
saber fueron heredados por las AUC de grupos de seguridad privada anteriores a ellos como el 
MAS y los PEPES.  
En esos espacios se incorpora a los sujetos a la vida militar, se construyen sujetos que responden a 
ciertos esquemas estructurantes. Por lo tanto se moldean y disciplinan cuerpos para la guerra, se 
enseñan las estrategias armadas y políticas de una organización o grupo a quienes son reclutados 
y se garantiza que éstas guíen el accionar de sus integrantes. Estas formaciones de sentido no 
representan una condición natural, ni es un objeto que se haga favorable al tacto temporalmente. 
Estas son dimensiones abstractas de formación de sentido que determinan las acciones de quienes 
integran un determinado grupo paramilitar.  
En relación con lo anterior, los entrenamientos paramilitares, se pueden considerar como esos 
espacios donde se llevan a cabo procesos de incorporación que implican rupturas con la vida que 
los combatientes tenían antes de vincularse a dichas estructuras armadas, aquello a lo que 
estaban acostumbrados a realizar. Se trata de generar nuevas formaciones de sentido, vivencias y 
representaciones. Es decir, las personas que se incorporan a una organización armada, en este 
caso de tipo paramilitar, dejan un espacio de socialización para vincularse a uno nuevo. Este 
aspecto es sustancial en la comprensión del tipo de accionar de los grupos neoparamilitares, pues 
como se ha indicado en Capítulos precedentes al menos el 50% de los combatientes que 
componen las filas de los siete grupos neoparamilitares de mayor envergadura son ex miembros 
de las AUC, bien sean ellos rearmados o disidentes.  
 
Cuando al menos la mitad del cuerpo combatiente esta conformado por personas que se formaron 
dentro de las prácticas, mecanismos de control y de técnicas de poder de las AUC, resulta lógica la 
coincidencia en el tipo de violencia que ejercen los actuales grupos ilegales. No podrían tener los 
homicidios, amenazas e intimidaciones, el mismo patrón de ejecución si no fuera por la formación, 
la organización y la puesta en circulación de un saber o de aparatos de saber que heredaron del 
paramilitarismo clásico, esta capacidad de funcionamiento esta supeditada a los dispositivos de 
                                                                                                                                                                                 







dominación aprendidos de las AUC sin los cuáles no podrían conservar su capacidad de control, 
fuego y dominación.  
Sin embargo, habría que reconocer que la estrategia de bajo perfil a la que recurren los 
neoparamilitares ha llevado a que se produzcan también un “modus operandi” con características 
específicas, aunque el impacto y el interés detrás de sus acciones siga siendo el mismo. 
 
Por ejemplo, como ha sido ampliamente documentado durante la década del 90, los grupos 
paramilitares llevaron a cabo masacres de entre 60 y 100 personas, caracterizadas por la sevicia, 
tortura y el uso de armas no convencionales como las motosierras y ondas. Aunque aún se 
registran  casos con todas o algunas de las anteriores características, los neoparamilitares no han 
ejecutado masacres de más de 12 ó 15 personas como lo hicieron múltiples veces sus antecesores, 
pues si hicieran lo contrario, estas acciones tendrían un impacto mediático muy alto cuyos costos 
no están dispuestos a asumir en el marco de su estrategia de bajo perfil y de parecer bandas 
criminales. Sin embargo, el interés detrás de ellas sigue estando atado a una triple función: es 
preventiva (garantiza el control de poblaciones, rutas y territorios); es punitiva (castiga 
ejemplarmente a quien desafíe la hegemonía o el equilibrio; y es simbólica (muestra que se 
pueden romper todas las barreras éticas y normativas, incluidas las religiosas.184 
También suelen recurrir a mecanismos de violencia más “finos”, también ejecutados por sus 
antecesores, como por ejemplo las amenazas o las intimidaciones que terminan generando la 
misma zozobra y temor dentro de las poblaciones.  
 
Desde el punto de vista de Foucault, según su texto vigilar y castigar, en las cárceles se dio un 
tránsito entre la tortura y la imposición de un sistema normativo generado por que el castigo se 
racionaliza y llega a ser más eficaz en los “prisioneros”. El nuevo sistema implementado en las 
cárceles no pretendía ser mas humano sino castigar mejor, insertar más profundamente en el 
cuerpo social el poder de castigar. Estas nuevas tecnologías del poder de castigar afectaban a más 
gente, eran más eficaces, más impersonales, más invariables, más sobrias e implicaban la vigilancia 
no sólo de los criminales, sino también de toda la sociedad.   
 
De igual manera, los grupos neoparamilitares han experimentado un tránsito similar que, por una 
parte, mezcla prácticas que evocan el paramilitarismo clásico, pero por otro lado, implementan 
una tecnología del poder disciplinario caracterizado por la vigilancia y la imposición de “sanciones 
normalizadoras”185 a quienes violan las normas. Sobre esta base, se desarrollan e implementan 
diversos dispositivos o tecnologías corporales para controlar y dominar los cuerpos en distintos 
ámbitos de la vida social, pero, en el ámbito de la guerra, los cuerpos no ajustados a dichos 
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órdenes son “castigados”: mutilados, violados, desaparecidos, asesinados, torturados como 
expresión de lo que Foucault llamó una política punitiva del cuerpo186. Según Foucault, la 
transición de la tortura a las normas carcelarias constituye un cambio del castigo corporal al 
castigo del alma o la voluntad. En un sentido muy similar, los grupos neoparamilitares recurren de 
manera progresiva a la ejecución de acciones de violencia psicológica, más invisibles y rentables a 
sus fines.  
 
Otra de las cuestiones analizadas por Foucault en su texto “vigilar y castigar” y que merecen  ser 
mencionadas aquí es el concepto del “panóptico”, entendido como una estructura que permite a 
los funcionarios de las cárceles una observación completa de los criminales. De hecho, los 
funcionarios no necesitan estar siempre presentes la simple existencia de la estructura constriñe a 
los criminales. El poder es enorme por que los prisioneros llegan a controlarse asimismo y dejan de 
hacer varias cosas  por temor. El panóptico se constituye así como un laboratorio en el que se 
facilita la recogida de información sobre las personas para posteriormente lograr disciplinarlas.  
 
En resumen, la disciplina ejercida por los grupos paramilitares le apunta a la creación de un 
“panóptico” al estilo de la figura presentada por Foucault, no en un sentido literal, sino a partir de 
la creación de esa representación en la conciencia de las personas. Es una forma de garantizar que 
la disciplina que ejercen les permita vigilar, adiestrar, utilizar y eventualmente castigar a las 
comunidades.  
 
En este sentido, Elsa Blair se propone responder a la pregunta de por qué razón se ejerce este tipo 
de violencia sobre los cuerpos, a ella responde de manera suscitan indicando que esto sucede 
debido la capacidad de resistencia ligada al cuerpo es aquello que lo hace el “objetivo del poder”; 
la violencia sobre él (esto es, el aumento de su grado de afección) apunta a disminuir o a anular 
esa potencia. Es en esta “potencia” del cuerpo donde se argumenta que radica su enorme fuerza 
política que “amenaza” el equilibrio del poder. Por eso la agresión o la violencia directa sobre los 
cuerpos, las “estéticas” que acompañan el acto violento y el terror como estrategia final de estas 
prácticas, no tienen nada de aleatorias, ni son fruto de razones patológicas de quienes la ejercen, 
sino que se convierten en la consecuencia necesaria de ese “atentado” al “equilibrio” del poder 
que genera esa “potencia” del cuerpo y de los procesos de resistencia que él puede generar.187 
 
Sí analizamos estas mismas cuestiones desde el punto de vista de la teoría de Bourdieu 
encontramos coincidencias con lo planteado anteriormente.  Uno de los principales elementos en 
la teoría de este autor consiste en la compresión de las relaciones entre los agentes al interior del 
“campo” y sus “habitus”188.  
                                                          
186
 Blair, Elsa. La política punitiva del cuerpo: “economía del castigo” o mecánica del sufrimiento en 
Colombia. Estudios Políticos, 36. Instituto de Estudios Políticos. Universidad de Antioquia. (2010, enero-
junio). Pág. 43. 
187
 Ibidem Pág 59. 
188
 El  “habitus” es entendido por el autor como las disposiciones adquiridas mediante interiorización. 





En esta línea de análisis, ser combatiente de una organización armada es un oficio, un quehacer, y 
por ende es algo que se aprende en el tiempo a través de prácticas cotidianas y repetitivas189. En 
esos espacios se construyen sujetos que responden a las dinámicas del campo, en este caso del 
campo del paramilitarismo. Por lo tanto los dominantes moldean a los combatientes e instauran 
barreras simbólicas de diferenciación entre quienes pertenecen a una organización y quienes no.  
 
Para lograr dicho propósito el uso del capital simbólico como un poder de construcción de la 
realidad que aspira a establecer un orden de conocimiento y un sentido del mundo específico en 
los combatientes resulta clave en el proceso de formación de cuerpos para la guerra.  
Así pues, introducir a los combatientes a los símbolos propios de la organización armada es un 
proceso básico, pues como lo dice Bourdieu, los símbolos son los instrumentos por excelencia de 
la integración social, en tanto que instrumentos de conocimiento y de comunicación que hacen 
posible un consensos sobre el sentido del mundo social.  De esta forma se produce y se reproduce 
una creencia.190   
En este caso las producciones simbólicas para formar sujetos al interior del campo del 
paramilitarismo, están permeadas por las ideologías, que se sirven de intereses particulares que 
tienden a presentar como intereses universales, comunes a la totalidad del grupo, esto asegura la 
comunicación inmediata y, como se planteó anteriormente, esto permite que se distingan de otras 
organizaciones armadas.   
 
Este proceso provoca la acumulación de capital simbólico, en la medida que cumple la función 
política de instrumentos de imposición o de legitimación de la dominación, que contribuyen a 
asegurar la dominación de una clase sobre otra, en palabras de Weber a la “domesticación de los 
dominados”191. Este proceso es muy importante cada vez que se recluta combatientes, puesto que 
la actitud y disposiciones de los agentes en un campo permiten definir capital. Es decir, en un 
momento es el campo del paramilitarismo el que estructura, posteriormente el “habitus” 
encarnado en los agentes es el que estructura al campo. Quien no se ajusta a esos nuevos 
“habitus”, es eliminado del campo, no puede actuar en el “juego”.   
 
Con estas nociones teóricas de Foucault y Bourdieu para la compresión de la variable macro de 
control social me concentraré en realizar un análisis por categorías de las afectaciones principales 
que sufren las comunidades, entre ellas: amenazas, homicidios selectivos, desplazamiento forzado 
y economías ilícitas.  El propósito de esta segunda parte es la de lograr vislumbrar la relación entre 
los conceptos teóricos presentados y la realidad de las comunidades en las zonas de presencia y 
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accionar de grupos neoparamilitares frente a cuatro categorías específicas: amenazas, homicidios, 
desplazamiento forzado y economías ilícitas.   
 
Antes de iniciar, y a manera de aclaración metodológica, quisiera precisar al lector que no se trata 
aquí de realizar un análisis histórico, conceptual ni teórico de las categorías mencionadas, que por 
su misma complejidad darían para monografías por separado cada una de ellas, tampoco de hacer 
una “concha de retazos”, -como se dice en buen castellano- de temas inconexos. Como se verá a 
continuación las categorías seleccionas guardan una intima relación entre si y, a mi manera de ver, 
resultan muy útiles para comprender, desde el punto de vista de la población civil, el nivel de 
violencia, control y dominación al que son sometidas por los grupos neoparamilitares. Por lo 
anterior, los siguientes apartados estarán concentrados en presentar análisis de información y 
hechos de coyuntura (años 2010 y 2011)  relacionados a cada categoría y, de manera específica, al 
accionar de grupos neoparamilitares surgidos después de la desmovilización de las AUC.  
 
4.2 Amenazas:  
 
Elementos para un análisis más integral de la estrategia violenta de las amenazas: 
 
De acuerdo con el seguimiento a hechos de violencia se observa que hay focos de comisión de 
hechos violentos que se han venido sosteniendo contra determinados sectores poblacionales y en 
áreas geográficas específicas, que obedecen a la lógica del conflicto armado interno, el cual a 
pesar de la gestión pública no ha cesado, más bien se ha transformado y reconfigurado. 
Esta reconfiguración del conflicto ha hecho que los actores armados se adapten a la nueva forma 
de confrontación militar y política, sin que hayan desaparecido los macro intereses, como el de 
hacerse al control del poder político y económico en los niveles local y nacional. Este proceso de 
readecuación ha significado cambios en la forma como los grupos ilegales ejercen la violencia que 
serán objeto de análisis en este apartado.  
 
En una confrontación irregular como la que se ha venido desarrollando en Colombia bajo formas 
de “guerra de guerrillas”, “guerra contra insurgente” y “ofensiva contra el terrorismo”, ha 
resultado trascendental mantener los controles poblacionales, no así en una “guerra de 
posiciones” o “movimientos” en la cual se privilegia el control de los territorios. 
De esta forma, el hecho de señalar, afectar o eliminar a contrarios o colaboradores de los 
contrarios ha sido una constante de larga duración en la lógica del conflicto armado interno, así 
hayan cambiado sus dinámicas. Justamente, una de las formas que ha adaptado esa violencia es la 
amenaza/intimidación, muchas veces como paso previo al desplazamiento forzado, la 
desaparición, las lesiones personales o el homicidio. 
 
Los casos de amenazas registrados en los últimos dos años por parte de grupos neoparamilitares 
se enmarcan en dos categorías diferenciadas: 1) Amenazas indiscriminadas: Amenazas dirigidas 





Selectivas: Llevadas a cabo contra personas específicas y/u organizaciones sociales particulares. 
Sin embargo, este tipo de amenazas tienen un impacto tanto individual como colectivo, pues las 
víctimas suelen representar intereses, reivindicaciones y derechos de un conglomerado.  A 
continuación presentaré un análisis de cada una de estas categorías por separado.  
 
4.2.1 Las Amenazas Discriminadas:  
 
Las amenazas discriminadas, ejecutadas de manera personal, telefónica, a través de correos 
electrónicos y panfletos, han sido una constante en distintos lugares del país durante los últimos 
dos años. La han utilizado los grupos neoparamilitares como forma de violencia psicológica, previa 
a la violencia física o como medio de dominación cuando detentan el control total de un territorio 
y no pretenden brotes de insurrección que trastoquen sus intereses y orden impuesto. 
 
Este tipo de amenaza muestra que el actor armado responsable de la acción mantiene un 
seguimiento sobre el individuo o colectivo amenazado, el cual deja ver que éste es sistemático y 
motivado. Es decir, las acciones u roles del individuo o colectivo amenazado plantean un hastío del 
actor armado, el cual aprovechando el escenario de violencia recurre a su poder para constreñir a 
través de la amenaza. 
 
Los principales efectos que ha tenido este tipo de amenaza en la población civil, van desde la 
sensación de temor, pasan por la ruptura de organizaciones locales y vínculos familiares; y llegan 
al desplazamiento forzado, la desaparición o el homicidio. La pregunta central en esta categoría 
gira en torno a cuál es la motivación que podrían tener los grupos neoparamilitares para proferir 
amenazas. Para dar respuesta a este interrogante considero pertinente analizar los roles de las 
personas u organizaciones víctimas de amenazas.  
 
En este sentido, los perfiles de víctimas que mayor afectación han presentado por amenazas 
contra su vida por parte de grupos neoparamilitares son los defensores de derechos humanos, 
líderes comunitarios, organizaciones de víctimas, líderes de tierras, desplazados, mujeres, sector 
educativo, indígenas y afro descendientes (ver más delante documentación de casos más 
relevantes).   
 
Al analizar los diversos casos registrados a lo largo de 2010 y 2011 se encuentra un patrón común 
en todos ellos, las personas u organizaciones amenazadas hacían parte de algún tipo de proceso 
de fortalecimiento social y comunitario relacionado a tres temas gruesos: restitución de tierras, 










4.2.2 Restitución de Tierras:  
 
¿Por qué amenazan a los líderes de tierras? 
 
“Nosotros los campesinos víctimas del conflicto hemos sido 
amenazados por los paramilitares desde que yo tengo memoria. 
Somos como muertos en vida. Vivimos pensando en cuando es que 
van a llegar a echar plomo por aquí, vivimos sembrados de miedo. 
Todo por la gana de tener nuestras tierras, todo el problema se 
llama “tierra”. Nos quieren sacar de cualquier forma. Nos 
amenazan por que nosotros estamos parados en la tierra. Ahora 
que nos estamos organizando para retornar, para volver a hacer 
algo en donde nacimos, los paramilitares vuelven a amenazarnos 
por que saben que les queremos quitar lo que ellos nos quitaron a 
nosotros por la fuerza, por eso nos amenazan con arrebatarnos la 
vida”192.  
 
Como se evidenció en el Capítulo II de esta monografía, los grupos paramilitares fueron actores 
decisivos en el despojo de miles de hectáreas de tierras a campesinos y campesinas en zonas 
rurales del país. El alto grado de concentración de la tierra ha llevado a que 52 % de la gran 
propiedad está en manos del 1,15% de la población; mientras que el resto tiene sólo pequeñas y 
medianas posesiones193. Con la implementación de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras se 
ha iniciado un proceso de fortalecimiento comunitario y social encaminado a lograr el retorno de 
las personas despojadas a sus tierras. Proceso que habían venido siendo liderados desde hace ya 
varios años por organizaciones sociales y de víctimas en el nivel regional.  
 
Frente a la tierra es importante mencionar que ha sido uno de los factores históricos del conflicto 
en Colombia y que frente a ella persisten intereses económicos, políticos y militares.  Por ejemplo 
diversos gremios, políticos y algunos empresarios se han pronunciado públicamente en contra del 
proceso de restitución. En este sentido, se manifestó el ex Presidente Álvaro Uribe, quien expresó 
a través de una carta al ex Ministro Fernando Londoño con ocasión de una marcha de víctimas que 
se llevó a cabo en NECOCLÍ (Antioquia) que “la nueva legislación, y el proselitismo político que la 
acompaña, están creando el riesgo de generar nuevos odios contra los empresarios del campo, que 
ya se venían superando, y que como en los años 60 hicieron tanto daño”.  
 
 A este pronunciamiento le antecedió el de la dirección gremial de la Asociación de Bananeros de 
Colombia (AUGURA) que indicó en relación con la marcha de NECOCLÍ lo siguiente: “la euforia de 
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los manifestantes puede alterar los ánimos de los involucrados y generar innecesarias situaciones 
de conflicto que hoy consideramos superadas”. Paralelamente, periódicos antioqueños como El 
Mundo y El Colombiano se manifestaron a propósito de dicha marcha en contra del Presidente 
Juan Manuel Santos a quien se le calificó de “populista” y de tener  un trato “discriminatorio” 
contra los “paisas194”.  
 
El interés de los grupos neoparamilitares por conservar la tierra despojada para sus negocios 
ilícitos, aunado al de empresarios, ganaderos y terratenientes por mantener el status quo que ella 
les brinda ha desembocado en un oleada de amenazas contra todos aquellos que lideren, 
participen o se hagan beneficiarios de dicho proceso.  
Algunos de los casos que documentan esta información se presentaron en lo que va corrido de 
2012, a continuación presentó algunos de los más relevantes a fines de ilustrar de mejor manera 
lo anterior:  
 
 El pasado 15 de Febrero de 2012 se reportó que un líder campesino en PELAYA (Cesar), 
recibió amenazas por parte de un grupo que se autodenomina Grupo Armado 
Antirrestitución de Tierras.  Según se tuvo conocimiento a través de fuentes abiertas 
 familias “prestantes” de Cesar “estarían conformando un "Ejército Anti Restitución de 
Tierras" que entraría a operar a partir del mes de marzo y que tendría injerencia también 
en Magdalena y la Guajira”. Voceros del MOVICE también indicaron que se tiene 
“información de distintos departamentos del país donde vienen sucediendo una serie de 
hechos que nos indican de que hay un papel coordinado de distintas fuerzas oscuras por 
llamarlo de alguna forma en Cesar, en el Sur de Bolívar, en Sucre, en Córdoba ya varios de 
nuestros compañeros han venido siendo amenazados”. 
 Así mismo,  el pasado 17 de Febrero de 2012 a través de un panfleto firmado por el grupo 
ilegal "Bloque Magdalena Medio Águilas Negras Nueva Generación", fueron amenazados 
los integrantes de la Asociación Agraria de Santander, como mecanismo de presión para 
que los líderes no sigan en el proceso de restitución de tierras en el departamento y en el 
Magdalena Medio. 
 De igual forma, presuntos integrantes de “Los Urabeños”, distribuyeron panfletos 
amenazantes contra todos aquellos que se unieran a la marcha en pro de la restitución 
organizada en NECOCLÍ el pasado 11 de Febrero de 2012. Además el pasado 20 de Febrero 
de este año organizaciones de reclamantes de tierras en Urabá denunciaron nuevas 
intimidaciones y agresiones contra los líderes de estos procesos, entre ellas la activación 
de un artefacto explosivo en cercanías de la casa de una líder de SAN JOSÉ DE APARTADÓ 
(Antioquia). 
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La intención que subyace a este tipo de amenazas es establecer un mecanismo de presión 
psicológica sobre las comunidades para romper tejidos sociales y, por esta vía, frenar procesos de 
cambio social y facilitar el ejercicio del control social. En el caso particular de la restitución de 
tierras, las amenazas que enfrenta dicho proceso van más allá de los casos presentados, según 
cifras de la Comisión Colombiana de Juristas, entre 2005 y 2011, al menos 66 líderes y reclamantes 
de tierras han sido asesinados. Por su parte, la Defensoría del Pueblo ha indicado que entre 2006 y 
2011 ocurrieron al menos 71 asesinatos de líderes de procesos de restitución de tierras en 14 
departamentos del país como Atlántico, Bolívar, Sucre, Córdoba, Guajira, Antioquia, Meta y 
Tolima.  
 
Las cifras contrastan significativamente con el último anuncio de la Unidad de Restitución de 
Tierras según el cual de las 15.490 personas que reclaman sus predios usurpados por los violentos, 
en el marco de la ley de víctimas y de restitución de tierras, 2 han sido asesinadas y 138 están 
amenazadas y protegidas por el Estado, desde la implementación de la Ley. Según los funcionarios 
de Gobierno la disparidad en las cifras responde a que organizaciones como la Defensoría y la 
Comisión Colombiana de Juristas están incluyendo en listados de ONGs víctimas que anteceden al 
proceso de la Ley 1448. Frente a ello, las ONGs indicaron que no se trata de una discusión de cifras 
o simples números sino que independientemente de sí las víctimas hacían parte del proceso de 
restitución que contempla la Ley, a los líderes los están asesinando porque no se quiere que 
retornen a sus tierras y que, sin importar si hacen o no parte del proceso de la 1448 esta violencia 
se va a seguir ejerciendo contra cualquier perfil de víctima que reclame la tierra dentro o fuera de 
la Ley. 
 
En este sentido, retomando las posturas teóricas de Foucault planteadas al inicio de este Capítulo, 
las amenazas selectivas son consideradas como esos agentes (aunque no corporales) o, mejor, 
como aquellos mecanismos de control que buscan evitar la cohesión social, el fortalecimiento 
comunitario y la visibilidad de problemáticas de la comunidad. Para el neoparamilitarismo el uso 
de la amenaza como una forma de violencia psicológica le ha resultado útil en términos políticos y 
económicos por eso recurren a ella. Rentable en términos económicos pues no les genera costo 
alguno emitir y distribuir un panfleto y, útil en términos políticos, pues con ella garantizan la 
impunidad de sus acciones, la ruptura de redes de cooperación social y un mayor control social 
por parte de ellos hacia las comunidades. Estos réditos políticos y económicos que consiguen a 
través del mecanismo de control de la amenaza hacen que ésta se consolide como una de sus 
técnicas de dominación privilegiadas por los neoparamilitares.  
 
Las amenazas estudiadas para el desarrollo de este apartado permiten concluir que los 
funcionarios directamente involucrados en la titulación, restitución e investigación judicial del 





visto expuestas a niveles de riesgo alto frente a las amenazas de grupos neoparamilitares y por 
ello han sido hasta el momento los sectores más afectados por amenazas de este tipo.  En 
segundo lugar, con un nivel de riesgo medio se encuentran las organizaciones que no tienen 
actividades o proyectos directos en materia de restitución pero hacen labores de 
acompañamiento, promoción y/o divulgación. Como veremos a continuación muchos de los 
perfiles de víctimas aquí expuestos se repiten en el análisis de otras formas de amenaza, lo cual 
nos permitirá llegar a una serie de conclusiones sobre la caracterización del tipo de víctimas y el 
rol que desempeñan en sus comunidades.   
 
Casos Emblemáticos de Amenazas contra la restitución de tierras: 
 
 En Turbo (Antioquia) el 20 de marzo de 2011, un líder de la asociación Tierra y Vida, fue 
amenazado. En el marco de sus funciones, se encontraba acompañando a un grupo de 
víctimas que reclamaban tierras al sur de Turbo. Luego de las amenazas el líder debió 
desplazarse de la zona 
 En La Jagua de Ibiríco (Cesar) en los meses de abril y junio de 2011, una abogada de 
solicitantes de restitución de Tierras del predio El Prado de Mechoacan, recibió amenazas 
de muerte. 
 En Montería (Córdoba), el 18 de noviembre de 2011, el Ministro de Agricultura realizó un 
acto de restitución simbólica de tierras entregando títulos. Una de las familias que recibió 
el título de la tierra de la que había sido desplazada anteriormente no ha podido retornar 
por amenazas de Los Urabeños, que la fuerza pública no ha podido reprimir. 
 
4.2.3 Reivindicación de los Derechos Humanos/Reparación de 
las víctimas: 
 
¿Para qué amenazar a los defensores de derechos humanos? 
 
“Los defensores de derechos humanos somos como la piedra en el 
zapato de un deportista. Usted ha tenido una piedrita en un 
zapato?  Uno lo primero que piensa es en como deshacerse de ella. 
Yo creo que así se sienten los paramilitares o los neoparamilitares 
como les dice usted. La cuestión es la siguiente: en mi caso como 
defensor de los derechos de los pueblos afro colombianos junto con 
la comunidad, hemos denunciado todas la violaciones, masacres, 
homicidios, torturas a las que fuimos sometidos por los “paras”. 
Ahora que se las estamos sacando a la luz nos quieren mandar a 
callar. También estamos tratando de fortalecernos para que esta 
nueva oleada de los “paras” no nos coja flojos. Antes no sabíamos 





les decimos: si nos toca vamos a morir, pero al menos sabiendo, 
que teníamos derecho a la vida”195.  
 
Las amenazas dirigidas contra organizaciones sociales, de víctimas y defensores de derechos 
humanos durante los últimos dos años tienen todas ellas un factor en común, se hace constante  
referencia a guerrilleros, auxiliadores de la guerrilla, guerrilleros de civil, entre otras 
connotaciones. Se acusa a los líderes y organizaciones de ser de izquierda y de promover acciones  
a favor de los grupos insurgentes. Este carácter político que muestra el contenido mismo de los 
mensajes es uno de los principales elementos que llevan al cuestionamiento de sí la única razón de 
ser de estos grupos ilegales es el negocio del narcotráfico. Lo anterior, por que hasta el momento 
no se tiene conocimiento de que las personas y organizaciones amenazadas estén en campañas 
contra el narcotráfico, sus organizaciones le sean competencia a negocios ilícitos o por que la 
reivindicaciones de sus derechos este orientada al aniquilamiento de las redes del narcotráfico.  
 
Su labor en la defensa de los derechos humanos ha estado orientada como lo indica el testimonio 
inicial de esta sección hacia dos objetivos principales: 1) difundir a todas las víctimas el 
conocimiento de los derechos que tienen las personas y que están amparados en la Ley. 2) 
defender la reparación a la que tienen derechos por los hechos de violencia cometidos, en este 
caso por grupos neoparamilitares.  
 
Por lo anterior se puede deducir que la intencionalidad de los grupos neoparamilitares de 
amenazar estos procesos puede ir al menos en dos vías. Por una parte, se propone mantener en la 
impunidad casos de violaciones de derechos humanos cometidos por las AUC, es decir por ellos 
mismos, pues como lo documentamos en el Capítulo III la composición de combatientes de los 
grupos neoparamilitares es en un gran porcentaje la misma que tenían las AUC y, por otro lado, 
conservar a la población sin el conocimiento de cuáles son sus derechos, ni de los mecanismo de 
protección, que aunque ineficaces, les provee la Ley.  Además por el lenguaje mismo de las 
amenazas se puede entrever que estas personas y organizaciones son asociadas por los grupos 
neoparamilitares como allegadas a la insurgencia, por ello no se descarta que esta sea un viso 
adicional del carácter contrainsurgente de estos grupos, aunque en un sentido menos práctico al 
expuesto en la segunda parte del Capítulo III de esta monografía.   
De esta forma, el propósito inherente a este tipo de amenaza, como lo es también en las 
amenazas contra líderes de restitución, consiste básicamente en resquebrajar todos aquellos 
procesos que se enfoquen en fortalecer los dos objetivos en materia de derechos humanos 
enunciados anteriormente. Esto lo logran a través de intimidaciones a quienes lideran estos 
procesos, pues una vez la persona que encabeza un propuesta de fortalecimiento comunitario 
abandona este proyecto, las organizaciones suelen quedar acéfalas, sin alguien que tome la 
vocería del conglomerado por temor. Así las organizaciones tras una amenaza tienden a su 
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debilitamiento y posterior desaparición que es en final el objetivo de quienes profieren este tipo 
de intimidación más aún cuando se tiene interiorizado como referente histórico el repertorio de 
violencia que ejecutaron los paramilitares en la década de los 90s.  
 
Casos Emblemáticos de Amenazas contra la reivindicación de Derechos Humanos: 
 
 En Chigorodó (Antioquia) el 28 de junio de 2011, autoridades indígenas del Resguardo 
Polines recibieron amenazas de Los Urabeños por oponerse a la siembra de coca y a la 
vinculación de jóvenes indígenas a ese grupo. 
 En Sincelejo (Sucre), entre los meses de marzo y junio de 2011, integrantes del MOVICE 
capítulo Sucre, incluida su vocera, recibieron numerosas y continuas amenazas de muerte 
por correo electrónico. En uno de los mensajes se amenaza también a la hija de 15 años de 
una de las víctimas. 
 En Apartadó (Antioquia), el 11 de julio de 2011 la analista del SAT para el Urabá recibió 
amenazas en su celular luego de haber evitado que Los Urabeños vincularan a un joven 20 
años. La analista tuvo que abandonar la zona.  
 
4.2.4 Amenazas contra procesos sociales de enfoque de género:  
  
¿Por qué se convirtieron las mujeres en objetivo militar de los grupos neoparamilitares? 
 
“Las mujeres somos las sobrevivientes de la guerra. Le hablo de 
mi caso. Fui abusada sexualmente por nueve paramilitares en el 
año de 1999 en el municipio de Montelíbano (Córdoba) donde 
nací, de ahí fui desplazada en el año 2000. Ese año mi padre, mi 
hermano y mi esposo fueron asesinados por paramilitares en 
Córdoba acusados de colaborar con las FARC. Yo me vine para 
acá y regresé a Montelíbano en el año 2003 por que me dijeron 
que con la desmovilización se podía volver a entrar. Al mes de 
haber regresado fui amenazada y tuve que salir nuevamente. 
Entonces me la paso de aquí para allá, ya no se ni de donde soy.  
Yo entré a Justicia y Paz para contar esto que le estoy contando. 
Por eso me están amenazando ahora. Yo no sé si hubiera sido 
mejor no haber dicho nada, ahora pienso en que me van a venir 
a buscar hasta acá, vivo pensando en cuando es que me cogen 
en una esquina y me pasan al “papayo”, me entiende eso. 
Entonces como le digo las mujeres somos las que ahora 
estamos diciendo la verdad de lo que pasó y sigue pasando por 
eso nos persiguen. Yo soy lideresa y por eso tengo más peligro 





amenazadas, son mujeres madres, hijas, esposas, campesinas, 
son mujeres como usted196” 
 
La violencia contra organizaciones de mujeres e iniciativas de fortalecimiento de la mujer se han 
registrado desde la década del 90, tanto en zonas rurales como urbanas. Sin embargo, a partir del 
año 2008 se percibió una intencionalidad mayor por parte de Grupos Armados Ilegales por 
amenazar los procesos liderados por mujeres en el país. 
 
Este tipo de violencia contra las mujeres ha sido recientemente documentos en el Informe de 
Small Arms Survey sobre el Feminicidio como problema global, en el cual Colombia se ubica como 
el décimo país con las más altas tasas de feminicidios por cada población de 100,000 mujeres. A 
este Informe se suma el publicado por la ONG Amnistía Internacional sobre la  violencia sexual y 
otros hechos de violencia contra mujeres presentado en Septiembre de 2011, mismo mes en el 
que se llevo a cabo el Tribunal Simbólico contra la violencia sexual en Colombia.  
 
Las amenazas contra mujeres y sus Organizaciones se han dado en el marco de varios procesos 
que han incrementado su grado de cohesión social, empoderamiento y visibilidad. Entre ellos se 
encuentran, el Auto 092 de 2008, normativa aprobada con el objeto de proteger los derechos 
fundamentales de las mujeres afectadas por el desplazamiento forzado por causa del conflicto 
armado. A este proceso se suma la Ley de Justicia y Paz (975), al ser las mujeres las sobrevivientes 
de muchos casos de violencia en la década del 90, encuentran una identificación común que las 
lleva a rápidos procesos de cohesión social  que se expresa en liderazgos. 
 
Como lo dice el testimonio con el que inicia este apartado, las mujeres son hoy día los principales 
testigos y portadoras de información sobre delitos de lesa humanidad y violaciones a los Derechos 
Humanos, por lo cual han abierto una ventana de oportunidad para que se conozcan y visibilicen 
cada vez más, hechos de violencia que había estado en la impunidad hasta ahora. Este  
empoderamiento de la mujer ha llevado a que se aumente su participación e incidencia en 
espacios decisionales en los que sectores particulares y Grupos Armados Ilegales tiene interés por 
controlar.   
 
Las mujeres han sido amenazadas en los últimos cinco años mayoritariamente por los roles que 
ejercen en materia de: prevención del reclutamiento forzado, visibilización de la violencia sexual, 
impunidad y reclamación, reivindicación de los derechos humanos, veedurías sociales, 
fortalecimiento comunitario, desplazamiento forzado y restitución de tierras, entre otros.  En este 
sentido, la intención subyacente a las amenazas contra las mujeres es establecer un mecanismo de 
presión psicológica sobre ellas para que no denuncien los casos de violación de derechos 
humanos, para que no develen información sus acciones, zonas de operación e intereses y para 
que en final se mantengan fragmentadas y así controlarlas más fácilmente.  
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Vale la pena resaltar que este tipo de violencia contra mujeres no sólo se produce en el marco de 
acciones de defensa de derechos o liderazgos particulares. Como lo decía el testimonio inicial, la 
violencia contra mujeres es generalizada, a las mujeres se les amenaza por el sólo hecho de hacer 
reuniones para departir un alimento, para socializar o simplemente para compartir sus historias. 
La violencia le apunta a romper cualquier tipo de iniciativa de cohesión social que pueda 
eventualmente afectar intereses o controles de los grupos neoparamilitares.  
 
A continuación se presentan los casos más emblemáticos de amenazas contra procesos con 
enfoque de género presuntamente cometidas por grupos neoparamiltiares, así como un mapa en 
el que se registran las zonas afectadas por amenazas de cualquier tipo durante el periodo 2010-
2011. 
 
Casos Amenazas contra proceso con enfoque de género: 
 
 El 18 de Diciembre de 2011 fue asesinada la dirigente de población desplazada en el 
municipio de MOCOA (Putumayo). 
 El 22 de Agosto de 2011 el “Colectivo nacional de mujeres víctimas del conflicto armado: 
mujeres restableciendo derechos” denunció amenazas recibidas por presuntos miembros 
de los GAIs-Post-AUC “Los Rastrojos”, “Águilas Negras” y “Ejército Revolucionario Popular 
Comunista (ERPAC)”, en Cartagena y Bolívar.  
 El 25 de Julio de 2011 fue asesinada una integrante de la Liga de Mujeres Desplazadas en 
el municipio de TURBACO (Bolívar). La víctima era beneficiaria de Medidas Cautelares 319-
09 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Esta organización ya 
habría recibido amenazas por GAI-Post-AUC que se autodenominaban “Águilas Negras” y 
“ERPAC”. 
 El 6 de Julio de 2011, en ITUANGO (Antioquia) el Sistema de Alertas Tempranas de la 
Defensoría del Pueblo emitió un Informe de Riesgo, donde se registra una amenaza 
publicada en un blog de internet, con dos listados de 2.655 personas (el primero con 1.999 
personas, al parecer, en condición de desplazamiento forzado del año 2009 y el segundo, 
con 656 personas sin la condición de víctimas). Las personas amenazadas son señaladas de 
ser milicianos y colaboradores de las FARC. En tal listado, se encuentran entre varios 
perfiles de víctimas, miembros de la asociación de mujeres.  
 En el mes de Junio de 2011 se recibió el antecedente de amenaza más directo a la 
registrada el pasado 27 de Febrero, en este caso fueron objeto de intimidación varias 
Organizaciones de Mujeres. 
 El 8 de Junio de 2011 fue asesinada una líder comunitaria que pertenecía a la Asociación 
de Líderes Hacia Adelante por un Tejido Humano de PAZ –LATEPAZ- en MEDELLÍN 
(Antioquia). Como ella, muchas otras lideresas han sido asesinadas, muchas son 





 El 2 de Junio de 2011 fueron amenazadas por medio de panfletos firmados por “Los 
Rastrojos” las organizaciones de mujeres Sisma Mujer, la Red de Empoderamiento de 
Mujeres de Cartagena y Bolívar, FUNDEMUD (organización que hace parte del Colectivo de 
Mujeres Desplazadas de Cali y el Colectivo Nacional “Mujeres Restableciendo Derechos”), 
FUNDHEFEM (organización articulada a la Coordinación Nacional de Mujeres en Situación 
de Desplazamiento), a la Casa de la Mujer, a la Ruta Pacífica de Mujeres y  a varias 
lideresas de estos procesos.  
 El 29 de Abril de 2011 fue asesinada una líder de la Asociación de Desplazados de La 
Apartada –ASODESLAP-  en el municipio La Apartada (Bolívar).  
 El 4 de Abril de 2011 circuló un panfleto amenazante vía correo electrónico por parte del 
Ejército Revolucionario Popular Anticomunista –ERPAC-, en donde se declaraba como 
objetivo militar a organizaciones de población desplazada y al Comité de Seguimiento al 
Auto 092 de Cartagena, del cual hacen parte varias organizaciones integrantes del 
Observatorio de los Derechos Humanos de las Mujeres en Colombia. 
 
Mapa 9: Casos de Amenazas Relevantes para el período 2010-2011197:  
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Como lo muestra el mapa anterior las amenazas en Colombia durante los años 2010 y 2011 se 
presentaron en casi todo el territorio nacional, tanto en zonas rurales como urbanas. A lo anterior, 
se suma que en un 90% coinciden las zonas en las que se presentaron amenazas con las que 
presentan actividad por parte de grupos neoparamilitares. Desafortunadamente, como se ha 
mencionado anteriormente, la amenaza es una de las prácticas identificadas de accionar de estos 
grupos ilegales que más alto grado de impunidad presenta. En la mayoría de los casos 
emblemáticos presentados en cada una de las categorías previamente expuestas, las Autoridades 
señalaron que no había investigaciones en proceso y que podrían tratarse de auto-amenazas.  
 
4.3 Las Amenazas Indiscriminadas:  
 
Se han analizado anteriormente las amenazas de carácter discriminado o selectivo. En este 
apartado me propongo analizar aquellas intimidaciones que tienen una tipología generalizada y 
están proferidas contra comunidades, barrios o sectores generales de la sociedad entre ellos: 
trabajadoras sexuales, consumidores y vendedores de alucinógenos, homosexuales y personas 
que viven con el virus del VIH.  Vale la pena aclarar metodológicamente que dentro de este tipo de 
amenazas de tipo indiscriminado pueden presentarse casos en los que hay listas de nombres 
específicos, pasando a ser amenazas selectivas. Sin embargo, las que se tratarán en este apartado 
se caracterizan por su intencionalidad indiscriminada al remitirse contra sectores o comunidades 
enteras y no contra personas específicas.  
Justamente, en el caso de las amenazas indiscriminadas cuenta decisivamente el mensaje que 
comunican los neoparamilitares poniendo el énfasis en que ninguno está a salvo, bien sea en 
referencia a un barrio o a un grupo social, y que si la población civil no obedece sus conductas 
normalizadoras cualquier podría ser objeto de su violencia.  
 
Luego de esta aclaración metodológica, me propongo presentar al lector las principales 
intencionalidades que subyacen a las amenazas proferidas por grupos neoparamilitares. Entre las 
posibles motivaciones de estos Grupos Armados Ilegales para proferir amenazas contra sectores 
sociales en varios Departamentos del país está por un lado, la posibilidad de dictar a través de un 
aparato coercitivo patrones o códigos de conducta en tejidos sociales fragmentados, sobre los 
cuales no se ha consolidado un poder hegemónico y que, por lo tanto, se encuentran en disputa 
con otros grupos armados ilegales. Esta imposición de restricciones a las libertades, desarrollo de 
la personalidad y horarios de movilidad implican, no sólo, los patrones de conducta que debe 
seguir la sociedad para no ser incluida en el proceso de “limpieza social”, sino también un mensaje 
de quién es el poder en la zona y a quien se “debe” obedecer.   
 
El temor generalizado se constituye en un instrumento para garantizar que ante posibles 
consecuencias del incumplimiento de las restricciones las comunidades empiecen a responder con 
obediencia y subordinación hacia el aparato que les coerciona y terminen por acceder a la 





Así pues, cuando un Nuevo Grupo Armado Ilegal efectúa acciones de “limpieza social” no sólo 
genera un control poblacional, sino que a la vez demuestra la capacidad que tiene de ejercer el 
monopolio ilegal de la justicia, con base en una serie de concepciones propias del grupo sobre lo 
que es considerado para ellos como apropiado o inapropiado al interior de la sociedad. 
 
Este tipo de acciones también son útiles a los grupos armados ilegales para romper las redes de 
solidaridad entre las comunidades. Al hacer el ejercicio de conversar con miembros de la 
comunidad de los barrios Altos de la Florida y Caracolí en Soacha (Cundinamarca) me encontré con 
testimonios que no me esperaba encontrar. Por ejemplo, una persona de la comunidad planteaba 
que “si aquí no va a venir la Fuerza Pública, por que esta es tierra de nadie, pues que vengan y 
hagan la limpieza de tanto vago, putas y delincuentes,  lo que queremos es seguridad”.  Al 
escuchar estas palabras y al observar en internet algunos de los comentarios que se hacían a los 
artículos de prensa relacionados con los panfletos de “limpieza social” como el siguiente198 
Pude concluir que otro interés que tienen las amenazas es el de romper  los lazos de solidaridad y 
a través de ello legitimar sus prácticas, poder y presencia frente a una porción de la sociedad. 
Aunque parezca inverosímil a través de este tipo de prácticas un grupo neoparamilitar puede 
encontrar un sinnúmero de adeptos, con el sólo hecho de publicitar acciones de violencia.   
A lo anterior su suma que usualmente los tejidos sociales en los cuales circulan las amenazas son 
fragmentados, mantiene altos niveles de pobreza y se caracterizan por la presencia de varios 
grupos armados ilegales. Por tener estos rasgos, la disputa para lograr el control poblacional se 
puede lograr a través de mecanismos que permitan la regulación de la vida social de las personas, 
como por ejemplo las amenazas de carácter indiscriminado.  
 
Frente a las amenazas proferidas por grupos neoparamilitares se puede concluir que tanto en la 
categoría de amenazas selectivas como indiscriminadas, por su bajo costo, alta efectividad y 
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profundo grado de impunidad se ha convertido en una práctica recurrente por parte de los grupos 
neoparamilitares con al menos tres propósitos comunes: Ejercer control social sobre las 
comunidades, evitar que se organicen en defensa de sus derechos y garantizar que no afectan sus 
intereses políticos, económicos y de control territorial.  
 
Casos Emblemáticos 2011:  
 
 1 de Diciembre, VALLEDUPAR (Cesar): Desconocidos asesinaron con arma de fuego a un 
hombre, en el barrio Bello Horizonte. Hay preocupación en la comunidad pues presumen 
que se trató de una "limpieza social" 
 28 de Septiembre, CAJAMARCA (Tolima): En el corregimiento Anaime, un joven de 25 años 
fue asesinado con arma de fuego cuando se encontraba en un establecimiento comercial. 
Al parecer, el hecho se relaciona con una "limpieza social". 
 21 de Septiembre, CERETÉ (Córdoba): Se tuvo conocimiento sobre la circulación de 
panfletos amenazantes de "limpieza social", en los que se amenaza a diversos sectores 
sociales en la zona urbana y en los corregimientos de El Retiro de los Indios, Martínez y 
Manguelito. 
 9 de Junio, COROZAL (Sucre): Presuntos integrantes de Los Rastrojos distribuyeron 
panfletos de "limpieza social". Está dirigido contra "bandidos, viciosos, jíbaros, rateros, 
ladrones de cuello blanco y expendedores de sustancias alucinógenas" y les dan un plazo 
de 24 horas para abandonar el municipio. 
 26 de Agosto, (Caquetá): Se publicó un panfleto que alerta sobre la realización de una 
"limpieza social". El mensaje fue presuntamente firmado por alias "Paquita‟ , un ex 
paramilitar de las antiguas AUC. 
 25 de Agosto, CALI (Valle del Cauca): En el barrio El Poblado del Distrito de Aguablanca, 
desconocidos armados asesinaron a cuatro personas e hirieron a una más. Al parecer, las 
víctimas eran consumidores de drogas y el hecho se relaciona con una "limpieza social". 
 27 de Julio, GARZÓN (Huila): En los barrios 20 de Julio, Julio Bahamón y Los Comuneros, 
circularon panfletos que amenazan con llevar a cabo una “limpieza social”. Al parecer, los 
mensajes fueron distribuidos por el grupo armado ilegal post-desmovilización “Aguilas 
Negras”. 
 7 de Agosto, SINCELEJO (Sucre): Un panfleto amenazante firmado por presuntos miembros 
de las "Autodefensas Gaitanistas" fue distribuido en el barrio Villa Katy. Los mensajes 
alusivos a una "limpieza social" contienen una lista de varias personas que supuestamente 
son violadores, ladrones y drogadictos. 
 6 de Julio, BARRANQUILLA (Atlántico): En la comunidad del sector Villa Norte en el 
corregimiento La Playa, un supuesto grupo de "limpieza social" ha repartido unos 
panfletos amenazantes, los cuales dictan toque de queda después de las 10 pm para los 







4.4 Homicidios Selectivos: 
 
¿Qué pasó en la noche del 21 de Marzo en este lugar? 
 
“Mi hermana de 17 años fue desnudada, golpeada y 
obligada a comer estiércol públicamente, después muchos 
hombres de “Los Rastrojos”, yo no se bien como cuantos 
eran, pero eran hartos, la asesinaron”.199 
 
Considero que el análisis de los ataques contra la integridad física ejecutados contra civiles por 
parte de grupos neoparamilitares resultan ser claves en la comprensión de su naturaleza y del tipo 
de afectación que generan en las comunidades. 
 
Para dar al lector una idea del grado de violencia física ejecutada por los grupos paramilitares, 
según el Grupo de Memoria Histórica  de la CNRR  entre 1980 y 2010, los paramilitares fueron 
responsables de 1.147 de las 1.974 masacres (58,1%), mientras que las guerrillas lo fueron por 359 
(18,2%) y los miembros de la Fuerza Pública por 159 (8%). En los eventos de asesinatos selectivos 
que ha documentado parcialmente Memoria Histórica entre 1988 y 2010, los grupos paramilitares 
fueron responsables de 1.851 de los 4.821 acciones de asesinato selectivo (38,4%), mientras que 
las guerrillas lo fueron por 861 (17,8%) y los miembros de la Fuerza Pública por 477 (9,9%).200 
 
Lo primero que quisiera indicar es que frente a las cifras de la categoría de homicidios hay un 
debate nacional, pues mientras la Policía Nacional reporta un decrecimiento en la tasa de 
homicidios desde el año 2002, organizaciones sociales señalan que hay focos regionales en los que 
los homicidios no muestran decrecimiento sino aumentos sostenidos.  
 
Por ejemplo en su balance del año 2011, la Policía Nacional reportó una reducción del 5% por 
ciento en los homicidios frente al 2010, cerrando con 14.746 muertes violentas, mientras que en el 
año 2010 se registraron 15.459, lo que daría como resultado 713 muertes menos.  
En la misma línea, según el primer informe preliminar realizado por el Centro de Referencia 
Nacional sobre Violencia (CRNV) del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el 
homicidio se sitúa como la primera causa de muerte violenta en el año 2011 con una participación 
del 60.54% de las 23.742 muertes violentas, que incluyen accidentes de tránsito (4.984 casos),   
Otros accidentes (2.785 casos) y los suicidios con (1.599), (Ver Tabla No. 1). Según esta fuente, los 
datos de homicidios van mostrando una disminución con respecto al año 2010, al pasar de 15.856 
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homicidios en ese año a 14.374 en 2011, para una diferencia porcentual de 9.3% de un año a otro, 
(Ver Tabla No. 1).  
Tabla 1 201 
 
 
En resumen, como ha sido la tendencia de reporte de las fuentes oficiales en los últimos años 
frente a los homicidios, tanto la Policía Nacional como Medicina Legal reportan una disminución 
en el número de víctimas de esta categoría de análisis, con una diferencia total de 372 víctimas 
entre un reporte y otro, (Ver Tabla 2).  
 













Este panorama que pareciera sustentarse en la frase de “las cifras de la guerra y la guerra de las 
cifras” se le suman los análisis de caso presentados por las Autoridades. Mientras el ex ministro de 
Defensa, Rodrigo Rivera, reconoció que los grupos neoparamiliatres fueron responsables del 47% 
de los homicidios ocurridos en el 2010, es decir, algo más de siete mil202, estas acciones tienden a 
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ser registradas como persecución al crimen organizado, intolerancia social, ajustes de cuentas o 
simplemente como crímenes pasionales. Así, un alto porcentaje de casos no son tomados como 
homicidios en el marco del conflicto armado y resultado de violaciones a los derechos humanos y 
el DIH, sino desechados como parte de un problema de inseguridad normal en países con ciudades 
principales como Colombia. Por ejemplo, el cuadro a continuación, elaborado por  Medicina Legal 
en su Informe Anual de 2010, muestra que al menos 2.689 homicidios habrían sido resultado de 
violencia interpersonal y tan sólo 1.229 de la violencia sociopolítica (Tabla 3) y digo, “tan solo” por 
que la cifra resulta ser irrisoria para un país en conflicto armado con más de 10 grupos armados no 





Esta disputa por el posicionamiento de las cifras ha llevado a que a los analistas recurramos cada 
vez más al análisis cualitativo de esta categoría. Por esa razón, me concentraré en estudiar el perfil 
de las víctimas, las áreas de mayor afectación y posibles intereses en la ejecución de ataques 
contra la integridad física por parte de los grupos neoparamilitares.  
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4.4.1 Perfil de las víctimas e intencionalidad en los 
homicidios:   
 
“A esa familia la mataron por que Los Rastrojos 
empezaron a perseguir al niño que era “campanero” de  
Los Urabeños. Ahí fue cuando él se entró a la casa de los 
del frente para salvarse entonces lo asesinaron con todas 
las personas que se estaban dentro de la casa”204.  
 
La tipología de perfil de víctimas que se presenta a continuación fue construida de acuerdo con un 
análisis de una muestra de casos de homicidios perpetrados por grupos neoparamilitares entre 
enero de 2010 y diciembre de 2011. A continuación presento los perfiles de víctimas que 
mayoritariamente fueron víctimas de ataques a la integridad física durante dicho periodo de 
tiempo por parte de neoparamilitares (Gráfico IX).  
 
Gráfico IX: Perfiles de Víctimas de Homicidios por parte de neoparamilitares:  
 
Este esquema nos permite concluir que los perfiles de víctimas de homicidio de grupos 
neoparamilitares están principalmente asociados a aquellas personas que afectan de manera 
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directa o indirecta intereses de carácter económico, político, militar y de control social de dichos 
grupos ilegales.  
 
Por ejemplo, para el perfil de víctima No. 1 la mayoría de personas son miembros de los grupos 
neoparamilitares de las dos facciones explicadas en el Capítulo III de esta monografía. Los 
homicidios en el marco de esta categoría son usualmente de “Los Rastrojos” contra “Los 
Urabeños” y viceversa, así como de sus aliados205. En la misma línea, así como se ha explicado en 
apartados anteriores. Para el caso de asesinatos de miembros de las guerrillas en las zonas en las 
que se disputan, podríamos decir que en su mayoría responden a casos de combates, más que de 
homicidios en estado de indefensión.  
 
El perfil de víctimas No. 2 corresponde a aquellas personas involucradas en economías ilícitas 
como puede ser el caso de algunos prestamistas, cobra-diarios, mototaxistas, vigilantes privados y 
funcionarios de casas de apuestas que son recurrentemente asesinados por grupos 
neoparamilitares en regiones como la Costa Atlántica. La subsistencia de economías ilícitas que 
facilitan el lavado de dinero de grupos neoparamilitares ha desembocado en ataques a la 
integridad física de quienes no actúan conforme a lo ordenado por el grupo ilegal. Es importante 
mencionar en esta categoría que no se trata de un perfil de víctimas generalizado, que no todos 
los mototaxistas, prestamistas, etc., tienen algún tipo de vínculo con grupos neoparamilitares, ni 
que todas las economías existentes en la Costa Atlántica se desarrollen en medio de la ilegalidad. 
Sin embargo, como fue explicado en el Capítulo II de esta tesis, frente a las economías urbanas 
hubo desde antes del proceso de desmovilización intenciones manifiestas de Bloques de las AUC 
por controlarlas y cooptarlas, intereses que fueron heredados por los actuales grupos ilegales.  
 
El perfil de víctimas No. 3 hace referencia a aquellas personas consideradas por un grupo 
neoparamilitar como “colaboradores” de otro grupo ilegal en disputa. El testimonio inicial de este 
apartado es uno de los tantos casos reseñados entre 2010 y 2011 que se ubican en esta misma 
categoría. Dentro de ella se encuentran los denominados “puntos” o “campaneros” del grupo 
ilegal en disputa, y en general, cualquier persona de la comunidad que sea señalada de tener 
vínculos con el grupo contrario. La estigmatización creciente de las poblaciones de pertenecer o 
colaborar con uno u otro bando en el conflicto ha llevado a que este tipo de homicidios se 
incrementen en las zonas en las que no hay un grupo ilegal hegemónico.  
 
Con la llegada cada vez más creciente de grupos neoparamilitares a nuevas zonas del país (Ver 
mapas de presencia en el Capítulo II de esta monografía) el grado de estigmatización de las 
poblaciones se ha elevado significativamente, al considerar éstos a toda la comunidad como 
allegada al grupo ilegal que ha hecho presencia permanente en las zonas antes de su llegada. Al 
analizar los casos muestra para la construcción de esta categoría pude observar que en la mayoría 
de ellos se presentan torturas, actos de sevicia y maltrato psicológico previo al asesinato, 
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usualmente mostrados a toda la comunidad como “castigos” y mensajes de miedo para todos los 
que habitan en el área.  
 
En el perfil de víctimas No. 4 se encuentran aquellos civiles que se rehúsan al control social 
ejercido por grupos neoparamilitares. Entre ellos se listan comerciantes, profesores, sacerdotes y, 
cualquier miembro de la comunidad, que desafíe la presencia y poder de los grupos 
neoparamilitares en la cotidianeidad. Ejemplo de ello son los homicidios contra comerciantes que 
se rehúsan a pagar extorsiones; profesores que previenen la entrada de combatientes a las 
escuelas; sacerdotes que se oponen al reclutamiento forzado de menores, entre otros casos 
registrados.  
 
El perfil de víctimas No. 5 corresponde a las personas que afectan intereses de tipo político, 
económico o militar de los grupos neoparamilitares. Se diferencia de la categoría anterior en que 
en este caso no se trata de actividades o acciones de personas en la cotidianeidad/día a día de las 
personas sino de la afectación de intereses macro. En esta categoría se encuentran los líderes de 
restitución de tierras, defensores de derechos humanos, gobernadores indígenas, líderes 
comunitarios y sociales, periodistas, sindicalistas y, todas aquellas personas que desarrollan un rol 
de visibilización y control en temáticas que afectan los intereses anteriormente mencionados.  
 
Como se ha podido evidenciar la intencionalidad que subyace a los homicidios perpetrados por 
grupos neoparamilitares es la de conservar el control social sobre las comunidades, generar temor 
o desestabilizar y conservar el control territorial sobre sus zonas de operación y negocios ilícitos 
por encima de los demás grupos ilegales presentes en sus mismas áreas. Quienes se rehúsan a ser 
parte de este ciclo de control son objeto de ataques directos. Para mayor ilustración de casos en 
los diferentes perfiles de víctimas al final de este apartado se presentan algunos homicidios de 
acuerdo a las categorías expuestas.  
 
También vale la pena resaltar que el retorno a la sevicia en los asesinatos selectivos de los 
diferentes perfiles de víctimas enunciados, siguiendo la línea argumentativa de Suárez, se usa para 
cimentar su reputación de violencia como nuevo poder emergente o como consolidación y 
continuación del anterior. Según este autor, al comparar las tendencias de la sevicia en las 
masacres y los asesinatos selectivos, se puede constatar que después de 2006 ésta desaparece de 
las masacres, mientras que registra un pico de crecimiento en 2007 en los asesinatos selectivos y 
luego decrece pero mantiene un nivel importante pero sobre todo estable desde 2008 hasta 
2010.206  
 
También llama la atención en el estudio de Suárez que “mientras desde 2002 las masacres con 
sevicia empiezan a decrecer aceleradamente hasta 2006, los asesinatos selectivos con sevicia 
hayan continuado creciendo hasta 2003 y que después de 2004, a pesar del decrecimiento, la 
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brecha se haya ahondado con las masacres”.207 Lo anterior revela que durante la etapa del 
proceso de paz con el gobierno Uribe, los paramilitares reforzaron sus “reputaciones de violencia” 
pero con un mecanismo menos visible para la opinión pública pero muy eficaz en su propagación 
del terror en el ámbito local.  
 
4.4.2 Zonas de ocurrencia de Homicidios Selectivos:  
 
Como se indicó al inició de esta sección además del análisis cualitativo del perfil de víctimas resulta 
vital analizar desde el punto de vista regional las zonas en la que persisten focos de violencia 
homicida.  Para esta sección me apoyo en el mapeo de dos fuentes que monitorean los homicidios 
y la presencia de grupos neoparamilitares, el Instituto Nacional de Medicina legal y la ONG Indepaz 
respectivamente para el año 2010. Dado que el mapa de homicidios de Medicina Legal para el año 
2011 no se encuentra disponible al momento de la edición de esta monografía para el año 2011 
hago uso del mapa de homicidios proveído por Naciones Unidas (construido con Información de 
















































































Con la ayuda de los mapas presentados anteriormente y el análisis de casos de homicidios 
ocurridos en los años 2010 y 2011 por grupos neoparamilitares según tipología de víctima, se 
puede llegar a las siguientes consideraciones finales: 
 
 Las zonas  de presencia de grupos neoparamilitares coinciden con los focos de violencia 
homicida de los años 2010 y 2011. Entre ellas se encuentran los departamentos de: 
Antioquia, Córdoba, Magdalena, Atlántico, La Guajira, Meta, Cauca, Huila, Nariño, Norte 
de Santander, Santander, Risaralda y Valle del Cauca.  
 Los Departamentos anteriormente mencionados son justamente aquellos en los que se ha 
consolidado la presencia de grupos neoparamilitares en los últimos dos años: Córdoba, 
Magdalena, Atlántico, Nariño, La Guajira, Valle del Cauca y Meta.  
 Adicionalmente, los departamentos que concentran mayor número de homicidios son 
aquellos en los que los grupos neoparamilitares conservan control territorial sobre rutas 
de tráfico de drogas y armas, entre ellos: Córdoba, Chocó, Cauca, Nariño, Valle del Cauca y 
Norte de Santander.  
 Las zonas de mayor concentración de homicidios, anteriormente mencionadas, son 
aquellas en las que habitan las poblaciones más vulnerables: indígenas, afro-colombiano y 
campesinos. En estas mismas zonas se adelantan procesos de integración social, 
reivindicación de derechos, restitución de tierras y fortalecimiento comunitario. Todos 
ellos procesos amenazados y atacados por grupos neoparamilitares en los últimos años. 
 Por último, las áreas con más altos índices de homicidio son aquellas en las que se ha 
evidenciado una presencia significativa de recursos naturales y mecanismos de 
financiación de grupos neoparamilitares, como por ejemplo la minera ilegal en el caso de 
Valle del Cauca, Bolívar, Cauca y Antioquia.  
 
Dado el debate de las cifras que esbocé al inicio de este apartado, cada vez más los analistas nos 
vemos en la necesidad de acompañar los análisis cualitativos con un sustento en evidencia que 
provea fortaleza a la argumentación. En varias ocasiones me he visto en situaciones en las que las 
explicaciones analíticas de tendencias sobre el accionar de grupos neoparamilitares terminan con 
la pregunta de  ¿tienes casos que sustenten esos “supuestos”?, para no dejar al lector con el 
sinsabor de esa pregunta, a continuación presento una corta pero diciente lista de casos 
emblemáticos relevantes a la categoría de homicidios presuntamente perpetrados por grupos 
neoparamilitares. La mayoría de los casos presentados a continuación fueron documentados a 
través de visitas al terreno en los últimos dos años a las zonas de influencia de grupos 
neoparamilitares. Como he hecho la salvedad en otros apartes de esta monografía, por seguridad 











Casos Emblemáticos:  
 
2011: 
 En Montelíbano (Córdoba) el 1 de julio, fue asesinado un líder indígena y su hermano 
resultó herido luego de una agresión de Los Urabeños. 
 En San Onofre (Sucre) el 23 de marzo, fue asesinado Eder Verbel Rocha, un líder de 
víctimas vinculado al Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado (MOVICE) Capítulo 
Sucre. En los hechos, su hermano y su hijo sufrieron heridas. En 2004, un hermano de la 
víctima también había sido asesinado y los miembros de su familia han estado recibiendo 
continuas amenazas e intimidaciones. 
 En Necoclí (Antioquia) el 16 de noviembre, fue asesinado Alejandro Padilla, líder y 
solicitante de restitución de tierras en el Urabá, que venía acompañando un proceso de 
restitución de 170 hectáreas de tierra en la vereda Nueva Esperanza desde 2008. 
 En Montería, (Córdoba) el 26 de noviembre, fue asesinado Leoncio Mendoza, padre de dos 
líderes de restitución de tierras y también solicitante de restitución de predios ubicados en 
Urabá. La víctima contaba con medidas de protección del Programa de la Ley 975. 
 En Medellín (Antioquia) el 14 de julio, una niña de 17 años fue asesinada por el jefe de un 
grupo armado ilegal surgido después de la desmovilización de organizaciones 
paramilitares, por haberse negado a tener relaciones sexuales con él, en presencia de 
otras dos niñas, de 17 y 14 años. Posteriormente, una de ellas también fue asesinada, y la 
otra resultó herida.  
 En Medellín (Antioquia) el 11 de junio, una niña de 12 años fue drogada y abusada 
sexualmente por miembros de dos grupos armados ilegales surgidos después de la 
desmovilización de organizaciones paramilitares compuestas por niñas, niños y 
adolescentes. La Fiscalía no avanzó en la investigación, a pesar existir evidencia médica de 
las consecuencias de la violencia ejercida contra la niña. 
 En Dibulla (Guajira) el 13 de febrero, fueron asesinadas tres personas, entre ellas una niña, 
como resultado de las disputas entre Los Urabeños y Los Rastrojos en la zona.  
 En El Bagre (Antioquia) el 15 de marzo, fueron masacradas diez personas como resultado 
de las disputas entre integrantes de Los Rastrojos en esa zona. 
 En Sopetrán (Antioquia) el 24 de abril, como resultado de disputas entre dos grupos de 
Medellín, fueron asesinadas 10 personas a quienes además se pretendió desaparecer.  
 En Villa del Rosario (Norte de Santander) el 31 de mayo, fueron asesinadas cinco personas 
como resultado de las disputas entre integrantes de Los Rastrojos. 
 En Zaragoza (Antioquia) el 8 de julio, cuatro personas, entre ellas un niño, fueron 
asesinadas por Los Rastrojos cuando perseguían al niño, quien era “campanero” (vigilante) 
de los Urabeños. El niño entró a la casa de una familia buscando evadir a sus 
perseguidores y Los Rastrojos asesinaron a todas las personas que se encontraban en la 
casa.  
 En San Bernardo del Viento (Córdoba) el 27 de julio, tres personas señaladas de colaborar 
con Los Paisas fueron asesinadas por Los Urabeños. La zona de los hechos esta bajo 





 En San Antero (Córdoba) el 25 de septiembre, cinco personas fueron asesinadas como 
resultado de las disputas entre integrantes de Los Paisas.  
 En Tierralta (Córdoba) el 5 de mayo, miembros de Los Paisas ingresaron a la vereda 
Quebrada Bonita, asesinaron a una persona y saquearon las casas de la comunidad 
acusando a los pobladores de apoyar a Los Urabeños.  Esta zona estaría en disputa entre 
Urabeños y Rastrojos por el control del narcotráfico.   
 En Policarpa (Nariño) el 27 de agosto, miembros de Los Rastrojos dispararon contra el 
presidente de la Junta de Acción Comunal del corregimiento de Madrigal a quien acusaron 
de ser informante de las autoridades. La intervención policial salvo la vida del líder. Un día 
anterior habían sido capturados en ese corregimiento dos integrantes de este grupo. 
 En Cumbitara (Nariño) el 12 de septiembre, fueron secuestradas cuatro personas, entre 
ellos dos niños, en la vereda El Desplayado por Los Rastrojos. Una de las víctimas fue 
acusada de ser informante de las autoridades y otra se negó a tener relaciones 
sentimentales con un integrante de Los Rastrojos. Después de 17 días de cautiverio, las 
cuatro personas fueron liberadas por el Ejército. 
 
2010208 
 En San Onofre (Sucre), el 18 de mayo fue asesinado Rogelio Martínez, quien pertenecía al 
Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado (MOVICE), capítulo Sucre, y lideraba el 
grupo de familias que en 2007 retornaron a la finca “La Alemania”. Desde 2009 se había 
acogido al Programa de Protección del Ministerio del Interior y de Justicia por presentar 
"riesgo extraordinario", según la calificación de la Policía.  
 En Santander de Quilichao (Cauca), el 23 de mayo fue asesinado Alexander Quintero, 
quien participó en la defensa de los derechos de las víctimas de la masacre del Alto Naya 
de 2001 y lideró procesos para propiciar la convivencia y coordinación entre las 
comunidades afrodescendientes, indígenas y campesinas del Alto Naya.  
 En Buenaventura (Valle del Cauca), el 10 de agosto fue asesinado Jair Murillo, líder de la 
Fundación Integral del Pacífico Nariñense, organización de desplazados afrocolombianos 
de Buenaventura.  El líder había sido previamente amenazado por las Águilas Negras.  
 En Necoclí (Antioquia), el 19 de septiembre fue asesinado el campesino Hernando Pérez, 
quien junto con otros líderes actuaba como enlace entre los campesinos y la Asociación de 
Víctimas para la Restitución de Tierras y Bienes (ASOVIRESTIBI) de Urabá (Antioquia), para 
promover reclamaciones de tierras despojadas por grupos paramilitares.  
 En Puerto Liberador (Córdoba), el 21 de marzo siete personas, incluidos dos niños, fueron 
víctimas de una masacre. La causa sería la disputa entre los grupos Los Urabeños, Los 
Rastrojos y Los Paisas. Ese mismo día y en el mismo lugar se registró otra masacre en la 
que fueron asesinados tres lancheros, presuntamente por el grupo Águilas Negras.  
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 En El Charco (Nariño), el 1 de octubre presuntos miembros de Los Rastrojos asesinaron a 
cinco miembros de una familia.  
 En Puerto Libertador (Córdoba), el 21 de marzo fue asesinada una niña de 17 años 
presuntamente por miembros de Los Urabeños, por haberse negado a tener relaciones 
sexuales con el jefe del grupo en la zona.  
 En Medellín (Antioquia), el 2 de abril un sicario asesinó al, Juez Octavo Penal del Circuito 
de Medellín. Las autoridades atribuyeron el crimen a miembros de un grupo armado ilegal 
surgido de la desmovilización de organizaciones paramilitares.  
 En Motelibano (Córdoba), el 11 de abril fueron asesinados la gobernadora del cabildo 
indígena de La Esperanza, Yolanda Isabel Álvarez Ibáñez, y su esposo. Las autoridades 
atribuyeron este crimen a miembros de Los Paisas. En ese mismo municipio, el 23 de 
noviembre fue asesinado un niño de 14 años presuntamente por integrantes de Los 
Urabeños.  
  En Puerto Rico (Meta), el 12 de agosto se atribuyó a miembros del “Ejército Revolucionario 
Popular Antisubversivo de Colombia” (ERPAC) el asesinato de una menor de 15 años que 
recibió más de 40 puñaladas.  
 
4.5 Violencia asociada a Economías Ilegales: 
 
Este apartado tiene como finalidad, presentar los hechos de violencia y afectaciones que sufre la 
población civil como consecuencia de las actividades económicas ilegales que llevan a cabo grupos 
neoparamilitares. La sección toma en cuenta dos tipos de economía ilegal a saber: la minería 
aurífera ilegal y el narcotráfico. Esto no quiere decir que los grupos neoparamilitares no 
intervengan o participen de otros tipos de actividades ilícitas, como el contrabando, el lavado de 
dinero, la extorsión y el secuestro extorsivo. Sin embargo, he seleccionado estas dos categorías 
bajo dos criterios: estas son las dos principales fuentes de economía de los grupos 
neoparamilitares, una de ellas, la minería ilegal muestra la incursión de estos grupos en una nueva 
forma de financiación, mientras que el narcotráfico representa una continuidad entre estos grupos 
y las antiguas AUC. En segundo lugar, estas dos formas de ingreso de los grupos neoparamilitares 
son las que hoy día generan mayores afectaciones  a la población civil, desde un punto de vista 
regional y nacional.  Habiendo  hecho esta aclaración metodológica procedo a explicar cada una de 
ellas, con un análisis de caso del Sur de Bolívar para el tema de minería aurífera ilegal.  
 
4.5.1 Minería Aurífera Ilegal: 
 
Según un estudio de la Defensoría del Pueblo realizado durante el año 2010 y dado a conocer en el 
mes de julio de 2011, la minería tradicional y la ilegal  en Colombia, se encuentran presentes en el 
44% de los municipios del país, y representan el 30% del total de las explotaciones mineras. Según 
dicha fuente, en Colombia hay, al menos, 3.600 operaciones de minería ilegal. Lejos de ser esta 





fenómeno ha sido desarrollado desde la época colonial por mineros que han transmitido esta 
forma de ingreso a sus sucesores y en la cual han encontrado una única forma de subsistencia.  
Sin embargo, este fenómeno ha presentado un mayor auge en la medida que se ha incrementado 
aún más su rentabilidad a nivel internacional209, así como ha aumentado el hallazgo de zonas de 
explotación. Por ejemplo, el Plan de desarrollo 2010–2014, entre las cinco locomotoras de la 
Prosperidad Democrática la de mayor prioridad es el “sector minero energético” al cual se le 
asigna el 41% del total de la inversión de las “locomotoras para el crecimiento y el empleo”; 
además de representar el 54% del total de la inversión privada. Esta situación ha desatado 
conflictos entre las diversas partes que intervienen en ella:  
 
 Por una parte, se generan disputas entre las grandes industrias mineras (multinacionales 
y/o nacionales) que han logrado la adjudicación de contratos de concesión en zonas en 
donde, desde hace largo tiempo personas sin título minero vigente llevan a cabo 
actividades mineras.  
 Por otro lado, también se presentan conflictos entre los mineros tradicionales que se 
sienten despojados de su único medio de sostenimiento, a pesar de que en muchos casos 
habían solicitado inútilmente la legalización de sus actividades.  
 A estas disputas internas entre quienes participan de actividades mineras, se suma la 
presencia y accionar de los grupos neoparamilitares y de guerrilla en zonas de explotación. 
En efecto, desde el año 2009 el conflicto ha tendido a trasladarse a las zonas de 
explotación minera, particularmente aurífera. Regiones como el Bajo Cauca, Córdoba, Sur 
de Bolívar, Valle de Cauca, Santander, Norte de Santander, Nariño y Putumayo 
presentaron durante el segundo semestre de 2011 hechos de violencia como homicidios, 
masacres, desalojos y reasentamientos involuntarios, extorsiones y amenazas asociadas al 
tema de la minería. Según la Policía Nacional, 151 municipios de 25 departamentos 
convergen actividades de minería ilegal y presencia de grupos armados ilegales, entre ellos 
neoparamilitares.  
 
La intervención en minería ilegal por parte de los grupos neoparamilitares ha tenido diversas 
manifestaciones, que considero es importante aclarar; varían de una región a otra, pero que según 
los análisis y visitas de terreno realizadas responden en su mayoría a la siguiente lógica:  
 Extorsión a los mineros de hecho y tradicionales a través de la solicitud de pagos 
mensuales, bien sea exigiendo una parte de la producción o una cuota por cada máquina 
de que disponga el minero.  
 Compra de la producción mineral a los mineros locales, inclusive a precios por encima de 
los ofrecidos por los receptores finales con el propósito de hacerlos pasar como 
producción de minas “fachada” (lavado de dinero).  
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 Importación de oro de contrabando y de maquinaria para la minería comprada con dinero 
proveniente del narcotráfico.  
 Ofrecimientos de “seguridad privada” a cambio de un porcentaje de la producción o cuota.  
El conflicto en las minas también suele estar asociado a una gobernabilidad deficiente, debido a 
que gran parte de la minería ilegal opera en zonas aisladas de los cascos urbanos, por lo cual las 
autoridades mineras y ambientales no intervienen al nivel necesario e incluso, en algunos casos, 
pueden también tener intereses sobre dichas actividades, particularmente a través del control de 
las regalías y exenciones. Según las visitas de terreno realizadas a la región del sur del Bolívar (una 
de las zonas con mayor explotación minera) y al municipio de Zaragoza en el Valle del Cauca, los 
miembros de la comunidad denunciaron actos de connivencia entre funcionarios públicos e 
integrantes de “Los Rastrojos” y las “Águilas Negras”.  
 
Esta situación es aprovechada por los grupos neoparamilitares que, en muchos casos, imponen 
forzadamente a los mineros sus condiciones y reciben réditos por ello a través de hechos 
violentos. En efecto, varios de los casos de homicidios y masacres de mineros en zonas de 
explotación, han sido resultado de los enfrentamientos entre grupos armados ilegales por el 
control territorial y social de las rentas mineras, incluso en aquellas zonas donde los mineros 
tienen títulos. Este tipo de violencia directa, me lleva a hacer una salvedad y es que no se debe 
estigmatizar toda la minería ilegal del país, asociándola generalizadamente a la connivencia con 
grupos neoparamilitares, dado que en varios casos ésta es realizada por personas/familias que de 
manera tradicional y hereditaria han venido desarrollando dicha actividad y no conocen otro 
medio de subsistencia.  
 
Al escenario de violencia, se suman los riesgos a la salud y seguridad a  que se exponen los 
mineros ilegales, los cuales pueden ser significativamente mayores que en la minería formal. La 
falta de regulación y control de la minería lleva a que no se apliquen las normativas con respecto a 
los temas de salud y seguridad. Por ejemplo, la Defensoría Regional de Boyacá advirtió que en el 
departamento, en promedio, cuatro mineros mueren al mes por efectos del ejercicio de la 
minería. Los efectos contaminantes no son perceptibles de manera inmediata por quienes 
participan de la minería, lo que lleva a que se disipe la conciencia sobre la peligrosidad de operar 
sin las condiciones apropiadas. A esto se suman los ya conocidos efectos sobre medio ambientales 
de los químicos utilizados para la explotación, otorgamiento de licencias en parques naturales y 
páramos , la deforestación, la contaminación del agua y la afectación a los suelos, entre otras 
implicaciones naturales.  
 
Por otro lado, en el aspecto social, la minería ilegal está asociada a fenómenos de sub-empleo, 
deficientes condiciones laborales, manifiesto incumplimiento de las garantías asociadas al 
contrato de trabajo e incluso llega a situaciones como el maltrato y trabajo infantil. Este panorama 
de deficiencias ha llevado a que se exasperen las inconformidades sociales y desemboquen en 
protestas y manifestaciones de las organizaciones mineras que reclaman mejores condiciones 






Asimismo, la minería ilegal vulnera los derechos de la población rural cuando no se cumplen los 
procesos de consulta previa. La depredación de la riqueza natural puede transformarse 
rápidamente en regalías, pero las opciones de desarrollo sostenible y humano no tienen futuro en 
el corto plazo. La disyuntiva es entonces entre expandir grandes inversiones productivas sin 
atender criterios de sostenibilidad y los intereses de la población, o generar megaproyectos210 con 
protección de los recursos y activa participación de las comunidades. El auge de la minería se 
refleja en la  dinámica de otorgamiento de licencias. Entre 2000 y noviembre de 2010, el 
Ministerio de Minas y Energía otorgó 7264 títulos mineros y tramitó 17.479 solicitudes en toda la 
geografía nacional211; mientras la superficie que se contrato rebasó las 5.8 millones de hectáreas, 
área superior a las extensiones dedicadas a la actividad agrícola del país (Ver gráfico X y mapa 10 
de Títulos Mineros). 
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Detrás de la infraestructura requerida para desarrollar la minería ilegal, particularmente la de oro, 
se encuentran los grupos neoparamilitares, quienes controlan las áreas y el proceso de extracción, 
y financian la compra o el alquiler de las dragas, las motobombas, las volquetas y las 
retroexcavadoras. Se convierten así en los beneficiarios de esta actividad, pues se apropian de las 
utilidades a costa de la explotación de trabajadores rurales. Los grupos neoparamilitares pueden 





una actividad artesanal y que vienen desarrollando de tiempo atrás. Pero mientras se da curso al 
trámite, la explotación continúa adelantándose en áreas no autorizadas por la autoridad minera y 
ambiental212 
También resulta pertinente para el propósito de este apartado presentar el mapa de las zonas de 
minería ilegal súper puesto al de la presencia de grupos neoparamilitares. Como se puede ver a 
continuación las zonas de explotación minera coinciden casi en su totalidad con las de presencia y 
accionar de las siete principales estructuras neoparamilitares. Este ciclo de violencia en el que se 
ve inmersa la población civil ha llevado al surgimiento de nuevas formas de relacionamiento entre 
la comunidad y los grupos ilegales, así como a la exasperación o aparición de tecnologías de poder 
para garantizar que el usufructo económico de estas actividades continúe llegando a los grupos 
ilegales.  
 
Mapa 12: Minería Ilegal en Colombia y presencia de grupos neoparamilitares en dichas zonas: 
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4.5.2 Análisis de Caso: Minería en el Sur de Bolívar: 
 
La región del Sur de Bolívar puede ubicarse geográficamente entre el río Magdalena y el río Cauca, 
surcado por la Serranía de San Lucas. Allí encontramos los municipios de El Peñón, Regidor, Río 
Viejo, Arenal, Morales, Simití, San Pablo, Cantagallo, Santa Rosa del Sur, Montecristo. Esta región 
se encuentra entre las que mayor número de declaraciones de áreas  mineras especiales tiene en 
el país213, pues se han declarado en los municipios  de Arenal, Morales, Montecristo, Barranco de 
Loba, Alto del Rosario,  Tiquisio, y recientemente en los municipios de Tiquisio y Río Viejo. Según la 
Defensoría del Pueblo, en un informe técnico realizado en octubre de 2007 para la declaratoria  de 
una de estas áreas especiales mineras, se estableció que: 
 
•  La actividad económica gira única y exclusivamente alrededor de la explotación de 
minerales auroargentíferos. 
•  Esta actividad se caracteriza por el laboreo anti técnico de las  explotaciones mineras, 
falta de seguridad, bajo nivel de tecnificación, y  escasez de equipos apropiados, además de 
falta de visión empresarial y conocimiento de la legislación minera. 
•  Los trabajadores mineros no tienen facilidad de acceder y/o gestionar insumos para los 
procesos de beneficio de materiales.  
•  En la actualidad existen grandes asentamientos mineros que requieren  apoyo técnico y 
económico.214 
 
El oro presente desde siempre en las montañas que conforman esta región ha sido elemento 
esencial en la base material de la vida de las comunidades indígenas, palenqueras, campesinas y 
agro mineras de este territorio; junto con el agua, la diversidad biológica de sus bosques, ciénagas 
y ríos ha permitido el desarrollo de sus culturas. Sin embargo el despojo por parte de 
conquistadores primero, empresas extranjeras después y ahora multinacionales es el elemento 
foráneo contra el cual se han resistido por décadas las comunidades allí asentadas.  
 
Así pues, el despojo del territorio no es un fenómeno nuevo, tampoco lo son las noticias sobre la 
presencia del oro en la región y mucho menos la defensa que del territorio hacen estas 
comunidades, frente a quienes vienen a despojar. Este escenario de descontento social favoreció 
el surgimiento de movilizaciones por mejorar las condiciones de vida (salud, educación, carreteras, 
servicios públicos) en 1985 y en 1996. Las exigencias de las comunidades no fueron escuchadas, 
por eso ellas se vieron obligadas nuevamente a movilizarse mediante un éxodo, pero esta vez, 
denunciando las graves violaciones a los derechos humanos y la latente amenaza de la incursión 
del paramilitarismo en la región. 
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Según el sociólogo Alfredo Molano, el éxodo campesino de 1998 duró 103 días, en el cual más de 
10.000 campesinos de la región se movilizaron hacia Cartagena, Bogotá, Medellín, 
Barrancabermeja y San Pablo, exigiendo garantías para el retorno y la permanencia en su 
territorio. Después de lograr que el Estado Colombiano se comprometiera mediante la firma de 
acuerdos, con estas garantías, las comunidades retornaron a la región. Pero inmediatamente la 
persecución sobre las comunidades arreció, el Estado incumplió con todos los acuerdos logrados y 
se desató una inmensa ola de crímenes en sus más aterradoras modalidades. 
 
Desde entonces las comunidades del Sur de Bolívar entendieron que la guerra que se desataba en 
su contra tenía una explicación: el oro. Es ahí cuando los paramilitares incursionaron en el casco 
urbano de Río Viejo en una toma de las más cruentas ejecutadas por paramilitares en la historia 
del país. El 25 de Abril de 1997 “un numeroso comando paramilitar –relata el Padre Javier Giraldo- 
se tomó el pueblo a las 19:30 horas, sacó violentamente de sus casas a muchachos pobladores y 
los hizo acostar el piso de la calle principal sin camisa, para darles latigazos. Cuando identificaron a 
Juan Camacho Herrera, afiliado a la Asociación Agrominera del Sur de Bolívar, organización de 
base que agrupa a los mineros pobres, lo asesinaron con siete impactos de fusil; luego lo 
decapitaron con un machete; pasearon su cabeza por el pueblo y jugaron futbol con ella; por 
último la clavaron en una estaca con su frente dirigida hacia la Serranía de San Lucas, advirtiendo 
a los pobladores que su proyecto consistía en el control de toda esa zona minera”215 
 
La situación no varió con la 
desmovilización de las AUC, en el sur de 
Bolívar hay actualmente presencia de 
grupos neoparamilitares que controlan la 
zona de explotación minera (Ver Mapa)216 
y aprovechan el aislamiento natural de la 
región y su marginalidad del desarrollo 
colombiano para someter a la población 
minera a todo tipo de hechos de violencia. 
Entre los grupos neoparamilitares de 
mayor envergadura que hacen presencia y 
generan control sobre la minería ilegal en 
el Sur de Bolívar se encuentran, las Águilas 
Negras y los Rastrojos, además de tener 
influencia de Los Urabeños en los 
departamentos del Magdalena Medio 
aledaños tal como lo muestra el mapa a 
continuación.  
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Es de anotar que, según una misión de terreno realizada a dicha zona, en el sector minero existe 
una fuerte presencia militar. En ella confluyen varias unidades militares, como el Batallón de Selva 
No. 48 el cual tiene una base ubicada a 15 minutos caminando desde el corregimiento de San 
Pedro Frío y quienes de manera permanente patrullan toda la zona incluyendo los corregimientos 
de San Luquitas y Mina Caribe, algunas veces, según información recogida en la región, junto con 
desmovilizados y personas encapuchadas.  
 
Frente la connivencia entre autoridades locales y miembros de la Fuerza Pública con grupos 
ilegales en el área no hay evidencias certeras pero sí indicadores de posibles nexos. Entre ellos, el 
hecho de que al Sur de Bolívar hayan ingresado al menos 200 retroexcavadoras sin que nadie se 
haya enterado217.  Se estima que por cada una de estas retroexcavadoras o dragas en las zonas de 
explotación sobre ríos hay cinco hombres que la manejan y brindan seguridad. Es decir, estaríamos 
hablando de un contingente de unos 1000 hombres en armas, sólo en la zona del Sur de Bolívar.  
 
Además de esta situación, los asentamientos mineros auríferos de pequeña minería y de minería 
de subsistencia en el sur de Bolívar muestran características similares:  informales e ilegales, sin 
planeamiento minero, utilización de técnicas  de beneficio de minerales no apropiadas, baja 
calidad de vida, alto índice de necesidades básicas insatisfechas, débil infraestructura física y 
social, entorno sociológico deprimente y alto deterioro del orden público que los tipifica como 
“zonas de conflicto y desplazamiento” lo cual exige propender a generar condiciones estables para 
hacer que la presencia del Estado gane legitimidad218 
 
Las formas asociativas mineras, cuando existen, han sido generadas por autogestión, desconocen 
las características y perspectivas del negocio y no tienen acceso a fuentes de financiación para 
acometer las obras de desarrollo minero y de generación de valor agregado a su producto. 
Desconocen,  asimismo, las condiciones del mercado y las posibilidades de realizar alianzas 
estratégicas con inversionistas en gran minería. En su mayoría están marginadas de los planes de 
desarrollo local, regional, departamental y nacional219  
 
En resumen, el Sur de Bolívar es una de las zonas con mayor potencial de explotación aurífera en 
el país, y a su vez, una de las áreas sobre las cuáles mantienen mayor interés los grupos 
neoparamilitares. El conocimiento de la realidad de violencia y sometimiento al que se ven 
expuestas las comunidades como resultado del interés por generar control sobre este tipo de 
economía resultó útil para analizar desde el nivel regional una dinámica que provoca afectaciones 
en muy diversas áreas del país.  
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Ahora que hemos analizado desde un nivel general y regional la problemática de la minera aurífera 
ilegal, me concentraré en el estudio del narcotráfico en su relación con los grupos 
neoparamilitares y las afectaciones que de dicha actividad derivan sobre la población civil. Como 
ha sido mencionado en el segundo Capítulo de esta monografía, nada de extraño tiene que en la 
tipología de definición de las Autoridades los neoparamilitares sean considerados como grupos 
narcotraficantes, siempre lo han sido, nacieron en los carteles de la droga y continúan en el 
desarrollo de estas actividades ilegales como una práctica que han entronizado desde su 
nacimiento. En lo que si habría discusión es en que sean grupos al servicio del narcotráfico. Como 
se verá a continuación más pareciera que la situación es a la inversa y  los narcotraficantes están al 
servicio de los neoparamilitares, como ha sido la dinámica históricamente.    
 
Colombia se ha configurado en uno de los principales productores y exportadores de cocaína en el 
mundo con una producción potencial estimada de 350 toneladas al año.220 La superficie sembrada 
de hoja de coca en 2010 alcanzó 62 mil  hectáreas,  un descenso del 9,6% frente al 2009 cuando se 
estimaron 68 mil hectáreas.  Los datos  evidenciaron un aumento en productividad reflejados en el 
número de cosechas por año. Las áreas de potencial de cultivo se han desplazado geográficamente 
en las últimas dos décadas y su movilidad ha sido elevada frente a la adopción de estrategias para 
controlar el crecimiento de los cultivos ilícitos. La persistencia en las regiones tradicionales donde 
se originaron, y la influencia de los actores armados ilegales, tanto la guerrilla como 
neoparamilitares, continúa como determinante para la presencia y concentración de los cultivos. 
 
La disponibilidad de tierras a bajo costo en áreas alejadas y de mano de obra barata en las zonas 
de colonización, además de la facilidad de establecer rutas de acceso aéreo a algunas islas del 
Caribe y a partir de ellas a los Estados Unidos, principal mercado de los estupefacientes,  favoreció 
el posicionamiento de Colombia en los circuitos de demanda internacional221. Lo anterior también 
se facilitó por la precariedad del estado  y las instituciones encargadas de combatir el crimen, 
aunado a los crecientes vínculos entre grupos neoparamilitares y Fuerza Pública tratados en el II 
capítulo de esta monografía.  
 
A ello se suma la rigidez de la estructura agraria para dar acceso a la tierra, a pobladores que no 
tienen otras opciones de vida e ingresos,  así como la carencia de programas productivos y de 
desarrollo rural que permitan una sustitución de cultivos rentables para las comunidades. Esto sin 
contar con las fumigaciones aéreas sobre cultivos de pan coger que desfavorecen el desarrollo 
agrícola de las poblaciones en zonas rurales.  
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En todas sus etapas de producción y comercialización, el narcotráfico ha conllevado  a altos riesgos 
asumidos por individuos motivados por un exceso de avidez de renta y por grupos armados 
ilegales que recurren a él como principal mecanismo de financiación. Su implantación durante los 
primeros años en las regiones de colonización y de frontera fue realizada con violencia  por ser 
una actividad que ha demandado desde siempre un exigente control territorial. Por los riesgos que 
conlleva frente a la ley desde sus tempranos orígenes los narcotraficantes han recurrido a la 
coerción armada para dominar regiones y controlar corredores estratégicos. 
 
Así pues, la violencia en el narcotráfico ha sido utilizada por los grupos neoparamilitares, al menos 
con cuatro propósitos a saber: a) Como elemento básico en la resolución de conflictos y como 
garantía  para el cumplimiento de los acuerdos; b)  Se utiliza como barrera de entrada de 
eventuales competidores; c) Es un mecanismo de protección de la propiedad obtenida 
ilegalmente; d) Se  puede usar contra las autoridades  para cooptarlas o para alterar las reglas del 
juego.222  A continuación, a manera de ejemplos para las tipologías anteriormente expuestas, 
presento algunos de los principales mecanismos de control y de dominación utilizados por los 
grupos neoparamilitares para garantizar que no haya intervención alguna en su negocio de 
narcotráfico.  
 
Los grupos neoparamilitares han recurrido crecientemente a la violencia contra quienes se 
rehúsan a participar de actividades ilícitas o entrar a participar de ella pero deciden abandonarlas 
en algún momento. Por ejemplo, un gran número de los homicidios contra desmovilizados y 
mototaxistas siguen esta lógica. Quienes se rehúsan a entrar en este tipo de negocios o fallan 
durante el proceso de distribución de un cargamento pueden ser víctimas de ataques contra su 
integridad física.  Este tipo de retaliaciones no son una práctica nueva al interior de los grupos 
neoparamilitares, desde la época de los cárteles de la droga y, posteriormente con las AUC, se 
acostumbraba a implementar “castigos ejemplarizantes” contra quienes traicionaban a los 
“patrones” en los negocios de la droga. En efecto, algunos de los casos con mayores niveles de 
tortura y sevicia fueron cometidos contra estas personas, al considerar que con ello se enviaba un 
mensaje a todos los que participaban de negocios ilícitos. 
 
Por otro lado, los grupos narcotraficantes y neoparamilitares han reclutado forzadamente a 
menores y jóvenes en situación de pobreza extrema para utilizarlos  como  “campaneros” o 
“puntos” palabras  comúnmente utilizadas por estructuras ilegales para denominar  a las personas 
que les proveen información  sobre los movimientos de personas extrañas a la zona o de otros 
grupos ilegales con quienes mantienen disputas por el control de los corredores estratégicos. Me 
permito citar nuevamente un caso documentado en el terreno, que a pesar de ya haber sido 
usado en anteriores referencias, resulta muy útil en la comprensión del tipo de violencia que 
ejercen los grupos neoparamilitares contra los niños y las niñas.“A esa familia la mataron por que 
Los Rastrojos empezaron a perseguir al niño que era “campanero” de Los Urabeños. Ahí fue 
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cuando él se entró a la casa de los del frente para salvarse entonces lo asesinaron con todas las 
personas que se estaban dentro de la casa”223. 
 
A los hechos de violencia anteriormente enunciados se suma el tipo de control social  que los 
grupos neoparamilitares ejercen en las comunidades para garantizar que ellas no interfieran en 
sus actividades ilícitas. Recurrentemente tanto Los Urabeños como Los Rastrojos han distribuido 
panfletos amenazantes en los departamentos de la costa atlántica, a través de los cuales  
restringen la movilidad de las personas en determinadas horas del día o de la noche, esto con el 
fin de garantizar que no haya personas observando los movimientos de cargamentos que ellos 
realizan y lograr un total control sobre el territorio. Con estos panfletos los grupos ilegales logran 
un doble propósito, además de llevar a cabo sus actividades ilícitas sin interferencia de actores 
externos, generan a través de las intimidaciones un control sobre la población que empieza a 
reconocerlos como el actor con el poder en la zona, usualmente quienes desobedecen estos 
“toques de queda” son victimas de ataques contra la integridad física o desplazamientos forzados. 
 
Otra de las violaciones de derechos humanos asociados a las formas de financiación de grupos 
neoparamilitares es la ocupación de bienes civiles. En diferentes zonas del país, particularmente 
en los departamentos de la costa pacífica se ha obtenido información según la cual grupos de 
naturaleza paramilitar fuerzan a la población civil a prestar sus viviendas o escuelas para ocultar en 
ellas insumos para el procesamiento de coca, y posteriormente, trasladarlos a los sitios de destino. 
Este tipo de acción, además de ser una violación al DIH por transgredir el principio de distinción de 
la población civil, la coloca en un alto nivel de riesgo, puesto que al guardar insumos de un grupo 
armado ilegal, pueden ser estigmatizadas de pertenecer o colaborar con él. 
 
Esta permanente vinculación forzada de la población civil al conflicto, ha llevado a que se 
incrementen los hechos de violencia por la disputa que sostienen las dos facciones principales de 
los grupos neoparamilitares224, que se sustentan en el interés por controlar el mayor número de 
rutas y corredores estratégicos para el tráfico de estupefacientes en el territorio nacional e 
internacionalizar sus contactos con otros carteles  que garanticen  su permanencia en el mercado 
global de las drogas. 
 
Por último, se encuentra una de las formas de violencia más comunes pero con mayor 
invisibilidad, la violencia sexual contra mujeres. Los grupos neoparamilitares han recurrido 
constantemente al abuso sexual de mujeres (niñas, adolecentes y adultas) al vincularlas con pagos 
a la prostitución forzada.  También se ha tenido información de abusos sexuales de mujeres que se 
niegan a participar en el narcotráfico o que denuncian la utilización de menores para estos fines. 
Este tipo de violencia ha llevado a que la violencia sexual sea utilizada como arma de guerra para 
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amedrentar a las organizaciones de mujeres cada vez más. Vale la pena aclarar que este tipo de 
violencia no se genera exclusivamente en relación con actividades ilícitas, la violencia sexual es 
hoy día utilizada por los actores armados  como un medio para alcanzar diferentes fines, entre 
ellos, el control poblacional, la retaliación contra otros grupos ilegales y la esclavitud o 
servidumbre domestica de ellas.  
 
Además de este análisis sobre el tipo de violencia ejercido por los grupos neoparamilitares resulta 
pertinente para este apartado, ubicar geográficamente las zonas de mayor número de cultivos en 
relación con la presencia de grupos neoparamilitare (Mapa 12). Esta herramienta gráfica nos 
permitirá encontrar continuidades y discontinuidades en el análisis de la participación de grupos 
neoparamilitares en el negocio del narcotráfico.  
 





La primera conclusión que se puede abstraer del mapa anterior es que la producción de coca 
durante el año 2010 se concentró en cuatro zonas: 
 
• En el norte de país, particularmente en el corredor entre el Urabá antioqueño y chocoano, que 
pasa por el sur de Córdoba, el bajo Cauca, el sur de Bolívar y llega hasta el norte de Santander, en 
la frontera con Venezuela. 
• En el suroriente, en los departamentos del Guaviare, Meta y Vichada. 
• En el sur, en los departamentos del Putumayo y Caquetá, en la vertiente oriental del Macizo 
Colombiano. 
• Y en el Pacífico, en la vertiente occidental del Macizo, en el departamento de Nariño, y con 
cultivos menores pero crecientes en Cauca, Valle y Chocó. 
 
También de acuerdo con el mapa presentado anteriormente, las zonas de cultivo de coca de 
donde provienen las principales fuentes de financiación de los grupos neoparamilitares muestran 
algunas continuidades y cambios o discontinuidades: 
 
• Entre las discontinuidades se encuentran por un lado, el crecimiento de los cultivos en la zona 
del pacífico, de 15 mil hasta 25 mil hectáreas de coca cultivadas, sobre todo en los departamentos 
del Cauca, Valle y Chocó durante los últimos seis años (Ver Tabla 4 de cultivos de coca en la Región 
del Pacífico)225. Por otro lado, una disminución de los cultivos en la zona oriental, de 34 mil hasta 
16 mil hectáreas sobre todo en el departamento del Meta, ocurrió principalmente en los 
municipios con influencia de las FARC, justamente en la zona en la que se han implementado el 
Plan Patriota, los programas de erradicación de cultivos y el Plan de Consolidación Integral de la 
Macarena, PCIM (Ver Tabla de cultivos de coca en la Región del Meta-Guaviare).  Otra de las 
continuidades es en relación con la presencia de los grupos neoparamilitares, sus corredores 
estratégicos de tráfico de drogas y sus zonas de cultivo y procesamiento siguen siendo las mismas 
utilizadas por los Bloques de las AUC antes del proceso de desmovilización.  
 
Tabla 4: Cultivos de coca en la región del Pacífico (2004-2010 en hectáreas) 
 
Una de las continuidades observadas es la permanencia de los cultivos en la zona central, 
mayoritariamente regulados por grupos asociados con lo que fueron los diferentes frentes de la 
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AUC. Esta es una amplia zona que va desde el Golfo de Urabá hasta la frontera con Venezuela y 
que albergó en su momento a las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, ACCU, Bloque 
Mineros, Bloque Central Bolívar y Bloque Norte. Aunque la mayoría de operativos de erradicación 
se han concentrado sobre el suroriente, también se percibe una permanencia de una importante 
extensión de cultivos de coca en Guaviare, Meta y Vichada (Tabla 5), con una tendencia a estar 
bajo el control del llamado Ejército Revolucionario Popular Anticomunista, ERPAC, cuya cabeza 
visible fue Pedro Oliverio Guerrero, alias “Cuchillo”, hasta finales del 2010, cuando fue muerto en 
un operativo de fuerzas elite de la Policía Nacional enviadas desde Bogotá226. 
 
Tabla 5: Cultivos de coca en Meta-Guaviare (2004-2010 en hectáreas) 
 
Lo anterior coincide con un análisis de la dinámica por áreas. En este sentido, se observa que el 
37% del área ha estado permanente afectado en los últimos tres  años (2008 al 2010), 
principalmente en las regiones Pacífico y Putumayo-Caquetá.  El 16% de área se mantiene 
afectada  permanentemente desde el 2001; el 29% se mantiene sin coca en los últimos tres años, 
principalmente  en las regiones  Meta-Guaviare y  Central; el 10% se considera área nueva 
(apareció  después del 2007) y representa la expansión del  fenómeno, esto es particularmente 
notorio en el pacífico. El 45% del área afectada es intermitente;  es decir, áreas con cultivos de 
coca que aparecen  y desaparecen en algún año de la serie; esta  tendencia es menor en  las 
regiones de Sierra   Nevada y Norte de Santander. Las anteriores  distribuciones se presentan en el 
mapa  generalizado de distribución regional según la permanencia  del cultivo de coca (Ver Mapa y 
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Distribución regional de la permanencia del cultivo de coca (2001-2010) 
 
Con lo anterior podemos llegar a varias 
conclusiones: Por una parte, según la 
información de UNODC los diferentes 
planes ejecutados por los gobiernos han 
disminuido la extensión total de cultivos, 
han debilitado esta fuente de ingresos de 
las FARC, pero no han afectado en igual 
medida a los grupos armados 
reorganizados después de la 
desmovilización de las AUC. Esto es 
evidente tanto en el norte como en el 
pacífico y oriente del país, zonas en las 
que más se concentran los cultivos ilícitos. 
La región del Pacífico continúa siendo la 
región con mayor extensión, 
representando el 42% del total nacional, seguido por la región  Central y Meta-Guaviare que 
representan el 25% y 14% respectivamente. 
 
También podemos concluir que el narcotráfico lejos de ser simplemente un negocio de 
financiación de los grupos neoparamilitares tiene profundas consecuencias humanitarias sobre la 
población civil asentada en las zonas de tráfico estratégicas. Además de lo anterior, el tipo de 
hechos de violencia ejecutados tienen un efecto en cadena, puesto que no sólo le son útiles para 
el control territorial sino que a través de ellas se logran resultados de control social sobre las 
comunidades.  
También considero pertinente resaltar que, en efecto como lo han indicado las autoridades, el 
narcotráfico es una de los principales intereses de los grupos neoparamilitares, como lo es para las 
guerrillas, pero que aún cuando enfocan parte de su capacidad militar a este propósito, los hechos 





su accionar pasa por esta categoría pero no se agota en ella, y que aún descansan en sus objetivos 
intereses por el control político, económico y social.  
 
4.6 Desplazamiento Forzado:  
 
La última parte de esta monografía se concentra en el análisis de una de las categorías que mayor 
impacto humanitario ha dejado en la historia de Colombia, el desplazamiento forzado. Antes de 
iniciar, quisiera nuevamente hacer una salvedad metodológica frente al alcance de esta parte de la 
monografía, lo cual me parece muy justo con el lector. No es objetivo de este apartado hacer un 
recuento concienzudo de la amplia normativa que engloba el desplazamiento forzado, ni de la 
historia de esta problemática en Colombia. Tampoco se trata aquí de hacer una compilación 
bibliográfica de las apreciaciones sobre esta categoría, frente a la cual hay ya bastantes libros, 
investigaciones y documentos. Considero que todos estos temas y la complejidad que en si mismo 
tiene el análisis del desplazamiento forzado en Colombia darían para escribir una monografía 
adicional.  
 
El objetivo principal de este apartado es el de presentar el impacto en el desplazamiento forzado 
que han tenido los grupos neoparamilitares en los años 2010 y 2011. También me propongo 
presentar las causas por las cuáles las poblaciones se desplazan en el caso particular de los grupos 
neoparamilitares y, por último, las dificultades a las cuáles se enfrentan las poblaciones 
desplazadas por estos grupos ilegales. Con estas aclaraciones preliminares doy inicio al tema en 
cuestión.  
 
El desplazamiento forzado en Colombia ha existido como producto de los diversos conflictos 
armados, que tuvieron lugar en los siglos  XIX, XX y continúan en el siglo XXI. En efecto la primera 
década del siglo actual ha experimentado una agudización  de este fenómeno, que ha pesar de 
haber sido reconocido como objeto de varias políticas públicas a partir de 1997 continua en 
aumento. En el transcurso de los últimos trece años, Colombia se ha ubicado entre los dos 
primeros países del mundo con mayor número de población en situación de desplazamiento, con 
3.6 millones de  personas a 31 de diciembre de 2010, según las cifras oficiales. Sin embargo cifras 
no oficiales de la ONG CODHES indican  que en los últimos 25 años se han desplazado 
forzadamente 5.2 millones de personas. 
 
Aunque el desplazamiento ha afectado crecientemente zonas urbanas del país, se estima que  el 
60% de los grupos familiares de desplazados provienen de zonas rurales  la mayoría de ellos de los 
departamentos de: Antioquia, Bolívar, Magdalena, Choco y Cesar228. A continuación presento los 
mapas de desplazamiento forzado de 2010 y el primer semestre de 2011  (disponibles al momento 
de elaboración de esta monografía), en los cuales se pueden visualizar las zonas más críticas de 
expulsión (Mapa 13). 
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Como se puede observar en los mapas presentados, las zonas del suroriente, el pacífico y áreas de 
frontera continúan siendo las más críticas en expulsión de personas. Todas ellas zonas en las que 
los grupos neoparamilitares han venido expandiendo su presencia y accionar durante los últimos 
seis años, particularmente en los departamentos de la Costa Pacífica. Esta coincidencia geográfica 
de la presencia de grupos neoparamilitares y zonas de mayor expulsión de desplazamiento 
corroboran las cifras que sitúan a estos grupos como principales responsables del desplazamiento 
forzado en Colombia (más del 31% de los hogares) y que serán mostradas a continuación, junto 
con las principales causas del desplazamiento.  
 
El porcentaje de desplazamiento forzado rural del 60% es resultado de uno o varios factores 
asociados a graves y sistemáticas violaciones a los derechos humanos y de las infracciones al 
derecho  internacional humanitario cometidas por todas las partes del conflicto armado: Fuerza 
Pública, grupos paramilitares y grupos guerrilleros.  
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Aunque algunas posturas de carácter oficial han indicado que el desplazamiento en Colombia es 
resultado del narcotráfico. El monitoreo de esta categoría realizado por diversas ONGs y 
organizaciones sociales ha revelado que el desplazamiento en Colombia, independientemente del 
actor que lo produzca, es multicausal. Por ejemplo, de acuerdo con InfoJuntos230, durante el 
periodo  1997-2010 las amenazas directas fueron la causa principal de los episodios de 
desplazamientos (41%) de los casos. Otros hechos que han provocado desplazamientos forzados 
son: Los combates (20%), las masacres (15%) y el asesinato de algún miembro de la familia de la 
persona desplazada (10%).  
Además en las zonas expulsoras se han identificado otras practicas violentas como la quema de 
cultivos o vivienda, la realización de tomas armadas, la presencia de controles de acceso a los 
pueblos o veredas y los enfrentamientos entre actores armados. Asimismo, en gran parte de las 
zonas desde donde emigraron los desplazados se presentaron actividades como la compra masiva 
de tierras (9%), el desarrollo de proyectos económicos de gran envergadura (10%), la siembra de 
nuevos productos (8.5%) y de cultivos ilícitos (27%), así como   el comercio y el transporte de 
sustancias ilegales (24%).231 Otra de las causas subyacentes del desplazamiento es el interés por 
despojar las tierras a las comunidades rurales para su explotación económica y el de  sus recursos 
naturales por parte de terratenientes y empresas privadas  mediante proyectos agroindustriales, 
ganaderos, mineros y de infraestructura.  
 
Adicionalmente, aunque InfoJuntos no la sitúa entre las mayores causantes de desplazamiento, el 
reclutamiento forzado por parte de grupos neoparamilitares es otro de los motivos por los cuáles 
se desplazan las comunidades. Según los testimonios conocidos en terreno232, este factor de 
desplazamiento se ha generado al menos por tres casos particulares: a) desplazamiento forzado 
como consecuencia del reclutamiento forzado de un familiar o allegado; b) desplazamiento 
forzado debido al rechazo o denuncia ante un caso de reclutamiento hecho manifiestamente por 
parte de la comunidad al grupo neoparamilitar o a alguna organización social u autoridad civil; c) 
desplazamiento forzado como resultado de acciones de prevención llevadas a cabo por miembros 
de la comunidad, en este caso se encuentra un alto número de docentes e integrantes del sector 
religioso.  
 
En cuanto a los autores detonantes de la migración forzada en cualquiera de las causas 
anteriormente presentadas, según Acción Social233 han sido en su mayoría grupos armados 
encabezados por las AUC, para más  del 31% de los hogares inscritos en el Registro Único de 
Población Desplazada (RUPD). Cabe anotar que un 9% de los desplazamientos corresponden a un 
grupo armado no identificado y un 10% a más de un grupo armado.  
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Sin embargo, el informe presentado por el Gobierno nacional a la Corte Constitucional el 16 de 
marzo de  2011, se refieren las siguientes cifras según el actor que originó el desplazamiento y el 
número de personas desplazadas inscritas en el RUPD: autodefensa/paramilitares: 564.333; 
“BACRIM”: 17.357; Fuerza Publica: 18.008; grupos guerrilleros: 1.222.634; más de un autor de 
desplazamiento: 86.205; no disponible: 356.632; no identifica 806.801; otros: 484.980.234  
 
Lo anterior reviste gravedad no sólo por el alto número de personas que dejan forzadamente sus 
hogares por el accionar violento de grupos neoparamilitares, sino por la falta de reconocimiento 
del desplazamiento provocado por estos grupos ilegales. Mediante el auto 011 de 2009235 la Corte 
Constitucional identificó las falencias del sistema de registro de la población desplazada que 
causan el subregistro de  la población. Esta problemática ha ocasionado la subestimación del 
universo de víctimas del  desplazamiento y la denegación del acceso a los programas estatales de 
atención. Entre los problemas de registro identificados por la Corte se encuentran los 
desincentivos para el registro de las personas desplazadas por acciones de  grupos paramilitares, 
al considerarlas como acciones de grupos delincuenciales. Las personas víctimas “faltan a la 
verdad”, según la normativa, pues estos grupos ya se desmovilizaron, dejaron de existir y no serían 
generadores de violencia directa contra la población civil. 
 
Aunque, la  Fiscalía General de la Nación ha reconocido que  “las organizaciones  criminales, 
surgidas después de la desmovilización de las AUC, se crearon como una nueva  forma de 
paramilitarismo, considerada como la tercera generación de los grupos  paramilitares en Colombia 
y cuyo propósito inicial era la conservación del dominio  territorial que había sido dejado por los 
frentes de las AUC. El principal objetivo de estas  estructuras ha sido el de retomar el control, no 
sólo territorial, sino económico, logístico y  social en las zonas de influencia en donde venían 
delinquiendo las AUC, además de buscar su expansión a otras regiones, en las que tuvieron 
injerencia otros frentes paramilitares (…)”236, según los informes remitidos a la Corte  
Constitucional por la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del  Pueblo, la Contraloría 
General de la República, la Comisión de Seguimiento y otros intervinientes, persisten serios 
problemas en relación con la inclusión de las personas en situación de desplazamiento en el RUPD. 
Particularmente, en relación con las reglas para valorar el material  probatorio, particularmente 
respecto de las razones que se aducen para  negar el registro bajo la causal de falta a la verdad.237 
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La negación del desplazamiento como una causal de crisis humanitaria en Colombia ha estado 
matizada no sólo por la negativa a reconocer a los grupos neoparamilitares como generadores de 
violencia, sino a la estrategia nacional del Plan Nacional de Consolidación. Este plan hijo del 
Gobierno del ex Presidente Álvaro Uribe, esta sustentado en tres fases a saber: a) despejar las 
zonas en las que aún hay presencia de grupos ilegales de cualquier naturaleza; b) mantener el 
control a través de la intervención de la Fuerza Pública; c) construir el Estado a partir de acciones 
de tipo cívico-militar, con la intención de ganar “mentes y corazones” de las poblaciones, modelo 
importado de la doctrina de contra-insurgencia norteamericana consolidada a partir del 
“population centric-approach”.  
 
Este proceso que ha sido mostrado como exitoso a nivel internacional, pues se supone que ya no 
hay paramilitares y las guerrillas están en el “fin del fin” ha llevado a que se acreciente la disputa 
por la imposición de posturas sobre la realidad del país. El desplazamiento forzado no ha estado 
exento de ello, cuando se tienen zonas denominadas como de consolidación, en las cuales ya se 
esta en la fase de construcción del Estado, es impensable que aún se presenten desplazamientos 
forzados como consecuencia del conflicto armado.   
Sin embargo, en las zonas de consolidación se registra el mayor número de expulsiones, pues cabe 
anotar que del total de personas desplazadas durante el primer semestre de 2011, 24.993 
(27,85%) provienen de municipios CCAI (Centro de Coordinación y Acción Integral) en los cuales se 
lleva a cabo el Plan Nacional de Consolidación Territorial, establecido desde el año 2007. Estas 
24.993 personas (aproximadamente 5.000 familias) se desplazaron de 72 de los 86 municipios 
CCAI. Adicionalmente, cabe anotar que de los 100 municipios con mayor tasa de desplazamiento, 
32 se encuentran en zonas CCAI.238 
 
A continuación un mapa en el que se cruzan las zonas de consolidación del actual Gobierno Santos 
con las áreas en las que tienen presencia los grupos neoparamilitares (Mapa 14). De los 54 
municipios del Plan Nacional de Consolidación PNC, 40 tienen presencia de grupos de naturaleza 
paramilitar y en las zonas del PNC en las que no están los grupos neoparamilitares (14 municipios) 
están las FARC y/o el ELN, por lo cual se podría decir que todas las zonas de consolidación se 
encuentran aún en la fase inicial de “despeje”, y que ninguna de ellas, alcanza la etapa de 
estabilización definitiva. Termina este análisis con una conclusión, hay una reveladora coincidencia 
entre las áreas de presencia y accionar neoparamilitar, las zonas de consolidación del Gobierno 
Nacional y la cifra de expulsión de desplazados de dichas áreas presentada por CODHES.  
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Antes de terminar este apartado, considero importante hacer referencia a una de las principales 
causales del desplazamiento forzado en los dos últimos años, por parte de grupos 
neoparamilitares específicamente. Estas estructuras armadas han intensificado sus amenazas y 
ataques contra las víctimas que reclaman sus tierras y han continuado despojando a los 
campesinos de sus tierras. Por dicha razón, en su momento la Oficina del Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) hizo un llamado a introducir en el  Proyecto de Ley 
de Víctimas “medidas efectivas de protección de la vida de las víctimas antes de la entrega de las 
tierras, porque como bien sabemos, los riesgos son muy grandes”239. Dichas medidas de protección 
deben corresponder a los factores específicos de riesgo que enfrentan las personas desplazadas 
que reclaman la restitución de sus tierras.   
 
A continuación veremos un análisis ampliado en relación con las dificultades que enfrentan las 
comunidades no sólo como objetivos de violencia directa por parte de grupos neoparamilitares, 
sino en su propósito de ser reconocidas como víctimas de un grupo armado ilegal en el marco del 
conflicto armado.  
 
Segunda Parte: “Los Derechos de las víctimas”: 
 
Como se ha mencionado en la primera parte de este mismo Capítulo la Ley de víctimas y 
Restitución de Tierras enfrenta varios detractores. Algunos de ellos se han manifestado cobrando 
la vida de líderes comunitarios o amenazándolos para que abandonen sus procesos. La segunda 
parte de este Capítulo está orientada a mostrar que, además de los factores de violencia directos 
contra las personas y organizaciones que lideran o participan en procesos de restitución de tierras, 
hay también serias implicaciones en el uso del concepto de BACRIM y la negación de la naturaleza 
de estos grupos ilegales en los derechos de las víctimas. Esta segunda parte, se centra 
esencialmente en el análisis de dichas implicaciones con ocasión de la aprobación, reglamentación 
y puesta en marcha de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras240.  
 
4.7Implicaciones del concepto de “Bandas Criminales”- 
BACRIM: Los Derechos de las Víctimas. 
 
La aplicación del concepto de BACRIM y con él la definición de la naturaleza de los grupos ilegales 
surgidos luego de la negociación del gobierno con las AUC, tuvo profundas implicaciones políticas 
y jurídicas para las víctimas del conflicto en Colombia. 
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Por una parte, la adopción del concepto dejó en el panorama la impresión de un proceso 
exitosamente culminado y la llegada de un nuevo fenómeno inconexo del paramilitarismo clásico. 
De esta forma el proceso de “desarme”, la desmovilización y reintegración (DDR)” de los 
paramilitares abrió la fase para la polarización de un nuevo discurso: el del post-conflicto.  
 
El concepto de BACRIM marcó el desarrollo jurídico del proceso de DDR y, particularmente, de la 
actual Ley de Víctimas y Restitución de Tierras que se encuentra en proceso de Reglamentación. 
Como es sabido, en un principio, con el fin de otorgarle un respaldo que fuera más allá de lo 
político y en desarrollo del acuerdo con los grupos en proceso de desmovilización, el Gobierno 
impulsó en el Congreso de la República una legislación que brindara seguridad jurídica a la 
negociación, de manera que el 25 de julio de 2005 fue promulgada la Ley 975 de 2005, “Por la cual 
se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley, que contribuyan de manera  efectiva a la consecución de la paz nacional y se 
dictan otras disposiciones para acuerdos  humanitarios”241 
 
Además, el articulado de la Ley 975 de 2005 contiene el procedimiento penal mediante el cual son 
procesadas las personas desmovilizadas de los Grupos Armados al Margen de la Ley (GAOML) y 
que han sido postuladas por el Gobierno Nacional para  obtener los beneficios que la misma ley 
prevé, entre ellos, acceder a una pena alternativa que oscila entre los cinco y ocho años. Varios de 
sus artículos fueron declarados como inconstitucionales en el año 2006 mediante la sentencia C-
370 de 2006.  
 
En el año 2010 fueron presentadas desde diversos sectores de la sociedad balances tras cinco años 
de implementación de la Ley. En general las evaluaciones coincidieron en que el proceso se ha 
enfrentado a serios desafíos y que sus resultados no han sido los esperados.  
Aunque el propósito de esta investigación no es un exhaustivo análisis de los retos y dificultades 
de la Ley 975 de 2005, me permito destacar aquí algunas de las principales críticas, dado que estos 
factores están ligados también al diagnostico de la reparación a las víctimas: 
5 Para el procedimiento especial de justicia y paz consagrado en la ley 975 solo han sido 
postulados por parte del Gobierno Nacional a través del Ministerio del Interior y 
de Justicia un total de 4.511 miembros de grupos armados ilegales (4.072 paramilitares y 439 
insurgentes). 
6 En desarrollo de la etapa propiamente judicial se han iniciado 2.600 versiones libres, de las 
cuales 1.342 ya han terminado por ausencia de ratificación del postulado o de su exclusión de 
las listas por muerte o inasistencia a las audiencias programadas, es decir, solo 1.258 están en 
curso.  
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7 Sólo a 385 postulados se les ha formulado imputación, de estos solo a 91 se les ha formulado 
cargos, 12 de ellos están en etapa de legalización, solo 4 ex paramilitares242 han recibido 
condena, aunque solo 2 de ellos con sentencia debidamente ejecutoriada.  
8 La extradición de los principales comandantes de las estructuras paramilitares a los EE.UU con 
la finalidad de ser juzgados por conductas relacionadas con el narcotráfico tuvo un impacto 
negativo en las investigaciones que se adelantan a través del procedimiento especial 
de justicia y paz. Esto se debe en primer lugar a que los crímenes perpetrados por los 
paramilitares obedecieron a todo un aparato criminal conjunto, del cual participaban además 
de los miembros del grupo, también militares, políticos y sectores económicos, entre otros.  
9 Por otro lado,  las víctimas indicaron que este era un mensaje que privilegia la persecución 
penal por conductas de narcotráfico sobre los crímenes internacionales. De esta manera, con 
la extradición de los jefes paramilitares se atentó contra esta posibilidad de una investigación 
y judicialización efectiva de las estructuras armadas. 243 
 
A estas dificultades de la Ley 975 en la superación de la impunidad frente a los derechos de las 
víctimas, se suman los debates durante la formulación y actual reglamentación de la Ley de 
víctimas y Restitución de Tierras 1448 de 2011.  Como lo indicaron algunos analistas, la ley ayuda a 
superar algunos de los debates que polarizaron la discusión en la época del gobierno Uribe, sin 
embargo presenta grandes limitaciones y riesgos en el articulado244. 
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En este sentido, durante los debates de esta Ley se solicitó la inclusión de las víctimas de los 
grupos neoparamilitares en la iniciativa legislativa, con el argumento que la Ley de Víctimas debe 
contemplar a todas las víctimas de los Grupos Armados Ilegales sin distinción alguna. 
  
La propuesta generó en principio una sensación favorable en términos de la igualdad para las 
víctimas, sin embargo este panorama empezó a desdibujarse cuando se inició la discusión gruesa 
de dos aspectos: el primero la naturaleza de la ley de víctimas y el segundo el carácter de los 
grupos neoparamilitares a la luz del Derecho Internacional Humanitario. Desde ese momento, se 
empezaron a advertir limitaciones en la búsqueda y reconocimiento de la verdad, así como otros 
retos asociados al impacto fiscal y la inversión que el Estado deberá hacer en reparaciones, entre 
otros temas. 
 
Si bien la Ley es por ahora genérica en cuanto señala como destinatarias de la norma a “víctimas 
de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario”, los 
artículos 1° y 4° que definen el objeto y quiénes son víctimas, reducen el panorama al indicar que 
en la ley “no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un menoscabo en sus 
derechos como consecuencia de actos de delincuencia común”.  
 
En este orden de ideas, aún no hay certeza sobre cuál será el rumbo de las víctimas  de casos 
como los enunciados a lo largo de este Capítulo. La definición jurídica de quien es una víctima es 
aún muy ambigua, como lo sigue siendo el concepto de las BACRIM. En el mismo sentido, en las 
consideraciones de la Ley se lee el propósito de reparar a las víctimas del conflicto armado y si los 
grupos neoparamilitares no son reconocidos como Grupos Armados Ilegales que violan los 
Derechos Humanos y el DIH, las víctimas de estos grupos, así como las del narcotráfico y la 
violencia política no serían incluidas en las reparaciones a concederse en el marco de la Ley.  
 
La Ley 1448 además de tener estas dificultades planteadas anteriormente se enfrenta a varios 
detractores de su implementación, entre ellos los grupos neoparamilitares. El presidente Santos se 
ha referido a una “mano negra”245 o “fuerza oscura de la extrema derecha” que, según el, esta en 
contra de de la implementación de iniciativas nacionales como la Ley de víctimas y la restitución 
de tierras. El presidente debería por respeto a las víctima comenzar por decirle al país a quien o 
quienes se refiere cuando habla de la “mano negra”. Lo cierto, es que en varias ocasiones los 
grupos neoparamilitares se han manifestado en contra de la Ley a través de panfletos 
amenazantes contra líderes del proceso y a la fecha van más de 50 líderes y defensores vinculados 
al proceso, asesinados en todo el país desde que se empezó a discutir la Ley.  
 
En este sentido, el discurso de la reconciliación y reparación no puede ser construido solamente 
por el Gobierno, por ejemplo, en el caso de la Ley 1448 las organizaciones de víctimas han 
                                                          
245







solicitado una participación activa en el proceso de diseño del articulado y de los mecanismos y 
estrategias de implementación. Que difícil resulta hoy para las víctimas insertarse en un proceso 
de reconciliación cuando no hay un reconocimiento de los perpetradores de las violaciones de sus 
derechos, y por ende tampoco de ellas en su carácter de víctimas. Es riesgosa la incapacidad de 
traducir el proyecto de la reconciliación nacional en la reconciliación local, que puede resultar en 
la falta de mecanismos para la solución de conflictos246.  
Quisiera concluir este último Capitulo, con una consideración general frente al tipo de violencia 
ejercida por los grupos neoparamilitares contra las víctimas de la violencia y del despojo de la 
tierra en Colombia. Considero que los objetivos políticos, militares, económicos y sociales que 
estos grupos ilegales aún mantienen dan cuenta de su nivel de politización. Cierro esta monografía 
con el sinsabor de las víctimas del conflicto, de aquellas personas que lucharon contra la violencia 
de las AUC y que ahora luchan contra el hecho de no ser reconocidas como víctimas de los mismos 
agentes generadores de violencia.   
 
No tengo todavía respuesta para las víctimas que hoy en el trabajo de campo que sigo realizando 
me preguntan por que razón hay un debate sobre quienes son estos grupos, si para ellos es claro 
que son los mismos paramilitares de siempre, los mismos que violaron sus derechos durante la 
década del 90. No creo tener respuesta para esos interrogantes -no por que no haya suficiente 
material probatorio sobre la naturaleza de los neoparamilitares, a eso me dedique a lo largo de 
esta monografía- sino por que no creo que una víctima de estos grupos ilegales, sometida, 
violentada y abusada durante décadas, pueda comprender que en un país con una historia de 
violencia como el nuestro, aún sigamos repitiendo el grave error de no reconocer los problemas, 
de no llamarlos por su nombre y de seguir considerando las posturas según las cuales Colombia es 
un país en “post conflicto”, “transición” y de “renta media-alta”.   
 
RECAPITULACION Y CONSIDERACIONES FINALES DEL CAPITULO IV:  
 
Durante el capítulo IV  se presentaron elementos teóricos desde las perspectivas de Foucault y 
Bourdieu, para el análisis del control social  ejercido por los grupos neoparamilitares. 
Posteriormente, se presentó a partir de un cuadro metodológico de análisis las principales 
categorías de afectación a la población civil, entre ellas: Amenazas discriminadas e 
indiscriminadas, homicidios selectivos, violencia asociada a economías ilegales y desplazamiento 
forzado. 
 
Estas consideraciones finales se proponen retomar los postulados teóricos para analizar desde el 
punto de vista sociológico las categorías de afectación a la población civil. En este sentido 
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considero que las acciones de violencia perpetradas por grupos paramilitares han estado 
principalmente orientadas a mantener un orden que ya había sido instaurado por las AUC, a través  
de estrategias, o en términos de Foucault tecnologías de dominación, que garantizaran la 
concreción de sus intereses políticos, económicos y militares. 
 
Con este objetivo, los neoparamilitares  heredaron una formación, acumulación de saber, técnicas 
y aparatos de verificación que ya habían sido interiorizados por los combatientes en su paso por 
las AUC, estas formaciones de sentido aún persistentes en el accionar de de los grupos 
neoparamilitares, se constata en el tipo de violencia que ejercen. Me refiero específicamente a la 
continuidad en las masacres, homicidios selectivos y amenazas caracterizadas por la sevicia y 
tortura a la que  recurrían  los paramilitares clásicos. Aún cuando se presentan algunos cambios en 
las tácticas por el proceso mismo de adaptación y reingeniería que tuvieron los grupos ilegales, la 
violencia que ejercen sigue en gran medida los patrones que tenia la ejecutada por las 
Autodefensas.  
 
Justamente, las mismas comunidades indican que para ellas no hay diferencia alguna entre el tipo 
de violencia  que ejercían los paramilitares en las AUC y la que ejecutan los grupos 
neoparamilitares en la actualidad. Así pues, se puede concluir que las “burocracias armadas” 
objeto de estudio en esta monografía cambiaron su estructuración en algunos aspectos pero 
heredaron los controles y las practicas de violencia de sus antecesores.  
 
Asimismo en relación con otro de los temas tratados en este capítulo referente a la violencia 
asociada a economías ilegales, se pudo constatar que el tipo de violencia que ejercen los grupos 
neoparamilitares contra la población civil se relaciona de manera directa con su interés por 
hacerse al control poblacional y territorial en las zonas consideradas como geoestratégicas, bien 
sea por su posición geográfica privilegiada o por los recursos naturales que en ellas existen. 
 
En torno a cada una de esta economías, bien sea mineras o de narcotráfico, los grupos 
neoparamilitares han diseñado e implementado lo que Foucault denomina Tecnologías de 
Dominación, ya enunciadas anteriormente, en este caso se proponen principalmente garantizar el 
cumplimiento de normas que regularizan la cotidianeidad de la población. Este sistema de 
coacciones garantiza la construcción de un sujeto adaptado completamente a los intereses de los 
grupos neoparamilitares, cualquier violación por pequeña que sea a este conducto regular puede 
eventualmente desembocar en “castigos ejemplarizantes” o ataques directos contra la integridad 
física. Como se expuso anteriormente, esas tecnologías de dominación tienen por objetivo 
garantizar el lucro económico de los grupos ilegales y paralelamente a ello la subordinación de 
quienes habitan en zonas de interés geoestratégico. Por esa razón, la vinculación permanente de 







Por último, la segunda parte de este mismo capítulo enfocada en los derechos de las victimas, se 
concentró en analizar las implicaciones del concepto de Bandas Criminales en el reconocimiento 
de la condición de víctimas en el marco de la ley 1448. 
En este sentido, el principal desafío al que se enfrenta la ley corresponde a la definición jurídica de 
quien es considerado como víctima para efectos de la reparación. La falta de reconocimiento de 
las denominadas BACRIM por el gobierno nacional según las razones ya  expuesta en el  Capítulo II 
de esta monografía, ha llevado a que las múltiples violaciones a los derechos Humanos y al  DIH 
por ellos cometidas, permanezcan aún en la impunidad y sin horizontes esperanzadores para una 



































CONSIDERACIONES FINALES:  
 
Teniendo en cuenta que cada uno de los capítulos de la monografía finaliza con una 
“Recapitulación y Consideraciones Finales” en la que sintetizo los aspectos más relevantes del 
texto en cuestión, en este último apartado más general realizo una sucinta presentación de los 
principales hallazgos de la investigación, aquellos en los que se corroboró la hipótesis principal de 
la monografía y aquellos en los que la evidencia existente aún no es suficiente o debe tomarse con 
“beneficio de inventario” para el análisis de los grupos neoparamilitares. Estas consideraciones 
están construidas retomando  los planteamientos teóricos tratados a lo largo de la monografía.  
 
Como se planteó al inicio de esta monografía, el principal problema que emerge del 
paramilitarismo se relaciona directamente con la comprensión Weberiana del Estado como el 
detentador del monopolio del uso de la violencia legítima. O en términos de Bourdieu el Estado se 
trata de una X (a determinar) que reivindica con éxito el monopolio del uso legítimo de la violencia 
física y simbólica en un territorio determinado y sobre el conjunto de la población 
correspondiente. 247 
Estas nociones cobran relevancia, pues justamente los grupos paramilitares violan esta premisa al 
operar por fuera de la estructura formal del estado o tolerados por este. En este sentido, Stathis 
Kalyvas sugiere que el paramilitarismo cambia de acuerdo con varias dimensiones y que no existe 
una definición o enfoque teórico único. Estas dimensiones a las que se refiere son: tamaño de los 
grupos, escenarios en los que estos grupos surgen, autonomía respecto al Estado y sus relaciones 
con éste, el uso de violencia y su grado de selectividad.  
 
De acuerdo con las diversas temáticas tratadas a  lo largo de esta monografía me propongo 
identificar a luz de los postulados de Kalyvas el actual carácter de los grupos neoparamilitares. 
Frente a la primera dimensión propuesta por el autor (tamaño de los grupos), para Kalyvas 
“algunos grupos paramilitares son pequeños y exclusivamente locales, teniendo actividades 
solamente en un área restringida: estos se denominan normalmente “vigilantes”; otros grupos, sin 
embargo, crecen y se vuelven verdaderos ejércitos móviles cuasi-regulares que terminan 
asumiendo un importante papel político, militar y económico”.248 
En los Capitulos III y IV de esta monografía se mostró la forma como operan actualmente los 
grupos neoparamilitares. Frente a este criterio de Kalyvas se puede decir que los grupos de mayor 
envergadura como Los Rastrojos, el ERPAC y Los Urabeños tienen estructuras de gran tamaño, en 
las que utilizan uniformes, brazaletes y armas largas en las zonas rurales. Las estructuras que se 
pueden considerar de menor tamaño como Los Paisas y Renacer responden a los grupos ilegales 
de mayor tamaño anteriormente mencionados. En este sentido para el caso de Colombia se tiene 
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estructuras con un alto número de combatientes y también pequeños grupos locales que 
responden a las de más amplia envergadura.  
 
El segundo criterio que propone Kalyvas es el de los escenarios en los cuales surgen los grupos 
paramilitares. En este sentido el autor plantea que:  
“algunos regímenes autoritarios han usado los escuadrones de la muerte para suprimir cualquier 
tipo de oposición, las numerosas desapariciones y asesinatos en Argentina y Chile ilustran hasta 
que punto estos grupos fueron usados por estas dictaduras en América Latina. Sin embargo, la 
mayoría de regímenes autoritarios dejan estas actividades en manos de su Policía Secreta en lugar 
de usar escuadrones de la muerte. Los grupos paramilitares son comunes en insurgencias éticas 
donde los estados pueden provocar “defección étnica”. Por ejemplo, los servicios de seguridad 
Kashmir (India) han conseguido con éxito que militantes musulmanes cambien de bando 
convirtiéndose en contramilitantes llamados regenerados por los pobladores locales y amigables 
por el gobierno. De la misma manera los rusos han formado una gran milicia chechena la cual los 
han apoyado en la guerra contra los rebeldes separatistas. Los grupos paramilitares también son 
comunes durante guerras contra fuerzas de ocupación y colonizadores. Los alemanes durante la 
segunda guerra mundial, los franceses en Argelia, los británicos en Kenia y los portugueses en 
Angola y los indonesios en Timor de Este formaron milicias auxiliares para ayudar en la lucha 
contra los movimientos de resistencia. Distintos tipos de grupos de paramilitares también son 
recurrentes en operaciones de contrainsurgencia contraguerrillas revolucionarias249. 
 
Así, tal como Kalyvas lo indica, los conflictos armados en América Latina ilustran la variedad de 
formas que este fenómeno puede tomar no sólo en diferentes países sino también en diferentes 
regiones dentro de un mismo país. Colombia es uno de esos casos en los que el paramilitarismo ha 
tenido manifestaciones espontaneas de contrainsurgencia, pero en donde también se han 
presentado auspicios por parte de los Gobiernos, la Fuerza Pública, sectores económicos y 
políticos para su formación. En el caso de los grupos neoparamilitares tal como se trato en el 
primer Capítulo de esta monografía éstos se identifican en dos categorías principales: aquellos que 
surgieron luego de la desmovilización paramilitar como las Águilas Negras y Los Urabeños, y 
aquellos que existían previamente a la desmovilización paramilitar como Los Rastrojos y Los 
Machos.  Sea cual fuere su procedencia en cualquiera de los casos estos grupos adquirieron una 
identidad con el proceso de desmovilización de las AUC. En efecto, la formación de varias de estas 
estructuras devino directamente de las falencias del proceso de desmovilización tratadas en el 
primer Capitulo de la monografía.  
 
Siguiendo la línea argumentativa de Kalyvas, podríamos decir que los grupos neoparamilitares se 
dan a conocer como tal en un escenario que surge como consecuencia del proceso de 
desmovilización de las AUC, pero que su naturaleza en si misma no deviene de ese escenario como 
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tal. Es decir, estos grupos ilegales empiezan a ser monitoreados como un fenómeno diferente  a la 
las AUC a partir de la desmovilización y adquieren el apelativo de BACRIM, pero no por ello se da 
con este escenario una ruptura total frente al fenómeno anterior, pues heredan de la etapa 
paramilitar clásica parte de su accionar, intereses y cuerpo combatiente. En resumen, se podría 
decir que surgen en un nuevo escenario en el que evocan, trasladan, importan o heredan patrones 
y practicas de otra etapa del paramilitarismo.  
 
La tercera dimensión propuesta por Kalyvas es la de la relación de los grupos paramilitares 
respecto al Estado. Según el autor, “muchos de estos grupos (aunque no todos) tienden a ser 
formados por el Estado ya sea abierta o clandestinamente, normalmente en el contexto de las 
campañas contrainsurgentes; algunos grupos son independientes del Estado pero este los tolera ya 
que tienen un enemigo en común, aunque guardan un grado de autonomía”250.  Considero que 
este es uno de los principales aspectos tratados a lo largo de esta monografía, con un mayor 
énfasis en el Capítulo I y en la segunda parte del Capítulo III.  
En primer lugar se plateó en esta monografía que al no haber sido desmanteladas las estructuras 
económicas, políticas y militares que apoyaron y coadyuvaron a su formación, es difícil creer que 
estos vínculos se hayan roto definitivamente. En efecto, en el primer Capitulo se argumenta con 
una amplia documentación que esos nexos aun persisten.  Tan sólo por citar un ejemplo, en el 
caso de la región de Curvaradó y Jiguamiandó con ocasión de la implementación de la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras, grupos políticos y sectores económicos de la región se han valido 
de la presencia de brazos armados ilegales para impedir que el proceso prospere, ello a través de 
asesinatos y amenazas, casos que se encuentran documentados.  
 
También en el Capítulo I de esta monografía se indicó que hay evidencia de continuidad en los 
nexos de agentes del Estado con grupos neoparamilitares. Frente a este aspecto es importante 
plantear que aún cuando desde el actual gobierno se han emprendido algunas medidas para 
contrarrestar el rápido proceso de expansión que experimentan los grupos neoparamilitares, no se 
ha logrado desarrollar un proceso efectivo de depuración de agentes del estado afines a grupos de 
naturaleza paramilitar. Lo preocupante es que esta connivencia aún dista mucho de ser de algunas 
“manzanas podridas” dentro de las líneas de mando. Se tiene conocimiento de que varias 
unidades militares y comandantes de batallones y brigadas aún tienen un trato condescendiente 
con grupos neoparamilitares y cooperan con ellos.  
 
Por otra parte, en la segunda parte del Capítulo III se indicó que el tipo de hostilidad que ejercen 
hoy día los grupos neoparamilitares contra las guerrillas no es comparable con la ejecutada por las 
AUC. Se concluyó en dicho apartado que la hostilidad no es absoluta pues en algunas zonas se 
conservan alianzas con las guerrillas, sin embargo también se aclaró que esos pactos de no 
agresión son tácticos y no tiene necesariamente relación con las motivaciones que como 
organización cada una de las partes tiene. Por lo tanto, esa hostilidad que no se ha hecho 
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manifiesta por razones puramente financieras, podría exasperarse en cualquier etapa posterior del 
conflicto.  En efecto,  se tienen cada vez más evidencia de una profundización en el accionar 
violento contra organizaciones sociales y de víctimas, líderes comunitarios, defensores de 
Derechos Humanos y, en general, contra todos aquellos a quienes tildan de ser colaboradores de 
la guerrilla o a quienes sencillamente consideran sus “enemigos” por reivindicar la reparación,  la 
justicia y la verdad.  
 
En estas consideraciones finales debo reconocer que la información hasta ahora disponible no 
permite plantear con certeza que todos los grupos neoparamilitares manifiestan un carácter 
contrainsurgente, ello por que su momento operacional y el actual escenario en el que se 
desenvuelven ha llevado a que se adapten a las condiciones de la guerra a través de pacto 
temporales e inestables cuyo único fin es el lucrativo. Sin embargo, si quisiera dejar de manifiesto 
que seguramente futuras investigaciones sobre esta misma temática tendrán hallazgos certeros en 
este sentido. Puedo decir lo anterior con convicción pues desde ya se ha empezado a observar 
cada vez más visos de contrainsurgencia en estos grupos que con una alta probabilidad puede que 
se exasperen en cuestión de tiempo, ya se tiene información de este tipo de violencia en los 
departamentos de Córdoba, Nariño y Chocó.  
 
La última dimensión en la aproximación teórica de Kalyvas con el paramilitarismo es la de la 
violencia y su grado de selectividad. Para el autor, “mientras algunos grupos cometen un bajo 
numero de homicidios como el GAL en España, otros usan la violencia masivamente como los 
grupos paramilitares que creó Idi Amin en Uganda durante la década de los setenta. En términos 
generales, la reputación de los grupos paramilitares ligada a atrocidades y violencia indiscriminada 
es generalizada”251. 
En este sentido, en el Capítulo IV de esta monografía se trató en extenso el tipo de violencia que 
ejercen los grupos neoparamilitares a partir de las categorías de amenazas, homicidios, violencia 
asociada a economías ilegales y desplazamiento forzado. Se indicó a lo largo del Capítulo que los 
grupos neoparamilitares hacen uso de tecnológicas de dominación en términos de Foucault para 
garantizar que sus estructuras logran hacerse al control social y territorial.  
Al analizar esas formas de poder materializadas en las tecnologías de dominación, se pudo 
observar que los grupos neoparamilitares conservan  las formaciones de sentido adquiridas 
mediante la interiorización en las AUC252. Así, ser combatiente de una organización armada es un 
oficio, un quehacer, y por ende es algo que se aprende en el tiempo a través de prácticas 
cotidianas y repetitivas253 que devienen en esquemas estructurantes.  
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En relación con lo anterior, el análisis del tipo de violencia ejercido por los neoparamilitares 
permitió concluir que las masacres, homicidios selectivos, desapariciones forzadas y violencia 
psicológica que emplean actualmente los grupos neoparamilitares siguen patrones similares a los 
que ejecutaban las AUC, la mayor y principal fuente para este argumento son las comunidades que 
habitan zonas de influencia de estos grupos y para quienes nunca hubo una ruptura entre los 
paramilitares clásicos y los actuales en términos de la violencia que perpetran. 
 
Lo anterior no es una conclusión que surja exclusivamente del análisis del tipo de violencia 
ejercida, si se tiene en cuenta que estos grupos ilegales ocupan los mismos territorios que los 
anteriores grupos paramilitares; se benefician de los mismos tipos de negocios - lícitos e ilícitos-, 
tales como el narcotráfico, la extorsión, el apoyo a expansión de monocultivos, el apoyo a 
políticos, entre otros; poseen similares formas de organización y están comandados por los 
antiguos mandos medios de las AUC, es a penas normal que sigan conservando dentro de su 
repertorio de acciones las mismas formas para  infundir temor y zozobra en la población civil.  
 
La capacidad de adaptación, reingeniería e innovación que tuvieron y tienen los grupos 
neoparamilitares se proyectó en algunos cambios en sus estrategias pero a su vez en una 
continuidad en sus repertorios de violencia. Recurriendo a Kalyvas la reputación de violencia de 
los grupos neoparamilitares se construye en contextos de violencia menos visibles hacia afuera 
que se apoyan en la noción de BACRIM de los Gobierno Nacionales y en unos medios de 
comunicación muy afines a esa postura, pero a su vez suficientemente efectivas hacia adentro, en 
las sociedades locales y regionales en las cuales se mantienen los mismos grados de temor, control 
y subordinación. 
 
Quisiera cerrar estas consideraciones finales con lo que denominaré los costos de la indefinición, 
esto en referencia a la segunda parte del Capítulo IV con la que se cierra esta monografía. Según 
algunos expertos del Derechos Internacional Humanitario la definición de conflicto armado interno 
se encuentra en el Protocolo II adicional a los acuerdos de Ginebra, que fue ratificado por 
Colombia en 1994. Según el Protocolo II de los mencionados convenios, se habla de “conflicto 
armado de carácter no internacional” cuando un Estado es confrontado por una o varias fuerzas 
armadas irregulares. En el artículo 1 se definen como  “conflictos armados” (…)  [aquellos] “que se 
desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante [es decir Estado firmante] entre sus 
fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que bajo la dirección 
de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita 
realizar operaciones militares sostenidas y concertadas (…)”254 
Esta es una definición que no implica calificación política de los grupos armados  disidentes o de 
otros grupos armados que tengan mando, territorio de operaciones y capacidad de acción militar 
sostenida y concertada. Esto significa que el reconocimiento de una situación de conflicto armado 
no califica de beligerante, ni le da estatus político a las fuerzas armadas irregulares o ilegales. 
                                                          
254
 Cuadernos de Derechos Internacional Humanitario. Protocolo II adicional a los acuerdos de Ginebra. 






Tampoco se descarta la intervención de otros grupos definidos como delincuentes comunes, que 
pueden ser grupos de delincuencia organizada (narcotraficantes, mafias, paramilitares, etc) que se 
articulan de alguna manera en la confrontación armada. El único propósito de esta caracterización 
es la exigencia de respeto de derechos humanos incluso en situaciones extremas de 
confrontaciones armadas. Derechos humanos de la población civil y también derechos humanos 
de los combatientes, tanto en el curso de operaciones como en situaciones de indefensión.  
A pesar de ello, el direccionamiento dado por el gobierno fue el de combatir a estos grupos desde 
la aplicación de la fuerza en un contexto de derechos humanos. Aquí se le dio toda la 
responsabilidad a la Policía Nacional cuya capacidad de contención se vio totalmente desbordada. 
El criterio fijado por el Ministerio de Defensa entre el 2008 y el 2010 priorizó la actividad de la 
Policía Nacional sobre estas estructuras dejando la aplicación de la fuerza por parte del Ejército, la 
Armada y la FAC como complementaria. Estas decisiones a todas luces políticas entronizaron los 
problemas que en la actualidad se afrontan.  
 
En la actualidad se ha pretendido combatir a los grupos neoparamilitares por parte de todas las 
Fuerzas Armadas, bajo criterios estrictos de aplicación de la fuerza desde los derechos humanos. A 
pesar del pragmatismo de la medida lo que se ve es más bien la aplicación extendida del 
“negacionismo” que se estructuró desde la Política de Seguridad Democrática. Se presenta un 
enorme reto en generar un discurso que sea coherente con la Constitución, la Ley, la 
jurisprudencia nacional e internacional y ante todo con las víctimas del conflicto.  
 
Así, cuando los neoparamilitares correspondan a un marco conceptual diferente al previsto en el 
protocolo II de Ginebra de 1977 podrán ser combatidos en un marco de derechos humanos. El 
esfuerzo principal para luchar contra estos grupos ilegales debería también estar acorde con el 
tipo de estructura que tienen (para mayor información sobre las diferentes estructuras remitirse al 
Capítulo III). Es decir, cuando se comporten como una estructura de crimen organizado nacional o 
transnacional el marco de aplicación de la fuerza será el de los derechos humanos, mientras tanto 
será el DIH, esto permitiría que ante hechos de macro-criminalidad sistemática, el escenario final 
pudiera ser la Corte Penal Internacional.  
 
Por otro lado frente a los derechos de las víctimas, al ser las BACRIM consideradas como tal no 
cuentan con ningún trato especial y, por ejemplo, en el marco de la ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras “no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un menoscabo en sus 
derechos como consecuencia de actos de delincuencia común”. Ante este panorama de 
indefinición e incertidumbre la pregunta central es ¿y quién responde por las víctimas de los 
grupos neoparamilitares?.  
 
Cierro con una advertencia final que esperaría no se cumpliera. Si se incluye en la Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras la definición de victimas del conflicto armado y al mismo tiempo el 
parágrafo 3 del artículo 3 que se refiere a la “delincuencia común”, se excluye a todas  las víctimas 





Gobierno Nacional solo les confiere ese estatus. Por ello, para lograr un verdadero reconocimiento 
del  problema se podría partir por la inclusión de la expresión conflicto interno -que se valora muy 
positivamente- aunada a la eliminación de ese parágrafo para agregar que se consideran parte del 
universo de victimas, también a las que han sufrido daños por infracciones al DIH cometidas por 











































A. ANEXOS DE LA MONOGRAFÍA 
 
Anexo I:  
RESOLUCION NÚMERO 185 DE 2002 
(Diciembre 23) 
 
por la cual se integra una Comisión Exploratoria de Paz. 
 
El Presidente de la República, en ejercicio de las atribuciones conferidas por la Ley 782 de 2002, 
por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997 prorrogada y modificada por la 
Ley 548 de 1999 y se modifican algunas de sus disposiciones, 
CONSIDERANDO: 
Que el artículo 22 de la Constitución Política establece que la paz es un derecho y un deber de 
obligatorio cumplimiento; 
Que el artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 3° de la Ley 782 de 2002 
establece que los representantes autorizados expresamente por el Gobierno Nacional, podrán 
realizar actos tendientes a propiciar acercamientos y adelantar diálogos con los grupos armados 
organizados al margen de la ley; 
Que los siguientes grupos armados organizados al margen de la ley han declarado públicamente 
un cese de hostilidades y su voluntad de iniciar acercamientos con el gobierno para buscar 
opciones para la paz y la reconciliación nacional: Autodefensas Unidas de Colombia, AUC; 
Autodefensas Campesinas Bloque Central Bolívar, BCB y Vencedores de Arauca; y el Grupo de 
Autodefensas Alianza del Oriente, conformada por las autodefensas del sur de Casanare, Meta y 
Vichada; 
Que es necesario integrar una Comisión Exploratoria de Paz, para propiciar acercamientos y 
establecer contactos con los citados grupos de autodefensas y buscar opciones para la paz y la 
reconciliación nacionales, 
RESUELVE: 
Artículo 1°. Integrar una Comisión Exploratoria de Paz para propiciar acercamientos y establecer 
contactos con los Grupos de Autodefensas Unidas de Colombia, AUC; con las Autodefensas 
Campesinas Bloque Central Bolívar, BCB, y Vencedores de Arauca; y con el Grupo de Autodefensas 
Alianza del Oriente, conformada por las Autodefensas del Sur de Casanare, Meta y Vichada. 
Artículo 2°. Designar como representantes del Gobierno Nacional en la Comisión Exploratoria de 
Paz a los doctores Eduardo León Espinosa Facciolince, Ricardo Avellaneda Cortés, Carlos Franco 
Echavarría, Jorge Ignacio Castaño Giraldo, Gilberto Alzate Ronga y Juan B. Pérez Rubiano. 
Artículo 3°. La Comisión Exploratoria adelantará sus labores con la más estricta confidencialidad. 
De los desarrollos y avances del proceso informará al país, exclusivamente, el Alto Comisionado 
para la Paz. 





Comuníquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 23 de diciembre de 2002. 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Justicia y del Derecho encargado de las funciones del Despacho del Ministro del 
Interior, 
Fernando Londoño Hoyos. 
El Ministro de Justicia y del Derecho, 
Fernando Londoño Hoyos. 
La Ministra de Defensa Nacional, 




ACTA DE COMPROMISO DE LAS AUC 
 
Febrero 13 de 2003: Reunión Comandantes AUC 
 
Las AUC estamos dispuestas a hacer un gran aporte para la paz de nuestro país, generando 
condiciones que nos permitan creer en las fortalezas del Estado y sus instituciones, las cuales 
consideramos han tomado rumbos y fuertes vientos de  cambio. Una negociación que favorezca al 
país y proteja los integrantes políticos, militares, y sociales del Movimiento Nacional de 
Autodefensas, consideramos es una racional  
manera de encarar el nuevo milenio en busca de las convivencia y estabilidad de la 
gobernabilidad. 
En este marco, es el compromiso de cada uno de los Comandantes presentes y firmantes que el 
Movimiento Nacional de Autodefensas llegará hasta el final en este proceso de negociación, el 
cual conducirá a la reinserción a la vida civil del país, siendo claro que toda nuestra relación 
Territorios – Hombres – Armas, están en servicio en este momento histórico que vivimos. 
Nos comprometemos a que si uno de nosotros se margina de este proceso el conjunto de la 
Organización asumirá la totalidad de sus territorios e integrantes; esto sería independiente del 
resultado final en la negociación actual.  
Así mismo, este acuerdo queda como un principio fundamental que debe ser asumido totalmente 
en el caso en que una de las fuerzas aliadas defina más adelante  reintegrarse al actual proceso de 
negociación. 
Conservar y construir la unidad de mando es la única forma para salir airosos y ser alternativa para 
el conjunto del pueblo colombiano que en un determinado momentos nos vio como una 



























ACUERDO DE SANTA FE DE RALITO PARA CONTRIBUIR A LA PAZ DE COLOMBIA 
 
Santa Fe de Ralito, 15 jul (CNE).- El Gobierno Nacional y las Autodefensas Unidas de Colombia A.U.C., 
como resultado de la Fase Exploratoria adelantada entre las partes a partir del mes de diciembre de 
2002, 
ACUERDAN: 
1. Definir como propósito de este proceso el logro de la paz nacional, a través del fortalecimiento de la 
gobernabilidad democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza en manos del Estado. Las 
AUC reiteran que su mayor aporte a la nación en este momento histórico es avanzar hacia su 
reincorporación a la vida civil y contribuir al fortalecimiento del Estado Social de Derecho. Las partes se 
comprometen en este proceso, conscientes de dar un paso que aporta de manera efectiva a la 
construcción de la auténtica paz que espera y merece la nación colombiana. 
2. Para el cumplimiento de este propósito, las Autodefensas Unidas de Colombia se comprometen a 
desmovilizar a la totalidad de sus miembros, en un proceso gradual que comenzará con las primeras 
desmovilizaciones antes de terminar el presente año y que deberá culminar a más tardar el 31 de 
diciembre de 2005. El gobierno se compromete a adelantar las acciones necesarias para 
reincorporarlos a la vida civil. 
3. Las Autodefensas Unidas de Colombia valoran muy positivamente las recomendaciones finales de la 
Comisión Exploratoria y coinciden en que las mismas constituyen un norte adecuado para el proceso 
de paz entre el gobierno nacional y las AUC. 
4. Acuerdan que a partir de las recomendaciones del informe final de la Comisión Exploratoria, se da 
por terminada la fase de exploración del proceso de paz, para dar inicio a una etapa de negociación. 
5. Crear las condiciones para que en un tiempo prudencial se concentren -con las debidas garantías de 
seguridad-, los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia, en sitios previamente acordados. 
La concentración de sus integrantes incluirá todos los rangos de mando, disponiendo de las garantías 
que para tal efecto se convengan entre las partes. Dichas zonas contarán con la presencia permanente 
de la fuerza pública. 
6. Las Autodefensas Unidas de Colombia ratifican su compromiso con el cumplimiento del cese de 
hostilidades, como expresión de buena voluntad y continuarán con sus esfuerzos para lograr que sea 
totalmente efectivo. 





narcotráfico y respaldan las acciones del Estado colombiano contra este fenómeno que destruye la 
democracia, la convivencia, la economía y el medio ambiente. 
8. Agradecer la presencia permanente de la Iglesia Católica en este proceso de paz e invitarla a seguir 
acompañándolo, como garantía de transparencia y compromiso de las partes con la paz de Colombia. 
9. Convocar la solidaridad y el compromiso nacional para fortalecer al Estado y construir las 
condiciones que hagan posible la desmovilización y reincorporación a la vida civil de los miembros de 
las A.U.C. Piden a los diferentes sectores nacionales y a las comunidades locales que apoyen los 
esfuerzos institucionales para consolidar la seguridad, la convivencia y el desarrollo. 
10. Exhortar a la comunidad internacional a respaldar los esfuerzos para defender y fortalecer la 
democracia colombiana y a prestar su concurso para desactivar los factores de violencia que afectan a 
Colombia. 
Con este acuerdo, el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia responden al anhelo nacional 
de una Colombia en paz con oportunidades y garantías para todos. 
Por el Gobierno Nacional: 
LUIS CARLOS RESTREPO 
Alto Comisionado para la Paz 
Por las Autodefensas Unidas de Colombia AUC: 
HERNAN HERNÁNDEZ RAMIRO VANOY 
LUIS CIFUENTES FRANCISCO TABARES 
ADOLFO PAZ JORGE PIRATA 
VICENTE CASTAÑO CARLOS CASTAÑO 
SALVATORE MANCUSO 
TESTIGOS 
" Miembros de la Comisión Exploratoria de Paz 
Carlos Franco Jorge Ignacio Castaño 
Eduardo Espinosa Gilberto Alzate Ronga 
Ricardo Avellaneda Juan B. Pérez Rubiano 





Monseñor Germán García Monseñor Julio Cesar Vidal 
Padre Leonidas Moreno 
SANTA FE DE RALITO, 15 de julio de 2003. 
 
Anexo V:  
 
CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y 
LA SECRETARIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
PARA EL ACOMPAÑAMIENTO AL PROCESO DE PROCESO DE PAZ EN COLOMBIA 
 
A los 23 días del mes de enero de 2004, en la ciudad de Bogotá, D.C., LAS PARTES, el Gobierno de 
la República de Colombia (en adelante, el GOBIERNO), representado por el Excelentísimo 
Presidente de la República, Álvaro Uribe Vélez, y la Secretaría General de la Organización de 
Estados Americanos (en adelante, SG/OEA), representada por su Secretario General, César Gaviria 
Trujillo, CONSIDERANDO: 
Que el Artículo 2(a) de la Carta de la OEA establece que la OEA, “para realizar los principios  
en que se funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo con la Carta de las Naciones 
Unidas, establece los siguientes propósitos esenciales: a) Afianzar la paz y la seguridad del 
Continente….”Que el GOBIERNO, representado por el Presidente Álvaro Uribe Vélez, ha 
establecido una política de paz donde”…. las puertas para una negociación están abiertas para 
todos aquellos grupos armados ilegales que deseen retomar a la vida democrática del país, previa 
condición de decretar un “cese de hostilidades”, con el único fin de lograr una disminución de la 
violencia y asegurar el respeto de los derechos humanos en todo el territorio nacional”; Que dicha 
política de paz “ofrece la oportunidad a los grupos armados ilegales de sentarse a  dialogar y 
concretar el reintegro de sus miembros a la vida civil con todas las garantías necesarias  para que 
puedan expresar sus ideas y luchar sin armas para defender sus propósitos, se debe entender 
como un complemento a la política de seguridad democrática”; Que el GOBIERNO ha solicitado en 
distintas oportunidades el apoyo de la comunidad hemisférica en relación con relación a su 
conflicto interno, el cual ha recibido, en el marco de la OEA, entre otros, mediante la Declaración 
de la IV Sesión Plenaria de la Asamblea General sobre la situación de Colombia, de junio de 2003, 
contenida en el documento AG/DEC. 34 (XXXIII-0/03) y en la Resolución del Consejo Permanente 
CP/RES. 837 (1354/03) corr. 1; Que en la  Declaración de la Conferencia Especial sobre Seguridad 
sobre la Situación de Colombia del 28 de octubre de 2003, los países de hemisferio respaldaron al 
GOBIERNO “en su búsqueda de soluciones pacíficas negociadas para superar la violencia, previo 
cese de hostilidades... e [hicieron] un llamado a la comunidad internacional para que respalde el 
pronto inicio de negociaciones, los programas de desmovilización, reconciliación, desarme y 
reinserción que se requieran para lograr, de manera justa y transparente, la reincorporación a la 
vida civil de integrantes de todos los grupos armados ilegales”; 





Americanos el apoyo en materia de verificación y asesoría a partir de la experiencia acumulada por 
esta Organización, ACUERDAN LO SIGUIENTE: 
ARTÍCULO I 
OBJETIVOS Y ALCANCE 
1.1. El objetivo general del presente Convenio es apoyar al GOBIERNO en los objetivos de su 
Política de Paz, mediante la facilitación de la cooperación que el GOBIERNO solicite de la SG/OEA, 
así como la recepción de la ayuda proveniente de los estados miembros de la OEA, y de los 
observadores permanentes de la OEA, y de otros estados. 
1.2. El objetivo específico es establecer una Misión para apoyar el Proceso de Paz de Colombia (en 
adelante MAPP/OEA o la Misión) y verificar las iniciativas de cese al fuego y de hostilidades, de 
desmovilización y desarme, y de reinserción, que en el marco del Proceso de  
Paz sea establecido por el GOBIERNO. 
1.3. El alcance de la Misión es el de  la verificación del cese del fuego y de hostilidades, la 
desmovilización y desarme, y la reinserción de los miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley que en uso de sus atribuciones constitucionales y legales realice el  GOBIERNO 
con las fuerzas irregulares. La Misión no intervendrá en los asuntos internos de Colombia, así 
como tampoco emitirá juicios sobre las decisiones jurídicas o políticas que son propias de la 
soberanía del Estado Colombiano. 
ARTÍCULO II 
MANDATOS Y FUNCIONES DE LA MISIÓN 
2.1 El mandato de la Misión es efectuar un acompañamiento amplio y flexible a la Política de Paz 
con los grupos armados ilegales, contemplando: 
a. La verificación del proceso de paz, en especial en lo que hace al cese al fuego y de hostilidades, 
desarme y desmovilización y reinserción. 
b. El apoyo a las iniciativas del Gobierno Nacional, organizaciones de la sociedad civil y otras 
instancias, mediante el apoyo a la movilización de recursos para dichas iniciativas  políticas, 
programas y actividades. 
c. Verificación de la entrega de armas, que sean pactadas, monitorear su estricto cumplimiento y 
definir programas para su destrucción. 
d. El apoyo a las iniciativas locales en zonas de conflicto, promoviendo medidas de fomento de la 
confianza y la reconciliación que desarrollen una cultura de democracia, paz y resolución pacífica 
de la violencia, así como la identificación, formulación y  gestación de iniciativas y proyectos de 
contenido social en dichas áreas. - 3 - 
2.2 A fin de cumplir con sus objetivos y sus mandatos, la Misión podrá realizar las funciones 
siguientes: 
a. Verificar el cumplimiento de los acuerdos que sobre el cese al fuego y hostilidades, de 
desmovilización y desarme, y de reinserción de los grupos armados ilegales, a los que llegue el 
GOBIERNO con los grupos armados organizados al margen de la ley; 
b. Proponer, monitorear y evaluar la implementación de Medidas de Confianza y Seguridad entre 
el GOBIERNO y los grupos armados organizados al margen de la ley, con el fin de prevenir 
incidentes  que puedan perturbar el normal desarrollo del proceso de cese de fuego y de 





c. Proponer al GOBIERNO y a los grupos armados organizados al margen de la ley otras 
recomendaciones para facilitar el desarrollo del proceso de negociación, pero no podrá participar 
ni opinar sobre el mismo, a menos que específica y puntualmente, su colaboración sea solicitada 
de común acuerdo por ellas. 
2.3. En el desempeño de sus funciones, la MAPP/OEA cumplirá con los principios generales de la  
Carta de la OEA y de otros tratados y acuerdos internacionales pertinentes; respetará la  
Constitución y las leyes de la República de Colombia; y actuará de conformidad con los principios 
de operación siguientes: 
a. Autonomía: Las labores de la Misión se realizarán en estricta independencia del GOBIERNO y de 
los grupos armados ilegales, observando estrictamente el respeto a la soberanía y a la iniciativa de 
las autoridades políticas colombianas. 
b. Neutralidad: La Misión está destinada a atender, dentro del marco de su alcance y mandato, a 
todos las partes afectadas por la violencia, sin discriminación alguna. 
c. Flexibilidad: La dinámica del proceso de paz, sus tiempos y prioridades requieren ser atendidos 
mediante una estructura flexible que pueda adaptarse a las cambiantes realidades del proceso, sin 
perjuicio de la verticalidad de la autoridad y del mando. 
ARTÍCULO III 
OBLIGACIONES DE LAS PARTES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LA MISIÓN 
3.2 La SG/OEA se compromete a: 
a. Establecer la MAPP/OEA como una dependencia de la Secretaría General de la OEA, la cual 
contará con un Jefe de Misión y otros Miembros de la Misión, de acuerdo con las disposiciones 
establecidas en el Artículo V a continuación. 
b. Establecer una Sede principal de la MAPP/OEA en el domicilio que establezcan de común 
acuerdo las partes y, de ser necesario, abrir sedes alternas donde así se requiera para el 
cumplimiento de los fines del presente Convenio. 
c. Poner en conocimiento de sus órganos los contenidos del presente Convenio y armonizar las 
actividades de las distintas dependencias de la SG/OEA para el logro de los propósitos enunciados. 
d. Efectuar gestiones ante terceras entidades para el apoyo a las actividades de la 
MAPP/OEA y las iniciativas y proyectos que en el marco del mandato de este Convenio se 
establezcan. 
e. Presentar un Informe de la MAPP/OEA anual al Consejo Permanente de la 
Organización. 
3.2 El GOBIERNO se compromete a: 
a. Brindar la más óptima seguridad a los Miembros de la Misión y las sedes de la 
MAPP/OEA, cual será establecida de común acuerdo; 
b. Brindar a la MAAP/OEA, a sus Miembros, a sus bienes, locales y archivos, de la Misión los 
privilegios e inmunidades especificados en el artículo VI del presente Convenio. 
c. Poner en conocimiento de las entidades del Estado y sus autoridades civiles y militares, los 
contenidos del presente Convenio, con el propósito de que faciliten y coordinen sus  actividades 
con aquellos de la Misión. 






e. Responder oportunamente a las solicitudes de la SG/OEA para la aceptación y acreditación de 
Miembros de la Misión de acuerdo con la cláusula 6.1 del presente convenio. 
3.3 Las Partes se comprometen a: 
a. Instar a los países miembros de la OEA y terceras entidades de la comunidad internacional a que 
continúen brindando apoyo al proceso de paz. 
b. Invitar a la comunidad internacional a que apoye y contribuye recursos a la Misión.  
ARTÍCULO IV 
REPRESENTACIONES Y NOTIFICACIONES 
4.1. Los representantes de las partes para el objeto del presente Convenio serán: 
a. El GOBIERNO designa al Alto Comisionado para la Paz, Dr. Doctor Luis Carlos 
Restrepo, como su representante. 
b. La SG/OEA designa como Jefe de Misión al Sr. Señor Sergio Caramagna. 
4.2. Todas las comunicaciones y notificaciones que se deriven de este Convenio tendrán validez 
únicamente cuando sean remitidas por correo o vía facsímile y estén dirigidas a los representantes 
coordinadores en las direcciones sus de sus oficinas respectivas. Cuando las comunicaciones y 
notificaciones sean transmitidas por correo electrónico tendrán validez siempre y cuando se 
efectúen directamente de la dirección electrónica del representante de una de las Partes a la 
dirección electrónica del representante de la otra. 
4.3. Cualquiera de las Partes podrá cambiar su representante designado, la dirección, fax o correo 
electrónico indicados, notificándolo así a la otra Parte por escrito. 
ARTÍCULO V 
MIEMBROS DE LA MISIÓN 
5.1 Serán Miembros de la MAPP/OEA  aquellos que, previa aceptación del GOBIERNO, hayan sido 
debidamente y acreditados ante las autoridades del GOBIERNO por el Secretario 
General de la OEA. 
5.2 Los Miembros de la Misión incluirán funcionarios internacionales y locales de la SG/OEA y 
contratistas independientes contratados en el plano local o internacional de acuerdo con las 
normas de la SG/OEA. Los Miembros de la Misión desempeñaran funciones de supervisión, de 
asesoría, de naturaleza técnica-profesional, o de servicio general. 
5.3 La SG/OEA proveerá a cada uno de los Miembros de al Misión de un carné de identidad 
numerado el cual contendrá el nombre completo, la fecha de nacimiento, el cargo o rango y una 
fotografía. Los Miembros de la Misión no estarán obligados a entregar dicho carné sino a 
presentarlo cuando así lo requieran las autoridades del GOBIERNO. 
ARTÍCULO VI 
PRIVILEGIOS E INMUNIDADES 
6.1 La MAAP/OEA, todos sus Miembros, sus bienes y haberes, sus sedes, y sus archivos gozaran de 
los mismos privilegios e inmunidades otorgadas a la Organización de los Estados Americanos, a los 
órganos de la Organización, al personal de los mismos, y a los bienes, haberes, sedes, y archivos de 
ellos, de conformidad con el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Organización de los 
Estados Americanos, con respecto a lo que el GOBIERNO depositó su instrumento de adhesión del 





6.2 Los Miembros Internacionales de la MAAP/OEA además gozarán de los privilegios e 
inmunidades otorgados a agentes diplomáticos de acuerdo con la Convención  de Viena Sobre 
Relaciones Diplomáticas del 18 de abril de 1961.Para los efectos de esta disposición, los  
Miembros Internacionales de la Misión son: 
a. Miembros de la Misión que son funcionarios internacionales nombrados de acuerdo con el 
Reglamento de Personal de la SG/OEA y; 
b. Miembros de la Misión que son personas contratadas para la Misión que no son funcionarios de 
la SG/OEA de acuerdo con sus normas y que no son ciudadanos de la  
República de Colombia. 
6.3 Los Miembros de la Misión colaborarán con las autoridades competentes del GOBIERNO para 
evitar que ocurran abusos en relación con los privilegios e inmunidades concedidos.  
Asimismo, las autoridades competentes del GOBIERNO harán todo lo posible para facilitar la  
colaboración que les sea solicitada por los Miembros de la Misión. 
6.4 Sin perjuicio de los privilegios e inmunidades otorgados, los Miembros de la Misión respetarán 
las leyes y reglamentos vigentes en Colombia. El Gobierno podrá declarar persona non grata y 
disponer la expulsión de un extranjero protegido por las inmunidades reconocidas en este 
Acuerdo, comunicando previamente tal medida a la SG/OEA a través del Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 
6.5 El Gobierno y la SG/OEA tomarán las medidas que sean necesarias para procurar un arreglo 
amistoso para la solución adecuada de: 
a. las controversias que se originen en contratos u otras cuestiones de derecho privado; y  
b. las controversias en que sea parte cualquiera de los Miembros de la Misión respecto de 
materias en que gocen inmunidad. 
6.6 Los privilegios e inmunidades se otorgan a los Miembros de la Misión para salvaguardar su 
independencia en el ejercicio de sus funciones oficiales y no para beneficio personal. Por lo 
siguiente, el Secretario General de la OEA renunciará a los privilegios e inmunidades de éstos en 
caso de que, según su criterio, el ejercicio de ellos impida el curso de la justicia y cuando dicha 
renuncia pueda hacerse sin que se perjudiquen los intereses de la OEA. 
6.7 El GOBIERNO reconoce el "Documento Oficial de Viaje" expedido por la SG/OEA como 
documento válido y suficiente para los viajes de los Miembros de la Misión. Dicho documento 
requiere visado oficial para que los Miembros de la Misión ingresen en el país y permanezcan en él 
hasta el término de la Misión. 
6.8 La Misión Podrá establecer y operar en el territorio de Colombia un sistema de 
radiocomunicaciones autónomo destinado a proveer enlace permanente entre sus Miembros y los 
vehículos que utilice la Misión con las oficinas y sedes regionales, como de éstas con la Sede 
principal, y de ésta con la Sede de la SG/OEA en Washington, D.C., para cuyo logro el Gobierno 
prestará toda la colaboración técnica y administrativa que se considere necesaria. 
6.9 Ninguna disposición establecida en este Convenio constituye una renuncia, expresa o implícita, 
de los privilegios e inmunidades de las Partes y de su personal. 
ARTÍCULO VII 
DISPOSICIONES GENERALES: 





7.2 Este Convenio entrará en vigor después de firmado por las Partes. 
7.3 Este Convenio tendrá una duración de tres años, prorrogables por el mismo tiempo o el que las 
partes acuerden mediante el intercambio de notas de sus representantes. 
7.4 Las Partes pueden dar por terminado el Convenio antes de las fechas descritas de mutuo 
acuerdo o cada una de las Partes en forma independiente, sin invocación de causa, poniendo en 
conocimiento a la otra por escrito con a anticipación no menor a un mes de anterioridad a la fecha 





ACUERDO ENTRE GOBIERNO NACIONAL Y LAS AUTODEFENSAS UNIDAS DE COLOMBIA PARA LA 
ZONA DE UBICACIÓN EN TIERRALTA, CÓRDOBA, (ACUERDO DE FÁTIMA) 
 
12 y 13 de mayo de 2004. 
 
El Alto Comisionado para la Paz, en nombre del Gobierno Nacional y los miembros del Estado 
Mayor Negociador de las Autodefensas Unidas de Colombia, reunidos los días 12 y 13 de mayo de 
2004, en Santa Fe de Ralito, con el acompañamiento de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en 
Colombia de la OEA, MAPP/OEA y la Iglesia Católica, llegaron al siguiente acuerdo que regirá el 
funcionamiento de la Zona de Ubicación en Tierralta, Córdoba.  
 
1. Objeto de la zona 
 
La Zona de Ubicación se establece con los propósitos de:  
 
a. Facilitar la consolidación del proceso de paz y los acuerdos entre el Gobierno Nacional y las 
Autodefensas Unidas de Colombia.  
b. Contribuir al perfeccionamiento y verificación del cese de hostilidades.  
c. Avanzar hacia la definición de un cronograma de concentración y desmovilización de los 
miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia.  
d. Permitir la interlocución de la mesa de diálogo con todos los sectores nacionales e 
internacionales.  
e. Facilitar la participación ciudadana y contribución de los colombianos al proceso.  
 
2. Delimitación de la zona  
 
La Zona de Ubicación corresponde a los límites señalados en la Resolución expedida por el Señor 
Presidente de la República en uso de las facultades, que le confiere la Ley 782 de 2002.  
El espacio aéreo correspondiente a esta zona, se suspende para la navegación comercial y privada 
a menos de 10.000 pies. Las aeronaves que requieran usar este espacio contarán con autorización 








a. La Zona tendrá una vigencia de seis (6) meses prorrogables de acuerdo con las necesidades del 
proceso.  
b. La fecha de instalación de la zona de ubicación será concertada entre el Gobierno Nacional y las 
Autodefensas Unidas de Colombia y se dará a conocer a la opinión, en el momento oportuno.  
c. En caso que finalice la vigencia de la zona por decisión concertada o de manera unilateral, los 
miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia contarán con un plazo de cinco (5) días para la 
evacuación de la zona.  
d. La Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la OEA, MAPP/OEA verificará el cumplimiento de esta 
garantía, con el acompañamiento de la Iglesia.  
 
4. Garantías jurídicas en la Zona  
 
Conforme a la Ley 782 y durante la vigencia de la zona, se suspenden las órdenes de captura y las 
operaciones ofensivas contra los miembros de los grupos de autodefensa que se encuentren 
dentro del territorio delimitado.  
 
5. Principios rectores  
 
La conducta de los miembros de las Autodefensas y del Gobierno Nacional, dentro de la Zona de 
Ubicación, se ajustará a los siguientes principios básicos:  
 
- Voluntad de paz 
- Transparencia  
- Respeto a la población que habita en la Zona  
- Respeto mutuo  
- Legalidad  
- Flexibilidad y disposición para la conciliación  
- Buena fe  
- Confidencialidad concertada en la negociación y objetividad en la información publica  
 
6. Normas básicas de funcionamiento  
 
a. En el territorio de la zona de ubicación mantendrá plena vigencia el Estado y el ordenamiento 
legal colombiano. 
 
b. El Gobierno Nacional y la Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA, contarán con sendas sedes en 






c. Las salidas de la Zona y los reingresos de los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia, 
deberán ser autorizados y garantizados por el Gobierno Nacional, serán limitados y otorgados sólo 
para desarrollar actividades relacionadas con el proceso de paz.  
 
d. En la Zona de Ubicación funcionará con carácter permanente el Comité de Seguridad y 
Convivencia, conformado por: Un delegado de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, un 
delegado de la Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA y un delegado de las Autodefensas Unidas 
de Colombia. Serán invitados permanentes: la Iglesia, un delegado del Ministerio de Defensa, la 
Alcaldía de Tierralta, la Gobernación de Córdoba, un delegado de la comunidad, y/o las otras 
entidades que se acuerden.  
 
e. El Comité de Seguridad y Convivencia tomará decisiones y coordinará acciones sobre: logística, 
seguridad, reglamento interno de convivencia y comportamiento, comunicaciones e ingreso de 
visitantes a la zona.  
 
f. Los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia se abstendrán de: desarrollar actividades 
ilícitas, reclutar personas, ejercer presión o amenazas sobre pobladores o visitantes, desarrollar 
entrenamiento armado y ordenar o coordinar acciones ilegales desde la zona.  
 
g. Si se presentare una violación o infracción a la ley colombiana, las autoridades competentes 
atenderán la situación, según el ordenamiento legal vigente.  
 
h. Se garantizará el ingreso, la salida y la movilización dentro de la zona a los habitantes y aquellas 
personas que desarrollan actividades en ese territorio.  
 
i. El Comité de Seguridad y Convivencia definirá una política de comunicaciones y reglamentará el 
acceso de los medios de comunicación a la zona de ubicación.  
 
j. La Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA, recibirá un inventario de las armas, material de 
guerra y municiones en poder de los miembros de las autodefensas en la zona. Los miembros de 
las autodefensas se abstendrán de fabricar, almacenar, ingresar o retirar armas, material de 
guerra y/o municiones adicionales.  
 
k. La Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA, recibirá un informe sobre los medios y equipos de 
comunicación en poder de civiles o autodefensas, que funcionan en la zona.  
 
l. La Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA, desarrollará un proceso de información y 
sensibilización con las comunidades que habitan la zona.  
 






a. La Fuerza Pública colombiana se encargará de la seguridad perimetral de la zona y del control de 
acceso.  
b. Las personas y vehículos que ingresen a la zona serán registradas y se someterán a los controles 
de seguridad que existan para tal fin.  
c. En coordinación con la Fuerza Pública se adoptarán las medidas que permitan la instalación de 
un cordón de seguridad interno para la seguridad de las autodefensas.  
d. Se establecerá un plan de seguridad que será revisado por el Comité de Seguridad y Convivencia 
de manera periódica.  
 
8- Verificación  
 
a. La Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA, verificará el cumplimiento de este Acuerdo y de los 
compromisos adquiridos.  
b. En la zona de ubicación funcionará un Comité de Verificación, encargado de apoyar a la Misión 
de la OEA, MAPP/OEA, en la verificación del cese de hostilidades a nivel nacional.  
c. El Comité de Verificación estará conformado por: un miembro de la Misión de Apoyo de la OEA, 
MAPP/OEA, un delegado de la 
 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz y un delegado de las Autodefensas. Este Comité elaborará 
un procedimiento para la recepción y atención de quejas, informaciones o denuncias sobre el 
cumplimiento del cese de hostilidades.  
Santa Fe Ralito, mayo 13 de 2004  
 
Por el Gobierno Nacional  
 
Luis Carlos Restrepo Ramírez  
Ex - Alto Comisionado para la Paz  
 


















Por la Misión de Apoyo de la OEA, MAPP/OEA  
Sergio Caramagna 
 
Por la Iglesia Católica 





DECRETO 2374 DE 2010 
(JULIO 1 DE 2010) 
 
Por el cual se crea la Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales, y se dictan 
otras disposiciones 
  
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
  
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los artículos 





Que el artículo 228 de la Constitución Política establece que: "La administración de justicia es 
función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes 
con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos 
procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento 
será 
desconcentrado y autónomo". 
  
Que dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, Ley 1151 de 24 de julio de 2007, artículo 6° 
dentro del eje 2, "Política de Defensa y Seguridad Democrática" numeral 2.1 "Hacia la 
consolidación de la Política de Seguridad Democrática" establece: "Las acciones tendientes a 
consolidar la política de defensa y seguridad democrática se dirigirán a garantizar el control del 
territorio y la defensa de la soberanía nacional, a combatir el problema de las drogas y el crimen 
organizado y a promover una política de seguridad y convivencia ciudadana desde lo local..." 
Que las Leyes 270 de 1996 y 1285 de 2009 señalan principios que rigen la función pública de 
administrar justicia, entre los cuales se destaca que la Administración de Justicia debe ser pronta, 
cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento. 
  
Que el Código de Procedimiento Penal determinó las entidades que integran el Sistema Penal 





garantizar el respeto de los derechos de las partes involucradas y de cumplir los objetivos 
asignados al mismo. 
  
Que conforme al artículo 113 de la Constitución Política, los diferentes órganos del Estado tienen 
funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines. 
  
Que la Fuerza Pública ha identificado varias bandas criminales entre las cuales se incluyen: 
  
1. Los Rastrojos 
 
2. Los Paisas 
 
3. Urabá (o Urabeños)  
 




6. Los Machos 
 
Que estas organizaciones están compuestas por varias personas, se identificaron desde el año 
2006 y han permanecido en el tiempo hasta la fecha. Se caracterizan por ser organizaciones de 
carácter multi-delictivo, independientes unas de otras, carentes de cualquier tipo de ideología, 
desplegándose hacia zonas donde convergen las fases de la cadena del narcotráfico, llegando 
incluso a consolidar alianzas con grupos terroristas (FARC y ELN) y con organizaciones 
delincuenciales con propósitos criminales. 
  
Que las Bandas Criminales contextualizan dos modalidades criminales dentro de su 
comportamiento armado y delictivo. Por un lado, los componentes estructurales: están ubicados 
particularmente en zonas rurales, poseen armas de guerra y evidencian una jerarquía buscando 
capacidad para custodiar, explotar y disputar zonas estratégicas del narcotráfico y otras 
modalidades delictivas. Por otro lado, las redes criminales: las cuales, si bien no hacen parte del 
componente estructural, sí se identifican como miembros de la BACRIM a la que sirven, así 
simultáneamente pertenezcan a otros grupos delincuenciales, como los denominados "combos" y 
"oficinas de cobro". Por lo general portan armas cortas, no tienen subordinación y han sido 
absorbidas o financiadas directamente por la organización mediante una especie de contratación 
informal para tareas especificas, con el fin de incidir en la comisión de delitos indeterminados, en 
particular aquellos que según el artículo 35 de la Ley 906 de 2004, son competencia de los jueces 
especializados, complementando así la actividad criminal a través de rutas y contactos nacionales 






Que las autoridades deben procurar el cumplimiento de los fines esenciales del Estado como son 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la 
Ley, asegurando la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo, para lo cual resulta 
prioritario contar con un trabajo coordinado interinstitucionalmente contra las Bandas Criminales 
que permita la oportuna toma de decisiones por parte de las autoridades correspondientes, 
dentro del ámbito de sus competencias constitucionales y legales. 
 
Que el uso ilegal y extendido de armas, municiones y explosivos, por parte de estas Bandas, viene 
siendo difícil de controlar, por cuanto si bien es cierto, mediante el artículo 38 de la Ley 1142 de 
2007, se modificó el artículo 365 de la Ley 599 de 2000, aumentando las penas para el delito de 
porte ilegal de armas de fuego pasando de 1 a 4 años la pena mínima y de 4 a 8 la máxima, ello no 
resulta suficiente, toda vez que en un alto porcentaje de los casos no hay imposición de medida de 
aseguramiento privativa de la libertad, y en los casos de condena se conceden la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena, o la prisión domiciliaria, con lo cual el delincuente 
permanece en libertad continuando con su actuar delictivo. 
  
Que no obstante nuestro marco jurídico incluye elementos para la aplicación de las medidas de 
aseguramiento privativas de la libertad y de las condenas intramurales, en la práctica se han 
observado dificultades que impiden la aplicación de estos institutos, con graves efectos en la 
seguridad y la convivencia ciudadanas, lo cual amerita la definición de acciones en procura de su 
resolución. 
 
Que estas Bandas y Redes criminales, desarrollan sus actividades delictivas tanto en zonas rurales 
como urbanas, en las cuales se presentan condiciones de vulnerabilidad para la Policía Judicial, los 
Fiscales, los Jueces, el Ministerio Público y los Defensores Públicos, de la respectiva sede. 
 
Que en las zonas rurales resulta difícil la disponibilidad y acceso de la Policía Judicial, los Fiscales, 
los Jueces, el Ministerio Público y los Defensores Públicos. 
  
Que por las anteriores razones es indispensable contar con esquemas móviles interinstitucionales, 
con competencia funcional y territorial en todo la República, que garanticen la coordinación de 
acciones para la seguridad y la accesibilidad, que permitan una pronta y cumplida administración 
de justicia. 
 
Que estas Bandas y Redes criminales, realizan maniobras dilatorias para lograr el vencimiento 
indebido de términos procesales. 
 
Que para efectos de la custodia y vigilancia adecuada de los miembros de Bandas y Redes 
Criminales es necesario poner en funcionamiento de manera urgente los nuevos establecimientos 






Que el Consejo Superior de Política Criminal y Penitenciaria, recomendó las decisiones que se 
adoptan en el presente Decreto y acordó participar en esta Comisión y designar los funcionarios 
que hagan parte de los esquemas móviles de la misma. 
  
DECRETA: 
Artículo Primero.- Creación. Créase la Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes 
Criminales, por el término de un año prorrogable previo concepto favorable del Consejo Superior 
de Política Criminal y Penitenciaria. 
 
Parágrafo. Cada dos meses la Comisión presentará un informe sobre el avance de sus actividades 
al Consejo de Política Criminal y Penitenciaria. 
  
  
Artículo Segundo.- Objeto. La Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales, 
respetando las funciones constitucionales y legales de cada una de las entidades del Estado que la 
componen, tendrá por objeto articular esfuerzos, que permitan la captura y judicialización de 
personas que conformen o hagan parte de las Bandas. 
  
 
Artículo Tercero.- Integración. La Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales 
estará integrada por los siguientes funcionarios: 
  
1. El Ministro del Interior y de Justicia o como su delegado el Viceministro de Justicia y del 
Derecho, quien la presidirá. 
 
2. El Ministro de Defensa Nacional o su delegado. 
 
3. El Director de la Policía Nacional o su delegado. 
 
4. El Director del Departamento Administrativo de Seguridad -DAS- o su delegado. 
  
5. El Fiscal General de la Nación o su delegado. 
 
6. El Procurador General de la Nación o su delegado. 
 
7. El Defensor del Pueblo o su delegado. 
 
8. El Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura o su delegado; 
 
Parágrafo. La Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales podrá invitar a sus 







Artículo Cuarto.- Funciones. La Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales, 
tendrá las siguientes funciones: 
  
1. Coordinar, orientar y articular esfuerzos entre las entidades comprometidas con la 
administración de justicia y la preservación del orden público, para que a través de un trabajo 
conjunto dentro del ámbito de sus competencias constitucionales y legales, se procure la captura y 
judicialización de personas que conformen o hagan parte de bandas y redes criminales. 
 
2. Coordinar acciones para que el conocimiento y la judicialización de aquellos delitos cometidos 
por personas que hagan parte de bandas y redes criminales, sean conocidos y tramitados de 
manera inmediata, para que se logre una pronta y cumplida administración de justicia 
preservando el debido proceso. 
  
3. Crear mecanismos que permitan el ágil y oportuno intercambio de información, así como la 
eficiencia operativa y técnica, entre las entidades que hacen parte de esta Comisión. 
 
4. Proponer el diseño o mejora de protocolos que permitan la optimización de los procesos en la 
aplicación del sistema penal acusatorio, en el ámbito de cumplimiento del objeto del presente 
decreto. 
 
5. Crear, previo estudio y evaluación del Comité previsto en el artículo sexto del presente decreto, 
Comités Técnico Operativos de carácter territorial, zonal o local. 
 
6. Crear un protocolo para que en los casos en que niños, niñas o adolescentes estén vinculados a 
las BACRIM, la Fiscalía General de la Nación informe de inmediato al Instituto Colombiano de 




Artículo Quinto. Compromisos Institucionales. Cada una de las entidades representadas en la 
Comisión, dentro del ámbito de sus competencias legales y constitucionales, asume los siguientes 
compromisos para el cumplimiento del objeto previsto en el artículo segundo del presente 
decreto: 
  
1. El Ministro del Interior y de Justicia, o el Viceministro de Justicia y Derecho como su delegado, 
adelantará las diligencias al interior de la Rama Ejecutiva, liderando todos los procesos de 
coordinación y el apoyo institucional necesario para el éxito de la  Comisión; 
 
2. La Fiscalía General de la Nación. Designar Fiscales y miembros del Cuerpo Técnico de 
Investigación, con destinación especial al objeto del presente decreto; llevar a cabo las diligencias 





actos urgentes y asegurar los elementos materiales probatorios y evidencia física, para así 
garantizar la cadena de custodia y evitar que se declare la ilegalidad de los procedimientos 
efectuados. 
 
3. La Procuraduría General de la Nación. Designar Procuradores Judiciales Penales, con destinación 
especial al cumplimiento del objeto del presente decreto; cumplir su papel de garante de los 
derechos humanos y fundamentales y las demás funciones que le asigna el artículo 111 de la Ley 
906 de 2004. 
 
4. El Consejo Superior de la Judicatura. Crear jueces de control de garantías con competencia 
nacional o regional , con destinación especial al cumplimiento del objeto del presente decreto; 
velar y dar el apoyo necesario para que los jueces designados puedan cumplir con sus deberes 
acorde con lo establecido en el artículo 138 de la Ley 906 de 2004 y demás normas concordantes. 
 
5. La Defensoría del Pueblo. Destinar los Defensores Públicos necesarios para el cumplimiento del 
objeto del presente decreto; propender porque en todos los casos en que el sindicado no cuente 
con defensor de confianza, pueda acceder a un defensor público, quien deberá cumplir con los 
deberes y atribuciones establecidos en el artículo 125 de la Ley 906 de 2004, modificado por el 
artículo 47 de la Ley 1142 de 2007; 
  
6. Policía Nacional. Designar funcionarios de Policía Judicial con destinación especial al 
cumplimiento del objeto del presente decreto, quienes adelantaran todas las diligencias que sean 
necesarias conforme a lo previsto en la Ley 906 de 2004, cuyas investigaciones estarán 
encaminadas a lograr la captura y judicialización de personas que conformen o hagan parte de 
Bandas y Redes Criminales, en apoyo de las funciones de la Fiscalía General de la Nación. 
  
7. El Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-. Designar funcionarios de Policía Judicial 
con destinación especial al cumplimiento del objeto del presente decreto, quienes adelantaran 
todas las diligencias que sean necesarias conforme a lo previsto en la Ley 906 de 2004, cuyas 
investigaciones estarán encaminadas a lograr la captura y judicialización de personas que 
conformen o hagan parte de Bandas y Redes Criminales, en apoyo de las funciones de la Fiscalía 
General de la Nación. 
 
  
Artículo Sexto.- Comité Técnico Operativo. La Comisión contará con un Comité Técnico Operativo 
conformado por delegados de las entidades que la integran, quienes facilitarán el ejercicio de las 
funciones asignadas a la Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales, el cual 
se reunirá quincenalmente. 
  







Artículo Séptimo.- Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión Interinstitucional contra 
las Bandas y Redes Criminales estará a cargo de la Policía Nacional a través del Grupo de Bandas 
Criminales, de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol. 
 
 Artículo Octavo.- Funciones de la Secretaría Técnica. Son funciones de la Secretaría Técnica: 
 
1. Preparar los documentos e informes que serán sometidos a consideración de la Comisión; 
 
2. Elaborar y custodiar las actas de la Comisión; 
 
3. Convocar a la Comisión, por requerimiento de su Presidente o uno de sus miembros; 
 
4. Las demás que le sean asignadas por la Comisión y que sean afines con su naturaleza. 
 
  
Artículo Noveno.- Reuniones. La Comisión se reunirá ordinariamente, por derecho propio, una vez 
al mes, por convocatoria del Presidente a solicitud de cualquiera de los miembros y de manera 
extraordinaria cuando las circunstancias lo exijan. 
 




Artículo Décimo.- Con el propósito de fortalecer la investigación criminal, el Centro Integrado de 
Inteligencia contra las Bandas Criminales -C12 BACRIM-, el cual se encuentra conformado inter-
institucionalmente por la Policía Nacional, las Fuerzas Militares, el Ministerio de Defensa Nacional, 
el Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-, la Unidad de Inteligencia y Análisis Financiero 
-UIAF-, el Instituto Nacional Penitenciario Y Carcelario -INPEC-, la Alta Consejería Presidencial para 
la Reintegración Y la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, 
tendrá que suministrar a través de la Policía Judicial la información necesaria para que el Fiscal 
pueda hacer el análisis de la organización criminal y de la probabilidad de pertenencia del 
implicado a Bandas o Redes Criminales. 
 
  
Artículo Décimo Primero.- El Comando General de las Fuerzas Militares dispondrá un mecanismo 
interno, para que a solicitud de la Policía Nacional, se autorice el uso de la fuerza militar contra las 
bandas criminales cuando su nivel de hostilidad y organización así lo amerite. En todo caso, los 








Artículo Décimo Segundo.- La logística necesaria para garantizar la movilidad y seguridad de las 
personas designadas por el Consejo Superior de la Judicatura, la Policía Judicial, La Fiscalía General 
de la Nación, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación, será aportada por la 
Fuerza Pública, de acuerdo con la disponibilidad de equipos y medios.  
 Artículo Décimo Tercero.- El Gobierno Nacional en coordinación con el Consejo Superior de la 
Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio de Defensa 
Nacional y la Policía Nacional, hará los ajustes presupuestales necesarios para el cumplimiento del 
objeto del presente decreto, dentro de las vigencias 2010 y 2011. 
  
 
Artículo Décimo Cuarto.- Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
  
  
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dada en Bogotá, D.C., a los Julio 1 de 2010 
  
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
  
FABIO VALENCIA COSSIO 
Ministro del Interior y de Justicia 
  
GABRIEL SILVA LUJAN 
Ministro de Defensa Nacional 
  
FELIPE MUÑOZ GÓMEZ 
Departamento Administrativo de Seguridad 
Anexo VII: 
 
DECRETO 3360 DE 2003 
(Noviembre 21) 
"Por el cual se reglamenta la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y 
por la Ley 782 de 2002". 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, en uso de las atribuciones que le confiere el 
numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, y CONSIDERANDO: 
Que la Ley 782 de 2002 por medio de la cual se prorrogó la vigencia y se modificó la ley 418 de 
1997 - prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999- contiene las disposiciones para facilitar el 
diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados organizados al margen de la ley para su 
desmovilización, reconciliación y la convivencia pacífica; 
Que el artículo 65 de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y por la 
Ley 782 de 2002 -en su artículo 25- dispone que "las personas que se desmovilicen bajo el marco 
de acuerdos con los grupos armados organizados al margen de la ley con los cuales el Gobierno 





medida en que lo permita su situación jurídica, de los programas de reinserción socioeconómica 
que para el efecto establezca el Gobierno Nacional"; 
Que es necesario fijar condiciones de procedimiento específicas para facilitar la desmovilización 
colectiva de grupos armados organizados al margen de la ley, en el marco de acuerdos con el 
Gobierno Nacional; 
Que de conformidad con el artículo 53 de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 
548 de 1999 y por la Ley 782 de 2002 -en su artículo 21- una de las formas de comprobar la calidad 
de miembro de un grupo armado organizado al margen de la ley es "el reconocimiento expreso de 




Artículo 1º. Cuando se trate de desmovilización colectiva en el marco de acuerdos con el Gobierno 
Nacional, la calidad de miembro del grupo armado organizado al margen de la ley de que se trate, 
se acreditará mediante una lista de desmovilizados suscrita por los voceros o miembros 
representantes de dicho grupo, en la que se reconozca expresamente tal calidad. 
Esta lista debe ser recibida y aceptada por el Alto Comisionado para la Paz. 
La lista de que trata el presente artículo habilita al desmovilizado para acceder al proceso de 
reincorporación y sustituye, para todos los efectos, la certificación expedida por el Comité 
Operativo para la Dejación de las Armas, Coda. 
Artículo 2º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su promulgación. 
Publíquese, comuníquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 21 de noviembre de 2003. 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro del Interior y de Justicia, 
Sabas Pretelt de la Vega. 
El Ministro de Defensa Nacional, 
Jorge Alberto Uribe Echavarría. 






















EXPRESIONES DELINCUENCIALES  DE GRUPOS QUE HAN 
REEMPLAZADO A LAS A.U.C.  
(Indepaz 2006) 
 
No. DEPARTAMENTO GRUPO EFECTIVOS 
1 
Guajira 
Reducto no desmovilizado 
en la Alta Guajira 
70 
2 Grupo de Desmovilizados y 
otros 
30 





Desmovilizados del Bloque 
Norte 
150 
5 Banda Criminal Emergente 
El Difícil 
18 
6 Banda Criminal de Codazzi 40 





Frente Mártires de 
Valledupar 
50 
9 Desmovilizados del Bloque 
Norte Frente resistencia 
Motilona 
150 
10 Desmovilizados y NO 
desmovilizados del frente 
resistencia motilona del 
Bloque Norte 
200 
11 Desmovilizados del Bloque 
Norte 
70 
12 Banda criminal del Cesar- 
San Martín 
70 
13 Águilas Negras 50* 





Desmovilizados y no 
desmovilizados del Atlántico 
60 
16 Banda criminal emergente 
de “Guerrero y Salomón” 





Desmovilizados y no 
desmovilizados del frente 









Estructura proveniente del 
Atlántico 
50* 
19 Frente común social por la 




“Estructuras armadas” 50 
21 Los traquetos 100 
22 Vencedores de San Jorge 61 
23 
Antioquia 
Desmovilizados del B.C.B. 60 
24 Águilas Negras de Antioquia 100 
 
25 P.A.C. Protección al 
Campesino 
Desarticulado 
26 Autodefensas de la 





Unidas del Norte del Valle – 
ACUN 
350 
28 Risaralda Grupo Cordillera 15 
29 
Tolima 
Bloque Pijao desarticulado 
30 Los hombres de azul 80 
31 Futuro Verde 50* 
32 
Cundinamarca 
Bloque Central Santander (y 
7 más) 
400 
33 Bloque Guaviare 50* 




Norte de Santander 
Desmovilizados del Bloque 
Catatumbo 
400 
36 Águilas Negras 150 
37 Águilas doradas 100 
38 Águilas Azules 50* 
39 Águilas Rojas 150 
40 Nueva Generación 50* 
41 Arauca Las Águilas 50* 
42 
Casanare 
Desmovilizados del Bloque 
Centauros 
200 
43 Disidentes del bloque 
vencedores de Arauca 
70 
44 Bloque Llaneros del 
Casanare 
25 
45 Bacrim Autodefensas 





Grupo de no desmovilizados 
del Bloque Héroes del 
Guaviare 
200 
47 Por Colombia Presente desarticulado 











T.C.C. Todos Contra 
Cuchillo 
50* 










Desmovilizados del Frente 
Sur de los Andaquíes del 
B.C.B. 
50 
54 Águilas Negras 70 





Grupo de no desmovilizados 








58 Frente Antiterrorista Único 50* 
59 
Nariño 
Desmovilizados del Bloque 
Libertadores del Sur 
100 
 
60 O.N.G. Organización Nueva 
Generación 
300 
61 Rastrojos de Nariño 450 
62 Frente Social Común por la 
Paz de Nariño 
50* 
63 Mano Negra 150 
64 Recomposición paramilitar 50* 
65 
Santander 
Desmovilizados del Frente 
Ramón Dávila del Bloque 
Puerto Boyacá 
15 





Machos y rastrojos 300 
68 A.U.N.V. Autodefensas 
Unidas del Norte del Valle 
50* 
69 R.C.P Rondas Campesinas 
Populares 
50* 
70 Bloque Central 50* 
71 Frente Social Común por la 
Paz 
50* 







Bacrim en el nororiente de 
Cáldas 
50 
74 Cacique Pipintá 150 
75 
Cauca 
Águilas Negras del Cauca 150 
76 Los rastrojos 50* 
77 Los Victorinos 50* 
78 A.U.C. de Don Berna 50* 
79 B.C.C. Bloque Central Cauca 50* 
TOTAL EFECTIVOS 8.924 




SUB TOTAL DE EFECTIVOS ARMADOS 
(de los que se tiene información sobre el número de combatientes) 
7.774 
* 23 GRUPOS SIN INFORMACIÓN CON UN PROMEDIO DE 50 
PERSONAS ARMADAS POR GRUPO 
1.150* 
GRAN TOTAL 8.924 
 


















MAPA DE PRESENCIA DE GRUPOS DISIDENTES, REARMADOS Y EMERGENTES SEGÚN FUENTES 







Fuente  Uso Semántico  Variables Eje  Composición  Zonas  Modus 
Operandi  
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